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INFORME SOBRE FEDERALISMO FISCAL EN ESPAÑA

El IEB publica su primer Informe sobre Federalismo Fiscal en 
España. Los editores del informe son Núria Bosch y Albert Solé-
Ollé, investigadores del IEB y catedráticos de hacienda pública de 
la Universidad de Barcelona. Este Informe se publicará anualmente 
e incluirá contribuciones de expertos en la materia procedentes 
del IEB o de otras universidades, centros de investigación y 
administraciones públicas. Las contribuciones serán sobre la 
situación de los gobiernos autonómicos y locales, y no tendrán 
carácter técnico con el objetivo de llegar a una amplia audiencia.  

Cada año el Informe se articulará entorno a un tema, escogido 
por su actualidad. Las contribuciones sobre el tema elegido serán 
realizadas por expertos de reconocido prestigio en el campo 
del federalismo fiscal y se recogerán en la sección del Informe 
denominada Forum. Este año el tema elegido es “El nuevo modelo 
de financiación de las Comunidades Autónomas”, acordado en julio 
de 2009 y aprobado por las Cortes Generales en diciembre 
de este mismo año. El nuevo modelo ha comportado una larga 
negociación Estado-Comunidades Autónomas y un largo debate, 
tanto político como por parte de la sociedad civil, que arranca 
básicamente con la aprobación del nuevo Estatuto de Autonomía 
de Cataluña de 2006. El modelo de financiación autonómica 
contenido en el Estatuto de Cataluña rompía con el sistema de 
nivelación fiscal existente entre las Comunidades Autónomas, lo 
que provocó que el debate y la discusión por el cambio de modelo 
se hicieran desde la óptica de la solidaridad interterritorial. Aunque 
se han aprobado en los últimos años otros Estatutos (Comunidad 
Valenciana, Baleares, Andalucía, Aragón, Castilla-León), Cataluña 
ha liderado la agenda de la negociación política y el modelo de 
financiación contenido en su estatuto ha influido en el diseño del 
modelo finalmente aprobado.  

En el presente Informe la sección del Forum contiene cuatro 
contribuciones: la primera está realizada por uno de los propios 
editores, Núria Bosch; la segunda pertenece a Julio López Laborda, 
catedrático de economía pública de la Universidad de Zaragoza; 
la tercera contribución la realizan  Jesús Ruiz-Huerta, catedrático 
de hacienda pública de la Universidad Rey Juan Carlos, y Miguel 
Ángel García, profesor de esta misma universidad y miembro del 
Gabinete Económico de CCOO; y finalmente la cuarta contribución 
es la de Santiago Lago, profesor titular de la Universidad de Vigo. 
Estas contribuciones describen el nuevo modelo de financiación 
autonómico, analizan si corrigen los problemas que presentaba el 
anterior y realizan una primera valoración del mismo.

La segunda sección del Informe se denomina Temas de actualidad 
y contiene contribuciones cortas acerca de temas actuales en el 
campo de la financiación subcentral. En el presente Informe las 
contribuciones de esta sección giran entorno al tema de la crisis 
económica y su incidencia sobre los gobiernos subcentrales. Así, 
la primera hecha por Albert Solé-Ollé (IEB y Universidad de 

Barcelona) trata cómo la crisis ha afectado a la financiación de los 
gobiernos sucentrales. La segunda contribución realizada por Javier 
Suárez Pandiello (Universidad de Oviedo) analiza la incidencia de 
la crisis sobre los municipios españoles. Alfonso Utrilla (Universidad 
Complutense de Madrid) examina “El Fondo Estatal de Inversión 
Local”, creado por el gobierno central como un instrumento de 
lucha contra la crisis, siendo su principal objetivo el fomento del 
empleo y la capitalización de los municipios. La cuarta contribución 
la realiza Guilhem Costes (Fitch Ratings) y versa sobre la solvencia 
financiera de las Comunidades Autónomas en este contexto de 
crisis económica.

La tercera sección del Informe, denominada Investigaciones,  incluye 
resúmenes no técnicos de proyectos de investigación financiados 
por el IEB o realizados por los propios investigadores del IEB. Esta 
sección tiene la función de comunicar a una amplia audiencia los 
resultados de la investigación del IEB en materia de federalismo 
fiscal.  La primera contribución de esta sección corresponde a José 
María Durán y Alejandro Esteller (IEB-Universidad de Barcelona) y 
analiza si la descentralización de los impuestos sobre la riqueza a las 
Comunidades Autónomas se hizo de forma adecuada y como ello 
ha  influido en la situación actual de estos impuestos. Juan González 
(Universidad Pablo de Olavide) examina la eficacia de las Acciones 
Estructurales de la UE para las diecisiete Comunidades Autónomas 
durante el período 1993-2007. La tercera contribución pertenece 
a Roberto Fernández (Universidad de Oviedo) y María A. García 
(INRA-LERNA, Toulouse School of Economics) y analizan el papel 
de las empresas públicas como alternativas al “endeudamiento 
tradicional” de las Comunidades Autónomas, al no estar sometidas 
a los criterios de consolidación establecidos por Eurostat. La 
cuarta contribución corresponde a Núria Bosch y Marta Espasa 
(IEB-Universidad de Barcelona) y es un survey sobre los estudios 
que analizan la eficiencia productiva en la provisión de servicios 
públicos locales. 

Finalmente el Informe concluye con otras dos secciones, una 
dedicada a ofrecer algunos datos estadísticos sobre la deuda 
de los municipios españoles y sobre las principales magnitudes 
presupuestarias de las grandes ciudades españolas, y la otra a 
reseñar libros recientemente publicados sobre la temática del 
federalismo fiscal. 

Los editores y el equipo de investigadores del IEB esperan que 
el Informe sobre Federalismo Fiscal en España sea de interés 
para académicos, funcionarios, profesionales y otros estudiosos 
interesados en la temática del federalismo fiscal y sea útil para 
estimular el debate entorno a las haciendas autonómicas y locales.

Institut d’Economia de Barcelona (IEB)

Barcelona, diciembre de 2009

Editorial
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El modelo de financiación autónomica de 2009:
un análisis bajo la perpectiva del federalismo fiscal 

Núria Bosch
Institut d’Economia de Barcelona (IEB)
Universitat de Barcelona

1. Introducción

El Consejo de Política Fiscal y Financiera acordó un nuevo modelo 
de financiación autonómica el 15 de julio de 2009, que venía a 
sustituir al aprobado en 2001. El 18 de diciembre de 2009 se aprobó 
la Ley 22/2009, por la que se regula el modelo aprobado en julio, y  
la Ley Orgánica 3/2009, que adapta la LOFCA al mismo.

Antes de finales de diciembre de 2009, el modelo fue aceptado 
por las Comisiones Mixtas de todas las Comunidades Autónomas 
(CCAA), ya que tenía que entrar en vigor en 2009 y sus efectos 
financieros también debían ya empezar a producirse en dicho año. 

El nuevo modelo es fruto de una larga negociación, que arranca 
básicamente con la aprobación del nuevo Estatuto de Autonomía 
de Cataluña de 2006. Aunque se han aprobado en los últimos 
años otros Estatutos (Comunidad Valenciana, Baleares, Andalucía, 

Aragón, Castilla-León), Cataluña ha liderado la 
agenda de la negociación del nuevo sistema 

de financiación y el modelo de financiación 
autonómica contenido en su Estatuto es 
el que ha influido en el diseño final del 
mismo.

En este trabajo se hace una valoración del 
nuevo sistema de financiación autonómica 

a la luz de la teoría del federalismo 
fiscal, aunque antes de proceder 
a dicho análisis se realiza una 
breve descripción de su diseño. 
Así, el trabajo consta de tres 
apartados, incluida dicha 
introducción. El segundo 

apartado señala las 
características básicas 
del nuevo modelo 
de financiación de las 

CCAA y el tercero 
realiza la valoración 

en base a los siguientes 
principios: autonomía, 
equidad vertical, equidad 
horizontal y coordinación 
intergubernamental.

2. Características básicas del nuevo modelo 
de financiación autonómica1

El nuevo modelo de financiación autonómica está constituido por 
seis ejes básicos: 1) los recursos adicionales que aporta el gobierno 
central; 2) la cesta de impuestos cedidos por el Estado; 3) el fondo 
de nivelación de los servicios esenciales del Estado del bienestar, 
llamado Fondo de Garantía de los Servicios Públicos Fundamentales; 
4) los recursos no nivelados; 5) los fondos de ajuste, constituidos 
por el Fondo de Suficiencia Global y los Fondos de Convergencia 
(Fondo de Competitividad y Fondo de Cooperación); y 6) los 
mecanismos de actualización.

2.1 Recursos adicionales

El gobierno central inyectó un total de 11.173 millones de euros, en 
valores del 2009, al sistema de financiación autonómica. De estos, 
7.400 millones se aportaron para reforzar el Estado del bienestar, 
distribuyéndose entre las CCAA de forma gradual y de acuerdo 
con las variables de la tabla 1. Los 3.773 millones de euros restantes 
tenían la finalidad de fomentar la convergencia entre las CCAA, 
correspondiendo 2.573 millones al Fondo de Competitividad y 1.200 
al Fondo de Cooperación.  

De los 7.400 millones destinados a reforzar el Estado del bienestar, 
5.000 se repartieron en el 2009, de los cuales el 73,5% se distribuyeron 
entre las CCAA según el incremento de la población entre 1999 y 
2009; un 12,3% según la población ajustada2 del 2009; un 9,8% según la 
población dependiente; un 2,5% según la población reconocida como 
dependiente; un 1% según el número de entidades singulares, sólo en 

1  Véase Bosch (2009b).
2  En la sección 2.3 y en la tabla 3 se define el concepto de población 

ajustada.

“Cataluña ha liderado la agenda 
de negociación del nuevo sistema 
y el modelo de financiación de su 
Estatuto ha influido en el diseño 

final del mismo”
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el caso de las CCAA con una dispersión superior a la media; y otro 1% 
según la población ajustada del 2009, sólo en el caso de las CCAA con 
una densidad inferior a la media.

En el 2010 se reparten otros 2.400 millones, distribuyéndose un 
50% según la población reconocida como dependiente y otro 50% 
según la población ajustada. 

Además, se debe añadir a estos recursos adicionales otra dotación 
para las políticas de normalización lingüística, que se calcula 
multiplicando por 2,5 el importe que las CCAA recibieron en el 
2009 por este concepto.

2.2 Cesta de impuestos

El nuevo modelo de financiación autonómica amplia la participación 
de las CCAA en los tributos del Estado. Así, la participación en el 
IRPF pasa del 33% al 50%, la del IVA del 35% al 50% y la de los 
impuestos especiales del 40% al 58%. Estos porcentajes son los 
que establece el Estatuto de Autonomía de Cataluña del 2006. Por 
tanto, lo establecido en dicho estatuto se ha generalizado al resto 
de CCAA. 

Sobre los anteriores impuestos, las CCAA solo tienen capacidad 
normativa para regular ciertos elementos del IRPF. El nuevo 
modelo amplia dicha capacidad a la regulación del mínimo personal 
y familiar y la escala de gravamen de la base general, eliminándose 
la limitación del modelo anterior que obligaba a mantener el mismo 
número de tramos que la escala estatal. 

El resto de la cesta de impuestos está constituida por los impuestos cuyo 
rendimiento se cede totalmente a las CCAA y que ya recogía el sistema 

de financiación autonómica de 2001. Son los siguientes: impuesto sobre 
el patrimonio3, impuesto sobre sucesiones y donaciones, impuesto 
sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, 
tributos sobre el juego, impuesto sobre las ventas minoristas de 
determinados hidrocarburos, impuesto especial sobre determinados 
medios de transporte e impuesto sobre electricidad. 

Sobre los anteriores impuestos cedidos totalmente, las CCAA 
tienen cierta capacidad normativa a excepción del impuesto sobre 
electricidad. El nuevo modelo mantiene dicha capacidad. 

Finalmente, por lo que se refiere a la gestión de los impuestos 
cedidos parcial o totalmente, solo corresponde a las CCAA la del 
impuesto sobre patrimonio, la del impuesto sobre sucesiones y 
donaciones, la del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y 
actos jurídicos documentados y la de los tributos sobre el juego.
El nuevo modelo mantiene estas competencias en la gestión 
tributaria.

3 Como el Estado ha establecido una bonificación del 100% sobre este 
impuesto, las CCAA no reciben ningún rendimiento por el mismo. Esto ha 
comportado el establecimiento de una compensación a las CCAA por la 
pérdida de ingresos.

Tabla 1. Reparto de los fondos adicionales: criterios de reparto y gradualidad (Millones de euros)

Incremento de la población ajustada * 1999-2009 3.675 73,5%

Población ajustada 2009 613 12,3%

Población potencialmente dependiente 490 9,8%

Población reconocida como dependiente 123 2,5%

Fondo para las CCAA con una dispersión > media. Número entidades singulares 50 1,0%

Fondo para las CCAA con una densidad < media. Población ajustada 2009 50 1,0%

Recursos adicionales para 2009 5.000 100,0%

Población reconocida como dependiente 1.200 50,0%

Población ajustada 1.200 50,0%

Recursos adicionales para 2010 2.400 100,0%

Total recursos adicionales 7.400

* El concepto de población ajustada se define en la sección 2.3 y en la tabla 3.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 22/2009.

“El criterio de equidad y los 
porcentajes de participación de  

las CCAA en los tributos del  
Estado derivan del Estatuto de 

Autonomía de Cataluña”
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2.3 Fondo de nivelación de los servicios 
esenciales del Estado del bienestar

El nuevo sistema de financiación autonómica se dota de un mecanismo 
de nivelación que cambia substancialmente el mecanismo existente en 
el antiguo modelo. Dicho mecanismo lo constituye el llamado Fondo 
de Garantía de los Servicios Públicos Fundamentales, siendo su objetivo 
que todas las CCAA puedan suministrar un nivel similar de los servicios 
esenciales del Estado del bienestar (educación, sanidad y servicios 
sociales), realizando un esfuerzo fiscal también similar. El criterio de 
equidad descrito deriva del Estatuto de Autonomía de Cataluña. Igual que 
en el caso de los porcentajes de participación en los grandes impuestos 
estatales, otra vez lo dispuesto en el estatuto catalán se generaliza al resto 
de CCAA.

El cálculo de la subvención de nivelación o Fondo de Garantía 
de los Servicios Públicos Fundamentales se realiza del modo 
siguiente. En primer lugar, el Fondo de Garantía, a nivel global, 
se dota del 75% de los ingresos tributarios de las CCAA  más 
una aportación del Estado. Este 75% quiere representar el peso 
del gasto del Estado del bienestar en relación al total de gasto 
autonómico. Los ingresos tributarios se calculan en términos 
normativos y debidamente homogeneizados. La tabla 2 recoge la 
estimación de los ingresos tributarios normativos.

En segundo lugar, se distribuyen los recursos del Fondo entre las 
CCAA de acuerdo con una serie de variables representativas de 
sus necesidades de gasto. Las variables y sus ponderaciones son 
las siguientes (tabla 3): población de derecho (con un ponderación 
del 30%), la población protegida equivalente distribuida en siete 
tramos de edad (38%), la población mayor de 65 años (8,5%), 
la población entre 0 y 16 años (20,5%), la superficie (1,8%), la 
dispersión (0,6%) y la insularidad (3,0%). Como se ve, la variable 

que tiene más peso en el indicador de necesidades es la población, 
con un peso del 97%. Por ello a este indicador se le denomina 
población ajustada. El resultado de este reparto proporciona las 
necesidades de gasto de las Comunidades Autónomas (NG

i).

En tercer lugar, se calcula el Fondo de Garantía de cada Comunidad 
Autónoma (FGi), siendo la diferencia entre sus necesidades de gasto 
(NGi) y el 75% de sus ingresos tributarios normativos o capacidad 
fiscal (CFi):

FGi = NGi – 75% CFi         [1]

Por tanto, el Fondo de Garantía de cada Comunidad Autónoma 
puede ser positivo o negativo, según reciba recursos del mismo o 
los aporte. 

El Fondo de Garantía es, pues, un mecanismo de nivelación que 
tiene tanto carácter vertical como horizontal, ya que se dota de 
aportaciones del Estado y de las CCAA. Asimismo, la nivelación del 
Fondo es total, ya que todas las CCAA dispondrán de los mismos 
recursos por habitante ajustado para hacer frente a los servicios 
esenciales del Estado del bienestar.

Tabla 2. Ingresos tributarios normativos

Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y 
actos jurídicos documentados.

Para el año base (2007), el valor normativo se corresponde con el 85% del importe 
recaudado por este impuesto en cada Comunidad Autónoma.
Para el resto de años, el valor normativo será el resultado de aplicar al importe del 
año base la tasa de crecimiento de la suma de los rendimientos que en cada Comu-
nidad Autónoma se han obtenido por IRPF, IVA e impuestos especiales entre el año 
base y el año correspondiente.

Impuesto sobre sucesiones y donaciones y 
tributos del juego.

Valor normativo del año base actualizado según la tasa de crecimiento de los ingresos 
tributarios del Estado (ITE).

Impuesto especial sobre determinados medios 
de transporte  e  impuesto sobre ventas mino-
ristas de determinados hidrocarburos.

Recaudación real de cada año sin tener en cuenta el uso que las CCAA han podido 
hacer de sus competencias normativas.

IRPF, IVA e impuestos especiales Importe recaudado sin tener en cuenta el uso que las CCAA han podido hacer de 
sus competencias normativas.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 22/2009.

“El nuevo sistema de financiación 
autonómica se dota de un 

mecanismo de nivelación que 
cambia substancialmente el 
mecanismo existente en el 

antiguo modelo”
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2.4 Recursos tributarios no nivelados

De la descripción del cálculo del Fondo de Garantía se deduce 
que solo se nivelan el 75% de los ingresos tributarios normativos. 
En consecuencia, un 25% de los mismos no se nivelan. Ello quiere 
decir que la cuantía a percibir por cada Comunidad Autónoma por 
este bloque de recursos estará directamente relacionada con su 
capacidad fiscal.

Además, si nivelamos un 75% de los ingresos tributarios normativos 
y no nivelamos el  25%, el efecto es que a nivel global la nivelación es 
parcial. Ya que es lo mismo nivelar al 100% el 75% de los recursos, que 
nivelar al 75% el 100% de los recursos.

2.5 Fondos de ajuste

El nuevo modelo de financiación autonómica se cierra con tres 
fondos de ajuste: el Fondo de Suficiencia Global y los dos Fondos 
de Convergencia (el de Competitividad y el de Cooperación).

El Fondo de Suficiencia Global tiene como objetivo que ninguna 
Comunidad Autónoma pierda con el cambio de modelo y, además, 
que todas experimenten una ganancia por el mismo. Por tanto, 
dicho Fondo garantiza el “statu quo” de 2009 más la parte que 
corresponde a cada Comunidad de los recursos adicionales 
aportados por el gobierno central, a lo que llamamos “statu quo 
revisado” (SQR

i). Así, el Fondo de Suficiencia Global de cada 
Comunidad (FSGi) es la diferencia entre el “statu quo revisado” de 
2009 (SQRi) y los tributos cedidos normativos (CFi) más/menos el 
Fondo de Garantía (FGi), según éste sea negativo o positivo. A su 
vez, el Fondo de Suficiencia puede resultar positivo o negativo. En el 
2010 se tendrá que hacer un ajuste en el cálculo de dicho fondo al 
incorporarse los recursos adicionales correspondientes a ese año.

FSGi = SQRi - CFi ±  FGi             [2]

Uno de los Fondos de Convergencia es el llamado Fondo de 
Competitividad. Su objetivo es reducir las diferencias en la financiación 
per cápita entre las CCAA. Son beneficiarias de este Fondo aquellas 
CCAA que tienen una financiación por habitante en términos 

Tabla 3. Indicador de necesidades: Población ajustada

Población de derecho 30,0%

Población protegida por tramos de edad* 38,0%

Población mayor de 65 años 8,5%

Población entre 0 y 16 años 20,5%

Total variables poblacionales 97%

Superficie 1,8%

Dispersión 0,6%

Insularidad 0,6%

Total variables no poblacionales 3,0%

Total 100,0%

* Los tramos de edad y sus ponderaciones son los siguientes:
0-4 años 1,031 55-64 años 1,292
5-14 años 0,433 65-74 años 2,175
15-44 años 0,547 Más de 75 años 2,759
45-54 años 0,904

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 22/2009.

“El mecanismo de nivelación del 
nuevo modelo sólo nivela el 75% de 
los ingresos tributarios normativos, 

por lo que la cuantía a percibir 
por el 25% restante por cada 

Comunidad Autónoma dependerá 
de su capacidad fiscal”



14

FORUM

homogéneos4 (ingresos tributarios normativos, Fondo de Garantía 
y Fondo de Suficiencia Global) inferior a la media, o que su índice de 
financiación por habitante sea inferior a su índice de capacidad fiscal 
por habitante. El término por habitante se refiere al concepto de 
población ajustada. Asimismo, el índice de capacidad fiscal de cada 
Comunidad (ICF

i) se calcula como sigue:

   

donde, CF: Ingresos tributarios normativos; Pa: Población ajustada; 
y los subíndices “i” i “t” se refieren a una Comunidad Autónoma o 
al conjunto de las mismas, respectivamente.

Una vez identificadas las CCAA beneficiarias de este Fondo, 
su reparto entre las misma se hace en función de la población 
ajustada. No obstante, los recursos que las CCAA pueden recibir 
de este Fondo están limitados. Los límites son los siguientes: a) 
para aquellas CCAA que son beneficiarias del Fondo porque su 
financiación por habitante ajustado se sitúa por debajo de la media, 
el límite se establece en la cuantía que les permite alcanzar la media; 
b) para aquellas CCAA que son beneficiarias del Fondo porque 
su financiación por habitante ajustado está por debajo de su índice 
de capacidad fiscal por habitante ajustado, el límite se establece 
para los años 2009 y 2010 en la cuantía que les permita estar un 
5% por encima de la media. A partir del 2011 este porcentaje 
se establece en un 6%. El gobierno central no ha facilitado hasta 
ahora datos de las cuantías que las CCAA percibirán por el nuevo 
modelo. No obstante, algunas estimaciones, como la de De la 
Fuente (2009), establecen que son beneficiarias de este Fondo 
las siguientes CCAA: Cataluña, Murcia, Comunidad Valenciana, 
Baleares, Canarias y Madrid.

El segundo Fondo de Convergencia es el denominado Fondo de 
Cooperación. Su objetivo es lograr el desarrollo regional y estimular 
el crecimiento y la convergencia regional en términos de renta. 

Las CCAA beneficiarias del Fondo de Cooperación han de 
cumplir alguna de las siguientes condiciones: a) que en los últimos 
tres años hayan tenido una media del PIB per cápita inferior al 
90% de la media del conjunto de las CCAA de régimen común; 
b) que tengan una densidad de población inferior al 50% de la 
media de las CCAA de régimen común; c) que en los últimos tres 
años hayan tenido un crecimiento de la población inferior al 90% 
de la media de las CCAA de régimen común y una densidad de 
población inferior a la media del conjunto de CCAA de régimen 
común multiplicada por 1,25. 

El reparto del Fondo de Cooperación entre las CCAA se hace 
dividiéndolo en dos subfondos. Las 2/3 partes del Fondo se 
reparten según la población ponderada por la distancia entre el 

4 En los recursos se excluyen aquellos destinados a financiar las compe-
tencias específicas.

PIB per cápita de la Comunidad Autónoma y la media, según la 
fórmula siguiente:

    
donde, P: Población; R: PIB per cápita; Rm: PIB per cápita medio 
de las CCAA beneficiarias del Fondo; y los subíndices “i” i “t” se 
refieren a una Comunidad Autónoma o al conjunto de CCAA 
beneficiarias del Fondo, respectivamente.

El 1/3 restante se reparte entre las CCAA beneficiarias del Fondo 
que tengan un crecimiento de la población inferior al 50% de 
la media, distribuyéndose según la población. Asimismo, ninguna 
Comunidad Autónoma puede recibir más de un 40% de este 
subfondo. Según De la Fuente (2009) son beneficiarias de este 
Fondo las siguientes CCAA: Galicia, Andalucía, Asturias, Cantabria, 
Murcia, Aragón, Castilla-La Mancha, Extremadura y Castilla-León.

2.6 Mecanismos de actualización del modelo

El modelo de financiación autonómica aprobado tiene mecanismos 
de actualización periódica. Se actualizan anualmente los siguientes 
elementos: a) las variables representativas de las necesidades de 
gasto usadas en el cálculo del Fondo de Garantía; b) los tributos 
cedidos normativos; c) las variables utilizadas para el cálculo de los 
Fondos de Convergencia. 

Por otra parte, los volúmenes de la aportación estatal al Fondo 
de Garantía, del Fondo de Suficiencia Global y de los Fondos de 
Convergencia se actualizan anualmente aplicando la tasa de crecimiento 
del ITE (Ingresos Tributarios del Estado). 

Cada cinco años se revisarán los elementos estructurales del modelo 
de financiación autonómica: el porcentaje de recursos tributarios que 
las CCAA aportan al Fondo de Garantía, fijado actualmente en un 
75%; las variables y ponderaciones de las variables representativas de 
las necesidades de gasto y de los ingresos tributarios normativos o 
capacidad fiscal; la capacidad normativa de las CCAA sobre los tributos 
cedidos; y el índice de actualización anual o ITE. 

“El modelo de financiación 
autonómica aprobado tiene 

mecanismos de actualización 
periódica, lo que lo hace más 

estable en el tiempo ”

[3]

[4]
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3. Valoración del nuevo modelo de 
financiación autonómica. Análisis desde la 
perspectiva del federalismo fiscal

La teoría del federalismo fiscal nos da las pautas para realizar una 
valoración del nuevo modelo de financiación autonómica. Así, según 
dicha teoría todo modelo de financiación subcentral ha de cumplir 
los siguientes principios: autonomía, equidad vertical, equidad 
horizontal y coordinación intergubernamental. 

3.1 Autonomía 

El principio de autonomía se puede analizar desde el lado del gasto 
y desde el del ingreso. La autonomía en el gasto quiere decir que 
las CCAA han de poder decidir en qué gastan y cómo gastan. A su 
vez, la autonomía en los ingresos significa poder decidir el volumen 
de los mismos y la política fiscal. La autonomía en los ingresos está 
estrechamente ligada con el grado de poder tributario de las CCAA. 
Este poder tributario puede actuar en tres planos5: a) en el plano 
de los rendimientos: atribución total o parcial de los rendimientos 
de un impuesto; b) en el plano normativo: capacidad legislativa 
para determinar total o parcialmente los elementos básicos de los 
impuestos (base imponible, tipo impositivo, deducciones, etc.); y c) 
en el plano administrativo: capacidad para gestionar los impuestos. 
La consecución de una autonomía plena quiere decir tener un 
grado notable de poder tributario en cada uno de estos planos.

Según datos de 2007, los tres planos anteriores referentes al poder 
tributario de las CCAA se concretaban de la manera siguiente. A las 
CCAA les correspondía el 21,9% de los rendimientos tributarios del 
sector público, mientras que al Estado le correspondía el 68,3% del 
total y a los gobiernos locales el 9,8%. Y si se excluyen los impuestos 
sobre los que las CCAA no tenían capacidad normativa, aquel 21,9% 
se reducía en 11 puntos porcentuales. Por tanto, las CCAA solo tenían 
capacidad normativa sobre un 10,9% de los ingresos impositivos. Por 
lo que se refiere al plano administrativo, los gobiernos autonómicos 
sólo gestionaban un 5% del total de los ingresos impositivos existentes 
en el sistema fiscal español6.

El nuevo sistema de financiación autonómica incrementa la 
responsabilidad fiscal de las CCAA en el plano de los rendimientos 

5 Véase Bosch (2006b).
6 Para una visión crítica del modelo de financiación autonómica del 2001, 
véase Bosch (2008).

impositivos, al incrementarse por parte de las CCAA los porcentajes 
de participación en los grandes impuestos estatales, y en el plano 
normativo, ya que las CCAA  podrán incidir, dentro de un mayor 
margen que el del modelo de 2001, sobre elementos esenciales del 
IRPF. Todo ello revertirá en una mayor autonomía tributaria, que se 
ha de valorar positivamente al estar más en línea con lo que ocurre 
en muchos estados federales. 

No obstante, quedan algunas cuestiones pendientes en materia de 
autonomía tributaria. La primera es estudiar la posibilidad de que el 
Estado ceda capacidad normativa sobre el IVA a las CCAA, sin que ello 
entre en conflicto con la normativa europea, y más teniendo en cuenta 
que el acuerdo de financiación autonómica de julio del 2009 dispone 
que el Estado iniciará los procedimientos necesarios delante de la 
Unión Europea para que las CCAA puedan tener capacidad normativa 
sobre la fase minorista del IVA, y que algunos Estatutos de Autonomía, 
como el de Cataluña, ofrecen esta posibilidad. La segunda es posibilitar 
que las CCAA, que así lo dispongan sus Estatutos, puedan participar en 
mayor medida en la gestión tributaria de lo tributos cedidos a través de 
la creación de consorcios tributarios o convenios de colaboración con 
la AEAT (Agencia Estatal de Administración Tributaria).  

3.2 Equidad vertical

En un sector público descentralizado como el español, hay un 
problema de equidad vertical cuando, por ejemplo, para el conjunto 
de CCAA existe un desequilibrio entre sus necesidades de gasto 
agregadas y su capacidad fiscal agregada (capacidad para generar 
ingresos tributarios). La falta de equidad vertical se produce como 
consecuencia de la falta de correspondencia entre la distribución 
vertical de competencias (y, por tanto, de necesidades de gasto) 
y la distribución vertical de ingresos tributarios entre niveles de 
gobierno. La consecuencia es una clara insuficiencia financiera para 
los gobiernos autonómicos.

El objetivo de la equidad vertical es corregir los desequilibrios fiscales 
verticales, garantizando al nivel subcentral de gobierno (considerado 
globalmente) un volumen de recursos suficiente para financiar sus 
necesidades de gasto. El instrumento más utilizado para corregir los 
desequilibrios verticales son las transferencias de recursos del gobierno 
central a los gobiernos subcentrales. 

“El nuevo sistema de financiación 
autonómica revertirá en una mayor 
autonomía tributaria, que se ha de 
valorar positivamente al acercarse 

más a un sistema federal”

“Quedan cuestiones pendientes en 
materia de autonomía tributaria: la 
posibilidad de que el Estado ceda 
capacidad normativa sobre el IVA  

a las CCAA y que éstas puedan 
participar en mayor medida en la 
gestión de los tributos cedidos”
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El desequilibrio existente entre el peso que tienen las CCAA en el 
conjunto de los ingresos tributarios y el grado de gasto público que 
gestionan se pone de manifiesto en los siguientes datos: si bien los 
gobiernos autonómicos gestionaban, según datos de 2007, el 35,9% del 
gasto del conjunto del sector público, sólo disponían de un 21,9% de los 
ingresos impositivos. En cambio, el gobierno central que gestionaba el 
50,7% del gasto (incluyendo pensiones), disponía del 68,3% de los ingresos 
impositivos. Nos encontramos, pues, ante una no correspondencia 
entre las responsabilidades de gasto y las responsabilidades tributarias 
de los gobiernos autonómicos. Los problemas que esto genera son, 
fundamentalmente, de carencia de corresponsabilidad fiscal: dificulta el 
rendimiento de cuentas de los gobiernos autonómicos ante sus ciudadanos, 
reduce los incentivos de las CCAA a hacer una gestión eficiente de su 
gasto, limita la autonomía política de los gobiernos autonómicos, y estimula 
el conflicto entre estos y el gobierno central.

Un cierto desequilibrio de esta naturaleza existe en todos los países 
federales y, como hemos dicho antes, se corrige mediante transferencias 
del Estado hacia los gobiernos subcentrales. En el caso español, esta función 
la tuvo hasta ahora el Fondo de Suficiencia, subvención que percibían las 
CCAA en el sistema de financiación de 2001 y que no hay que confundir 
con el Fondo de Suficiencia Global del modelo de 2009. El problema es 
que el Fondo de Suficiencia no pudo corregir totalmente el desequilibrio 
vertical por varias razones:

a) Por el comportamiento de los ingresos. En el período 1999-
2007 los recursos del Estado crecieron a una tasa anual del 11,8% 
(en términos nominales), mientras que los de las CCAA a una del 
8,7%7.

b) Por la evolución de las necesidades de gasto. En el período 
2003-20078 el gasto estatal vinculado a sus competencias 
exclusivas creció a una tasa anual del 8,5%, mientras que el de 

7 Estas tasas se han calculado suponiendo que se hubiese mantenido inalterada 
la normativa tributaria del Estado y de las CCAA del año 1999, año base de 
cálculo del sistema de financiación autonómica de 2001. Lo que se pretende 
es calcular el potencial recaudatorio que ofrecía el marco establecido por esa 
normativa. De todas formas, aun considerando los cambios normativos, los in-
gresos impositivos del Estado crecieron a una tasa superior al de las CCAA, del 
10,9% y del 9,4%, respectivamente.
8 Se analiza el período 2003-2007 porque es a partir del 2003 que existe homo-
geneidad competencial en las liquidaciones de los presupuestos de las CCAA. 

las CCAA a una del 10,1%. Ello es debido a que actualmente las 
CCAA son las responsables de los servicios básicos del Estado 
del bienestar (educación, sanidad, servicios sociales) que tienen un 
comportamiento muy expansivo. 

c) Por cambios en la normativa estatal que comportaron un aumento 
de las necesidades de gasto autonómicas o una disminución de los 
ingresos autonómicos.

d) Por no revisarse el sistema de financiación autonómica. De 
hecho está es la causa principal, pues si se hubiera revisado se 
hubiera podido corregir el desequilibrio provocado por las causas 
anteriormente enumeradas.

La aportación adicional de recursos que comporta el nuevo 
modelo de financiación autonómica corrige este agravamiento del 
desequilibrio vertical. La cifra parece adecuada para compensar el 
crecimiento de las necesidades de gasto que han experimentado 
las CCAA desde el acuerdo de financiación de 2001, a causa 
primordialmente del incremento de la población por el fenómeno 
inmigratorio y de no haberse revisado el sistema, ya que el acuerdo 
de 2001 no lo preveía. Por tanto, esta aportación se ha de valorar 
positivamente. 

En el año 1999, base del modelo de financiación de 2001, el 
reparto de ingresos entre el Estado y las CCAA era del 45,2% 
para el Estado y del 54,8% para las CCAA. No obstante, estos 
porcentajes en 2007 habían pasado a ser del 50,4% y del 49,6%, 
respectivamente. Por tanto, se había agravado el desequilibrio 
vertical debido a las causas apuntadas anteriormente. Con la 
aportación adicional del Estado de más de 11 millones de euros, 
se ha reequilibrado el reparto de ingresos entre Estado y CCAA, 
volviendo a porcentajes parecidos a los del 1999. En concreto, con 
el nuevo modelo acordado al Estado le corresponden el 43,0% de 
los ingresos y a las CCAA el 57% restante.

3.3 Equidad horizontal 

Concepto de equidad horizontal

Otro tipo de desequilibrio fiscal que puede surgir en un sector público 
descentralizado son los  denominados horizontales. Estos tienen lugar 
entre las unidades de un mismo nivel de gobierno, como las CCAA, 
debido a la falta de correspondencia entre su capacidad para generar 
ingresos tributarios y sus necesidades de gasto. Las causas de los 
desequilibrios horizontales pueden ser: a) diferencias entre las CCAA 
en la capacidad fiscal per cápita; b) diferencias entre las CCAA en 
los costes unitarios de suministrar los servicios públicos; c) diferencias 
entre las CCAA en las necesidades de provisión de los servicios 
públicos per cápita.

“La aportación adicional de 
recursos del nuevo modelo corrige 
el agravamiento del desequilibrio 
vertical con una cifra que parece 

adecuada para compensar el 
crecimiento de las necesidades de 

gasto experimentado por las CCAA”
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La equidad horizontal persigue corregir los desequilibrios fiscales 
horizontales. El objetivo es permitir que las diferentes CCAA puedan 
prestar un nivel similar de los servicios públicos que tienen atribuidos 
y demandar un esfuerzo fiscal similar a sus ciudadanos. Se trata de 
evitar que las CCAA más pobres se encuentren en la situación de 
haber de prestar un nivel de servicios inferior9. Por tanto, el principio 
de equidad horizontal significa solidaridad interterritorial, siendo con 
esta denominación como en muchas ocasiones nos referimos al 
principio de equidad horizontal. 

El instrumento para corregir los desequilibrios fiscales horizontales 
son las subvenciones de nivelación fiscal. Estas se calculan mediante 
una fórmula con una serie de variables representativas de la capacidad 
fiscal y las necesidades de gasto. El análisis del sistema comparado nos 
proporciona numerosos ejemplos de cómo funcionan este tipo de 
subvenciones. Por un lado, éstas pueden tener un diseño horizontal 
cuando su único objetivo es la equidad horizontal, y un diseño 
horizontal y vertical cuando pretenden perseguir a la vez los dos 
objetivos de equidad vertical y horizontal. Por otra parte, la nivelación 
puede ser total o parcial. Es total cuando el grado de cobertura de 
los ingresos sobre las necesidades de gasto es la misma para todas 
las unidades de un mismo nivel de gobierno. Por tanto, se reducen 
totalmente las diferencias fiscales entre las diferentes jurisdicciones. 
En cambio, la nivelación parcial reduce las diferencias fiscales, pero no 
las elimina del todo.

La equidad horizontal en el modelo de financiación autonómica 
de 200110

En el modelo de financiación autonómica de 2001, el Fondo de 
Suficiencia debía ser un instrumento al servicio del principio de 
equidad horizontal. Es decir, el Fondo de Suficiencia debía hacer 
posible que los gobiernos autonómicos dispusieran de un volumen 
similar de ingresos por poder prestar los servicios que tenían 
atribuidos, aplicando un esfuerzo fiscal similar. Este objetivo no se 
cumplió, y este fue, precisamente, uno de los principales puntos 
débiles del modelo de financiación autonómica de 2001.
Las causas que explicaban el mal funcionamiento del Fondo de 
Suficiencia se pueden resumir en11: 

a) La inexistencia de una definición explícita del criterio de equidad 
interterritorial. Nunca se hizo explícito el criterio de equidad que 
se quería conseguir. Se explicitaba el funcionamiento del Fondo de 
Suficiencia sin acordar, previamente, cual era su objetivo. 

b) Falta de justificación de las variables y ponderaciones que 
intervenían en el cálculo del indicador de necesidades, e inclusión 
de determinados fondos y modulaciones de difícil comprensión en 
el reparto de los recursos entre las CCAA en el año base (1999).

9  Véase Castells, Sorribas y Vilalta (2005), pág.15.
10 Véase Bosch (2009a).
11 Bosch (2006a).

El indicador de las necesidades de gasto de las diferentes CCAA 
contemplaba la población como principal variable (pesaba un 
94% en el cálculo de las necesidades vinculadas al bloque de 
servicios comunes). Por tanto, era de esperar que los recursos 
por habitante que el modelo proporcionaba a los diferentes 
gobiernos autonómicos fueran muy similares. Esto no resultó así, y 
la explicación está en la inclusión de los fondos específicos y de las 
modulaciones. De una parte, la existencia de los fondos específicos 
hizo que la población pasara de explicar el 94% de la distribución 
de los recursos al 90,6% en el año base. Además, estos fondos 
específicos suponían un incremento de las desigualdades entre 
las CCAA. Antes de los fondos en el año base, el ratio entre la 
Comunidad Autónoma con mayores recursos y la de menores era 
de 1,158, después de los fondos pasó a ser del 1,259.

De otro lado, la aplicación de las reglas de modulación supuso una 
reducción de los recursos totales a distribuir entre el conjunto de 
CCAA (en un 1,6%). Igualmente, las modulaciones supusieron un 
aumento de las desigualdades entre las CCAA. Después de las 
mismas la desviación estándar de los recursos per cápita pasó del 
7,65% al 9,90%.

c) Falta de justificación de la variable utilizada como indicador 
de la capacidad fiscal que intervenía en el cálculo del Fondo de 
Suficiencia. 

El indicador utilizado para medir la capacidad fiscal de los diferentes 
gobiernos autonómicos, no se basaba en ninguno de los métodos 
que tanto la literatura económica como el sistema comparado 
recomiendan. El indicador utilizado para estimar la capacidad 
fiscal vinculada a los “tributos cedidos tradicionales” (patrimonio, 
sucesiones y donaciones, etc.), era la recaudación efectiva actualizada 
mediante una tasa de crecimiento que no tenía relación con la 
evolución de la capacidad fiscal real. 
d) Inexistencia de mecanismos de actualización y de ajuste del 
Fondo de Suficiencia. 

El modelo de financiación de 2001 no disponía de mecanismos que 
tuvieran en cuenta una posible rotura del equilibrio horizontal. El 
Fondo de Suficiencia correspondiente a cada Comunidad Autónoma, 
fue calculado por un año base (1999), y en aquel momento se estaba 
considerando que el volumen correspondiente a cada gobierno 
autonómico, era el que hacía posible la nivelación de los recursos. Por 

“El Fondo de Suficiencia del 
modelo de 2001 debía ser un 
instrumento al servicio del 

principio de equidad horizontal, 
pero este objetivo no se cumplió”
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lo tanto, la nivelación pactada el año 2001 se debía mantener a lo 
largo del tiempo. Esto era muy difícil que pasase dado que lo más 
probable era que se produjeran circunstancias que la alteraran. Estas 
circunstancias podían ser: i) existencia de cambios en las necesidades 
de gasto de las diferentes CCAA, debidas a cambios en los usuarios 
(cambios demográficos) o en los costes de prestación de los servicios; 
y ii) existencia de cambios en la capacidad de las diferentes CCAA, 
debidos a modificaciones en el comportamiento de sus bases 
imponibles. De hecho, que se den estas circunstancias no supone ningún 
problema cuando el propio modelo las prevé, y contiene mecanismos 
adecuados para actualizarse y adaptarse a las nuevas realidades que 
alteran la situación del año base. El modelo de 2001 no disponía de 
estos mecanismos, y es fácilmente comprobable si se compara la 
evolución de las necesidades de gasto de los diferentes gobiernos 
autonómicos con la evolución de sus ingresos. Si esta comparación se 
hace considerando que las necesidades de gasto tienen una relación 
directa con la variable población, se observa que no hubo una relación 
directa entre el aumento de esta variable y el aumento de los recursos. 
En algunos casos esta relación fue incluso inversa. Más concretamente, 
el modelo en el año 2009 todavía se basaba en la población del año 
base (1999), cuando España tenía 4,9 millones más de habitantes. 

La tabla 4 permite ver de una manera muy ilustrativa la redistribución 
de recursos entre las CCAA que comportaba el mecanismo de 
nivelación fiscal del modelo de 2001 para el ejercicio 2007. La tabla 
4 muestra en una columna los ingresos tributarios autonómicos y, en 
otra, los recursos de las comunidades procedentes de los tributos 
cedidos y del Fondo de Suficiencia, que son los denominados 
recursos incondicionados y constituyen el grueso principal de 
los recursos de las CCAA de régimen común12. Los datos se 
muestran en condiciones homogéneas (a igualdad competencial) 
y expresados en índice, en términos per cápita, considerando 100 

12 Los recursos de los tributos se contabilizan en términos normativos.

Tabla 4. Efectos de la nivelación fiscal, año 2007. (Euros por habitante, en índice)

Recursos tributarios
(Antes de la nivelación)

Total recursos incondicionados
(Después de la nivelación)

Madrid 142,8 89,4

Baleares 126,9 78,6

Cataluña 121,1 94,0

Aragón 112,4 115,2

Cantabria 102,4 116,9

La Rioja 101,4 117,1

Asturias 100,3 114,8

Valencia 96,4 88,9

Castilla-León 95,2 119,7

Galicia 84,7 115,0

Murcia 79,9 90,5

Castilla-La Mancha 79,9 108,5

Andalucía 79,2 102,0

Extremadura 67,8 126,1

Canarias 42,7 96,6

Total 100,0 100,0

Nota: Los recursos tributarios se contabilizan en términos normativos. 
Fuente: Ministerio de Economía y hacienda y elaboración propia. 

“La mayoría de países federales 
tienen potentes mecanismos 
de nivelación. Se reducen las 
diferencias de recursos entre 

los gobiernos subcentrales, pero 
en ninguno se da la inversión de 

posiciones entre CCAA que se daba 
en el modelo de 2001”
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la media española. El cambio en el nivel de recursos que supone el 
paso de la primera a la segunda columna es debido al mecanismo 
de nivelación. 

El análisis de los datos de la tabla 4 nos permite afirmar que el 
mecanismo de nivelación llevaba a una redistribución excesiva. Así, 
por una parte, Madrid y Baleares, que tenían un índice por recursos 
tributarios de 142,8 y 126,9 (lo cual quiere decir que pagaban 
impuestos un 42,8% y 26,9% por encima de la media), les correspondía 
un índice por recursos totales de 89,4 y 78,6, respectivamente, es 
decir, estaban substancialmente por debajo de la media. 

Por otra parte, a Extremadura con un índice por recursos tributarios 
de 67,8 (pagaba impuestos un 32,2% por debajo de la media), le 
correspondía un índice por recursos totales de 126,1 (disponía de 
unos recursos un 26,1% superiores a la media). Se constata, pues, 
que el mecanismo de nivelación invertía las posiciones iniciales a 
favor de las CCAA con menos capacidad fiscal. Llevaba, por lo 
tanto, a una redistribución excesiva. De todas formas, este cambio 
de posiciones no se daba siempre. Véase, por ejemplo el caso de 
Murcia, que con una capacidad fiscal por debajo de la media (índice 
de 79,9), después de la nivelación pasaba también a tener unos 
recursos per cápita por debajo de la media (índice 90,5). Todo lo 
cual corrobora que no había un criterio claro y explícito de equidad, 
sino que los resultados de la nivelación eran arbitrarios. 

La mayoría de países federales tienen mecanismos de nivelación 
potentes, pero en caso alguno se da la inversión de posiciones que 
tenía lugar en el modelo de financiación de 2001. Se reducen las 
diferencias en recursos entre los diferentes gobiernos subcentrales, 
pero no se invierten las posiciones. En la mayoría de estos países 
una parte del que los ciudadanos aportan por encima de la media 
en recursos tributarios contribuye a incrementar los recursos del 
gobierno subcentral y la otra parte se destina a la solidaridad. Por 
tanto, el mecanismo de nivelación debería canalizar una parte de 
los impuestos que pagan los ciudadanos de las CCAA con más 
capacidad fiscal a su gobierno autonómico hacia las CCAA con una 
menor capacidad fiscal para que puedan prestar niveles similares de 
servicios públicos. Pero en ningún caso, el mecanismo de nivelación 
ha de invertir las posiciones, de forma que las CCAA que realizan 
una menor contribución fiscal pasen a tener más recursos que las 
que contribuyen más, como ocurría en el modelo de 2001.  

La equidad horizontal en el modelo de financiación autonómica 
de 2009

Una característica relevante del nuevo sistema es que por primera vez 
habrá un criterio explícito de equidad horizontal o solidaridad entre las 
CCAA, lo cual es muy satisfactorio. Su objetivo es garantizar que todas 
ellas puedan prestar los servicios fundamentales del Estado del bienestar 
(educación, sanidad, servicios sociales) en igualdad de condiciones. 
Este reparto conduce a que todos los ciudadanos tengan los mismos 

recursos en términos de población ajustada para la provisión de los 
servicios esenciales del Estado del bienestar con independencia de la 
Comunidad Autónoma de residencia. Por tanto, el 75% de los ingresos 
tributarios autonómicos se reparten equitativamente, a través del Fondo 
de Garantía de los Servicios Públicos Fundamentales, y el 25% restante 
revierte en las arcas de los gobiernos autonómicos, beneficiándose 
directamente del esfuerzo fiscal que realizan sus ciudadanos. 

Las variables de reparto del Fondo de Garantía representativas de 
las necesidades de gasto son razonables y ha mejorado el cálculo 
de la capacidad fiscal. Además, el sistema será más estable en el 
tiempo por la revisión periódica de las variables de reparto y los 
principales parámetros estructurales. Las variables  básicas, como 
la población y la capacidad fiscal, se actualizan anualmente. Los 
parámetros estructurales se revisan cada cinco años.

No obstante, el nuevo sistema de financiación autonómica deja 
algunas cuestiones pendientes13. La consolidación del “statu quo” 
proporcionado por el antiguo modelo, a través del Fondo de 
Suficiencia Global, no permite que las diferencias actuales no 
justificadas y arbitrarias en financiación por habitante, puestas de 
manifiesto en el apartado 3.3.2, desaparezcan completamente. Ello 
supone una restricción para que el sistema evolucione hacia una 
pauta redistributiva más razonable. La pauta redistributiva del criterio 
de equidad hecho explícito (75% de los recursos tributarios nivelados 
y 25% de los mismos no nivelados) se desvirtúa. Esta consolidación 

13  Véase Bosch (2009b).
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servicios fundamentales del 

Estado de bienestar en igualdad de 
condiciones”
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distributiva más razonable”
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del “statu quo”, aunque sea una vez añadidos los recursos adicionales 
aportados por el gobierno central, ha hecho necesaria la creación 
del Fondo de Competitividad a fin de poder mejorar la posición de 
las CCAA que estaban peor tratadas en el modelo de financiación 
autonómica de 2001: Madrid, Baleares y Cataluña, que tenían una 
financiación por habitante por debajo de la media a pesar de tener 
una capacidad fiscal notablemente por encima de aquella, o Murcia 
y la Comunidad  Valenciana, con una financiación por habitante 
también por debajo de la media. A su vez, como contrapartida al 
Fondo de Competitividad, se creó el de Cooperación, que por su 
objetivo de desarrollo regional, hubiera sido más idóneo que hubiera 
ido a engrosar el Fondo de Compensación Interterritorial.  Estos 
Fondos dan una mayor complejidad al modelo, que se hubiera podido 
evitar instrumentando de otra forma el Fondo de Suficiencia Global. 
Este hubiera tenido que acercar gradualmente el nuevo modelo 
de financiación autonómica a la pauta distributiva del criterio de 
equidad adoptado garantizando que ninguna Comunidad Autónoma 
perdiera recursos en términos absolutos. Por último, la evolución del 
modelo tampoco garantiza que se llegue a una pauta redistributiva 
más razonable. 

3.4 Coordinación intergubernamental

En un sector público descentralizado existe la necesidad de establecer 
mecanismos de coordinación intergubernamental. Estos tienen 
carácter político-institucional e intentan garantizar la influencia de los  
gobiernos subcentrales en las decisiones del gobierno central.

Un buen ejemplo de estos mecanismos lo constituye el Senado 
alemán (Bundesrat). Es una cámara genuina de representación 
territorial. Los Länder nombran sus miembros y por dicha cámara 
han de pasar las leyes federales que afectan fiscalmente a los 
Länder. En otros países, como Suiza, Canadá y Australia existen las 
conferencias de primeros ministros federales y subcentrales que se 
reúnen periódicamente para tratar temas relativos a las relaciones 
fiscales entre los gobiernos subcentrales y la federación. 
Actualmente, en España hay que fomentar los mecanismos de 
coordinación político-institucional que permitan canalizar de forma 
adecuada el proceso de negociación del modelo de financiación 
autonómica, así como su aplicación y desarrollo. El Consejo de 
Política Fiscal y Financiera, que debería cumplir una función de este 

tipo, se ha caracterizado a veces por su discrecionalidad y falta 
de transparencia. Además, el Senado que debería funcionar como 
una cámara de representación territorial en donde canalizar los 
posibles conflictos entre territorios, tampoco cumple esta función. 
Por ello, la reforma del Senado para convertirlo en una cámara 
genuina de representación territorial debería estar en la agenda 
política de un futuro no muy lejano.    

3.5 Valoración global

La valoración global del nuevo modelo de financiación autonómica, 
des de mi punto de vista, debe ser positiva. Varias son las razones que 
avalan esta afirmación: a) conduce a una financiación más en línea 

de un sistema federal; b) es un modelo fiscalmente responsable, que 
otorga más poder tributario a las CCAA; c) es un modelo solidario, 
que establece un criterio explícito y transparente de solidaridad, 
lo que ha de permitir una distribución de los recursos más justa 
que la existente actualmente, diminuyendo las diferencias actuales 
de financiación per cápita entre las CCAA; y d) es un modelo más 
estable en el tiempo porque se actualiza periódicamente.

“Hay que fomentar los mecanismos 
de coordinación político-

institucional para canalizar el 
proceso de negociación del modelo 

de financiación autonómica, así 
como su aplicación y desarrollo”

“El nuevo modelo conduce a una 
financiación más federal, más 

responsable, más solidaria y más 
estable en el tiempo. Su aspecto 
más negativo es la complejidad”
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1. Introducción

El 15 de julio de 2009, el Consejo de Política Fiscal y Financiera 
(CPFF) aprueba el Acuerdo 6/2009, para la reforma del sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de Régimen Común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía (en adelante, Acuerdo), con la 
abstención de seis comunidades (Castilla y León, Galicia, Madrid, 
Murcia, La Rioja y Comunidad Valenciana) y de la Ciudad Autónoma 
de Melilla.1 El Acuerdo tiene vigencia desde el 1 de enero de 2009 
y se plantea dos objetivos fundamentales: mejorar la prestación de 
los servicios públicos autonómicos, especialmente los vinculados al 
Estado del Bienestar, y acortar las diferencias en financiación entre 
comunidades autónomas.

Las novedades que incorpora el Acuerdo se introducen en nuestro 
ordenamiento jurídico mediante la Ley Orgánica 3/2009, de 18 
de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y la 
Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 
de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común 
y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias (en adelante, Ley de Financiación).

Este trabajo se propone tres objetivos: 
describir con cierto detalle el contenido 
del nuevo modelo de financiación 
autonómica (al que me referiré como 
Modelo de 2009), realizar una primera 
valoración del mismo2 e identificar algunas 

1   El texto completo del 
Acuerdo puede consultarse 
en Consejo de Política Fis-
cal y Financiera (2009). 

2   Existen algunas evaluaciones 
preliminares de la propues-
ta presentada por el gobier-
no central en diciembre de 
2008, sobre la que se basa 
el presente Acuerdo: véa-
se Cantalapiedra y Borraz 
(2009), López Laborda 
(2009a) y Pedraja (2009). 
Sobre el propio Acuerdo se 
dispone ya de un temprano, 
sugerente y muy completo 
análisis realizado por de la 
Fuente (2009a, 2009b).

de las cuestiones más relevantes que habrán de desarrollarse más 
adelante. A tal fin, en la sección segunda se resumen los elementos 
básicos del modelo en vigor hasta ahora (que identificaré, en lo 
sucesivo, como Modelo de 2001) y se recuerdan sus deficiencias 
más señaladas. En la sección tercera se describe el nuevo modelo y 
se valora en qué medida corrige los problemas del sistema anterior 
y alcanza los objetivos que se propone. En la sección cuarta se 
resumen las principales conclusiones del trabajo y se plantean 
algunos temas significativos pendientes de resolución. El foco en 
esta sección se dirige a poner de manifiesto las consecuencias de 
las divergencias entre los sistemas común y foral de financiación 
autonómica y a discutir brevemente algunas alternativas disponibles 
para atribuir a las comunidades competencias normativas en el 
IVA y continuar, así,  fortaleciendo la autonomía y responsabilidad 
autonómicas.

2. El modelo de financiación autonómica en 
vigor hasta 2009: estructura y problemas3

La estructura básica del modelo de financiación autonómica vigente 
hasta 2009 se articula en torno a tres elementos: las necesidades 
de gasto, los tributos cedidos y el fondo de suficiencia. En primer 
lugar, en el año base del sistema (en la última revisión, 1999) se 
cuantifican las necesidades de gasto de cada comunidad autónoma 

(que identificaremos como NG
i0), es decir, el gasto en que debe 

incurrir una comunidad para prestar el mismo nivel de servicios 
de su competencia que las restantes. A tal fin, el modelo distingue 
tres bloques de competencias. El primero corresponde a las 
competencias comunes y, a su vez, se subdivide en un fondo general 
y dos fondos especiales. En el fondo general, las necesidades de 
gasto de cada comunidad autónoma se determinan mediante las 

3   Esta sección está basada en López Laborda (2006, 2007a, 2007b, 2008).

La reforma del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas: 
descripción, primera valoración y algunas cuestiones pendientes

“El modelo de financiación auto-
nómica vigente hasta 2001 gira en 

torno a tres elementos: necesidades 
de gasto, tributos cedidos y fondo 

de suficiencia”

Julio López Laborda
Universidad de Zaragoza
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variables de población (con una ponderación del 94%), superficie 
(4,2%), dispersión (1,20%) e insularidad (0,60%), más una cuantía fija 
por comunidad autónoma. El resultado de este reparto se corrige 
–y desvirtúa– con la aplicación de dos fondos especiales (“para 
paliar la escasa densidad de población” y “de renta relativa”), una 
garantía de mínimos (es decir, de la financiación percibida en el año 
base por cada comunidad con el anterior modelo de financiación) 
y determinadas reglas de modulación.

El segundo bloque de financiación comprende las competencias de 
gestión de los servicios sanitarios de la Seguridad Social que, hasta 
2001, se financiaban al margen del modelo general de financiación 
autonómica. También consta de un fondo general  y dos fondos 
específicos (“Programa de ahorro en incapacidad temporal” y 
“Fondo de cohesión sanitaria”). En el fondo general, las necesidades 
de financiación de las comunidades autónomas se determinan en 
función de la población protegida (75%), la población mayor de 65 
años (24,5%) y la insularidad (0,5%).

El tercer bloque corresponde a las competencias de gestión de los 
servicios sociales de la Seguridad Social. La variable de reparto es 
la población mayor de 65 años. Tanto en este bloque como en el 
anterior se reitera la garantía de mínimos que se ha explicado más 
arriba.

Una vez cuantificadas las necesidades de gasto globales de cada 
comunidad autónoma, se determina qué rendimiento puede 
obtener ésta de sus tributos cedidos y tasas afectas, para un esfuerzo 
fiscal igual al de las demás comunidades (la llamada “recaudación 
normativa”, TC*

i0). Finalmente, por diferencia entre las necesidades 
de gasto y la recaudación normativa por tributos cedidos y tasas se 
cuantifica el importe, positivo o negativo, que le corresponde a la 
comunidad en concepto de fondo de suficiencia (FS

i0). Es decir :

FSi0 = NGi0 – TC*
i0  0  [1]

Para algunas comunidades autónomas (Islas Baleares y Madrid), 
los ingresos tributarios potenciales superan a las necesidades de 
gasto. En este caso, la transferencia de nivelación es negativa, y se 
dirige desde esas comunidades autónomas hacia el nivel central 
del Estado.

El fondo de suficiencia es una genuina transferencia de nivelación, 
cuyo objetivo consiste en garantizar los equilibrios financieros  
horizontal y vertical. Es decir, por un lado, que el cociente entre 
ingresos y necesidades de gasto sea el mismo para todas las 
comunidades (y, además, que sea igual a la unidad, lo que asegura 
también el cumplimiento del principio de suficiencia): 

  

Y por otro lado, que ese cociente también sea el mismo para el 
nivel autonómico en su conjunto y para el nivel central (cuyos 
ingresos tributarios y necesidades de gasto son, respectivamente, 
T

c
* y NGc):

 

  [3]

Este esquema presenta, no obstante, algunas deficiencias que vamos 
a señalar a continuación. En primer lugar, aunque, ciertamente, la 
cuantificación de las necesidades de gasto de las comunidades 
autónomas está basada -ya desde 1987- en la utilización de un 
conjunto de indicadores demográficos, territoriales y económicos 
habituales en la investigación sobre esta materia y en la experiencia 
comparada, el procedimiento seguido para la fijación de las 
necesidades y los resultados obtenidos distan mucho de ser 
incuestionables.

Por un lado (y señaladamente en la determinación de las 
necesidades de gasto en el bloque de competencias comunes), 
tanto el peso que reciben las variables empleadas como la 
creación de fondos especiales y reglas de modulación parecen 
condicionados más por la necesidad de replicar un resultado 
previamente negociado que por razones técnicas. Adicionalmente, 
y a pesar del tiempo transcurrido, el coste efectivo no ha dejado 
de tener un peso decisivo en la cuantificación de las necesidades 
de gasto de las comunidades autónomas. La razón es que, en 
todas las revisiones de la financiación autonómica acordadas por 
el CPFF, se ha impuesto la condición de que ninguna comunidad 

“El procedimiento del Modelo 2001 
para cuantificar las necesidades 

de gasto de las comunidades 
autónomas dista mucho de ser 

incuestionable”

“La creación de fondos especiales 
y reglas de modulación parecen 

condicionadas por la necesidad de 
replicar un resultado previamente 

negociado”

[2]
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autónoma percibiera unos ingresos inferiores a los que venía 
obteniendo hasta entonces: la denominada garantía de mínimos 
o de respeto del statu quo.

Aunque todas las comunidades autónomas aceptaron que la cifra 
resultante de este procedimiento equivalía a sus necesidades de 
gasto, es indudable que esta metodología es altamente insatisfactoria, 
porque no asegura que se haya calculado correctamente el gasto 
que deben realizar las comunidades autónomas para prestar a sus 
residentes niveles equiparables de los bienes y servicios públicos 
de su competencia. En consecuencia, es probable que ya en el 
año base se incumpliera la expresión [2] y, por ende, no pudiera 
garantizarse el equilibrio financiero horizontal o, lo que es lo mismo, 
la nivelación entre comunidades autónomas.

En segundo lugar, también resulta muy discutible la metodología 
aplicada para determinar la recaudación normativa de los tributos 
cedidos “tradicionales” (Impuestos sobre el Patrimonio –IP–, 
Sucesiones y Donaciones –ISD-, Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados –ITPAJD- y tributos sobre el juego) 
y de las tasas afectas a los servicios transferidos. En el año base 
de 1999, tal recaudación se obtiene a partir del rendimiento real 
de los tributos cedidos en el año en que se produjo su cesión 
(que se inicia a principios de los ochenta), actualizado anualmente 
a la misma tasa que la participación en ingresos del Estado. Desde 
1999, ese importe evoluciona al mismo ritmo que el fondo de 
suficiencia. Este método no parece satisfactorio, porque hace que 
la recaudación normativa se sitúe muy por debajo de la real, lo que 
beneficia a las comunidades autónomas y sólo en parte puede 
venir explicado por el ejercicio autonómico de las competencias 
normativas y de gestión en los tributos cedidos.

Para los restantes tributos cedidos (IRPF e impuestos sobre el 
consumo), la recaudación normativa se identifica, correctamente, 
con la recaudación efectiva en cada ejercicio, sin tomar en 
consideración, en su caso, el ejercicio por las Comunidades 
Autónomas de sus competencias normativas.

El tercer defecto del modelo de financiación tiene que ver con su 
comportamiento dinámico. El fondo de suficiencia no se recalcula 
cada año. En general, para cualquier año t posterior al año base, 
su importe se obtiene aplicando al fondo correspondiente al 
año base el índice de evolución de la recaudación estatal por los 

impuestos del Estado equivalentes a los cedidos a las comunidades 
autónomas (los ITE, Ingresos Tributarios del Estado: IRPF, IVA e 
Impuestos Especiales de Fabricación):  

  [4]

 
En consecuencia, la financiación básica normativa de la comunidad 
autónoma i en el año t, Rit

*, estará constituida por la suma de la 
recaudación normativa por los tributos cedidos y las tasas afectas 
y el fondo de suficiencia:

 [5] 

 

Y la financiación básica efectiva de esa misma comunidad, Rit, estará 
integrada por el fondo de suficiencia y la recaudación tributaria real: 

 

      [6]

 
El sistema así diseñado garantizaría los equilibrios financieros 
horizontal y vertical a lo largo del tiempo si tanto las necesidades 
de gasto como los ingresos tributarios normativos crecieran en 
todas las comunidades autónomas a un ritmo similar a la tasa de 
evolución de los ITE. Pero la realidad se ha encargado de desmentir 
esta hipótesis, mostrando, en primer lugar, tasas de crecimiento 
de la recaudación normativa y, sobre todo, de las necesidades de 
gasto (debido, básicamente, al desigual crecimiento de la población) 
diferentes entre comunidades, y, en segundo lugar, un crecimiento 
de las necesidades de gasto de algunos servicios superior al de los 
ITE. Por tanto, los recursos básicos proporcionados por el Modelo 
de 2001 no han sido capaces de asegurar el mantenimiento a lo 
largo del tiempo de los equilibrios financieros reflejados en las 
expresiones [2] y [3]. Además, los mecanismos que proporciona 
el propio Modelo de 2001 para corregir los desequilibrios (como 
las asignaciones de nivelación de servicios públicos fundamentales 
o la garantía de asistencia sanitaria) no han podido utilizarse o no 
se han aplicado correctamente.

“La  metodología aplicada para 
determinar la recaudación 
normativa de los tributos 

cedidos tradicionales resulta muy 
discutible”

“Los defectos del Modelo de 
2001 le han impedido mantener 
los equilibrios financieros y los 

mecanismos de correción 
no se han aplicado correctamente”
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El último aspecto mejorable del modelo de financiación autonómica 
está relacionado con la descentralización tributaria. Es indudable que, en 
este ámbito, los avances producidos en las sucesivas reformas del sistema 
han sido muy satisfactorios, especialmente, en 1997, con la atribución 
de competencias normativas en los tributos cedidos, y en 2001, con la 
extensión de la cesión al IVA y los Impuestos Especiales. Pero todavía 
queda cierto camino por recorrer, primero, ampliando la participación de 
las comunidades autónomas en los tributos del Estado y aumentando su 
visibilidad para los ciudadanos; segundo, incrementando las competencias 
normativas autonómicas en esos tributos e incentivando su ejercicio por 
las comunidades; y tercero, integrando efectivamente a las comunidades 
autónomas en las labores de administración tributaria.

Hasta aquí las deficiencias de carácter técnico del Modelo de 2001, 
que justifican la revisión del mismo.4 Pero todavía hay que referirse a 
un condicionante adicional de la reforma, de carácter jurídico-político: 
el proceso de reforma de los Estatutos de Autonomía, iniciado en 2006 
con la Comunidad Valenciana y Cataluña y continuado, por el momento, 
en 2007, con Islas Baleares, Andalucía, Aragón y Castilla y León. Al regular 
su Hacienda, los nuevos Estatutos se pronuncian sobre los elementos 
esenciales del modelo de financiación autonómica examinados 
más arriba: los criterios que deberían emplearse para cuantificar las 
necesidades de gasto regionales, el ajuste dinámico del modelo, la 
ampliación de las competencias tributarias autonómicas, etcétera. Hay 
una norma estatutaria especialmente relevante, ya que ha condicionado 
decisivamente la estructura del nuevo modelo de financiación autonómica. 
Se trata del artículo 206.3 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, que 
pretende limitar la nivelación entre comunidades autónomas a “los 
servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales esenciales del 
Estado del bienestar”. Este precepto se ha reproducido en los Estatutos 
de Islas Baleares, Andalucía y Aragón, pero con un matiz que ha resultado 
importante, ya que estos Estatutos (como también los de la Comunidad 
Valenciana y Castilla y León) recogen adicionalmente, con diversas 
fórmulas, la garantía de la financiación suficiente para la prestación del 
conjunto de los servicios públicos asumidos. Como comprobaremos –y 
discutiremos- en la siguiente sección, el Modelo de 2009 se presenta en el 
Acuerdo como el instrumento que permite satisfacer ambas exigencias, 
haciendo compatible la nivelación limitada a los servicios esenciales con 
la suficiencia global.

4  Las valoraciones del Modelo de 2001 realizadas por el gobierno central 
y algunas comunidades autónomas están publicadas en las Memorias de 
actuaciones del CPFF de los años 2006 a 2008. Pueden consultarse en la si-
guiente dirección: http://www.meh.es/es-ES/Estadistica%20e%20Informes/
Informes%20y%20Memorias/Paginas/Memorias%20de%20actuacion.aspx.

3. El nuevo modelo: descripción y primera 
valoración5

La estructura del Modelo de 2009 sigue estando integrada por 
los tres elementos fundamentales identificados en el sistema 
anterior : las necesidades de financiación, los tributos cedidos y 
las transferencias. Empezaremos identificando las novedades que 
incorpora la reforma en el ámbito de la tributación cedida a las 
comunidades autónomas.

 
3.1. Los tributos cedidos

El Acuerdo contiene progresos importantes en los tres ámbitos 
de la descentralización tributaria, al ampliar los porcentajes de 
cesión de tributos, incrementar las competencias normativas de las 
comunidades autónomas y reforzar la intervención de éstas en las 
labores de administración tributaria. Vayamos por partes.

De acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña, el nuevo modelo eleva al 50% la participación autonómica 
en los rendimientos del IRPF y el IVA, y al 58% en los Impuestos 
Especiales de Fabricación (sobre Hidrocarburos, Labores del Tabaco, 
Cerveza, Vino y Bebidas Fermentadas, Productos Intermedios, 
Alcohol y Bebidas Derivadas).

En materia de competencias normativas, se acuerda su ampliación 
en el IRPF en diversos aspectos. En primer lugar, se atribuye a las 
comunidades autónomas la capacidad para establecer incrementos 
o disminuciones en el mínimo personal y familiar, con un límite 
máximo de variación del 10%. En segundo lugar, se elimina la 
restricción de mantenimiento en la tarifa autonómica del impuesto 
del mismo número de tramos que la tarifa estatal. Por último, se 
amplía el espacio de las deducciones autonómicas con la posibilidad 
de conceder deducciones por subvenciones y ayudas públicas 
percibidas de la comunidad autónoma, sujetas a determinadas 
condiciones.

Atendiendo también a lo dispuesto en el Estatuto catalán (y a lo 
reclamado desde hace tiempo por buena parte de la literatura 
española sobre federalismo fiscal), el Acuerdo insta al gobierno 
central a buscar fórmulas que permitan a las comunidades autónomas 
asumir competencias normativas en la fase minorista del IVA con 

5  Esta sección está basada en López Laborda (2009c).

“El art. 206.3 del Estatuto de 
Autonomía de Cataluña, que limita 
la nivelación entre comunidades a 
los servicios esenciales del Estado 
de bienestar, ha condicionado el 
nuevo modelo de financiación”

“El Modelo de 2009 contiene 
progresos importantes en la 
descentralización tributaria”
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destino exclusivo a consumidores finales, que sean compatibles con 
la normativa armonizadora emanada de la Unión Europea. Sobre 
esta cuestión volveré en la última sección del trabajo. Por lo que 
se refiere a los Impuestos Especiales de Fabricación, el Acuerdo 
deja constancia de la futura derogación del Impuesto sobre las 
Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (IVMDH), al 
ser cuestionado por la Comisión Europea por no ajustarse a la 
normativa comunitaria,6 y plantea la atribución de competencias a 
las comunidades autónomas en la fijación de los tipos de gravamen 
de determinados productos en el Impuesto sobre Hidrocarburos, 
de manera tal que se neutralice desde el punto de vista financiero 
el efecto de la eliminación del IVMDH.

Pero además, el Acuerdo incluye medidas tendentes a incentivar 
el ejercicio por las comunidades autónomas de sus competencias 
normativas y a reforzar la visibilidad para los ciudadanos del pago 
de impuestos a sus respectivas administraciones regionales. Así, por 
un lado, se establece que la escala autonómica del IRPF deberá ser 
objeto de iniciativa legislativa por cada comunidad autónoma, de 
modo que, a partir de 2011, ya no resultará aplicable con carácter 
supletorio la tarifa complementaria regulada por el Estado. Y por 
otro lado, se acuerda actuar en los modelos de declaración y en 
las retenciones del IRPF, para que los contribuyentes perciban con 
mayor claridad la participación del nivel central y de su propia 
comunidad autónoma en los rendimientos del impuesto.

En el ámbito de la administración tributaria, el Acuerdo pretende 
reforzar los instrumentos de colaboración entre las administraciones 
tributarias central y regional. Para ello, se decide la unificación 
del Consejo Superior de Dirección y de la Comisión Mixta de 
Coordinación de la Gestión Tributaria (en el Consejo Superior 
para la Dirección y Coordinación de la Gestión Tributaria, de 
acuerdo con la Ley de Financiación) y la ampliación de su ámbito 
objetivo para que sus funciones se refieran tanto a los tributos 
cedidos gestionados por el nivel central como a los gestionados 
por las comunidades autónomas. El Acuerdo también plantea la 
delegación a las comunidades autónomas que lo deseen de las 

6  Por dos motivos. En primer lugar, porque el devengo del IVMDH no se 
ajusta al del Impuesto sobre Hidrocarburos, ya que se produce cuando los 
productos gravados se venden al comprador en las estaciones de servicio. 
En segundo lugar, porque el IVMDH no tiene una «finalidad específica», 
esto es, una finalidad que no sea presupuestaria. La Comisión Europea 
entiende que el objetivo principal del impuesto es fortalecer la autonomía 
financiera de las comunidades autónomas, proporcionándoles los medios 
para generar más ingresos tributarios.

competencias en materia de revisión económico-administrativa 
contra los actos emanados de sus propios órganos de gestión en 
relación con los tributos cedidos totalmente (con la excepción del 
Impuesto sobre la Electricidad).

Junto a las anteriores, todavía hay otras cuatro novedades en 
materia tributaria que merece la pena reseñar. La primera es la 
modificación del cálculo de la recaudación normativa de algunos 
tributos cedidos tradicionales. En el ITPAJD, la recaudación 
normativa en el año base del nuevo modelo (el año 2007) se fija 
en el 85% del importe efectivamente recaudado en ese ejercicio; 
en el ISD, en el resultado de duplicar su valor normativo en 1999 
y posteriormente actualizarlo hasta 2007 por el incremento de los 
ITE. En cuanto a las reglas de evolución temporal de estos tributos, 
en el ITPAJD, la recaudación normativa en 2009 se corresponde 
con el 85% de la recaudación del impuesto en ese ejercicio; para 
cualquier año posterior, se aplica la tasa de variación en cada 
comunidad autónoma, desde el año 2009, de los rendimientos 
por IRPF, IVA e Impuestos Especiales de Fabricación, sin ejercicio 
de la capacidad normativa (el equivalente regional a los ITE). En 
los demás tributos cedidos tradicionales (ISD, tributos sobre el 
juego) y en las tasas afectas a los servicios transferidos, la regla 
de actualización de su recaudación normativa sigue siendo la 
tasa de variación de los ITE. Para los restantes tributos cedidos, 
la recaudación normativa en cualquier ejercicio será, como en el 
Modelo de 2001, la recaudación real sin computar el ejercicio por 
las comunidades de sus competencias normativas.

El segundo aspecto destacable es que el Modelo de 2009 se propone 
neutralizar las consecuencias para las haciendas autonómicas de 
las modificaciones en los tipos impositivos estatales del IVA y 
los Impuestos Especiales de Fabricación, estableciendo que tales 
variaciones determinarán una revisión del Fondo de Suficiencia 
Global por el importe del incremento o reducción de recaudación 
estimado para cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto 
de Autonomía.

En tercer lugar, para clarificar el espacio fiscal de los tributos 
propios autonómicos en relación con los tributos locales y evitar los 
conflictos constitucionales, las comunidades autónomas  y el Estado 
acuerdan revisar el artículo 6.3 de la LOFCA, para que las reglas 
de incompatibilidad se refieran a los “hechos imponibles” gravados 
por los tributos locales, en lugar de a las “materias” reservadas a las 
corporaciones locales, como hasta ahora.

Un último aspecto reseñable es la revisión del sistema de entregas 
a cuenta, a fin de asegurar una mayor coincidencia temporal entre 
la recaudación de los recursos y los ingresos de las comunidades 
autónomas.

El juicio sobre este componente del nuevo sistema de financiación 
autonómica ha de ser, necesariamente, muy favorable. El Modelo 
de 2009 potencia la autonomía y la responsabilidad financiera de 

“El Acuerdo insta al gobierno 
central a buscar fórmulas que 
permitan a las comunidades 

autónomas asumir competencias 
en la fase minorista del IVA”
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las comunidades autónomas,7 refuerza la visibilidad de los tributos 
cedidos y contiene incentivos al ejercicio por las comunidades de sus 
competencias normativas. La dependencia financiera autonómica 
de las transferencias del nivel central se reducirá significativamente. 
También resulta plausible que se haya realizado un primer intento 
de mejorar la estimación de la recaudación normativa del ITPAJD 
y el ISD, para aproximarla al rendimiento que podría obtener una 
comunidad autónoma de sus tributos, realizando un determinado 
esfuerzo fiscal y de gestión sobre los mismos.

Entre los aspectos negativos hay que señalar, en primer lugar, la 
elevación del porcentaje de cesión de los Impuestos Especiales de 
Fabricación hasta el 58%, que no parece tener más justificación que 
su inclusión en el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Si se hubiera 
fijado esa participación en el 50%, existirían sólo dos porcentajes de 
cesión de los tributos cedidos (el 50 y el 100%), lo que contribuiría 
a hacer más nítida para el ciudadano la participación de cada nivel 
de gobierno -central y autonómico- en los rendimientos del sistema 
fiscal español.

Aun cuando deben valorarse muy positivamente las medidas 
adoptadas para reforzar la visibilidad de los tributos cedidos y 
fomentar el ejercicio de las competencias normativas autonómicas 
en los mismos, el Acuerdo limita dichas medidas al IRPF. A mi 
entender, resultaría aconsejable extender estas disposiciones a los 
restantes tributos cedidos.

Finalmente, se echa en falta en el Acuerdo alguna intervención en el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Parece evidente que ha 
constituido un error la amplísima descentralización de potestades 
normativas operada en este tributo. Si el Estado quiere evitar la 
desaparición del impuesto y sigue interesado en que el mismo 
cumpla algún papel en la redistribución nacional de la riqueza, 
debería introducir algún límite a la reducción del gravamen por las 
comunidades autónomas, que garantizara un mínimo de tributación 
común en todo el país.

 

7  Significativamente, la LOFCA da entrada, por fin, al principio de “corres-
ponsabilidad de las Comunidades Autónomas y el Estado en consonancia 
con sus competencias en materia de ingresos y gastos públicos” (artículo 
2. Uno. d).

3.2. Las necesidades globales de financiación 
en el año base

El punto de partida del Modelo de 2009 es el cómputo de las 
necesidades globales de financiación de cada comunidad autónoma 
en el año base (como hemos dicho, 2007). En lo sucesivo, 
mantendremos esta denominación de “necesidades de financiación”, 
en lugar de “necesidades de gasto”, ya que esta última tiene un 
sentido muy preciso que, como comprobaremos más adelante, 
no siempre resulta aplicable en el nuevo modelo de financiación: 
como vimos en la sección segunda del trabajo, las necesidades de 
gasto son el gasto que debe realizar una comunidad autónoma para 
prestar a sus ciudadanos un nivel de los servicios de su competencia 
equiparable a las restantes comunidades.8

El importe de las necesidades globales de financiación de una 
comunidad en el año base coincide con sus necesidades del año 
2007 calculadas con las reglas del Modelo de 2001, que son objeto 
de dos correcciones. La primera se realiza para ajustar la recaudación 
normativa de los tributos cedidos en la forma que se ha explicado 
en el epígrafe precedente.9 La segunda corrección tiene por objeto 
reconocer a las comunidades autónomas un incremento de sus 
necesidades de financiación  vinculado, en esencia, al objetivo de 
mejorar la prestación de los servicios públicos básicos del Estado 
del Bienestar. A tal fin, el Estado aporta al nuevo sistema un volumen 
muy importante de recursos adicionales (unos 8.600 millones 
de euros en valores del año base)10, cuya distribución entre las 
comunidades autónomas se realiza atendiendo a diversos criterios, 
en valores de 2009: la población ajustada de cada comunidad, 
la variación de esa variable entre 1999 y 2009, la población 
potencialmente dependiente, el número de personas reconocidas 
como dependientes con derecho a prestación, la dispersión, la 
densidad de población, la aplicación de políticas de normalización 
lingüística. La participación de cada comunidad autónoma en estos 
recursos adicionales determina un incremento en sus necesidades 
globales de financiación en el año base.

Muy significativamente, el Acuerdo no relaciona los recursos 
adicionales que incorpora con el reconocimiento, implícito o 
explícito, de la existencia de un desequilibrio financiero vertical 
favorable al nivel central durante la vigencia del Modelo de 2001. 
En el Acuerdo se insiste en que los recursos adicionales se dirigen, 
básicamente, a reforzar los servicios del Estado del Bienestar, lo que 

8   No obstante, y para complicar las cosas un poquito más, el nuevo artículo 
13. Dos de la LOFCA denomina a las necesidades globales de financiación, 
simplemente, “necesidades de gasto”.

9   En el Impuesto sobre el Patrimonio, en el año base se computa el importe 
de la compensación estatal por la supresión del impuesto. En cada uno de 
los años 2009, 2010 y 2011, las comunidades autónomas recibirán como 
compensación por la supresión del gravamen el importe transferido por 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria en el año 2008 a cada co-
munidad autónoma por ese impuesto (Disposición transitoria sexta de la 
Ley de Financiación).

10   Todas las estimaciones sobre las aportaciones adicionales del Estado al 
Modelo de 2009 proceden de de la Fuente (2009a).

“El Modelo de 2009 potencia 
la autonomía y responsabilidad 
financiera de las comunidades 

autónomas, incentiva el ejercicio 
de sus competencias y  refuerza la 
visibilidad de los tributos cedidos”
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permitirá reducir los déficits presupuestarios de las comunidades 
autónomas.

Con la utilización de la población ajustada y su variación desde 1999 
como criterios determinantes en la distribución de los recursos 
adicionales tratan de corregirse –acertadamente, a mi juicio- los 
efectos negativos que para algunas comunidades han derivado de la 
aplicación del Modelo de 2001 que, como ya se ha señalado en la 
sección segunda, no ha tenido en cuenta la diferente evolución de 
la población entre comunidades autónomas.11 En cambio, el empleo 
de variables de dispersión, densidad y normalización lingüística parece 
haber respondido, una vez más, a razones de economía política, esto 
es, a la necesidad de asegurar a todas las comunidades autónomas 
unos ingresos adicionales que facilitaran su aceptación de la reforma.

A efectos de comprender mejor la estructura y funcionamiento del 
nuevo modelo de financiación autonómica, es útil descomponer 
las necesidades globales de financiación, NF , en dos bloques: las 
necesidades de financiación vinculadas a los servicios públicos 
fundamentales, NFF (según el artículo 15. Uno de la LOFCA, la sanidad, 
la educación y los servicios sociales esenciales) y las necesidades 
de financiación vinculadas al resto de servicios autonómicos, NFNF 
(infraestructuras, vivienda y urbanismo, medio ambiente, investigación, 
políticas económicas y territoriales, servicios generales, etcétera). De 
tal manera que:

  [7]

 En los siguientes epígrafes detallaremos cómo se cuantifican y 
financian estos dos componentes de las necesidades de financiación 
de las comunidades autónomas.

 
3.3. La financiación de los servicios públicos 
fundamentales

Atendiendo a lo establecido por los nuevos Estatutos de Autonomía 
de Cataluña, Islas Baleares, Andalucía y Aragón, el Acuerdo otorga 
un tratamiento diferenciado a los servicios públicos fundamentales 
prestados por las comunidades autónomas. Sólo estos servicios se 

11   Aunque debe subrayarse que la corrección se hace con la población 
ajustada estimada con las reglas del Modelo de 2009 y no con las del 
Modelo de 2001. En el siguiente epígrafe se explica el concepto y cálculo 
de la población ajustada.

benefician de un sistema explícito de nivelación, estática y dinámica, 
que trata de asegurar la igualdad en el acceso a los mismos en 
todas las comunidades autónomas, a igualdad de esfuerzo fiscal.12

En el año base, las necesidades de financiación (o de gasto, puesto 
que aquí sí que podemos hablar de “necesidades de gasto” en 
sentido estricto) vinculadas a los servicios públicos fundamentales 
se calculan de la siguiente manera. En primer lugar, se determina 
el importe de tales necesidades para el conjunto de comunidades 
autónomas, como la suma de los recursos adicionales aportados 
por el Estado al nuevo modelo en el año base (con la excepción 
de los correspondientes a las políticas de normalización lingüística), 
los importes de la dotación complementaria para la financiación 
de la asistencia sanitaria y de la dotación de compensación 
de insularidad para el año 2007, y un 75% de la recaudación 
normativa agregada por los tributos cedidos y las tasas afectas en 
el mismo año. Como vemos, el Acuerdo se fija en la vertiente de 
los recursos para determinar el importe global de las necesidades 
de financiación de los servicios públicos fundamentales, por lo 
que también le atribuye una denominación más relacionada 
con los ingresos que con las necesidades: Fondo de Garantía de 
Servicios Públicos Fundamentales.

A continuación, se cuantifican las necesidades de gasto de cada 
comunidad autónoma (o, de otra manera, la participación de 
cada comunidad autónoma en el Fondo de Garantía) mediante 
la aplicación de las siguientes variables: población (con una 
ponderación del 30%), superficie (1,8%), dispersión (0,6%), 
insularidad (0,6%), población protegida equivalente distribuida en 
siete grupos de edad (38%),13 población mayor de 65 años (8,5%) 
y población entre 0 y 16 años (20,5%). La aplicación de estas 
variables permite determinar la “población ajustada” o la “unidad 
de necesidad”. De ahí que en el Acuerdo se afirme que uno de 
sus objetivos es garantizar que todas las comunidades autónomas 

12   La LOFCA habla de “la garantía de un nivel base equivalente de financia-
ción de los servicios públicos fundamentales, independientemente de la 
Comunidad Autónoma de residencia” (artículo 2. Uno. c). Demostrando 
mucho ingenio, esta garantía se regula en el nuevo artículo 15 de la LO-
FCA, hasta ahora dedicado a las malhadadas “asignaciones de nivelación 
de servicios públicos fundamentales”.

13  A efectos de determinar la población protegida equivalente, la población 
protegida se pondera por 1,031 para niños de 0 a 4 años, por 0,433 entre 
5 y 14, por 0,547 entre 15 y 44, por 0,904 entre 45 y 54, por 1,292 entre 
55 y 64, por 2,175 entre 65 y 74 y por 2,759 a partir de 75 años.

“El Acuerdo no relaciona los recursos 
adicionales con el reconocimiento, implícito 

o explícito, de la existencia de un desequilibro 
financiero vertical favorable al nivel central 

en el Modelo 2001”

“El uso de la población ajustada 
y su variación desde 1999 como 
criterios para la distribución de 

los recursos adicionales corrige los 
perjuicios del modelo anterior para 

algunas comunidades”
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reciban los mismos recursos por habitante ajustado o por unidad 
de necesidad para financiar los servicios públicos fundamentales.14 
 

Si llamamos pai0 a la población ajustada de la comunidad autónoma i-ésima 
en el año base, en términos relativos, y NF0

F
 a las necesidades de financiación 

de servicios públicos fundamentales del conjunto de comunidades 
autónomas en el mismo ejercicio, las necesidades de gasto de la comunidad 
i-ésima en el año base se obtienen de la siguiente manera:

  [8]

Las necesidades de gasto asociadas a los servicios fundamentales se 
financian con dos instrumentos, el 75% de la recaudación normativa 
de los tributos cedidos y las tasas afectas (o de la “capacidad 
tributaria”, en terminología del Acuerdo) y la Transferencia 
del Fondo de Garantía, TG

i0 que se calcula de la siguiente 
manera en el año base para la comunidad autónoma i-ésima: 

  [9]

 
La Transferencia del Fondo de Garantía se recalculará cada año. 
Primero, se cuantificarán las necesidades de gasto agregadas del 
ejercicio (o, equivalentemente, el Fondo de Garantía), actualizando 
la aportación inicial del Estado a la tasa de variación de los ITE, y 
el 75% de los tributos cedidos y tasas afectas normativos, como 
ya se ha explicado más arriba. Seguidamente, se aplicarán a esas 
necesidades agregadas las variables de reparto por sus últimos 
valores disponibles, obteniéndose así las necesidades de gasto de 
cada comunidad autónoma en el año de que se trate:

 
  

La transferencia de garantía se calculará como en la expresión [9]:

  [11]

14  De la Fuente (2009a) cree que las variables transcritas reflejan las ne-
cesidades de gasto totales de las comunidades autónomas, y no sólo las 
ligadas a los servicios fundamentales, y que, en consecuencia, el nuevo 
modelo nivela un porcentaje común para todas las comunidades autóno-
mas de sus necesidades de gasto totales.

Indudablemente, con este diseño, el nuevo modelo está dando 
un paso enorme con respecto al Modelo de 2001, al mejorar la 
cuantificación de las necesidades de gasto regionales y la estimación 
de los valores normativos de los tributos cedidos e instaurar, por fin, 
el ajuste de la transferencia de nivelación a la evolución temporal 
de necesidades e ingresos en cada comunidad autónoma. Sólo 
cabe poner dos reparos al nuevo sistema. Por un lado, las variables 
relacionadas con el territorio y con la distribución de la población 
en el mismo tienen un peso muy reducido, cuando cabe esperar 
que la presencia de costes fijos en la prestación de servicios como 
la educación, la sanidad o los servicios sociales no sea despreciable.15 
Por otro lado, los avances producidos se limitan a la financiación de 
los servicios públicos fundamentales. Sobre este aspecto volveré 
más adelante.

 
3.4. La financiación de los servicios públicos no 
fundamentales

La financiación de los servicios públicos no fundamentales no 
experimenta cambios significativos con respecto al Modelo de 
2001. Respecto de estos servicios, el Acuerdo sólo asegura la 
suficiencia de recursos para que las comunidades autónomas 
“puedan desarrollar íntegramente sus competencias” (pág. 13) y 
que ninguna comunidad pierda con el cambio de modelo, es decir, 
la garantía del statu quo.

Las necesidades de financiación de los servicios no esenciales de 
cada comunidad autónoma no se obtienen mediante la aplicación 
de indicadores, como en el caso de los servicios fundamentales, 
sino que son el mero resultado aritmético de restar las necesidades 
de financiación de los servicios públicos fundamentales de sus 
necesidades globales de financiación. Es decir :

  [12]

15   Véase López Laborda y Salas (2002).

“El Acuerdo pretende garantizar 
que todas las comunidades  reciban 
los mismos recursos por habitante 
justificado o unidad de necesidad 
para financiar servicios públicos 

fundamentales”

“El Modelo 2009 mejora la 
cuantificación de las necesidades 
regionales  y de los valores de los 
tributos cedidos y ajusta, por fin, 
la transferencia de nivelación a la 

evolución temporal de necesidades 
e ingresos de cada comunidad”

[10]
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Su financiación se realiza con el 25% de la capacidad tributaria 
y el Fondo de Suficiencia Global, FSi0 cuantificado de la siguiente 
manera:16

   [13]

El Fondo de Suficiencia Global no es objeto de recálculo anual. Su 
importe en el año base se actualizará cada año de acuerdo con la 
tasa de variación de los ITE. Es decir :

 [14]

 
El hecho de que en el Acuerdo se garantice la financiación de 
todos los servicios públicos autonómicos, fundamentales y no 
fundamentales, significa que el Modelo de 2009 ha descartado la 
aplicación de un sistema de nivelación parcial como el que parece 
deducirse del Estatuto de Autonomía de Cataluña. De acuerdo 
con el Estatut, sólo deberían nivelarse los servicios esenciales del 
Estado de bienestar, mientras que, para la provisión de los restantes 
servicios, cada comunidad no dispondría más que de sus recursos 
tributarios, de forma que la prestación de niveles similares de 
bienes y servicios públicos por todas las comunidades autónomas 
sólo sería posible con esfuerzos fiscales diferentes. En cambio, en 
el Acuerdo 6/2009, como estamos viendo, además de nivelarse los 
servicios fundamentales, también se asegura la financiación del resto 
de los servicios autonómicos con transferencias complementarias 
de los tributos regionales. En realidad, como trataré de justificar 
más adelante, con el nuevo modelo se sigue persiguiendo, como 
con los anteriores, la nivelación del conjunto de servicios públicos 
regionales.

Por lo demás, la valoración de este bloque de financiación de los 
servicios públicos no fundamentales tiene que ser más crítica que 
la del bloque de los servicios fundamentales. Primero, porque no 
se  cuantifican las necesidades de gasto asociadas a los servicios 
públicos no fundamentales. Y segundo, porque el Acuerdo renuncia 
a la precisión en la evolución de este bloque, al establecer un índice 
automático de evolución del Fondo de Suficiencia Global.

16   Según el Acuerdo, el Fondo de Suficiencia Global de cada comunidad au-
tónoma es la diferencia entre las necesidades globales de financiación en el 
año base y la suma de su capacidad tributaria más la transferencia del Fondo 
de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales, en el mismo año. Es decir : 

 
Si sustituimos en esta expresión las expresiones [7] y [9], obtenemos 
directamente la expresión [13] del texto.

Ya podemos representar la financiación básica en valores 
normativos de cada comunidad autónoma en cualquier año t de 
aplicación del Modelo de 2009. Estará integrada por su capacidad 
tributaria, la Transferencia del Fondo de Garantía de Servicios 
Públicos Fundamentales y el Fondo de Suficiencia Global. Esto es:

  [15]

Y la financiación básica efectiva para esa misma comunidad:

 
   

  [16]

3.5. El Fondo de Competitividad

El Acuerdo incorpora dos nuevos fondos al modelo de financiación, 
que se financian con recursos adicionales del Estado. Se trata de los 
Fondos de Convergencia: el Fondo de Competitividad y el Fondo 
de Cooperación.

El Fondo de Competitividad tiene como finalidad “reforzar la equidad 
y la eficiencia en la financiación de las necesidades de los ciudadanos 
y reducir las diferencias en financiación homogénea per cápita [sic] 
entre CC.AA., al mismo tiempo que se incentiva la autonomía y la 
capacidad fiscal en todas y cada una de las CC.AA. y se desincentiva 
la competencia fiscal a la baja” (Acuerdo, pág. 23).

La regulación detallada de este fondo se contiene en la Ley de 
Financiación. De acuerdo con la Ley, son beneficiarias del Fondo 
de Competitividad de un año determinado las comunidades 
que, respecto a ese año, cumplan cualquiera de las siguientes 
condiciones:

1ª. Que el índice que representa su financiación homogénea por 
habitante ajustado respecto a la  financiación homogénea por habitante 

“Los avances del Modelo 2009 
respecto al anterior se limitan 

a la financiación de los servicios 
públicos fundamentales”

“El nuevo modelo ha descartado 
la aplicación de un sistema de 
nivelación parcial como el que 

parece deducirse del Estatuto de 
Autonomía de Cataluña”
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ajustado media sea inferior a 1. La financiación homogénea de 
una comunidad es el valor normativo del conjunto de recursos 
financieros proporcionados por el sistema, sin incluir los 
provenientes del Fondo de Cooperación. Podríamos decir que éste 
es el “componente de equidad” del Fondo de Competitividad.

2ª. Que el mismo índice sea inferior a su índice de capacidad 
fiscal por habitante ajustado. En este caso, hablaríamos del 
“componente de eficiencia” del Fondo de Competitividad. La 
capacidad fiscal de una comunidad es el valor normativo de su 
recaudación por tributos cedidos y tasas afectas, salvo que el 
valor real sea inferior, en cuyo caso se computará éste. El índice de 
capacidad fiscal por habitante ajustado es el resultado de sumar 
0,75 al cociente entre la capacidad fiscal por habitante ajustado 
de la comunidad autónoma y la capacidad fiscal por habitante 
ajustado media, una vez ponderado por 0,25. Es decir, que el 
índice de capacidad fiscal se calcula después de la participación 
de las comunidades con un 75% de sus tributos cedidos y tasas 
afectas en la nivelación de los servicios fundamentales. El índice 
de capacidad fiscal por habitante ajustado no puede superar el 
límite establecido en la ley: 1,05 para los años 2009 y 2010 y 1,06 
para los años 2011 y siguientes. 

Este Fondo se reparte en atención al peso de la población ajustada 
de cada comunidad autónoma en relación con la población ajustada 
total de las comunidades beneficiarias. Cuando el índice que resulta 
de dividir la financiación homogénea de una comunidad autónoma 
por habitante ajustado, una vez adicionada su participación en 
los Fondos de Convergencia, por la financiación homogénea por 
habitante ajustado media, alcance su índice de capacidad fiscal con 
el límite establecido por la ley, o la unidad en el supuesto de ser 
aquel índice menor que 1, no recibirá más fondos.17 El remanente 
será distribuido entre las restantes comunidades beneficiarias en 
función de su población ajustada relativa, y así sucesivamente hasta 
que todas alcancen los objetivos del Fondo de Competitividad o se 
agoten sus recursos.

También se recoge un tratamiento especial para las comunidades 
autónomas que, teniendo Transferencias de Garantía y Fondo de 
Suficiencia Global negativos, no alcancen, después de haberse 
repartido la totalidad de la dotación del Fondo de Competitividad, 
la financiación por habitante ajustado media. En este caso, el Estado 
establecerá una compensación a la comunidad afectada que 
tendrá como límite el importe de su Fondo de Suficiencia Global  
negativo.

17    Obsérvese, entonces, que los recursos del Fondo de Cooperación no se 
toman en consideración para calcular la financiación homogénea por ha-
bitante ajustado media, lo que parece lógico, dada la finalidad específica 
de ese fondo, pero sí para computar la financiación homogénea por ha-
bitante ajustado de cada comunidad autónoma. De todas formas, la Ley 
de Financiación no es muy clara respecto al papel que juega el Fondo de 
Cooperación en la regulación del Fondo de Competitividad: confróntese, 
por ejemplo, el segundo párrafo del apartado 1 con el segundo párrafo 
del apartado 5, ambos del artículo 23 de la Ley. 

En valores del año 2007, el Fondo de Competitividad está dotado 
con unos 3.100 millones de euros. La dotación inicial se actualizará 
aplicando la tasa de variación de los ITE.

Como hemos visto, el Fondo de Competitividad combina dos 
objetivos, uno de equidad y otro de eficiencia. El objetivo de equidad 
se concreta en la reducción de las diferencias en financiación 
total por habitante ajustado entre comunidades autónomas. En 
consecuencia, el Modelo de 2009, contradiciendo las afirmaciones 
que menudean en el Acuerdo, no trata de garantizar sólo la nivelación 
de los servicios públicos fundamentales, sino, más bien, de todos los 
servicios autonómicos, con la diferencia de que aquéllos se nivelan 
plenamente año a año, mientras que la igualación del conjunto de 
servicios dependerá de cómo evolucionen a lo largo del tiempo 
las diferencias en financiación entre comunidades autónomas y del 
importe del Fondo de Competitividad.18

Si la interpretación anterior es correcta, cabe oponer dos objeciones 
al diseño del nuevo modelo. En primer lugar, el Acuerdo persigue la 
aproximación de la financiación “por habitante ajustado”, lo que implica 
extender al conjunto de servicios autonómicos las variables explicativas 
de las necesidades de gasto de los servicios públicos fundamentales. 
Creo que no se trata de una buena decisión puesto que, seguramente, 
las variables relacionadas con la estructura demográfica de la población 
no van a ser determinantes para explicar las necesidades de gasto en 
servicios como las infraestructuras, las políticas territoriales o el medio 
ambiente, mientras que sí lo serán las variables territoriales, que tienen 
un peso muy reducido en el cálculo de la población ajustada.

Además, y ésta es la segunda objeción, si el objetivo último del 
Modelo de 2009 es la nivelación del conjunto de recursos financieros 
autonómicos por unidad de necesidad, el nuevo modelo habría ganado 
en coherencia y sencillez si hubiera olvidado la diferencia entre la 
financiación de los servicios públicos fundamentales y de los restantes, 
y aplicado a la financiación de la totalidad de servicios autonómicos 
las mejoras que, como ya se ha explicado en el tercer epígrafe de 
esta sección, ha introducido sólo en el ámbito de los servicios 
fundamentales.

18    No obstante, como advierte de la Fuente (2009a), la nivelación de los 
servicios públicos fundamentales, que afecta, aproximadamente, a un 
70% de los recursos totales de las comunidades autónomas, reduce el 
riesgo de que las diferencias en financiación entre comunidades se vayan 
ensanchando con el tiempo.

“El Acuerdo incorpora el Fondo 
de Competitividad y el Fondo 

de Cooperación, dos Fondos de 
Convergencia  financiados con 

recursos adicionales del Estado”
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Pero el Fondo de Competitividad también tiene encomendado 
un impreciso objetivo de eficiencia, en el que se mezclan el 
incentivo de la autonomía y la capacidad fiscal de las comunidades 
autónomas y el desincentivo de la competencia fiscal a la baja. 
Para alcanzar esta finalidad, el Fondo dota de recursos a las 
comunidades cuyo índice de financiación por habitante ajustado 
sea inferior a su índice de capacidad fiscal por habitante ajustado. 
Creo que, con esta fórmula, el Modelo se limita a dar cauce a la 
llamada “cláusula de ordinalidad”, deficientemente regulada en el 
Estatuto de Autonomía de Cataluña, y a incrementar la financiación 
de las comunidades más ricas, alterando el objetivo de equidad en 
la financiación autonómica a cambio de unas supuestas ganancias 
de eficiencia.19 Aquí sí que se está introduciendo un componente 
de nivelación parcial en el Modelo de 2009.

 
3.6. El Fondo de Cooperación

El Fondo de Cooperación tiene como objetivo “equilibrar y 
armonizar el desarrollo regional estimulando el crecimiento 
de la riqueza y la convergencia regional en términos de renta” 
(Acuerdo, pág. 24). Serán beneficiarias de este fondo en un año 
determinado las comunidades que cumplan alguna de las siguientes 
condiciones:

1ª. Que tengan un PIB per cápita inferior al 90% de la media 
correspondiente a las comunidades autónomas de régimen 
común, en términos de la media de los tres últimos años.

2ª. Que tengan una densidad de población inferior al 50% de la 
densidad media correspondiente a las comunidades autónomas 
de régimen común, con datos del último año.

3ª. Que tengan un crecimiento de la población inferior al 90% 
de la media correspondiente a las comunidades autónomas de 
régimen común, en términos de la media de los tres últimos 
años, y una densidad de población inferior a la cifra resultante de 

19    Por influencia del sistema alemán de compensación financiera, que pro-
híbe que los mecanismos de nivelación provoquen una inversión de la 
ordenación de los Länder según su capacidad financiera, el artículo 206.5 
del Estatut afirma que “el Estado garantizará que la aplicación de los me-
canismos de nivelación no altere en ningún caso la posición de Cataluña 
en la ordenación de rentas per cápita entre las Comunidades Autónomas 
antes de la nivelación” (la cursiva es mía). También en Canadá se introdu-
jo en 2007 un límite (modificado en 2009) a las transferencias de nivela-
ción, para evitar las reordenaciones entre provincias que podían produ-
cirse por la exclusión en el cálculo de la capacidad fiscal provincial de un 
porcentaje de los ingresos procedentes de los recursos naturales.

multiplicar  por 1,25 la densidad media de las comunidades de 
régimen común, con datos del último año.

Los recursos del Fondo se distribuyen en dos subfondos. El 
primero, dotado con dos tercios del importe total, se reparte 
entre todas las comunidades autónomas beneficiarias, en atención 
a su población relativa (no ajustada) en relación al total de las 
comunidades integrantes del Fondo, ponderada por la distancia del 
PIB per cápita de cada comunidad autónoma respecto a la media 
de las integrantes del Fondo.

El segundo subfondo se distribuye entre las comunidades con 
un crecimiento de su población inferior al 50% de la media 
correspondiente a las comunidades autónomas de régimen común. 
Este subfondo se reparte en atención a la población relativa de 
cada comunidad en relación a la población total de las comunidades 
beneficiarias del subfondo. De acuerdo con la Ley de Financiación, 
en ningún caso una comunidad autónoma puede ser beneficiaria 
de más del 40% del importe de este subfondo, repartiéndose el 
exceso, en su caso, entre todas las comunidades beneficiarias del 
primer subfondo, según sus criterios.

En valores del año base, el Fondo de Cooperación está dotado 
con unos 1.400 millones de euros. Al igual que el Fondo de 
Competitividad, este importe se actualizará aplicando la tasa de 
variación de los ITE.

El Fondo de Cooperación parece un elemento extraño en el 
nuevo modelo de financiación autonómica. Si el objetivo de este 
fondo es, como se declara en el Acuerdo, favorecer la convergencia 
regional, sus recursos deberían incrementar la dotación de los 
Fondos de Compensación Interterritorial, que son el instrumento 
creado específicamente con la finalidad de impulsar el desarrollo 
regional. También resulta cuestionable que los ingresos del 
Fondo de Cooperación tengan la naturaleza de transferencias 
incondicionadas y, en consecuencia, puedan ser dedicados a las 
finalidades de gasto -corriente o de inversión- que decidan con 
entera libertad las comunidades autónomas beneficiarias. Además, 
se vuelve a transmitir la impresión de que en el establecimiento 
de las condiciones de elegibilidad para acceder a los recursos 
del Fondo de Cooperación y de los propios criterios de reparto 
ha intervenido de manera decisiva la necesidad de alcanzar 
una determinada asignación de recursos entre comunidades 
autónomas.

“El Modelo 2009 no trata de 
garantizar sólo la nivelación de los 
servicios públicos fundamentales 

sino más bien de todos los servicios 
autonómicos”

“Los recursos del Fondo de 
Cooperación deberían incrementar 

la dotación de los Fondos de 
Compensación Interterritorial”



INFORME SOBRE FEDERALISMO FISCAL EN ESPAÑA

33

Si añadimos los Fondos de Convergencia a la financiación básica 
efectiva de las comunidades autónomas, obtendremos los recursos 
totales suministrados por el nuevo sistema:20

       [17]

 
3.7. El Comité Técnico Permanente de 
Evaluación

El Acuerdo contiene una novedad digna de mención, que ya 
había sido solicitada en la literatura,21 la creación de un Comité 
Técnico Permanente de Evaluación en el seno del CPFF. Su función 
consiste en valorar “los distintos aspectos estructurales del Sistema 
de Financiación, con carácter quinquenal, para informar sobre las 
posibles modificaciones que se puedan someter a la consideración 
del Consejo de Política Fiscal y Financiera, en aras de una mejor 
coordinación financiera, garantizando la autonomía y suficiencia de 
las Comunidades y el equilibrio y sostenibilidad del sistema. Las 
competencias de este Comité, su composición y su régimen de 
actuación se regularán en el marco del Reglamento del Consejo de 
Política Fiscal y Financiera” (Acuerdo, págs. 58-59). Se recupera, de 
esta manera, la revisión quinquenal del sistema de financiación, que 
había desaparecido con el Modelo de 2001.

El propio Acuerdo atribuye ya al Comité algún cometido específico. 
Así, en materia de necesidades de gasto, se le encomienda la 
evaluación de “las posibles desviaciones del sistema respecto a sus 
objetivos iniciales, recomendando medidas de ajuste, especialmente 
en lo que a las variables representativas del gasto se refiere” (pág. 
17). También se encarga expresamente al Comité la evaluación 
del impacto, positivo o negativo, por el lado del gasto o del 
ingreso, de las actuaciones legislativas del nivel central y de las 
comunidades autónomas, a fin de poder hacer efectivo el principio 
de lealtad institucional y establecer, en su caso, las compensaciones 
oportunas.

20     Las ciudades de Ceuta y Melilla cubren íntegramente sus necesidades 
de financiación del año base con el Fondo de Suficiencia Global, que 
evoluciona de acuerdo con los ITE. Asimismo, estas ciudades perciben 
unas cantidades determinadas del Fondo de Cooperación, que también 
varían a la tasa de los ITE.

21    Véase, por ejemplo, Albertí, López Laborda y Ruiz-Huerta (1998) y Ruiz-
Huerta y López Laborda (1999).

4. Conclusiones. Algunas cuestiones 
pendientes

Tras un dilatado proceso de negociaciones bilaterales, selectivo y 
poco transparente, el Consejo de Política Fiscal y Financiera aprobó 
en julio de 2009 el modelo de financiación autonómica aplicable 
desde este mismo año. En este trabajo se ha presentado y discutido 
la estructura del nuevo modelo. Para concluir, empezaré recordando 
los que, a mi juicio, son los aspectos positivos y negativos más 
significativos de la reforma.

La aportación más relevante del Modelo de 2009 está constituida  
por la profundización en la descentralización tributaria, que refuerza 
notablemente los principios de autonomía y responsabilidad 
financiera. También merece destacarse la adecuada configuración 
del sistema de nivelación de los servicios públicos fundamentales, 
con la que el nuevo modelo corrige satisfactoriamente los 
problemas que planteaba el Modelo de 2001 en la cuantificación 
de las necesidades de gasto, la fijación de la recaudación normativa 
de los tributos cedidos y la acomodación de las transferencias a la 
variación a lo largo del tiempo de las necesidades de gasto y los 
tributos cedidos.

Dos aspectos negativos merecen destacarse por encima de los 
demás. El primero, que no es, ni mucho menos, baladí, es la gran 
complejidad del nuevo modelo, seguramente explicable por la 
dificultad de cohonestar demandas de índole técnica y política muy 
variada y difícilmente compatibles. Creo que el Modelo de 2009 es 
el más complicado de los aplicados hasta ahora, y que esa condición 
dificulta sobremanera la comprensión de su lógica y estructura y la 
estimación de sus consecuencias financieras para las comunidades 
autónomas.

El segundo punto débil del Modelo de 2009 se localiza en la 
concepción del bloque de financiación de los servicios públicos 
no fundamentales. Una vez que el nuevo modelo ha renunciado a 
nivelar sólo los servicios esenciales (sanidad, educación y servicios 
sociales esenciales) y ha optado por garantizar la cobertura de 
todos los servicios autonómicos y por reducir las diferencias en 
financiación entre comunidades, entiendo que hubiera sido más 
sencillo y coherente diseñar el nuevo modelo sin distinguir entre 
la financiación de los servicios fundamentales y no fundamentales y 
sin tener que recurrir al Fondo de Competitividad.

Si volvemos a los dos objetivos de la reforma con los que se inicia 
el Acuerdo 6/2009, y que hemos reproducido en la introducción de 
este trabajo, creo que, efectivamente, el nuevo modelo proporciona 
a las comunidades autónomas los recursos que han de permitirles 

“Una novedad destacada del 
Acuerdo es la creación de un 

Comité Técnico Permanente de 
Evaluación en el seno del Consejo 

de Política Fiscal y Financiera”
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mejorar los servicios públicos que prestan a los ciudadanos.22 En 
cuanto a si el nuevo sistema es más equitativo que el anterior, 
la respuesta tiene que ser más matizada.23 Si bien es cierto que, 
en términos de población ajustada, el Modelo de 2009 parece 
garantizar la equidad horizontal mejor que el de 2001, es discutible 
que la población ajustada sea un indicador adecuado para medir 
las necesidades de gasto del conjunto de servicios públicos 
autonómicos.

De entre las cuestiones cuyo tratamiento queda pendiente para el 
futuro, me gustaría centrarme, para terminar, en dos especialmente 
destacadas: las divergencias entre los resultados producidos por los 
sistemas común y foral de financiación autonómica y la atribución a las 
comunidades autónomas de competencias normativas en el IVA.

La discrepancia entre los resultados financieros generados por los 
regímenes de financiación común y foral constituye una fuente 
de inestabilidad del propio sistema común, ya que, hasta que 
esa diferencia no se reduzca a unos márgenes aceptables para 
las comunidades de régimen común, continuarán las demandas 
de reforma del modelo LOFCA conducentes a aproximar sus 
resultados a los suministrados por el sistema foral.

Las causas que provocan las diferencias entre los dos sistemas de 
financiación son sobradamente conocidas.  En primer lugar, mientras 
el sistema foral está diseñado para que los ciudadanos residentes en 
Navarra y el País Vasco financien con sus impuestos el coste de los 
servicios públicos regionales y –a través de la aportación y el cupo- 
la parte correspondiente de los servicios públicos nacionales; los 
ciudadanos residentes en las comunidades de régimen común, con 

22   La disposición transitoria de la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, 
de modificación de la LOFCA establece, con carácter excepcional para 
los años 2009 y 2010, que, “si como consecuencia de circunstancias eco-
nómicas extraordinarias resultara necesario para garantizar la cobertura 
de los servicios públicos fundamentales, podrán concertarse operaciones 
de crédito por plazo superior a un año y no superior a cinco, sin que re-
sulte de aplicación la restricción” del artículo 14 de la LOFCA que obliga 
a destinar el importe total del crédito exclusivamente a la realización de 
gastos de inversión. Estas operaciones deben amortizarse en el plazo de 
cinco años.

23   En Zabalza y López Laborda (2009) se lleva a cabo una valoración de los 
Modelos de 2001 y 2009 en términos de su aptitud para garantizar los 
equilibrios financieros horizontal y vertical a lo largo del tiempo.

sus impuestos, financian, además, las transferencias de nivelación 
que van a permitir a las comunidades con menor capacidad fiscal 
o mayores necesidades de gasto prestar un nivel de los bienes 
y servicios públicos regionales de su competencia equiparable al 
de las demás comunidades. En consecuencia, cabe afirmar que, a 
igualdad de esfuerzo fiscal, las comunidades de régimen foral van a 
disponer de más ingresos que las comunidades de régimen común 
para financiar las mismas competencias de gasto. O, de otra forma, 
que, para acceder al mismo nivel de prestación de los bienes y 
servicios de su competencia, las comunidades de régimen común 
tienen que exigir de sus ciudadanos un mayor esfuerzo fiscal que 
las de régimen especial. Bajo determinados supuestos, y con datos 
de 2006, en López Laborda (2007b) se estima que la integración 
de las comunidades forales en el sistema de nivelación autonómica 
requeriría un incremento notable de la aportación navarra y el 
cupo vasco: en el entorno del 30% en el primer caso, y del 20%, 
en el segundo.

Adicionalmente, se han identificado algunas deficiencias en la 
valoración de las cargas no asumidas por las comunidades forales 
(como es sabido, un concepto fundamental para cuantificar el 
cupo o aportación) y en el cómputo del ajuste por IVA. De la 
Fuente (2009c) calcula que la contribución del País Vasco al Estado 
(incluyendo su participación en la nivelación regional) está infra-
estimada en casi 4.500 millones de euros en 2007, un 6,88% del 
PIB de la región.

A la luz de las consideraciones anteriores, es inmediato colegir que, 
manteniendo en su integridad las especificidades del Concierto 
y el Convenio, resulta posible una aproximación de los sistemas 
común y foral, simplemente, introduciendo algunas correcciones 
en el cálculo de los flujos financieros entre las comunidades forales 
y el Estado.

La otra cuestión de interés a la que quiero referirme es la ampliación 
de la descentralización del IVA. En la sección anterior del trabajo 
ya se ha señalado que el Acuerdo 6/2009 insta al gobierno central 
a buscar fórmulas que permitan a las comunidades autónomas 
asumir competencias normativas en la fase minorista del IVA. 

“Dos aspectos negativos del nuevo 
modelo son su gran complejidad 

y su concepción del bloque de 
financiación de los servicios 
públicos no fundamentales”

“Hasta que no se reduzcan las 
diferencias entre ambos regímenes 

continuarán las demandas de 
reforma del modelo LOFCA para 
aproximar sus resultados a los del 

sistema foral”
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Se trata de un tema que ha preocupado en la literatura desde hace 
tiempo.24 En López Laborda (2009b) se discuten dos alternativas 
de atribución a las comunidades autónomas de competencias 
normativas en el tipo de gravamen del IVA. La primera está basada 
en el esquema de IVA Integrado Viable (Viable Integrated VAT, VIVAT) 
propuesto por Keen y Smith (1996) para la Unión Europea y 
consiste en el diseño de un sistema de IVA compartido que, en su 
aplicación a las comunidades autónomas de régimen común, estaría 
integrado por los siguientes elementos:

1. Se mantiene el IVA vigente en la actualidad regulado por el 
nivel central, de aplicación uniforme en todo el país.

2. Se mantiene la participación de las comunidades autónomas 
en el rendimiento del impuesto, imputada según el consumo en 
cada territorio.

3. Se separan los tipos de gravamen central y regional, de acuerdo 
con los porcentajes de participación en la recaudación de cada 
nivel de gobierno. Para una participación autonómica del 50 
por 100, el tipo general del 16 por 100 se convierte en un tipo 
autonómico y otro central, ambos del 8 por 100. Esta separación 
de tipos ha de ser perceptible para los ciudadanos, por lo que 
debe plasmarse en las facturas que documenten las operaciones 
gravadas por el impuesto.

4. Se atribuye a las comunidades autónomas la competencia 
para modificar el tipo autonómico del impuesto, pero sólo en las 
operaciones realizadas con consumidores finales en su territorio. 
Es decir, que si una comunidad autónoma eleva en un punto su 
tipo autonómico, las operaciones con consumidores finales en la 
región tributarán al 17%. Sin embargo, las operaciones realizadas 
entre sujetos pasivos del impuesto, intra o inter-regionales, 
tributarán al 16%. La competencia normativa regional estará sujeta 
a un límite inferior y, en su caso, superior. Naturalmente, cada 
comunidad autónoma asumirá íntegramente las consecuencias 
recaudatorias derivadas del ejercicio de sus facultades de fijación 
del tipo de gravamen del IVA.

24  Entre los trabajos más recientes, véase, especialmente, Durán (2008).

5. De la misma manera, si el nivel central eleva o reduce el tipo 
de gravamen del IVA, la modificación afectará sólo al tipo y la 
recaudación centrales, sin alterar el tipo ni los rendimientos del 
impuesto correspondientes a las comunidades autónomas. En 
consecuencia, sólo se asegura a las comunidades la participación 
en un determinado porcentaje (en el nuevo modelo, el 50%) de 
los rendimientos del IVA en el momento inicial. Posteriormente, 
ese porcentaje puede variar a consecuencia de la modificación 
de los tipos de gravamen por el nivel central o por las propias 
comunidades autónomas.

6. Se mantiene la administración única –pero integrada por el nivel 
central y las comunidades autónomas- de todo el sistema propuesto 
de IVA.

Sin duda, este sistema asegura el ejercicio de la autonomía financiera 
regional y refuerza la responsabilidad autonómica, sin romper la 
cadena del IVA ni introducir asimetrías entre las operaciones inter 
e intra-regionales realizadas por los sujetos pasivos del impuesto. 
A cambio, esta fórmula puede tener efectos económicos no 
deseados (en especial, al incentivar las compras transfronterizas de 
los productos gravados) y, sobre todo, presenta algunos obstáculos 
para su aplicación difícilmente salvables derivados, primero, de la 
oposición de la normativa comunitaria europea a la dispersión de 
los tipos del IVA en el interior de un Estado miembro, y segundo, de 
la regulación española de los regímenes especiales del impuesto.

La segunda alternativa supone atribuir al conjunto de comunidades 
autónomas la competencia para acordar (en la actualidad, 
probablemente, en el seno del CPFF) un incremento o disminución 
común del tipo autonómico del IVA, que se aplicaría en todo 
el territorio nacional, con independencia de si el adquirente 
de los bienes o servicios es empresario o consumidor final, y 
cuyas consecuencias recaudatorias afectarían exclusivamente 
a las comunidades autónomas. Este acuerdo se tramitaría como 
Proyecto de Ley por el gobierno central. Con las cifras utilizadas 
antes, las comunidades autónomas podrían acordar, por ejemplo, 
la elevación del tipo general regional en un punto, lo que obligaría 
al nivel central a aprobar un nuevo tipo general agregado del IVA 
del 17 por 100.

“Una opción sería atribuir 
al conjunto de comunidades 
autónomas la competencia 

para acordar un incremento o 
disminución del tipo autonómico 

del IVA, que se aplicaría en todo el 
territorio nacional”

“Las comunidades podrían acordar, 
por ejemplo, la subida del tipo 
general regional en un punto, 

obligando al nivel central 
a aprobar un nuevo tipo general 

agregado del IVA del 17%”



FORUM

36

Este sistema –que ya se aplica en Alemania, Australia y Canadá-25 
presenta dos puntos fuertes. En primer lugar, las comunidades 
autónomas pueden ejercer ya sus competencias normativas en 
el impuesto –siquiera sea de manera colegiada-, sin tener que 
esperar a una eventual reconsideración por la Unión Europea de 
su prohibición al ejercicio individual de la potestad de fijación del 
tipo impositivo. Y en segundo lugar, este esquema permite disfrutar 
de las ventajas de las fórmulas asociadas al ejercicio individual de las 
competencias normativas en el IVA, sin incurrir en sus problemas.

Los problemas se presentan, además de por la dificultad de 
implementación de esta alternativa, por los incentivos negativos 
que comporta en el ámbito de la responsabilidad autonómica. 
Desde mi punto de vista, la responsabilidad financiera regional tiene 
que ser necesariamente individual: opera entre cada comunidad 
autónoma y sus ciudadanos. Para ello, debe existir un vínculo 
directo entre gastos e ingresos, entre costes y beneficios de la 
actuación pública. Sin embargo, este sistema de ejercicio colectivo 
de las competencias normativas rompe ese vínculo y procura 
ingresos adicionales a las comunidades autónomas difuminando el 
coste político de su obtención, lo que debe afectar negativamente 
al logro de la eficiencia en la provisión de los bienes y servicios 
autonómicos.

Las fórmulas que acabamos de discutir no son más que dos entre 
las numerosas estudiadas en la literatura para atribuir competencias 
normativas en el IVA a las jurisdicciones regionales. El decisor 
social tendrá que ponderar los costes y beneficios asociados a 
cada alternativa y determinar si, en términos de bienestar social, 
está justificada la adopción de alguna de ellas y el consiguiente 
abandono del sistema de participaciones territorializadas en el 
impuesto vigente en la actualidad.

25  En 2010, serán ya cinco las provincias canadienses (Nueva Brunswick, 
Terranova y Labrador, Nueva Escocia, Ontario y Columbia Británica) que 
apliquen el Harmonized Sales Tax. 
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1. Introducción: la descentralización del 
Estado y el reparto de responsabilidades por 
niveles de gobierno

A pesar de las previsiones contenidas en el Acuerdo firmado por 
las Comunidades Autónomas con el Gobierno (junio de 2000), en 
el sentido de que se aprobaba un sistema de financiación “defini-
tivo” de las Comunidades Autónomas de régimen común, pocos 
meses después de la aprobación de las leyes correspondientes, 
empezarían a manifestarse las debilidades de dicho modelo y la 
necesidad de poner en marcha algunas reformas del mismo. Ha-
bría que esperar, sin embargo, nueve años para que el Consejo 
de Política Fiscal y Financiera decidiera aprobar un nuevo modelo 
financiero que sustituiría al anterior. Este nuevo modelo ha refor-
zado, una vez más, el proceso de descentralización iniciado en Es-
paña hace treinta años, contribuyendo a consolidar un estado con 
un elevado grado de distribución de competencias y atribuciones 
entre los diversos niveles de gobierno. 

Las muchas decisiones adoptadas desde el inicio del pro-
ceso de reparto de capacidades y competencias has-

ta la actualidad, han implicado un proceso de pro-
funda descentralización en las políticas de gastos 
y también en las de ingresos, desde el Gobierno 
Central a las Comunidades Autónomas. La me-

dición y, sobre todo, la valoración del grado 
de descentralización alcanzado, toda-

vía genera algunas polémicas entre 
las diversas corrientes de opinión, 
en buena parte explicadas por las 
diferencias respecto al modelo de 
estado defendido.

A falta de lograr el necesario 
consenso en esta cuestión, a 
partir de los datos disponibles, 
la distribución del gasto direc-
to señala que los gobiernos 
autonómicos, en su conjun-
to, son los que disponían de 
una mayor capacidad de gas-
to directo dentro del sector 

público español en el ejercicio 20081 (36,3% del total). Como se 
contempla en las tablas 1 y 2 siguientes, le sigue en importancia la 
Seguridad Social2 (28,8% del total) con la precisión, que conviene 
recordar, de que el 66,0% de su gasto corresponde al sistema pú-
blico de pensiones y el 21,8% a las prestaciones económicas por 
desempleo; ambas políticas funcionan bajo el criterio de caja única 
en España-. Por otra parte, la Administración  General de Estado 
(AGE) dispone de un porcentaje de gasto total sensiblemente in-
ferior en términos de gasto directo, después de realizar las transfe-
rencias a las administraciones territoriales (18,9% del total). 

En realidad, como se puede comprobar en la tabla 3, el gasto dispo-
nible real de la AGE es todavía inferior (7,91% del PIB3) cuando, con 
objeto de atender compromisos  ineludibles de carácter común, 
realiza otros pagos (aportación a la Unión Europea y el montante 
de los gastos financieros vinculados a la deuda del Estado en cir-
culación). Con los recursos remanentes, la AGE debe afrontar otra 
serie de importantes obligaciones: pago de pensiones y otras pres-
taciones de clases pasivas, política industrial y energética, comercio 
y turismo, I+D+i, infraestructuras, seguridad ciudadana, defensa, 
relaciones con el exterior, Administración Tributaria,.. 

Las Corporaciones Locales (tabla 2), cierran la clasificación en el 
reparto de competencias de servicios públicos, con el menor por-

1 Último ejercicio con cifras definitivas de la IGAE.
2  En ocasiones se discute la separación entre las cifras de la Seguridad 

Social y las de la Administración General del Estado. Hay que recordar, 
sin embargo, que, especialmente desde los Pactos de Toledo, firmados 
por todas las fuerzas políticas en 1995, el sistema de seguridad social 
es el instrumento fundamental de garantía del estado de bienestar que 
afecta a todos los ciudadanos y que no depende de un concreto nivel de 
gobierno.

3 Elaboración propia con PGE 2010.

La reforma del modelo de financiación autonómica de 2001. 
Una valoración del Acuerdo de julio de 2009

Jesús Ruiz-Huerta
Universidad Rey Juan Carlos

Miguel Ángel García
Universidad Rey Juan Carlos 
Gabinete Económico de CCOO

“El nuevo modelo ayuda 
a consolidar un estado 

descentralizado con un alto grado 
de distribución de competencias 
y atribuciones entre los distintos 

niveles”
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Tabla 2. Distribución del Gasto Directo en operaciones no financieras

millones 
de euros

En % 
del PIB

% sobre 
total

Administración General del Estado y Organismos Autónomos 
(excepto SPEE)

89.943,45 8,4% 18,9%

Seguridad Social (con SPEE) 137.212,81 12,9% 28,9%

Comunidades Autónomas 174.749,30 16,4% 36,8%

Corporaciones Locales 73.400,00 6,9% 15,4%

Total Administraciones Públicas 475.305,56 44,5% 100,0%

Fuente: Elaboración propia a partir de PGE, Presupuestos Autonómicos y simulación de Presupuestos Locales según posición en 2006.
En las Corporaciones Locales están incluidas las Diputaciones de Régimen Foral.

Tabla 1. Distribución de Empleos no financieros

en % total gastos públicos 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Administración Central 24,1 24,4 23,5 24,4 22,4 22,2 21,7 21,7

Estado 20,7 21,1 20,3 21,2 19,2 18,9 17,9 17,8

Otros organismos 3,3 3,3 3,3 3,2 3,2 3,2 3,8 3,9

Seguridad Social 29,3 30,3 29,2 28,8 28,8 28,5 28,6 28,8

Comunidades Autónomas 33,8 32,2 34,0 34,3 35,8 35,9 36,1 36,3

Corporaciones Locales 12,8 13,1 13,3 12,5 13,0 13,4 13,6 13,2

Total gasto AA.PP. 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

en % del PIB 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Administración Central 9,16 9,48 9,02 9,48 8,61 8,54 8,42 8,78

Estado 7,87 8,20 7,79 8,24 7,38 7,27 6,95 7,20

Otros organismos 1,25 1,28 1,27 1,24 1,23 1,23 1,48 1,58

Seguridad Social 11,13 11,78 11,21 11,19 11,07 10,96 11,10 11,66

Comunidades Autónomas 12,84 12,52 13,05 13,33 13,76 13,81 14,01 14,69

Corporaciones Locales 4,86 5,09 5,10 4,86 5,00 5,15 5,28 5,34

Total gasto AA.PP. 38,00 38,87 38,38 38,87 38,44 38,47 38,82 40,47

Fuente: Elaboración propia a partir de información IGAE.

centaje de gasto público directo (15,4% del total); una situación 
muy similar a la anterior al proceso de descentralización.

El intenso proceso de descentralización de competencias en ma-
teria de gastos públicos ha estado acompañado de un proceso 
similar, aunque mucho más modesto, en el ámbito de los ingresos. 
La menor intensidad de los traspasos en este ámbito y el efecto 
provocado por la distinta capacidad de ingreso según el nivel de 
renta de cada territorio, han hecho que en la práctica el protago-
nismo de los gobiernos autonómicos sea inferior al que poseen en 
el capítulo de gastos. La Administración Central, como se puede 

observar en la tabla 4, es ahora el 
nivel de gobierno que dispone de 
un mayor porcentaje de ingresos 
sobre el total (34%), aunque una 
parte considerable de dichos in-
gresos se destina posteriormen-
te a cumplir con las obligaciones 
incorporadas en el Sistema de 
Financiación Autonómico y el Sis-
tema de Financiación de las Ha-
ciendas Locales. 
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Por su parte, la Seguridad Social concentra un porcentaje de ingresos 
muy similar al de la Administración Central (33% del total), como resul-
tado de la recaudación de las distintas cuotas sociales correspondientes 
al sistema general de seguridad social aplicado en todo el estado.

Las Comunidades Autónomas absorben un porcentaje inferior 
de los ingresos públicos directos (22,7% del total), mientras que 
las Corporaciones Locales cierran también la clasificación con el 
menor porcentaje de ingresos sobre los que tiene capacidad de 
decisión (10,3% del total). 

Como se puede deducir de la información anterior, el sistema 
de reparto de atribuciones que preveía la Constitución Española 
español ha alcanzado un grado elevado de descentralización, en 
buena medida equiparable al existente en los países federales 
más consolidados, especialmente si nos referimos a las compe-
tencias vinculadas a los gastos. Es cierto que, en términos globales, 
el reparto de ingresos no ha seguido las mismas pautas. Aunque 
volveremos sobre ello, creemos que dadas las dificultades del 
proceso y la intensidad de los cambios, el camino seguido tiene 
cierto sentido y no invalida la importancia de los objetivos alcan-

Tabla 4. Distribución de los ingresos públicos

En % sobre ingresos públicos 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Administración Central 48,7 39,5 37,7 36,6 36,9 37,5 38,8 34,0

Administración General del Estado 47,2 37,9 36,2 35,1 35,5 36,2 37,5 32,5

Otros organismos 1,5 1,6 1,5 1,5 1,4 1,3 1,3 1,5

Seguridad Social 31,5 31,1 31,3 31,0 30,2 29,7 29,5 33,0

Comunidades Autónomas 9,5 19,3 21,2 22,2 22,6 22,5 21,9 22,7

Corporaciones Locales 10,3 10,1 9,8 10,2 10,3 10,3 9,8 10,3

Total ingresos AA.PP. 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

en % del PIB 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Administración Central 18,5 15,4 14,5 14,2 14,2 14,4 15,1 13,8

Administración General del Estado 17,9 14,7 13,9 13,6 13,6 13,9 14,6 13,2

Otros organismos 0,6 0,6 0,6 0,6 0,5 0,5 0,5 0,6

Seguridad Social 12,0 12,1 12,0 12,0 11,6 11,4 11,5 13,4

Comunidades Autónomas 3,6 7,5 8,1 8,6 8,7 8,7 8,5 9,2

Corporaciones Locales 3,9 3,9 3,8 4,0 4,0 4,0 3,8 4,2

Total ingresos AA.PP. 38,0 38,9 38,4 38,9 38,4 38,5 38,8 40,5

Fuente: Elaboración propia a partir de información IGAE.

Tabla 3. Desglose del Presupuesto consolidado de la AGE

millones de euros % del PIB

Gasto en operaciones no financieras (1) 190.157,75 18,09%

Transferencias Administraciones Territoriales (2) 71.393,30 6,79%

Comunidades Autónomas 53.632,60 5,10%

Corporaciones Locales 17.760,70 1,69%

Aportación a la Unión Europea 12.421,34 1,18%

Gasto sin transferencias Administraciones Públicas 106.343,11 10,12%

intereses de la deuda pública 23.267,39 2,21%

Gasto disponible por el Estado para el resto de las políticas propias 83.075,72 7,91%

(1) Está excluido el gasto en prestaciones económicas por desempleo (SPEE).
(2) Incluye las transferencias de los sistemas de financiación y otras de carácter finalista.
Fuente: Elaboración propia a partir de PGE 2010.
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zados, ahora consolidados en gran medida, con el nuevo modelo 
de financiación.

En las páginas que siguen, pretendemos, en primer lugar, enmarcar 
la situación actual del modelo financiero en el contexto de la crisis 
económica general, que ha afectado a la inmensa mayoría de los 
países pero que parece manifestarse con mayor intensidad en el 
caso español. Desde nuestro punto de vista, es difícil hablar del 
nuevo modelo de financiación sin aludir a la intensidad y gravedad 
de la crisis y a su incidencia sobre las cuentas de los diversos niveles 
de gobierno. En segundo lugar, presentamos de forma sucinta los 
principales problemas del modelo que ahora es sustituido, para ex-
plicar, a continuación, también de forma breve, los rasgos del nuevo 
modelo. En el último punto, efectuamos una valoración del mismo, 
intentando hacer una interpretación de su lógica interna y ofre-

ciendo una posible interpretación de la filosofía del mismo y de los 
resultados a los que podría dar lugar.

En realidad, se trata de un ejercicio difícil dada la complejidad del 
acuerdo y la falta de suficiente concreción de la Ley que reciente-
mente se ha presentado para su aprobación en el Parlamento, en 
sustitución de la Ley 23/2001, en la que se recogían los elementos 
fundamentales del modelo anterior.

2. Financiación autonómica y crisis 
económica

La crisis financiera internacional derivada en recesión económica en 
muchos países durante los años 2008 y 2009, se superpone a las se-
rias deficiencias de la economía española con unos resultados muy 
negativos sobre la producción y el empleo que desafortunadamen-
te se pueden extender durante los próximos ejercicios. El efecto 
de la crisis se ha manifestado con especial intensidad en el campo 
de los ingresos públicos, como se expresa en la tabla 5. Puede com-
probarse cómo el hundimiento de las operaciones inmobiliarias ha 
generado graves consecuencias. La recaudación prevista de ingre-
sos públicos en 2009 es inferior en un 20% a la obtenida en 2007, 
con un especial protagonismo de los estabilizadores automáticos 
que han producido una disminución aún más pronunciada (caída de 

Tabla 5. Evolución de los ingresos públicos en la crisis

Ingresos Administraciones Públicas España

Millones de Euros 2007 2008 2009
(previsión)

Impuestos directos 135.773,00 117.585,00 99.359,00

Impuestos sobre el consumo 122.779,00 110.009,98 81.627,41

Cuotas sociales 136.640,00 142.601,00 136.184,00

Transferencias corrientes 7.672,00 7.246,00 7.000,00

Otros ingresos corrientes 23.657,00 24.788,00 20.000,00

Transferencias de capital 4.600,00 1.568,00 2.000,00

Total 431.121,00 403.797,98 346.170,41

Evolución nominal 2008 2009 2007-2009

Impuestos directos -13,4% -15,5% -26,8%

Impuestos sobre el consumo -10,4% -25,8% -33,5%

Cuotas sociales 4,4% -4,5% -0,3%

Transferencias corrientes -5,6% -3,4% -8,8%

Otros ingresos corrientes 4,8% -19,3% -15,5%

Transferencias de capital -65,9% 27,6% -56,5%

Total -6,3% -14,3% -19,7%

Fuente: Elaboración propia a partir de información diversa (IGAE, Ministerio de Economía y Hacienda y Seguridad Social.

“El sistema de reparto de 
atribuciones ha alcanzado un nivel 
de descentralización comparable 

al de los países federales más 
consolidados”
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Tabla 6. Presupuestos autonómicos y financiación

Epígrafes relacionados con la financiación Comunidades Autónomas de régimen común incluidas en los PGE

2007 2008 2009 2010
Evolución anual

millones %

Fondo de Suficiencia 31.527,29 33.676,77 32.602,70 29.965,24 -2.637,5 -8,09%

Andalucía 8.683,98 9.251,63 8.936,20 8.248,10 -688,1 -7,70%

Aragón 1.054,90 1.122,82 1.134,18 1.039,06 -95,1 -8,39%

Asturias 1.060,92 1.129,21 1.090,71 1.027,71 -63,0 -5,78%

Canarias 3.051,38 3.247,79 3.137,06 2.873,95 -263,1 -8,39%

Cantabria 658,47 732,10 707,14 648,16 -59,0 -8,34%

Castilla La Mancha 2.256,14 2.401,36 2.319,49 2.124,95 -194,5 -8,39%

Castilla León 2.922,17 3.110,26 3.004,21 2.752,25 -252,0 -8,39%

Cataluña 2.585,20 2.830,94 2.738,23 2.508,33 -229,9 -8,40%

Comunidad Valenciana 2.497,67 2.658,44 2.567,80 2.359,40 -208,4 -8,12%

Extremadura 1.840,22 1.958,67 1.891,89 1.733,22 -158,7 -8,39%

Galicia 3.473,36 3.697,34 3.580,22 3.279,94 -300,3 -8,39%

La Rioja 359,86 383,02 369,96 338,93 -31,0 -8,39%

Murcia 1.056,35 1.124,34 1.097,75 1.005,71 -92,0 -8,38%

Melilla 14,12 15,28 14,76 13,52 -1,2 -8,40%

Ceuta 12,55 13,57 13,10 12,01 -1,1 -8,32%

Nuevo Sistema Financiación  9.750,00 9750,00

Liquidación definitiva ejercicios anteriores 1.884,40 2.795,52 2.867,66 548,46 -2.319,2 -80,87%

Otras aportaciones  SFA 655,00 655,00 655,00 655,00 0,0 0,00%

Otras transferencias 1.910,00 2.368,88 2.684,05 5.106,49 2.422,4 90,25%

Transferencias OO. AA 2.976,51 3.019,25 3.143,61 3.221,00 77,4 2,46%

Transferencias Seguridad Social 706,69 1.102,27 1.419,99 1.953,75 533,8 37,59%

Total transferencias corrientes 39.659,89 43.617,69 43.373,01 47.978,94 4.605,9 10,62%

Fondo compensación interterritorial 1.237,60 1.337,98 1.353,77 1.225,77 -128,0 -9,46%

Otras transferencias capital (1) 2.063,51 2.337,33 3.604,72 4.427,89 823,2 22,84%

Total transferencias capital 3.301,11 3.675,31 4.958,49 5.653,66 695,2 14,02%

Total Transferencias A. Central 42.961,00 47.293,00 48.331,50 53.632,60 5.301,1 10,97%

Información complementaria (imputación aproximada)       

IRPF 33% 24.077,00 27.928,00 33.425,00 27.393,00 -6.032,0 -18,05%

Total impuestos territorializados 30.531,00 31.421,00 27.000,00 20.297,00 -6.703,0 -24,83%

Impuesto valor añadido 22.181,00 23.023,00 17.790,00 10.820,00 -6.970,0 -39,18%

Impuestos especiales 8.350,00 8.354,00 9.208,00 9.477,00 269,0 2,92%

alcohol y bebidas derivadas 421,00 384 344 284 -60,0 -17,44%

cerveza 112,00 121 121 102 -19,0 -15,70%

productos intermedios 8,00 9 8 6 -2,0 -25,00%

hidrocarburos 3.971,00 4.192 4.215 4.032 -183,0 -4,34%

labores del tabaco 2.398,00 2.488 3.266 3.634 368,0 11,27%

electricidad 949,00 1.153 1.294 1.419 125,0 9,66%

Total IRPF e impuestos territorializados 54.608,00 58.740,00 61.277,00 47.690,00 -13.587,0 -22,17%

TOTAL 97.569,00 105.802,00 109.608,50 101.322,60 -8.285,9 -7,56%

Fuente: Elaboración propia.  
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los impuestos directos de un 26,8% y de los impuestos indirectos 
en una cuantía del 33,5%).

La estructura descentralizada y el reparto de fuentes impositivas 
entre los diversos niveles de gobierno hacen que la pérdida de 
recaudación tenga influencia en las cuentas de todos ellos. Como 
se recoge en la tabla 5, los cambios más pronunciados se producen 
en el ámbito de las grandes figuras tributarias, aunque las mayores 
disminuciones se dan en el IVA, el Impuesto de Sociedades y, en el 
marco concreto de las comunidades autónomas, el Impuesto so-
bre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
poniendo de manifiesto, a través de las mismas, las importantes 
conexiones de una parte del sistema tributario con el sector inmo-
biliario y su crisis. 

Sin embargo, las repercusiones de las disminuciones recaudatorias 
en la práctica han afectado de forma diferente a unos gobiernos u 
otros como consecuencia de una serie de decisiones adoptadas a 
lo largo de los últimos meses, como ocurre con el sistema de anti-
cipos aplicado en 2008 y 2009 calculado con los ingresos de 2007, 
la reforma del Sistema de financiación autonómico y el diferimiento 
en el pago de atrasos procedentes de la liquidación de los recursos 
del Sistema correspondientes a los años precedentes.
  
Aunque las carencias y deficiencias de la información oficial son 
importantes, en especial en el ámbito autonómico, y ello hace muy 
difícil efectuar una evaluación rigurosa¸ con las cifras disponibles se 
pueden adelantar algunos problemas significativos para las Comuni-
dades Autónomas, derivados de la caída en los ingresos. 

El capítulo de impuestos cedidos tradicionales ocupaba un papel 
relevante dentro de los ingresos autonómicos (22.748,00 millones 
de euros en 2007; es decir, el 19,9% de los ingresos reales si se 
computan los diversos mecanismos incluidos en el SFA), con el 
agravante de que la valoración dentro del SFA, basada en el criterio 
de “recaudación normativa”, era muy inferior a los ingresos reales 
(11.112,12 millones de euros en 2007). 

El abrupto descenso en la recaudación de los impuestos cedidos, 
superior al 50% en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados (ITyAJD), implica una merma signi-
ficativa de los recursos disponibles a partir de 2008 (11.374 millo-
nes de euros menos en 2009). A dicha disminución hay que sumar 
los menores ingresos obtenidos en el tramo autonómico de los 
impuestos compartidos con la Administración General del Estado 
(IRPF, IVA e Impuestos Especiales) que acumulan un descenso del 
30% en el periodo 2007-2009 (16.680 millones de euros en 2007-
2009), además de la aplicación de un ITE nacional negativo como 
índice de actualización del Fondo de Suficiencia4 (10.459 millones 
de euros sobre 2007). 

4   Simulación con un ITE nacional del -30% en el periodo 2007 y 2009.

La pérdida de ingresos por los tres conceptos en 2009 en relación 
con 2007 puede alcanzar una cifra muy elevada (38.513 millones 
de euros), equivalente al 24,8% del gasto en operaciones no finan-
cieras aprobado en los presupuestos de 2007 de las Comunidades 
Autónomas de régimen común. La cuantía de tal restricción no ha 
sido aplicada en 2009 –el presupuesto es tan solo inferior en 2.000 
millones al de 2007- debido al sistema de anticipos sobre la liqui-
dación del Sistema de Financiación realizado sobre 2007, año en el 
que se obtuvo la mejor recaudación en la historia de la Hacienda 
Pública española.

El grave problema de insuficiencia de ingresos de las comunidades 
autónomas ante el ejercicio 2010 ha mejorado significativamen-
te gracias a los recursos adicionales aprobados en la reforma del 
Sistema de Financiación (9.500,00 millones de euros iniciales) y el 
aplazamiento y fraccionamiento a partir de 2012, del reintegro de 
las liquidaciones correspondientes a los ejercicios 2008 y 2009 (a 
favor del Estado) que la AGE cuantifica en 7.313,21 millones5. La 
inclusión de un mayor volumen de transferencias del Estado de ca-
rácter condicionado en los PGE 2010 (cifrado en 3.856,00 millones 
de euros) también reduce la caída de ingresos de las Comunidades 
Autónomas de régimen común en el próximo ejercicio. 

En el caso de no contar con las modificaciones mencionadas, la 
disminución del anticipo a cuenta de la liquidación definitiva del año 
2010 recibido por las Comunidades Autónomas habría ascendido 
a 28.955,11 millones de euros. Gracias a tales medidas, el descenso 
del anticipo no es tan pronunciado, quedando limitado a 8.285,90 
millones de euros, como se recoge en la tabla 6 adjunta. 

3. El Sistema de Financiación previo: principales 
deficiencias del modelo aprobado en 2001

Como señalábamos al principio del trabajo, en el año 2001 el Con-
sejo de Política fiscal y Financiero aprobaba un nuevo modelo de 
financiación de las comunidades autónomas con la anuencia de to-
dos los implicados y el apoyo de los principales partidos políticos.

5  Información que acompaña los PGE 2010.

“La grave insuficiencia de ingresos 
de las comunidades autónomas 

ante el ejercicio 2010 ha mejorado 
significativamente con los recursos 

adicionales de la reforma del 
Sistema de Financiación”
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Como había sucedido en negociaciones anteriores, el nuevo mo-
delo llevaba asociado un coste financiero de cierta trascendencia 
para la Administración Central y garantizaba a todas las comuni-
dades un aumento de recursos respecto a la situación previa. Hay 
que tener en cuenta que en aquel momento se trataba de culminar 
la parte fundamental del proceso de traspaso de competencias, 
con especial protagonismo de la asistencia sanitaria, por lo que la fi-
nanciación de los nuevos servicios permitía un cierto margen para 
que las comunidades se hicieran cargo de las nuevas competencias 
que ahora asumían.

El acuerdo implicaba un nuevo sistema de medición de los servi-
cios a financiar a partir de tres grandes bloques de competencias 
(generales, sanitarias y vinculadas a los servicios sociales), una ce-
sión significativa de competencias normativas en el campo de los 
tributos cedidos (que incluían la tercera parte del IRPF), la cesión 
de importantes porcentajes del IVA y de los impuestos especiales 
de fabricación, la fijación del Fondo de Suficiencia como meca-
nismo de cierre del sistema, con Comunidades que por vez pri-
mera se configuraban como contribuyentes a dicho fondo, y la 
consideración de que, una vez transferidas todas las competencias 
previstas en la Constitución a las Comunidades, podía considerarse 
el nuevo sistema como definitivo y, en tal caso, carecía de sentido 
una eventual revisión del mismo.

Es verdad, por otra parte que, con la finalidad de que aceptaran 
el acuerdo las comunidades más reticentes, se instrumentaron una 
serie de fondos especiales y reglas de modulación que acabaron 

por hacer el sistema más opaco y por variar los criterios de medi-
ción de necesidades inicialmente considerados, de modo que los 
resultados del sistema en términos del criterio de equidad resulta-
ban claramente afectados.6 

Lo cierto es que, a pesar de las previsiones optimistas de continui-
dad, el sistema aprobado iba a hacer patentes sus debilidades en 
un período de tiempo corto, estimulado además por el proceso 
de revisión estatutaria que se puso en marcha en España desde 
el año 2004. ¿Cuáles eran las principales deficiencias del modelo? 
Si pudiéramos ordenarlas de algún modo habría que señalar los 
problemas de suficiencia, vinculados al crecimiento de la población 
y de las necesidades, especialmente en el ámbito sanitario; los de 
la escasa aplicación de los principios de autonomía y correspon-
sabilidad fiscal, a pesar de las medidas tomadas en el acuerdo que 
comentamos; las dificultades y carencias del sistema de nivelación, 
en el que no quedaba claro el criterio de equidad seguido y, en lista 
no cerrada, las deficiencias de articulación del sistema.

Respecto al primer punto, conviene recordar la sucesión de acuer-
dos en el campo de la sanidad y la reivindicación de las comunida-
des más receptoras de población inmigrante para demandar más 

6  Debemos suponer que el criterio implícito del sistema, a la luz de los 
variables empleadas para medir las necesidades era la aproximación de la 
financiación por habitante ajustado (por el resto de las variables contem-
pladas, aunque la ponderación de la población en el modelo alcanzaba 
una fuerte prioridad). Sobre el modelo y las principales características del 
mismo puede verse Ruiz-Huerta, J y O. Granado (2002). Una valoración 
del mismo puede verse en Tránchez, M, A. Herrero y M.A. García (2009).

Tabla 7. Liquidación del SFA (2007)

Millones de Euros FTG competencias
comunes y específicas

CF Autonomía 
fiscal

Andalucía 20.026,15 10.301,89 51,4%

Aragón 3.532,20 2.350,18 66,5%

Asturias 2.936,36 1.750,11 59,6%

Baleares 1.931,32 2.161,47 111,9%

Canarias 4.815,68 1.396,34 29,0%

Cantabria 1.683,98 946,13 56,2%

Castilla y León 7.157,29 3.882,81 54,2%

Castilla-La Mancha 5.076,41 2.548,28 50,2%

Cataluña 16.979,68 14.082,93 82,9%

Extremadura 3.254,19 1.192,80 36,7%

Galicia 7.679,32 3.788,09 49,3%

La Rioja 908,50 505,26 55,6%

Madrid 13.817,63 14.013,42 101,4%

Murcia 2.978,57 1.794,86 60,3%

C. Valenciana 10.398,42 7.599,27 73,1%

CC. AA. Régimen Común 103.175,69 68.313,84 66,2%

Fuente: Liquidación del Sistema de Financiación de 2007 (2009).
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recursos con la finalidad de hacer frente a los mayores servicios 
que tal población demandaba. Aunque no está claro el saldo de 
recursos que implica la población inmigrante (en términos de gasto 
por los servicios públicos empleados e ingresos públicos aporta-
dos), y todo hace pensar en que sus aportaciones son mayores 
que su coste en términos de servicios, las comunidades señalaban 
que ellas debían hacer frente a los nuevos gastos y apenas recibían 
compensaciones por el lado de los ingresos, dado el reparto de los 
mismos acordado en 2001. El hecho fue que el gobierno central 
decidió atender en parte las necesidades de nuevos recursos de-
mandados por las comunidades en 2004 y 20077.

En relación con el principio de autonomía, la opinión más extendida 
es que sigue siendo, en buena medida, una asignatura pendiente. 
Desde las Comunidades se demandaban más competencias nor-
mativas en relación con los grandes tributos, se apuntaba el ex-
cesivo peso de las transferencias y la dependencia respecto a los 
recursos de la AGE (tabla 7) y se señalaba, especialmente desde 
la Comunidad de Cataluña, la necesidad de conseguir un mayor 
peso en la gestión de los tributos, singularmente en relación con el 
IRPF. Por otro lado, la aplicación efectiva de decisiones autonómicas 
normativas para incrementar la recaudación de impuestos propios 
o cedidos ha sido muy limitada, de modo que el otro factor clave 
de la autonomía, que se refiere al ejercicio efectivo de la capacidad 
normativa está aún pendiente de desarrollar en todas sus posibi-
lidades.8

Es verdad que ha habido algunas decisiones menores en relación 
con los impuestos indirectos atribuidos a las comunidades. Tal fue el 
caso del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurí-
dicos Determinados, en el que se incrementó en un punto el tipo 
de Transmisiones (al calor de la modificación del tipo del IVA) y se 
variaron los tipos de algunos Actos Jurídicos, o del nuevo impues-
to sobre Ventas Minoristas de algunos Hidrocarburos creado en el 
contexto de la reforma de 2001 para garantizar la financiación de 
los servicios sanitarios y hoy cuestionado por las autoridades de 
la Comisión Europea. Sin embargo, las reformas introducidas en 
los impuestos directos, y por lo tanto los más visibles por parte 
de los ciudadanos, se han dirigido, en la práctica totalidad de los 
casos a rebajar los tributos por medio de diversas deducciones o, 

7  II y III Conferencia de Presidentes.
8  Ver J. Ruiz-Huerta y otros (2007).

puntualmente, la moderada minoración de los tipos de gravamen 
aplicables (como ha hecho recientemente la Comunidad de Madrid 
en el IRPF al rebajar aproximadamente un punto de media la parte 
de la tarifa autonómica que le corresponde).

Desde planteamientos más académicos, se ha puesto el acento 
en el problema que plantea la negociación periódica del sistema 
a efectos de conseguir la autonomía efectiva y un grado acepta-
ble de corresponsabilidad que mejore la rendición de cuentas de 
los políticos autonómicos ante sus representados. La experiencia 
acumulada, según la cual toda negociación implica la consolidación 
de los recursos empleados por las distintas comunidades y, en la 
inmensa mayoría de los casos, complementados con nuevos fondos 
aportados desde la administración central, se ha convertido en un 
factor de “des-responsabilización” de las comunidades. Es lo que 
la doctrina califica como “restricción presupuestaria blanda” de la 
administración central en los procesos de negociación de nuevos 
modelos de financiación. En ese contexto, los políticos autonómi-
cos no tienen incentivos a mejorar la eficiencia y controlar mejor 
sus gastos –en muchos casos reflejo de su autonomía fiscal- porque 
esperan obtener recursos en el futuro que compensen el déficit de 
ingresos derivado de anteriores decisiones de gasto no sustentadas 
en recursos corrientes.

En lo que se refiere a la gestión tributaria, más allá de las mejoras 
introducidas en las administraciones tributarias autonómicas al hilo 
de la formación del propio sistema tributario, la gestión de los tribu-
tos con mayor capacidad recaudatoria sigue en manos de la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria, aunque con presencia de 
los gobiernos autonómicos en los órganos multilaterales (Consejo 
Superior y Comisión Mixta de la Agencia Tributaria) y bilaterales 
previstos en al Acuerdo de 2001 (los Consejos Territoriales). 

Las comunidades autónomas, especialmente a raíz de la aprobación 
de los nuevos Estatutos de Autonomía han puesto de manifiesto su 
deseo de participar activamente en la gestión de los grandes tribu-
tos, a través de un mecanismo de consorcio o instrumento similar. 
Sin embargo, las negociaciones llevadas a cabo entre representan-
tes de la Generalitat y de la Administración Central no han logrado 
llegar a algún acuerdo en la dirección apuntada en los Estatutos. La 
falta de acuerdo de la AGE con la comunidad catalana ha implicado 
la ausencia de avances significativos en este campo, como es natural, 
también con el resto de las comunidades.

Por lo que respecta al sistema de nivelación, la evolución del mismo 
a lo largo de los últimos años ha llevado a resultados poco transpa-
rentes y lógicos. Parecería razonable defender que tras la aplicación 
del sistema y de los mecanismos de nivelación en él contenidos, 
singularmente el Fondo de Suficiencia, los resultados en términos 
de financiación per cápita o financiación por habitante ajustado (to-
mando en consideración las variables y ponderaciones asumidas 
para el reparto de los fondos), no ofrecieran una gran dispersión. 
Hablar de nivelación significa un intento de aproximar los estánda-
res de prestación de los servicios públicos en todo el territorio, su-

“El Modelo 2001 presentaba 
problemas de suficiencia, escasa 
aplicación de los principios de 

autonomía y corresponsabilidad 
fiscal, carencias del sistema 

de nivelación y deficiencias de 
articulación del sistema”
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poniendo que se aplica un nivel de esfuerzo fiscal similar en todas 
partes9. No tiene sentido, por tanto, que se den diferencias hasta de 
casi 50 puntos entre la comunidad que más recibe (normalmente 
Extremadura) y la que menos (generalmente Baleares o Madrid)10 
como pone de manifiesto el contenido de la tabla 8. 
 
 
Tampoco parece que tenga mucho sentido que se produzcan 
intensas modificaciones entre los indicadores básicos de capa-
cidad fiscal y los que recogen los resultados finales tras la apli-
cación del sistema y las correspondientes transferencias, tal y 

9  Ver Ruiz-Huerta y otros (2008).
10   Aunque se suele defender la diferencia entre fondos para el desarrollo 

(tipo FCI) y fondos para la nivelación (tipo FS) por su finalidad diferente, 
desde nuestro punto de vista se trata en todo caso de mecanismos de 
solidaridad y, además, hay que recordar que garantizar la nivelación a las 
comunidades con menor capacidad económica es también apoyar su 
propio desarrollo. Pensemos, por ejemplo, en la incidencia de la educa-
ción o la sanidad en los procesos de desarrollo territorial. O, expresado 
de otra forma, el FCI sirve para financiar la inversión en capital físico re-
gional en las comunidades con mayores problemas económicos, mientras 
que una parte del Fondo de Suficiencia sirve para financiar la formación 
de capital humano en las mismas regiones.

como expresa el contenido de la tabla 9. No tiene sentido un 
cambio tan intenso si pensamos que, en lo esencial, con el sis-
tema de financiación lo que se pretende es equiparar el acce-
so a los servicios públicos a todos los ciudadanos en condicio-
nes similares, con independencia del lugar en que se encuentren 

Tales diferencias, que no responden a un criterio lógico, pues hay 
comunidades ricas y pobres entre las que menos y más reciben 
del Sistema, han estimulado las críticas de algunas autonomías, es-
pecialmente, una vez más, la catalana, insistiendo en que no tiene 
sentido que se perjudique especialmente a las comunidades que 

Tabla 8. Recursos según población y población ajustada

Liquidación SFA 2007. Recursos por habitante (y habitante ajustado) en competencias homogéneas

 
 Población

Población ajustada por unidades
de gasto equivalentes

euros por habitante índice posición euros por habitante índice posición

Andalucía 2.380,68 101,44 9 2.452,79 104,51 8

Aragón 2.688,67 114,56 7 2.520,53 107,39 7

Asturias 2.693,28 114,75 6 2.542,18 108,32 5

Baleares 1.823,16 77,68 16 1.816,30 77,39 16

Canarias 2.259,04 96,25 11 2.179,05 92,84 14

Cantabria 2.766,21 117,86 4 2.742,58 116,86 2

Castilla y León 2.813,48 119,88 2 2.584,74 110,13 4

Castilla-La Mancha 2.551,73 108,72 8 2.403,56 102,41 9

Cataluña 2.216,92 94,46 12 2.255,08 96,08 11

Extremadura 2.967,61 126,44 1 2.810,56 119,75 1

Galicia 2.703,81 115,20 5 2.520,66 107,40 6

La Rioja 2.766,92 117,89 3 2.723,04 116,02 3

Madrid 2.114,03 90,07 14 2.231,30 95,07 12

Murcia 2.123,39 90,47 13 2.207,02 94,04 13

C. Valenciana 2.079,57 88,61 15 2.129,81 90,75 15

CC. AA. Régimen Común 2.346,99 100,00  2.346,99 100,00  

diferencia entre extremos 48,76 42,36

desviación tipica  14,56   11,53  

“Los políticos autonómicos no 
tienen incentivos a mejorar la 

eficiencia y controlar sus gastos 
porque esperan obtener 
en el futuro recursos que 

compensen el déficit”

Fuente: Elaboración propia sobre datos procedentes de la liquidación del SFA 2007.
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tienen mayor capacidad fiscal en el sistema de nivelación.11 Y en esa 
dirección, se expresa normalmente el agravio comparativo que im-
plica el hecho de que las comunidades forales no participen en los 
procesos de nivelación de servicios públicos en todo el territorio. A 
nuestro juicio, es de justicia reconocer la realidad de tal afirmación, 
como también lo es que el sistema de nivelación debe responder 
a unos objetivos más claros y razonables que los que de forma 
implícita contenía el acuerdo de 2001.
Por último, la aprobación de nuevos Estatutos aparejaba de forma 
inevitable la reforma de los mecanismos básicos de financiación, 
así como los instrumentos esenciales de articulación del sistema 
territorial. En realidad, ante el limitado papel (por no decir nulo) del 
Senado como cámara de representación territorial y el deficiente 
funcionamiento de las conferencias sectoriales, la articulación gene-
ral del sistema autonómico aparece como una tarea imprescindible 

11   En ese sentido, el artículo 206.5 del Estatuto de Cataluña se refiere, de 
forma un tanto críptica, a la necesidad de evitar reordenaciones drásticas 
de comunidades si se compara su capacidad fiscal con los resultados fi-
nancieros que se obtienen después de aplicar el sistema de financiación.

y nunca verdaderamente afrontada. En esa dirección, los nuevos 
Estatutos fueron creando nuevas instancias de relación bilateral con 
la administración central. Aunque con diferencias entre comunida-
des, casi todas crearon Comisiones Mixtas de Asuntos Económicos 
y Financieros, para las negociaciones con las áreas económicas del 
gobierno central y Comisiones Bilaterales de Asuntos Generales 
(sustituyendo en algunos casos y en otros no a las Comisiones 
Mixtas de Transferencias de servicios) para la negociación de los 
asuntos políticos.

A pesar del sentido que tienen las nuevas comisiones, como medio 
para articular mejor la relación entre cada comunidad autónoma y 
la administración central, parece muy difícil gestionar adecuadamen-
te un sistema tan complejo como el que tenemos sin potenciar los 
mecanismos multilaterales de conexión. Un país de funcionamiento 
federal difícilmente puede ser gestionado solo a través de mecanis-
mos bilaterales de articulación.

Tabla 9. Comparación de indicadores de capacidad y resultado

Comparación Capacidad fiscal y Financiación garantizada de las competencias comu-
nes por habitante ajustado. Liquidación SFA 2007

Capacidad fiscal  FTG competencias comunes 
por habitante ajustado

Andalucía 79,16 104,51

Aragón 112,25 107,39

Asturias 100,84 108,32

Baleares 129,88 77,39

Canarias 42,68 92,84

Cantabria 102,29 116,86

Castilla y León 95,10 110,13

Castilla-La Mancha 79,81 102,41

Cataluña 120,96 96,08

Extremadura 67,77 119,75

Galicia 84,61 107,40

La Rioja 101,27 116,02

Madrid 142,70 95,07

Murcia 79,85 94,04

C. Valenciana 96,34 90,75

CC. AA. Régimen Común 100,00 100,00

La comparación no es homogénea por dos motivos:
1. La recaudación real de las Comunidades por los tributos incluidos en el Sistema fue superior en 11.181,12 millones (10,8% de 
la FTG total).
2. La capacidad fiscal se utiliza para satisfacer todas las competencias, las comunes y las específicas, y la distribución de recursos 
utilizada en esta tabla corresponde solo a las comunes (la única variable que admite comparación).
Fuente: Elaboración propia.
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4. El Nuevo Modelo: rasgos generales. 
Avances respecto a la situación anterior: 
autonomía, suficiencia, solidaridad, nivelación, 
estabilidad

El nuevo modelo de financiación autonómico aprobado el 15 de 
julio de 2009 en el Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), 
cuya normativa ha sido enviada al Parlamento en octubre de 2009, 
introduce importantes cambios sobre el modelo actual, que afec-
tan a la mayor parte de los principios manejados: suficiencia, auto-
nomía fiscal, equidad y corresponsabilidad.

La identificación y sobre todo la cuantificación de los resultados, 
no obstante, es extraordinariamente difícil de efectuar porque una 
de las principales características del nuevo Sistema de Financiación 
es su extrema complejidad. En primer lugar, por la redacción, espe-
cialmente confusa en algunos aspectos, como el hecho de utilizar 
el ejercicio 2007 como año base para el cálculo de las necesidades 
globales de financiación, mientras en la práctica, forman parte de 
las mismas, otros recursos adicionales que se incorporan en 2009 y 
2010 y, además, la fecha de inicio del nuevo modelo es el ejercicio 
2009. Perecería más lógico y sencillo utilizar el ejercicio 2009 como 
año base, en coherencia con la decisión de haber elegido este año 
para garantizar el statu quo. 

En segundo lugar, causa extrañeza que en el momento de la acep-
tación de la propuesta e, incluso, de la tramitación del proyecto de 
ley se desconociera una parte de la información necesaria para 
conocer los resultados de la aplicación del modelo, de forma que 
cualquier cálculo que se quiera hacer debe partir de un ejercicio 
de especulación o bien, ha de limitarse  a ser una simulación hi-
potética.

Como restricción financiera de partida, es decir, las necesidades 
globales de financiación, tanto el Acuerdo como la Ley, toman 
como referente la liquidación del año 2007, con la novedad de 
incluir el 85% de la recaudación real del Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos documentados en sustitu-
ción del desfasado criterio normativo anterior. Además, se añade 
la cuantía del Impuesto sobre el Patrimonio de 2007 (1.799,98 
millones) y 655 millones de euros procedentes del complemento 
para asistencia sanitaria acordado en el seno de la II Conferencia de 
presidentes. También se incluyen como Necesidades Globales de 
Financiación, las cuantías destinadas al reforzamiento del Estado de 

Bienestar (4. 900 millones en 2009), además de los recursos adicio-
nales previstos en concepto de densidad y dispersión de la pobla-
ción (50 millones respectivamente también en 2009). Por último, 
las cantidades anteriores, se completarían con otras aportaciones 
de la AGE previstas para el año 2010: 1.200 millones en concepto 
de número de dependientes reconocidos por las comunidades, y 
otros 1.200 vinculados al peso relativo de la población ajustada 
sobre el total nacional. 

La suma de esos diversos componentes puede entenderse como 
restricción financiera total o como expresión de las necesidades 
globales de financiación del conjunto del sistema y, como seña-
lábamos más arriba, plantea serios problemas de interpretación 
para determinar su valor en el año 2009, el primero de aplicación 
del nuevo modelo. Como explicaremos más adelante, la deter-
minación de tal cuantía puede hacerse a partir de dos posibles 
interpretaciones. 

¿Cuáles son, en todo caso, los elementos centrales del nuevo mo-
delo aprobado en julio de 2009 a partir de la restricción financiera 
mencionada? Por expresarlo de una manera ordenada, señalaría-
mos los siguientes elementos. El reparto de los recursos en función 
de una serie de fondos, en buena medida nuevos, con una revisión 
del sistema de medición de necesidades de gasto; el nuevo diseño 
del reparto de fuentes tributarias; la modificación del sistema de 
nivelación; la consideración explícita de la dinámica del sistema y, 
por último, algunas alteraciones del marco institucional para regular 
las relaciones de la administración central y las autonómicas.

Las Necesidades Globales de Financiación calculadas en el año 
base, se desdoblan en dos componentes. El primero, el de mayor 
importancia cuantitativa, es el Fondo de Garantía de Servicios Pú-
blicos Fundamentales, que por su funcionamiento debe entenderse 
como un fondo de nivelación esencialmente horizontal. Se compo-
ne del 75% de los recursos tributarios de las Comunidades (capa-
cidad fiscal con los tributos cedidos) y un porcentaje adicional que 
incorpora el Estado (refuerzo del estado del bienestar, densidad y 
dispersión en 2009, a los que se añaden los fondos por personas 
dependientes reconocidas y peso relativo de la población ajustada 
en 2010) con la finalidad de asegurar una cobertura suficiente y 
equilibrada de los servicios básicos del estado de bienestar que 
han sido descentralizados. 

El objetivo perseguido con el Fondo es asegurar que cualquier terri-
torio pueda garantizar un nivel similar de SPF (sanidad, educación y 
servicios sociales) con independencia de su capacidad fiscal (es decir, 
su renta) cuando realiza un esfuerzo fiscal similar. En la práctica, el 
Fondo garantiza un nivel mínimo común de bienes y servicios (nivel 
estándar) cuantificado en la misma cantidad de euros por habitante 
ajustado con unas variables determinadas para el cálculo del coste de 
la prestación. La actualización del Fondo será anual, y se hará según 
la evolución de la capacidad fiscal de las Comunidades Autónomas y 
las variables de distribución territorial incluidas en el mismo.

“La extrema complejidad del nuevo 
Sistema de Financiación dificulta la 
identificación y cuantificación de los 

resultados”
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A nuestro juicio, la creación de este fondo implica un cambio 
importante12, al menos por tres circunstancias: porque pretende 
garantizar un criterio de equidad razonable: que en los servicios 
públicos fundamentales la financiación per cápita sea igual (índice 
100 de los recursos por habitante ajustado en todos los territorios), 
con independencia del lugar en que residan los ciudadanos13. En 
segundo lugar, porque hace explícito, por vez primera, el esfuerzo 
solidario de las comunidades con mayor capacidad económica en 
el aseguramiento de los servicios esenciales de todos los territorios 
–son más visibles las aportaciones-. Por último, la fijación de tal 
porcentaje procedente de los recursos de las comunidades, debe 
servir como un incentivo para mejorar la eficacia recaudatoria glo-
bal al beneficiarse todas de ingresos superiores.

El Fondo de Garantía  que, como se ha dicho, será objeto de ac-
tualización anual, se repartirá según las siguientes variables y ponde-
raciones (ordenadas de mayor a menor): 38% a la Población Pro-
tegida Equivalente, distribuida en siete grupos de edad, y medida 
por medio de los datos elaborados por el Ministerio de Sanidad y 
Consumo; un 30% en función del indicador general de población, 
medida a partir de los datos del padrón de 2007 (INE);  el 20,5% a 
la población entre 0 y 16 años, según datos del Padrón 2007, orien-
tada a cubrir especialmente necesidades educativas; un 8,5% a la 
población mayor de 65 años, medida también a partir de los datos 
del Padrón de 2007; un 1,8% en función de la superficie, medida en 
términos de kilómetros cuadrados, y un 0,6% para tener en cuenta 
los factores de dispersión e insularidad, respectivamente. 

Los cambios de variables y, especialmente, de ponderaciones, son 
significativos respecto a los que se empleaban en el reparto del 
Fondo de Suficiencia anterior, aunque hay que recordar que el nue-
vo Fondo no puede entenderse como un sustituto del Fondo de 
Suficiencia anterior.

12   Además de dar una salida positiva a la previsión contenida en el Estatuto 
de Cataluña de participar solidariamente en la cobertura de los servicios 
fundamentales de otros territorios.

13   Que el objetivo sea la igualación de los recursos por habitante ajustado 
no significa que en la realidad ese objetivo se cumpla, puesto que las 
transferencias recibidas son incondicionadas, de modo que las comuni-
dades pueden decidir asignaciones diferentes de los recursos disponibles.

No obstante, el nuevo modelo incluye también un Fondo de Su-
ficiencia (ahora denominado “Global”), que tiene su origen en el 
anterior y mantiene su funcionamiento básico, aunque ahora dis-
minuye sensiblemente la cuantía de sus recursos, por el hecho de 
haberse desdoblado las Necesidades Globales de Gasto y el au-
mento de la capacidad fiscal autonómica. La finalidad básica de este 
fondo es asegurar el statu quo de todas las comunidades, de modo 
que ninguna pierda como consecuencia de la aplicación del nuevo 
sistema. De este modo, según se señala en el Acuerdo, queda ga-
rantizado el mantenimiento de todas las competencias transferidas 
y las comunidades no dispondrán de argumentos para clausurar 
servicios ante la ausencia de recursos. La evolución de este Fon-
do después de ser calculado inicialmente –suficiencia estática-, se 
vincula a la variación de los ingresos totales de la Administración 
General del Estado excluyendo los recursos que fueron objeto de 
transferencia (ITE nacional).

Las cantidades que integran el Fondo de Suficiencia Global se de-
terminan como la diferencia entre las Necesidades Globales de 
Financiación (con la garantía del statu quo en 2009) y la suma de 
la capacidad fiscal de las comunidades (el 25% restante, una vez 
atendidos los requerimientos del Fondo de Garantía) y el Fondo 
de Garantía de servicios públicos fundamentales (NGF – (CF + FG 
SPF). Cuando el resultado de tal sustracción sea positivo, la comu-
nidad correspondiente deberá recibir los recursos necesarios del 
Fondo de Suficiencia. En caso de que el resultado fuera negativo, 
deberá aportarse el remanente al propio Fondo, asegurando así las 
Necesidades de financiación de todas las comunidades en 2009, 
tanto de sus competencias comunes, como de las específicas o 
singulares.

Como ya hemos comentado, este mecanismo de cierre del modelo 
en cierto modo, limita la posibilidad de introducir cambios signi-
ficativos en términos de resultados finales del modelo, y obliga a 
mantener una cierta inercia, que procede del comienzo del proce-
so descentralizador y de la propia cuantificación de las necesidades 
a partir del coste efectivo de las competencias recibidas. Por eso, 
el juego de otros fondos y la dinámica del modelo cobrarán ahora 
una mayor relevancia.

El Acuerdo y su desarrollo normativo, prevén también la creación 
de dos fondos adicionales, con el propósito teórico de mejorar la 
equidad de la situación actual, aunque en la práctica parece que fue-
ron creados más como respuestas a problemas políticos  “ad hoc”, 
que para garantizar la aplicación de criterios objetivos.

Los dos nuevos fondos, denominados como “Fondos de Conver-
gencia” proceden íntegramente de recursos que aporta la Adminis-
tración General del Estado. El primero, el Fondo de Competitividad 
(2.437,00 millones en 2009), destinado a aquellas Comunidades 
con una financiación por habitante ajustado de las competencias 
homogéneas inferior a la media, tiene como finalidad la reducción 

“La creación del Fondo de Garantía 
implica un cambio importante 
porque pretende garantizar un 

criterio de equidad razonable y por 
primera vez explicita el esfuerzo 
solidario de las comunidades con 

mayor capacidad económica”
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de las diferencias, uno de los problemas señalado en el apartado 
anterior de este trabajo. Según manifesta el propio gobierno, se 
estimaba que la aplicación de este fondo permitiría reducir, en el 
primer año de aplicación del sistema, hasta un 25% las diferencias 
actuales de la financiación per cápita que han caracterizado al sis-
tema anterior.

Por su parte, el Fondo de Cooperación se destina a las comunida-
des con menores niveles de renta per cápita y/o que registren una 
dinámica poblacional especialmente negativa. Se trata por tanto de 
un fondo de estímulo para el desarrollo económico, cuya ubicación 
en el modelo resulta difícilmente explicable, sobre todo si tenemos 
en cuenta que existen otros instrumentos con la misma finalidad 
que no están integrados en el modelo de financiación. Nos referi-
mos a los fondos europeos con similares objetivos y al Fondo de 
Compensación Interterritorial.14

Por lo que respecta a las cuestiones de autonomía y corresponsa-
bilidad, el nuevo modelo también introduce cambios significativos. 
Por un lado, aumenta de forma notoria la participación de las co-
munidades en los grandes tributos: En el IRPF, del 33% en la tarifa 
del impuesto al 50%; en el IVA sobre la recaudación territorializada, 
del 35% al 50%; y en los Impuestos Especiales, también del 40% 
actual hasta el 58% la recaudación territorializada.15 Se trata de un 
cambio poco discutido y que debe ser valorado positivamente. 
Dadas las dificultades de asignar atribuciones normativas en los im-
puestos indirectos y la conveniencia de pasar de un sistema basado 
en transferencias generales a otro fundamentado en los impuestos 
recaudados en el territorio, parece muy razonable acudir a un re-
parto en partes iguales, especialmente ante el importante creci-
miento de los gastos de las comunidades autónomas y la necesidad 
de aumentar la transparencia del sistema de financiación.

Por otra parte, se amplían las competencias normativas en los tri-
butos cedidos y, singularmente, en el caso del Impuesto sobre la 

14   Una vez más, el resultado tiene que ver más con el proceso político de 
negociación que con las exigencias técnicas necesarias para asegurar la 
coherencia del modelo.

15   No nos detendremos en esta peculiaridad, sin duda condicionada por el 
texto acordado en la versión final del Estatuto de Autonomía de Catalu-
ña. Pero desde un punto de vista de racionalidad, claridad y transparencia 
del sistema, hubiera sido mejor haber utilizado también el porcentaje 
del 50%.

Renta, para el que se permiten variaciones de los mínimos per-
sonales y familiares.16 Adicionalmente, el nuevo acuerdo obliga a 
que las comunidades aprueben en sus parlamentos respectivos la 
tarifa que les corresponde según el nuevo sistema. Por su parte, el 
gobierno se compromete en el Acuerdo a estudiar, en discusión 
con las autoridades comunitarias, la posibilidad de cesión de capaci-
dades normativas a las comunidades en el campo de la imposición 
indirecta.

Por otra parte, como antes se señalaba, los componentes funda-
mentales del Acuerdo estimulan la eficiencia en la gestión de los 
tributos que controlan y el interés (el incentivo) por asegurarse la 
gestión tributaria de impuestos en los que participan de manera 
tan notable (incluso mayoritaria, en el caso de los especiales..). La 
estructura del nuevo modelo  donde el 25% de la capacidad fiscal 
se destina al pago de las políticas distintas a los servicios públicos 
fundamentales, hace que una mayor capacidad normativa se con-
vierta en un incentivo a mejorar la recaudación obtenida en el 
primer año de aplicación del modelo cuando se calcula el Fondo 
de Suficiencia Global (en los años posteriores se actualiza con el 
ITE nacional).

Aunque el Acuerdo no parece avanzar en términos de consorciar 
la gestión tributaria con las comunidades, como plantean algunos 
nuevos Estatutos de Autonomía, sí tiene interés el avance (aunque 
moderado) en relación con los mecanismos de colaboración entre 
los niveles de gobierno. En esa dirección, debe recordarse que los 
nuevos Estatutos han pretendido fortalecer las relaciones bilate-
rales con la AGE, a pesar de las indudables dificultades que ello 
apareja, como más arriba se señalaba y, por su parte, el Acuerdo 
introduce algunos cambios significativos en este ámbito: Por un 
lado, se crea el Comité Técnico Permanente de Evaluación en el 
seno del Consejo de Política Fiscal y Financiero; por otro, a efectos 
de gestión tributaria de la Agencia y de asegurar una mayor repre-
sentación de las comunidades en la misma, se fusionan el anterior 
Consejo Superior y la Comisión Mixta, para crear el Consejo Supe-
rior para la Dirección y Coordinación de la gestión Tributaria, con 
representación de todas las comunidades.

5. Algunos inconvenientes del nuevo modelo  

Los dos proyectos de ley presentados ante las Cortes Generales 
en octubre de 2009, son un paso obligado para la  plasmación en 
norma legal del Acuerdo alcanzado en el Consejo de Política Fiscal 
y Financiero de 15 de julio del mismo año que reforma el actual 
Sistema de Financiación. 

Mientras que el proyecto de modificación de la LOFCA (Ley/1980) 
no presenta problemas de comprensión, la norma que modifica la 

16   Es posible esta cesión de competencias gracias a la reforma del Impuesto 
en 2006, que pasó a contemplar los mínimos personales y familiares en la 
cuota del tributo (o como resultado de la aplicación de un tipo cero).

“El Acuerdo prevé dos fondos 
adicionales para, teóricamente, 

mejorar la equidad, aunque en la 
práctica constituyen respuestas a 

problemas políticos ‘ad hoc’”
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actual Ley 21/2001 reguladora de las medidas fiscales y administra-
tivas del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía, es ex-
tremadamente compleja, con una redacción que hace muy difícil 
la comprensión de su contenido, y resulta muy confusa en varios 
apartados que afectan a la globalidad del proyecto. Se trata de una 
cuestión que, como hemos dicho, limita seriamente la posibilidad 
de conocer de forma cierta los resultados finales de su aplicación, 
en especial respecto a la distribución territorial de los recursos fi-
nancieros por territorios. 

El nuevo Sistema incorpora modificaciones importantes en múltiples 
apartados; una de ellas en el capítulo de la suficiencia financiera. El 
nuevo modelo aporta recursos adicionales a las Comunidades Autó-
nomas de régimen común por valor de 14.300,00 millones de euros 
(1,36% del PIB del 2009). Se trata de una aportación gradual, que 
se realizará de manera progresiva en el periodo 2009-2012, aun-
que la liquidación definitiva se extiende hasta 2014. Este importante 
volumen de recursos adicionales tiene carácter incondicional, y, por 
tanto, puede ser utilizado por las Comunidades Autónomas de régi-
men común en el destino funcional que ellas elijan; de manera que 
pueden convertir los nuevos recursos en un aumento de algunos de 
los capítulos del actual gasto o, si lo consideran conveniente, pueden 
utilizarlos para reducir el saldo negativo de sus cuentas públicas (no 
hay que olvidar que el techo del 2,5% del PIB fijado en el Programa 
de Estabilidad Presupuestaria para cada comunidad va a ser superado 
casi con toda seguridad en 2009 y 2010). 

Desde el nivel autonómico, la suficiencia se ve reforzada de forma 
muy significativa, en especial si tenemos en cuenta el escenario de 
severa disminución de recursos financieros que se está producien-
do como consecuencia de la gran recesión que sufre la economía 
española, con una pérdida de ingresos públicos cercana a los 80.000 
millones de euros en tan sólo dos años (2007-2009). La liquidación 
de 2008 y 2009 con los criterios del actual modelo de financiación 
arroja una disminución de 25.000 millones de euros en la financia-
ción total garantizada. Por otro lado,  la caída de la recaudación de 
los impuestos propios y cedidos de las Comunidades puede alcan-
zar otros 16.000 millones de euros adicionales. La grave situación 
de crisis fiscal de los gobiernos autonómicos solo se ha podido 
sortear gracias al aplazamiento en el pago de la liquidación negativa 
correspondiente al año  2008 y a los recursos adicionales incluidos 
a partir de 2009 en la reforma del Sistema. 

 En contrapartida, el dinero adicional incorporado en el Sistema de 
financiación –también el aplazamiento en el pago de la liquidación 
de 2008- implica una importante pérdida de recursos financieros 
para la Administración General del Estado que, además, ha de asu-
mir el coste de la desaparición del Impuesto sobre el Patrimonio 
(1.799,95 millones), aunque se trate de una competencia autonó-
mica, y en la práctica, no estaba incluido en el anterior Sistema de 
financiación17. 

La amplia transferencia de recursos cambia la posición anterior de 
acceso a los ingresos públicos entre los dos niveles de gobierno, en 
un movimiento que algunos autores interpretan como una disminu-
ción del desequilibrio vertical18, pero también puede ser interpre-
tada como una menor capacidad de la Administración General del 
Estado (cifrada en una cuantía equivalente a 1,53 puntos del PIB) 
para asumir sus obligaciones de gasto  que, como se explica en el 
capítulo primero de este trabajo, es en la actualidad relativamente 
reducida (7,91% del PIB, recursos destinados a financiar las políticas 
propias después de deducir las transferencias a las Administraciones 
Territoriales y los gastos financieros de la deuda pública bajo su 
responsabilidad). 
El hipotético uso por las Comunidades de los recursos adicionales 
para reducir el actual déficit, podría dar lugar, al final del proceso,  
a un intercambio entre administraciones del actual saldo negativo 
de las cuentas públicas, aunque resulta difícil creer que esto pueda 
ocurrir. 

Por otra parte, la continua asignación de recursos adicionales añadi-
dos a la garantía de “statu quo” en el Sistema de Financiación, puede 
ser interpretado también como un estímulo indirecto a la falta de 
control del gasto autonómico. En la práctica, todo parece indicar 
que la restricción presupuestaria blanda gana la partida en los pro-
cesos de negociación. Este tipo de comportamiento es claramente 
opuesto a la asunción de mayores niveles de responsabilidad fiscal, 
en un momento especialmente grave como el actual, cuando no 
parece excesivo prever un déficit de las cuentas públicas superior 
al 11% del PIB en 2009.   

Una segunda cuestión surge cuando se pretende conocer los re-
sultados exactos en la distribución territorial de los recursos finan-
cieros del Sistema.
 
La lógica sugeriría que el procedimiento comenzara por determinar 
las necesidades globales de financiación para después realizar su 
distribución territorial, y en teoría este es el procedimiento que pa-
rece defenderse en el nuevo modelo. En primer lugar, se realiza un 
cálculo inicial de las Necesidades Globales de financiación que se 

17   La cantidad asignada como recaudación normativa por impuestos tradi-
cionales cedidos, donde estaba incluido el Impuesto sobre el Patrimonio, 
era muy inferior a la recaudación real (11.181,12 millones de euros en 
2007 de los que 1.799,95 millones correspondían al Impuesto sobre el 
Patrimonio). 

18  Véase, N. Bosch (2009).

“La estructura del nuevo modelo 
hace que una mayor capacidad 
normativa se convierta en un 

incentivo a mejorar la recaudación 
obtenida”
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Tabla 10. Recursos adicionales

Recursos adicionales del nuevo Sistema de Financiación Autonómica. Millones de euros nominales de 2009
(con datos de 2007 en el cálculo de la distribución, excepto en el Fondo de Competitividad)

Recursos utilizados en el Fondo de Garantía de los Servicios Públicos 
Fundamentales. 2009

Refuerzo EB Dispersión superior a la 
media

Densidad poblacional 
inferior a la media

Andalucía 807,06 0,00 0,00

Aragón 133,98 0,00 8,97

Principado Asturias 35,47 7,87 0,00

Islas Baleares 188,20 0,00 0,00

Canarias 298,67 0,00 0,00

Cantabria 53,65 1,06 0,00

Castilla y León 125,35 6,99 17,59

Castilla-La Mancha 269,39 0,00 13,91

Cataluña 948,81 0,00 0,00

Extremadura 48,69 0,00 7,48

Galicia 125,74 34,10 0,00

La Rioja 42,98 0,00 2,07

Madrid 871,16 0,00 0,00

Región de Murcia 222,69 0,00 0,00

Com. Valenciana 728,15 0,00 0,00

CC. AA. Régimen común 4.900,00 50,01 50,01

Fuente: Elaboración propia sobre información del Acuerdo. Distribución según resultados aplicación del Sistema en 2009 (interpretación: cálculo Fondo de Garantía
con la simulación de liquidaciones en 2009) y actualización Fondo de Suficiencia Global de 2007 (ITE nacional del -30% entre 2007 y 2009). No se incluyen los recursos
por normalización lingüística al no conocer cuál es la cuantía referida a 2009 (2,5 veces la de 2009).

distribuye en dos partes: Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales y Fondo de Suficiencia Global. El punto de parti-
da, una situación de equilibrio estático, se desarrollará en los años 
posteriores al año base (evolución dinámica), en el caso del primer 
Fondo, de acuerdo a la capacidad fiscal de las Comunidades y las 
variables de distribución territorial, y en el segundo Fondo, a partir 
de su actualización con el ITE nacional.   

En la práctica, las cosas no son tan sencillas. El proyecto de ley es-
tablece el ejercicio 2007 como año base para fijar las necesidades 
globales de financiación. Para su cálculo, se utiliza la liquidación en 
ese ejercicio del Sistema, con las normas anteriores y utilizando 
el 85% de la recaudación real del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Esta cuantía, como 
señalábamos más arriba, aumenta con los importes de la dotación 
complementaria para la financiación de al asistencia sanitaria y la 
compensación por insularidad incluidas en los PGE 2007 (655,00 
millones de euros19), la compensación estatal por la supresión del 
Impuesto sobre el Patrimonio (1.799,95 millones), el importe de la 
financiación de los servicios traspasados por el Instituto Social de 
la Marina y el coste de los servicios transferidos hasta la entrada en 
vigor de la nueva norma. 

El anexo que acompaña el Acuerdo del CPFF cuantifica todas estas 
partidas, calificando el resultado como restricción inicial en el año 

19   Reminiscencia de la modificación introducida en la anterior Conferencia 
de Presidentes Autonómicos.

“La amplia transferencia de 
recursos puede interpretarse 

como una disminución del 
desequilibrio vertical pero también 
como una menor capacidad de la 
Administración del Estado para 

asumir sus obligaciones de gasto”
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base (114.580,12 millones de euros20). Dado que tanto la liquida-
ción de 2007 como los recursos añadidos se distribuyen territorial-
mente de acuerdo a la ponderación de un conjunto de variables, 
las Necesidades Globales de Financiación son en la práctica, al igual 
que en actual Sistema, una agregación de las necesidades de finan-
ciación de cada Comunidad, con una garantía de “statu quo”. 

El problema de interpretación comienza al conocer que las Nece-
sidades Globales de Financiación finales son la suma de las partidas 
anteriores y unos recursos adicionales cuya aportación se realiza 
en dos entregas, una, en 2009 (refuerzo del Estado del Bienestar : 
4.900,00 millones; dispersión superior a la media: 50,00 millones; 
densidad poblacional inferior a la media: 50,00 millones y políticas 
de normalización lingüística: sin determinar cuantía) y otra, en 2010 
(personas reconocidas como dependientes en 2009: 1.200,00 mi-
llones y peso relativo de la población ajustada en 2009: 1.200,00 
millones). 

20   Véase el contenido de la tabla 10.

En el cálculo de las Necesidades Globales de Financiación se mez-
clan, por tanto, tres ejercicios presupuestarios, y cuando se intenta 
trasladar a la hoja de cálculo los criterios enumerados, aparece la 
pregunta de cómo obtener el resultado en el año base (2007) 
cuando algunos de los recursos mencionados se aplican en 2009 
y en 2010. 

Puede verse en las tablas 10 y 11 el reparto de los recursos adicio-
nales que se aportan al sistema tras el proceso de negociación.

Como elemento previo al intento de conocer los resultados de 
la aplicación del nuevo modelo en los distintos territorios, puede 
ser interesante conocer cuál sería la distribución de los recursos 
adicionales en 2007 a partir de las variables de influencia en ese 
ejercicio.

La distribución de los distintos fondos que originan los recursos adi-
cionales señala a la Comunidad de Cataluña como el territorio que 

Recursos utilizados en el Fondo de 
Garantía de los Servicios Públicos 

Fundamentales a partir 2010

Recursos adicionales sobre las nece-
sidades globales de  financiación a 

partir de 2009

Recursos Adicio-
nales a partir de 

2010

Total recursos 
adicionales en 

2012

Peso relativo per-
sonas reconoci-

das dependientes

Población ajusta-
da 2009

Fondo de
competitividad 

(1)

Fondo de 
cooperación

30% sobre recur-
sos adicionales

350,16 225,19 0,00 152,40 1.534,81 1.995,25

51,60 38,81 0,00 24,52 257,88 335,25

34,92 31,52 0,00 77,91 187,69 244,00

25,56 29,51 114,73 0,00 357,99 465,39

23,76 59,18 230,12 38,31 650,05 845,07

23,04 16,18 0,00 10,83 104,76 136,18

70,44 76,85 0,00 183,28 480,48 624,63

77,64 59,86 0,00 37,39 458,18 595,64

217,32 201,88 784,97 0,00 2.152,98 2.798,87

36,72 32,87 0,00 79,01 204,77 266,20

81,00 83,10 0,00 200,97 524,91 682,39

16,68 8,88 0,00 0,00 70,61 91,79

74,64 161,77 629,02 0,00 1.736,59 2.257,57

48,48 38,74 150,64 26,32 486,88 632,95

68,04 135,67 527,51 92,37 1.551,74 2.017,27

1.200,00 1.200,00 2.437,00 1.200,00 11.037,01 14.348,11
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recibiría un mayor porcentaje (19,5% del total; 2.152,98 millones 
en 2010 y 2.798,87 millones en 2012), consecuencia fundamen-
talmente de su participación en el Fondo de Competitividad, cuyo 
objetivo es compensar a los territorios con una financiación total 
garantizada por habitante ajustado inferior a la media o inferior a 
su capacidad fiscal; aunque también ayuda el porcentaje obtenido 
en el Fondo para el Refuerzo del Estado del Bienestar. El porcen-
taje total de los recursos adicionales recibidos es superior en 2,7 
puntos a los que le correspondería según la población ajustada, una 
diferencia que debería reducir la actual distancia sobre la media 
en financiación de las competencias homogéneas por unidad de 
necesidad (ver tabla 12).

El segundo mayor porcentaje de los recursos adicionales compro-
metidos con el nuevo modelo es el que corresponde a la Comu-
nidad de Madrid (15,7% del total; 1.736,59 millones en 2010 y 
2.257,57 millones en 2012), aunque su diferencial con su participa-
ción sobre la población ajustada es inferior al de Cataluña y al de 
Valencia –la más favorecida bajo esta perspectiva- (2,3% frente a 
2,7% y 2,8% respectivamente). La Región de Murcia, la Comunidad 
de Canarias y la de Islas Baleares (1,2%, 1,0% y  0,8% respectiva-

mente) también deberían mejorar su posición relativa al recibir un 
porcentaje de los recursos adicionales al que les corresponde por 
población ajustada. 

Una parte de los recursos adicionales (Refuerzo del estado del 
bienestar, dispersión y densidad de población) se utilizan para cal-
cular las necesidades globales de financiación garantizadas y, otros 
(Fondo de competitividad y Fondo de Cooperación), se añaden 
para calcular el total de recursos del Sistema. Se trata de un cálculo 
imposible de conocer en el momento de escribir este trabajo al no 
disponer de las cifras de la mayor parte de las variables recogidas 
en el nuevo modelo.

Tabla 11. Recursos adicionales del sistema (Porcentajes)

Recursos adicionales nuevo Sistema de Financiación Autonómica
Simulación realizada con valores de las variables fijadas correspondientes a 2007. En porcentaje sobre total

Recursos adicionales nuevo Sistema 
de Financiación Autonómica

Recursos utilizados en el Fondo de Garantía de los Servicios Públicos 
Fundamentales. 2009

Simulación realizada con valores de 
las variables fijadas correspondien-
tes a 2007

Refuerzo EB Dispersión superior a la 
media

Densidad poblacional 
inferior a la media

En porcentaje sobre total 16,5% 0,0% 0,0%

Aragón 2,7% 0,0% 17,9%

Principado Asturias 0,7% 15,7% 0,0%

Islas Baleares 3,8% 0,0% 0,0%

Canarias 6,1% 0,0% 0,0%

Cantabria 1,1% 2,1% 0,0%

Castilla y León 2,6% 14,0% 35,2%

Castilla-La Mancha 5,5% 0,0% 27,8%

Cataluña 19,4% 0,0% 0,0%

Extremadura 1,0% 0,0% 15,0%

Galicia 2,6% 68,2% 0,0%

La Rioja 0,9% 0,0% 4,1%

Madrid 17,8% 0,0% 0,0%

Región de Murcia 4,5% 0,0% 0,0%

Com. Valenciana 14,9% 0,0% 0,0%

CC. AA. Régimen común 100,0% 100,0% 100,0%

“La distribución de los fondos de 
los recursos adicionales señala a 
Cataluña como el territorio que 

recibiría un mayor porcentaje, con 
un 19,5% del total”

Fuente: Elaboración propia.
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Recursos utilizados en el Fondo de 
Garantía de los Servicios Públicos 

Fundamentales a partir 2010

Recursos adicionales sobre las nece-
sidades globales de  financiación a 

partir de 2009

Recursos Adicio-
nales a partir de 

2010

Total recursos 
adicionales en 

2012

Peso relativo per-
sonas reconoci-

das dependientes

Población
ajustada 2009 (1)

Fondo de
competitividad 

(2)

Fondo de
cooperación (3)

29,2% 18,8% 0,0% 12,7% 13,9% 13,9%

4,3% 3,2% 0,0% 2,0% 2,3% 2,3%

2,9% 2,6% 0,0% 6,5% 1,7% 1,7%

2,1% 2,5% 4,7% 0,0% 3,2% 3,2%

2,0% 4,9% 9,4% 3,2% 5,9% 5,9%

1,9% 1,3% 0,0% 0,9% 0,9% 0,9%

5,9% 6,4% 0,0% 15,3% 4,4% 4,4%

6,5% 5,0% 0,0% 3,1% 4,2% 4,2%

18,1% 16,8% 32,2% 0,0% 19,5% 19,5%

3,1% 2,7% 0,0% 6,6% 1,9% 1,9%

6,8% 6,9% 0,0% 16,7% 4,8% 4,8%

1,4% 0,7% 0,0% 0,0% 0,6% 0,6%

6,2% 13,5% 25,8% 0,0% 15,7% 15,7%

4,0% 3,2% 6,2% 2,2% 4,4% 4,4%

5,7% 11,3% 21,6% 7,7% 14,1% 14,1%

100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0%

Conviene recordar que este ejercicio de distribución de los re-
cursos adicionales en el ejercicio 2007, tiene un propósito solo 
aproximativo, porque su aplicación corresponde a 2009 y 2010 de 
acuerdo a la situación de las variables en el momento en el que se 
produzca la liquidación del sistema en cada uno de esos años.

Más allá de la utilidad de este ejercicio de distribución territorial 
de los recursos adicionales, el interés de la opinión pública y de la 
comunidad académica se concentra en conocer los resultados de 
la aplicación del modelo en comparación con la situación previa; 
especialmente dado que, al menos en teoría, los cambios se han 
promovido con el objetivo de solucionar o, por lo menos, reducir, 
las deficiencias del actual modelo.

La falta de claridad en la redacción de la norma permite diferentes 
interpretaciones sobre la aplicación de su contenido. A dicha dificul-
tad hay que sumar la imposibilidad de disponer en este momento 
de la información correspondiente a 2009, el primer ejercicio de 
aplicación práctica del nuevo modelo y momento en el cuál, ade-
más, se concreta el beneficio del “statu quo” a las Comunidades 

(suma de la liquidación del anterior modelo en este último ejercicio, 
con la novedad de incluir como criterio normativo el 85% de la re-
caudación del Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, la recaudación del desaparecido Impuesto 
sobre Patrimonio y los complementos por sanidad e insularidad 
por valor de 655 millones mencionados). 

La situación en 2009 afecta a la capacidad fiscal utilizada para el 
cálculo y distribución del Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales, al igual que afecta al conocimiento del resto de 
recursos (25% de la capacidad fiscal) del que dispondrán los terri-
torios para hacer frente al resto de sus competencias, junto con el 
Fondo de Suficiencia Global. La situación de las variables en 2009 
también afecta a la distribución de los recursos dirigidos al refuerzo 
del estado del bienestar.

El objetivo de conocer los resultados del modelo en 2009, se ha 
resuelto en este trabajo con la elección de una opción entre las 
distintas posibilidades: En primer lugar, se realiza una liquidación en 
el año base 2007 con los criterios marcados por la norma: nece-
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sidades globales de financiación, incluidos los recursos adicionales, 
y distribución entre Fondo de Garantía de los Servicios Públicos 
Fundamentales y Fondo de Suficiencia Global. 

La financiación total garantizada por el modelo en 2009, se obtiene 
mediante el cálculo del Fondo de Garantía con una simulación de 
la capacidad fiscal de las Comunidades Autónomas en 2009, que 
se ha realizado con las nuevas cesiones y criterios normativos del 
modelo, utilizando una serie de hipótesis de evolución hasta 2009 
apoyadas en la información disponible. A este primer cálculo se le 
añade una estimación del Fondo de Suficiencia Global realizada 
mediante la actualización del Fondo obtenido en el año base 2007. 

Conocidos los resultados de la financiación total21, se añaden los 
fondos de Competitividad y Cooperación con la distribución que 
corresponde a la distribución anterior en el primero (euros por 
habitante ajustado en las competencias homogéneas) y el valor de 
las variables fijadas en el segundo.  

Reconocida la imposibilidad de conocer los resultados definitivos 
del nuevo Sistema en 2009 debido a las restricciones y las dudas 
en la interpretación de la norma, más que los resultados nominales, 
se ha preferido concentrar la atención en la incidencia en términos 
de equidad, entendida como la cuantía de los recursos por habi-
tante ajustado dispuestos por los territorios para hacer frente a las 
obligaciones homogéneas de gasto en todos ellos.

21  Las necesidades globales de financiación varían en 1.101,92 millones 
cuando se utiliza una interpretación basada en el cálculo inicial de las nece-
sidades globales de gasto en 2009. 

“Los resultados definitivos del 
nuevo Sistema en 2009 son 

imposibles de conocer debido 
a las restricciones y dudas en la 

aplicación de la norma”

“Una vez más, la cesión elude el 
necesario ejercicio de cuantificación 
de las necesidades de gasto a partir 

de criterios más objetivos”

Tabla 12. Recursos adicionales y población ajustada

SFA. Comparación 
recursos adicionales y 
población ajustada

Población
ajustada 2007

Recursos
adicionales 

Diferencia

Andalucía 18,8% 13,9% -4,9%

Aragón 3,2% 2,3% -0,9%

Principado Asturias 2,6% 1,7% -0,9%

Islas Baleares 2,5% 3,2% 0,8%

Canarias 4,9% 5,9% 1,0%

Cantabria 1,3% 0,9% -0,4%

Castilla y León 6,4% 4,4% -2,1%

Castilla-La Mancha 5,0% 4,2% -0,8%

Cataluña 16,8% 19,5% 2,7%

Extremadura 2,7% 1,9% -0,9%

Galicia 6,9% 4,8% -2,2%

La Rioja 0,7% 0,6% -0,1%

Madrid 13,5% 15,7% 2,3%

Región de Murcia 3,2% 4,4% 1,2%

Com. Valenciana 11,3% 14,1% 2,8%

CC. AA. Régimen común 100,0% 100,0% 0,0%

Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 13. Simulación de la liquidación del nuevo sistema en 2009

Sistema de Financiación Autonómica. Ejercicio 2009
Índice de recursos financieros por habitante ajustado
Cálculo realizado con las normas del nuevo sistema y determinadas hipótesis (1)

Ejercicio 2009 Ejercicio 2009 + recursos adicionales 2010 en 
la financiación total garantizada

(1.200,00 + 1.200,00)

Necesidades Globales 
de Financiación

NGF homogéneas (1)

NGFh + F. competi-
tividad y Fondo de 

cooperación (2)

Necesidades Globales 
de Financiación NGF 

homogéneas (3)

NGFh + F. competi-
tividad y Fondo de 

cooperación (4)

Andalucía 101,8 98,7 101,7 98,7

Aragón 107,4 104,1 107,3 104,0

Principado Asturias 104,9 104,1 104,8 104,0

Islas Baleares 90,8 92,3 91,1 92,6

Canarias 91,4 93,6 91,6 93,7

Cantabria 117,9 114,2 117,4 113,8

Castilla y León 104,5 103,6 104,5 103,6

Castilla-La Mancha 102,3 99,2 102,3 99,3

Cataluña 98,0 99,0 98,0 99,0

Extremadura 108,1 107,1 108,0 107,0

Galicia 101,1 100,3 101,1 100,4

La Rioja 114,3 109,8 113,8 109,5

Madrid 98,2 99,2 98,2 99,1

Región de Murcia 99,3 101,5 99,4 101,5

Com. Valenciana 95,4 97,7 95,6 97,8

 Régimen Común 100,0 100,0 100,0 100,0

Desviación estándar 7,3 5,6 7,1 5,4

Hipótesis: Evolución 2007-2009 en todos los territorios
IRPF: -9,5% nominal
IVA: -47,6% nominal 
Impuesto sobre Alcohol y bebidas alcohólicas: -16% nominal
Impuesto sobre productos intermedios: -9% nominal
Impuesto sobre cerveza: -18% nominal
Impuesto sobre labores del tabaco: 23% nominal
Impuesto sobre hidrocarburos: -4% nominal
Impuesto sobre electricidad: 5% nominal
Impuesto sobre medios de transporte: 3% nominal
Impuesto sobre Ventas Minoristas de Hidrocarburos: -4%
Evolución negativa del ITE nacional: -30% nominal
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados: -40% nominal
Población: padrón municipal 2007
Competencias homogéneas: Porcentaje igual al de la liquidación del Sistema en 2007
Fuente: Elaboración propia.
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La simulación de la aplicación del Sistema de Financiación en el 
ejercicio 2009, se ha elaborado con las hipótesis siguientes.

Evolución de tributos en el periodo 2007-2009.
- IRPF: -9,5% nominal 
- IVA: -47,6% nominal 
-  Impuesto sobre Alcohol y bebidas alcohólicas: -16% nominal
-  Impuesto sobre productos intermedios: -9% nominal
- Impuesto sobre cerveza: -18% nominal
-  Impuesto sobre labores del tabaco: 23% nominal
- Impuesto sobre hidrocarburos: -4% nominal
- Impuesto sobre electricidad: 5% nominal
-  Impuesto sobre medios de transporte: 3% nominal
-  Impuesto sobre Ventas Minoristas de Hidrocarburos: -4%
-  Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados: -40% nominal.

Evolución negativa del ITE nacional entre 2007 y 2009: -30% no-
minal. 
Devolución por las Comunidades del Fondo de Suficiencia Global 
en caso de resultado negativo.
No se incluyen los recursos en concepto de normalización lin-
güística.
Población: padrón municipal 2007
Competencias homogéneas: Porcentaje sobre Necesidades Globa-
les de Financiación igual al de la liquidación del Sistema en 2007.

Con estas hipótesis, la aplicación del Sistema en el ejercicio 2009 
incluidos el Fondo de Competitividad y el Fondo de Cooperación 
(columnas 1 y 2 de la tabla siguiente) muestra una distribución de 
recursos financieros por habitante ajustado con menor dispersión 
a la obtenida el último ejercicio liquidado con el anterior modelo 
(la desviación típica pasa de 11,53 en 2007 a 5,6 en 2009). Bajo 
las condiciones enunciadas, por tanto, se produce una mejora en la 
equidad de la distribución territorial de los recursos.

La mayor mejora la obtiene la Comunidad de Baleares (14,9 pun-
tos en 2009). Le siguen Murcia (7,5 puntos), Valencia (6,9 puntos). 
Madrid (4,1 puntos), Cataluña (3 puntos) y Canarias (0,7 puntos). 
En sentido contrario, disminuyen su índice sobre la situación en 
2007, la Comunidad de Extremadura (12,7 puntos) , Galicia (7 pun-

tos), Castilla y León (6,5 puntos), La Rioja (6,2 puntos), Andalucía 
(5,8 puntos), Asturias (4,2 puntos), Castilla–La Mancha (3,2 puntos) 
y Cantabria (2,7 puntos). 

Las Comunidades con recursos financieros por habitante ajus-
tado inferiores a la media en competencias homogéneas en 
el ejercicio 2009, serían Baleares (92,34%), Canarias (93,58%), 
Comunidad Valenciana (97,66%), Andalucía (98,76%), Catalu-
ña (99,04%), Castilla – La Mancha (99,18%) y Madrid (99,19%). 

El ejercicio teórico de incorporar a los resultados de 2009 de los 
recursos adicionales previstos en 2010 -2.400,00 millones en con-
cepto de personas dependientes reconocidas y peso relativo de 
la población ajustada- tiene una influencia muy pequeña en los 
resultados (columnas 3 y 4 en la tabla anterior)  

6. Conclusiones

La reforma del SFA vigente desde el año 2001, debía buscar solu-
ciones a las deficiencias del actual modelo, en una fase muy avanza-
da de descentralización de las políticas de gasto a las Comunidades 
Autónomas y un contexto de severa recesión económica. En este 
nuevo e inédito contexto,  el fuerte descenso en los ingresos pú-
blicos, ha hecho evidentes los problemas de un sistema tributario 
insuficiente para dar cobertura a las actuales obligaciones de gasto 
público de los diversos niveles de gobierno. 

La reclamación manifestada por los Gobiernos autonómicos ha 
sido satisfecha con una importante transferencia de recursos des-
de la Administración General del Estado (1,53 puntos del PIB) que 
refuerza la posición hegemónica de las comunidades dentro del 
gasto público directo del nivel autonómico (36,3% del total en 
2008). Una vez más, la cesión se ha realizado eludiendo el necesario 
ejercicio de cuantificación de las necesidades de gasto a partir de 
criterios más objetivos, justificado para garantizar la eficiencia del 
sector público, y altamente recomendable como ejercicio previo, 
antes de proceder al reparto de recursos entre los diversos niveles 
de gobierno en un estado descentralizado como es el español. 

La experiencia anterior muestra que el traspaso de competencias 
y recursos para financiarlas no garantiza por sí solo una mejor 

“La reforma estabiliza un 70% de 
las necesidades globales de gasto 

como garantía de los servicios 
públicos fundamentales de todas las 

comunidades”

“La solución para repartir los 
recursos según las necesidades 

globales de gasto está limitada por 
la restricción de evitar perdedores 

respecto a la situación actual”



59

INFORME SOBRE FEDERALISMO FISCAL EN ESPAÑA

gestión de los recursos y puede poner en peligro el cumplimiento 
de las obligaciones asignadas a la Administración general del Estado, 
sin poder garantizar tampoco un proceso de consolidación fiscal 
riguroso, cuestión especialmente delicada cuando el déficit público 
puede alcanzar, como ocurre en el caso español, el 11% del PIB en 
2009.

Uno de los principales problemas detectados en el Sistema de fi-
nanciación previo era el continuo cuestionamiento de su estructura 
y de los resultados obtenidos por los diferentes territorios. La re-
forma señala un camino de mejora de ese aspecto, al estabilizar un 
70% de las necesidades globales de gasto, como garantía de los ser-
vicios públicos fundamentales de todas las comunidades, mediante 
una fórmula de distribución de los recursos más objetiva, con ca-
pacidad de adaptación dinámica (cada año) y una visualización de 
los esfuerzos entre territorios gracias al empleo de transferencias 
horizontales. Esta fórmula, por otra parte, pretende lograr una sen-
sible mejora de la equidad del sistema en la distribución territorial, 
al igualar los recursos asignados por habitante ajustado, es decir, 
teniendo en cuenta las variables elegidas para cuantificar el coste 
de la puesta en práctica del servicio en cada lugar. 

La solución para repartir los recursos en función de las necesidades 
globales de gasto está limitada por la restricción de evitar  perde-
dores en comparación con la situación actual, es decir, asegurar 
el cumplimiento del principio del statu quo. El mantenimiento de 
esta restricción implica, en cierto modo, consolidar los resultados 
del modelo anterior y mantener una excesiva dispersión de los 
recursos por habitante ajustado limitando, por tanto, la equidad del 
sistema. Para reducir este efecto, la reforma incorpora dos fondos 
que pretenden limar las diferencias, aunque la coherencia con el 
propósito anterior sea más aplicable al de Competitividad que al 
de Cooperación. El resultado final, a partir de la simulación utilizada 
en este trabajo, no obstante, muestra una mejora significativa de 
la equidad del sistema, tal y como lo confirma la disminución de 
la desviación estándar en la distribución de recursos por habitante 
ajustado en las competencias homogéneas (de 11,53 a 5,6).

Este significativo avance, no obstante, sigue conviviendo con la pro-
funda distorsión producida por el sistema foral disfrutado por las 
Comunidades de País Vasco y Navarra, cuyos resultados de finan-
ciación por habitante siguen siendo muy superiores a las de los 
territorios de régimen común, al no participar en el proceso de 
nivelación de las necesidades de gasto del resto de territorios del 
estado español.   

El Fondo de Suficiencia Global, segundo componente para cubrir 
las necesidades de gasto de las comunidades, financiado con el 25% 
de la capacidad fiscal de los territorios y la aportación del estado, 
puede ser un incentivo para mejorar la corresponsabilidad fiscal, 
dado que cualquier incremento superior al ITE nacional de los 
ingresos del tramo autonómico queda dentro de su jurisdicción. 

Este incentivo, no obstante, puede estar más que compensado por 
el continuo aumento de recursos por parte de la Administración 
General del Estado en los procesos de negociación, sin afrontar 
un proceso objetivo de cálculo de las necesidades de gasto de las 
políticas de los diversos gobiernos.  

En la misma línea de falta de refuerzo de la responsabilidad fiscal, se 
puede interpretar el aplazamiento de los pagos de la liquidación de 
2008 y 2009 concedida por la Administración General del Estado a 
las Comunidades Autónomas, como se comprueba en la elabora-
ción de los presupuestos en 2009 y 2010 con un criterio ajeno a la 
severa caída de ingresos que sufre la economía española (alrededor 
de 80.000 millones de euros en el periodo 2007-2009).

El Sistema de Financiación Autonómico aprobado sigue siendo 
extremadamente complejo, lo que dificulta su comprensión por 
parte de los ciudadanos que, en última instancia, son los que tienen 
que valorar la actuación de los distintos niveles de gobierno, tanto 
en sus atribuciones de gastos como en las de ingresos. Además, la 
redacción de las nuevas leyes hace aún más difícil la comprensión 
del modelo y, especialmente, la determinación de los resultados del 
mismo en el corto plazo22. 

La reforma contiene un claro avance en términos de autonomía 
fiscal, concretado en un apreciable aumento de las cesiones de tri-
butos compartidos con el Estado y también de capacidad normati-
va en el caso de los cedidos tradicionales, singularmente en el IRPF. 
Este mayor grado de autonomía en la determinación de las normas 
impositivas podría ser ampliado si se consiguiera un margen de ac-
tuación en la negociación con las autoridades comunitarias. Como 
en algunas ocasiones se ha propuesto, la capacidad normativa de 
las comunidades en el ámbito de la imposición indirecta podrá am-
pliarse mediante el empleo de alguna fórmula cooperativa que per-
mitiera a los gobiernos autonómicos pactar un cambio en los tipos 
impositivos del IVA o los Impuestos Especiales, como se hace en 

22   La opacidad de algunos aspectos del modelo y de una parte de la in-
formación disponible, junto a la grave situación económica por la que 
atraviesa el país pueden ayudar a explicar las dificultades que menciona-
mos en el texto. No parece muy razonable, en todo caso, que se pueda 
aplicar un nuevo modelo financiero sin que la administración promotora 
del mismo ofrezca algunos datos sobre los resultados de la aplicación 
del mismo.

“La reforma contiene un claro 
avance en términos de autonomía 
fiscal, concretado en un apreciable 

aumento de las cesiones de tributos 
compartidos y de capacidad 

normativa”
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otros sistemas23. De esta forma, podría evitarse la paradoja, como 
sucede en el presente ejercicio, de que el Gobierno Central asuma 
el coste político de elevar estos tributos, mientras que las comuni-
dades se benefician de más de la mitad de esos aumentos.
 
El único reparo que puede formularse respecto al aumento de las 
participaciones impositivas se refiere a la superación del 50% en 
el caso de la participación de las autonomías en la recaudación de 
los Impuestos Especiales. El reparto al cincuenta por ciento de IRPF, 
IVA e Impuestos Especiales parece una mejor señal de un modelo 
de distribución de recursos entre niveles de gobierno. Es más claro 
y transmite mejor a la ciudadanía la distribución de los recursos por 
mitades, claramente justificado por el creciente protagonismo de 
las comunidades en la gestión de los servicios públicos.

Por otra parte, el muy importante incremento de recursos adiciona-
les aportados por la AGE al Sistema (14.348,11 millones de euros) 
en el marco del proceso negociador, seguramente hubiera permitido 
un diseño más sencillo y equilibrado, es decir sin el empleo de tantos 
fondos con una función política ad hoc. De esa forma, se habría 
podido avanzar más en la mejora de la equidad en la distribución 
territorial de la financiación de las competencias homogéneas. 

Por último, a nuestro juicio, el modelo sigue siendo demasiado com-
plejo en su articulación y puede seguir siendo fuente de críticas en 
cuanto al peor trato comparado que da a algunas Comunidades 
Autónomas. Una característica que perjudica su estabilidad, sobre 
todo, cuando se recuerda la posición de privilegio mantenida por 
los territorios forales  País Vasco y Navarra- que, al no participar 
en el proceso de nivelación, disfrutan de una financiación por habi-
tante equivalente que es casi el doble de la media obtenida por las 
comunidades de régimen común.

23   En la actualidad, ese tipo de medidas podría ser tomada, bien en el 
Consejo de Política Fiscal o bien en el marco de las Conferencias de 
Presidentes de las Autonomías. 
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El nuevo modelo de financiación autonómica: luces y sombras
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1. Introducción

La reforma de la financiación autonómica de régimen común ha sido 
un parto deseado, pero largo y difícil como ninguno hasta la fecha. Una 
reforma que tiene aspectos positivos y otros que lo son menos. 

En este capítulo se pretende apuntar tanto las luces como las som-
bras del acuerdo, dentro del contexto en el que se han producido 
las negociaciones. Para ello, el trabajo se organiza en cuatro apar-
tados. En el primero se reflexiona brevemente sobre el escenario, 
incidiendo en los aspectos en los que el cambio era más urgente, 
así como los condicionantes del proceso. En el segundo, se tra-
tan los aspectos en los que los avances son más notables. En el 
tercero, analizamos la otra cara del acuerdo: los aplazamientos en 
la resolución de los problemas, o incluso su agravamiento. Final-
mente, concluimos con un apartado sobre la agenda pendiente. 
Los arreglos fiscales en los países descentralizados tienden a ser 
más complejos y, por ello, a necesitar de la reflexión permanente 
y dinámicas jalonadas por revisiones más o menos profundas y 
periódicas. Es una utopía pensar que es posible definir un modelo 
financiero descentralizado con vocación de permanencia, y elevar 

a rango de ley orgánica todos sus detalles. La reforma 
ahora en trámite debería servirnos para aprender 

algo en este sentido. 

2. Escenario, condicionantes y 
desarrollo temporal del proceso 
de reforma

Existía un amplio consenso sobre la necesidad 
de reformar el sistema de financiación 

de las CC.AA. de régimen común. En 
el terreno técnico y académico, se 
detectaban fallos en múltiples di-
mensiones: equidad, autonomía tri-
butaria y (co)responsabilidad fiscal, 
suficiencia, y transparencia, entre 
otros. Por conocido, no merece 
la pena detenerse en el detalle 
del diagnóstico1, pero sí en las re-
comendaciones de los expertos, 
que se centraban en:

1   Véase al respecto Lago Peñas (2007) 
y Comisión de expertos (2008).

-  Reducir sustancialmente las disparidades en la distribución de los 
recursos por unidad de necesidad.

-  Cuantificar de forma más precisa las necesidades de gasto y la 
capacidad fiscal en cada territorio.

-  Revisar el reparto de recursos entre los diferentes niveles de 
gobierno y, en particular, incrementar la capacidad (y la responsa-
bilidad) fiscal de los gobiernos autonómicos.

-  Reforzar los incentivos al uso de esa capacidad fiscal, endurecien-
do la restricción presupuestaria de los gobiernos subcentrales.

-  Incrementar la visibilidad y transparencia del sistema, para que los 
ciudadanos mejoren su conocimiento sobre responsabilidades de 
gasto e ingreso.

En el terreno político las demandas eran parcialmente diferentes; algu-
nas compartidas y otras en conflicto. La principal demanda compartida 
era el incremento de los recursos en manos de los gobiernos autonó-
micos. Probablemente en forma de transferencias o incrementos en 
los porcentajes de cesión, y no tanto en la cesión de espacios fiscales 
para el ejercicio al alza de una responsabilidad fiscal casi siempre costo-
sa políticamente. Lo acontecido en las sucesivas revisiones del sistema 
conducía al conjunto de las CC.AA. de régimen común a pensar que la 
reforma supondría recursos adicionales para todas y cada una de ellas, 
y que una buena parte de esos recursos no pasarían por un ejercicio 
de responsabilidad fiscal. En otras palabras, las CC.AA. sabían de la laxi-
tud de su restricción presupuestaria y que los momentos de reforma 
del sistema son los más propicios para desplazarla en su beneficio.

En un plano secundario aparecían otras demandas comunes, aun-
que no siempre convergentes en el detalle, sobre la mejora en las 
estimaciones de las necesidades de gasto, el concepto de recauda-
ción normativa, la gestión tributaria o la descentralización de capa-
cidad normativa en el ámbito de la tributación sobre el consumo.

Finalmente, existían visiones claramente contrapuestas en otros 
asuntos, como los criterios de reparto de los fondos adicionales, el 
grado de nivelación horizontal que debería garantizar el sistema, el 

“La principal demanda compartida 
en el terreno político era el 
incremento de los recursos 
en manos de los gobiernos 

autonómicos”
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llamado “principio de no reordenación”, o el concepto de servicio 
fundamental.

La situación se complicaba por varios motivos:
-  el grado de concreción plasmado en las reformas estatuarias, so-

bre todo en la pionera de Cataluña2.
-  la firme voluntad del gobierno central de respetar clausulas y pro-

mesas difícilmente compatibles; algunas de las cuales habían sido 
alentadas por el propio gobierno ya desde la campaña electoral 
de las elecciones generales de 2004

-  el éxito del propio proceso de descentralización. Si en los años 
noventa la mayor parte de lo que ocurría en el escalón auto-
nómico de gobierno era un asunto de relevancia pública menor, 
salvo en algunas comunidades con mayor tradición y vocación 
autonomista, hoy la política autonómica es, con base objetiva, pro-
tagonista principal de la prensa regional y habitual en los diarios 
nacionales. Cualquier declaración, filtración o reunión fuera del 
guión es conocida en tiempo real, dificultando las negociaciones y 
exacerbando los sentimientos de agravio comparativo. Sin duda, 
la reciente reforma debería servir también para poner de relieve 
que ya no podemos seguir sin un marco institucional apropiado 
al grado de descentralización al que hemos llegado. La reforma 
del Senado y el reforzamiento de la conferencia de presidentes y 
las conferencias sectoriales son urgentes. Como lo es la creación 
de un organismo técnico autónomo de evaluación de los costes 
de los servicios públicos, como el que existe en Australia, el único 
país federal en el que, como en España, la nivelación se fija en 
las necesidades de gasto y no sólo en la capacidad fiscal de cada 
uno.

-  Vinculado con lo anterior, el largo período de maduración de la 
reforma, sin parangón en el proceso descentralizador en España, y 
una bilateralidad asimétrica (en el sentido de que la interacción del 
gobierno central con las CC.AA. no ha sido igual), si no más rele-
vante sí al menos más perceptible por todas las partes implicadas 
y los propios ciudadanos.

En resumen, el nuevo modelo partía de una gran cantidad de res-
tricciones, mucho más allá de la habitual clausula de statu quo en los 
recursos absolutos percibidos por cada Comunidad Autónoma. A 
mi juicio, el escenario para la reforma era el más complicado vivido 
hasta el momento. En esta clave debe entenderse el importante 
desembolso de recursos que ha hecho la administración central 

2   Véase De la Fuente y Gundín (2007) para un análisis de las reformas 
estatutarias en materia de financiación autonómica.

(más de 11.000 millones de euros; alrededor de un 12% adicional 
respecto a los recursos aportados por el modelo anterior). Coste 
muy por encima de lo que supusieron las reformas anteriores y de 
lo que ya en 2007 el propio gobierno central manejaba oficiosa-
mente como restricción, unos 3.000 millones de euros.

Los interrogantes a responder ahora se refieren a si ese esfuerzo 
mereció la pena, si los avances que supone el nuevo modelo son 
significativos, y si la reforma ha orillado o no aspectos relevantes.

3. Los avances en el nuevo modelo3

A mi juicio, el nuevo modelo es claramente positivo en algunos as-
pectos. En primer lugar, en lo que concierne a la equidad en la distri-
bución de recursos. Con las cautelas que impone el no contar todavía 
con cifras oficiales, alguna estimación disponible (De la Fuente, 2009) 
apunta a que el nuevo sistema reducirá en un tercio las diferencias 
en términos de financiación por habitante ajustado. El avance es muy 
significativo, si bien es verdad que respetando el statu quo sería po-
sible alcanzar distribuciones sustancialmente más igualitarias con ese 
12% adicional de recursos. Paro ello debería haberse limitado de 
forma severa el incremento de los nuevos recursos transferidos a los 
territorios mejor financiados en términos de recursos por habitante 
ajustado. En la práctica, lo que ha sucedido es que todas las CC.AA. 
han obtenido ganancias notables, pero estas han tenido a ser mayo-
res en los territorios peor financiados por el modelo anterior.

Dicho lo anterior, es verdad que a este resultado positivo de re-
ducción de las desigualdades no justificables se llega a través de un 
camino proceloso, que combina la revisión de las ponderaciones 
en las necesidades de gasto, la distinción entre servicios fundamen-
tales y no fundamentales, y la creación de tres nuevos fondos (de 
servicios fundamentales, de cooperación y de competitividad). La 
complejidad que se adivina de este nuevo arreglo será tratada en el 
apartado de las sombras. 

Un segundo aspecto que puede ser valorado positivamente es el 
incremento de la suficiencia financiera de los gobiernos autonómi-
cos. Un aumento que en todo caso, queda relativizado en la actual 
coyuntura económica. El descalabro de los ingresos tributarios en 

3  Para una descripción en detalle del modelo, así como su traducción en tér-
minos matemáticos, véase De la Fuente (2009) y López Laborda (2009).

“El nuevo modelo partía de una 
gran cantidad de restricciones: el 
escenario para la reforma era el 
más complicado vivido hasta el 

momento”

“Todas las comunidades autónomas 
han obtenido ganancias sustanciales 
que han tendido a ser mayores en 
las peor financiadas por el modelo 

anterior”
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2009 y las muy moderadas mejoras previstas para 2010 y 2011 
suponen de facto que los recursos adicionales van a servir para 
frenar el endeudamiento y los recortes en el gasto. Los presupues-
tos autonómicos para 2010, con la nueva financiación parcialmente 
en marcha, reflejan en su totalidad una fuerte caída de los ingresos 
no financieros y un crecimiento negativo o prácticamente nulo del 
gasto no financiero, con un endeudamiento neto que crece como 
no lo hacía desde los primeros años noventa, cuando los Escena-
rios de  Consolidación Presupuestaria aún no habían entrado en 
funcionamiento y los bajos stocks de deuda acumulada permitían 
cumplir holgadamente con los límites al endeudamiento de la LO-
FCA. No obstante, también esta mejora de la suficiencia genera 
sombras, por la forma en que se instrumenta. A ello nos referire-
mos en la siguiente sección.

En tercer lugar hay que referirse a la actualización anual de las va-
riables que aproximan las necesidades de gasto de las diferentes 
CC.AA. Para el bloque de financiación de los servicios públicos fun-
damentales, que supone alrededor de un 70% de la masa global de 
recursos aportados por el sistema, se contempla el recálculo anual 
de la participación (como receptor o contribuyente) en el Fondo de 
Garantía de Servicios Públicos Fundamentales (FG) en función de los 
posibles cambios que se produzcan en las necesidades relativas y de 
la capacidad tributaria en términos normativos de cada Comunidad4. 
Esto es, el importe global del fondo no va a depender de forma 
directa de la población, ya que crece a una tasa exógena (los ITE a 

4   La transferencia de garantía de servicios públicos fundamentales percibida 
por una comunidad en el año t se calcula como diferencia entre las nece-
sidades de gasto en servicios fundamentales estimadas para ese territorio 
en el año t y el 75% de su capacidad tributaria en ese mismo año (esto 
es, de la recaudación normativa de los tributos cedidos). Esta diferencia 
puede ser positiva (como en Madrid o Cataluña) o negativa (como en 
Galicia y Andalucía) y su evolución depende tanto de la dinámica de las 
necesidades de gasto estimadas para cada C.A. como de la dinámica de 
su capacidad tributaria.

escala estatal); pero sí el reparto de la masa de recursos. Siendo el 
volumen de población la variable fundamental en el vector de facto-
res de necesidad de gasto, es razonable que los recursos se ajusten 
a los cambios en la distribución de la misma. 

Es verdad que en el próximo lustro no se espera una expansión 
demográfica tan fuerte como la de la última década. Pero las pro-
yecciones demográficas muestran inercias importantes, con una 
tasa media de crecimiento anual acumulativa en el entorno del 1% 
y fuertes disparidades entre territorios. En el gráfico 1 se relacio-
na el crecimiento poblacional proyectado por el INE hasta 2014 
con las cifras de Padrón para 2009. Hay tres CC.AA (Asturias, 
Galicia, País Vasco) con proyecciones de crecimiento poblacional 
acumulado negativas y otras con crecimientos superiores al 6% 
(Baleares, Comunidad Valenciana, Murcia) e incluso al 8% (Castilla-
La Mancha). Con las cautelas con las que hay que tomar estas 
proyecciones, parece claro que los actuales pesos poblacionales de 
muchas CC.AA. en el conjunto español van a ser significativamente 
distintos en 2014. 

Dicho lo anterior, es verdad que la revisión anual de las participa-
ciones en el FG podría plantear problemas en las Comunidades 
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Gráfico 1. Relación entre tamaño poblacional en 2009 y crecimiento poblacional 
previsto hasta 2014
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Padrón de habitantes y las proyecciones demográficas a corto plazo del INE 
(www.ine.es).
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“Otros aspectos positivos del 
nuevo modelo son el incremento 

de la suficiencia financiera de 
los gobiernos autonómicos y la 

actualización anual de las variables 
que aproximan las necesidades de 

gasto de cada territorio”
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Autónomas con menor crecimiento poblacional. Si bien el volumen 
de población no es el único factor determinante del gasto, el resto 
de los factores o son fijos (insularidad, superficie) o cuasi-fijos en el 
corto y medio plazo (densidad, diferencial de la estructura demo-
gráfica respecto a la media, distribución territorial de la población 
dependiente, dispersión). Por tanto, la evolución de la población 
será el factor fundamental en los cambios en el reparto por el 
lado de las necesidades de gasto y, por ello, determinante de la 
evolución de los recursos globales percibidos por cada Comunidad 
Autónoma. Aceptando la existencia de una relación positiva entre 
volumen de población y necesidades, la existencia de costes fijos 
puede generar tensiones financieras a corto plazo en las CC.AA. 
que pierdan población. Existen estructuras (redes de centros, plan-
tillas estabilizadas) difíciles de redimensionar de un año para otro. 
Sin duda, la situación es relativamente más sencilla de manejar en 
contextos de fuerte crecimiento de los recursos, pero lo es menos 
en el horizonte financiero que se abre a corto plazo5. La situación 
se complicaría si, además, los territorios más dinámicos poblacional-
mente fuesen los más poblados y que disfrutarían ya de economías 
de escala. Afortunadamente en este sentido, el gráfico 1 muestra 
la existencia de una correlación positiva entre ambas variables 
(r=0.08), pero estadísticamente no significativa (t-estadístico=0.32). 
Por su parte, el gráfico 2 pone en evidencia que tampoco existe 
una correlación positiva entre PIB per cápita y crecimiento demo-
gráfico previsto (r=-0.19; t-estadístico=0.79). 

En definitiva, la actualización anual es peor que la revisión quinque-
nal para las regiones menos dinámicas poblacionalmente, pero no 
beneficia de forma sistemática a las Comunidades más grandes ni 
a las más ricas. 

5  Por ejemplo, en un contexto de crecimiento medio de los ingresos del 
10% en el conjunto de CC.AA, es relativamente sencillo ajustarte a un 
crecimiento del 8%. La cosa cambia cuando el crecimiento es del 2% y tus 
ingresos se estancan.

Más aún, la revisión anual no va a generar sólo efectos positivos 
para las CC.AA. más dinámicas económica y demográficamente. 
Porque el modelo vigente hasta 2009 permitía que las CC.AA se 
quedasen con el 100% de los incrementos de recursos obtenidos 
por encima de la media. Pero el nuevo modelo empuja anualmente 
a la baja las dotaciones del FG (o al alza las aportaciones, en el 
caso de los territorios con mayor capacidad fiscal) cuando el mayor 
crecimiento económico o demográfico de una región eleva al alza 
la recaudación normativa de los tributos gestionados por el Estado 
en su territorio, y de parte de los gestionados por la propia CC.AA. 
El anexo muestra claramente que en el modelo vigente hasta 2009, 
los diferenciales de crecimiento económico y demográfico han ten-
dido a traducirse en mayor financiación absoluta, sin perder posi-
ciones relativas en financiación por habitante. En el modelo actual, 
parte de estas ganancias se van a perder como consecuencia del 
recálculo anual del reparto del FG.

En el terreno de la descentralización tributaria, existen algunos pro-
gresos. El incremento en los porcentajes de cesión hasta el 50% en 
IVA puede ayudar a clarificar el destino de los impuestos que se 
pagan a los contribuyentes: el reparto en mitades es más fácil de 
asimilar que cualquier otro reparto. En la actualidad, el porcentaje 
de individuos que asigna incorrectamente los recursos tributarios 
a los diferentes niveles de gobierno, un buen indicador de la visi-

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Contabilidad Regional y las proyecciones demográficas a corto plazo del INE 
(www.ine.es) 

Gráfico 2. Relación entre PIB per cápita en 2008 y crecimiento poblacional previsto 
hasta 2014
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que la quinquenal para las regiones 
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bilidad del sistema, es muy preocupante (Tabla 1). En el caso del 
porcentaje fijado para los impuestos especiales (58%) comparto la 
opinión de López Laborda (2009) de que es difícil de justificar más 
allá de la referencia al respecto que aparece en el estatuto de Cata-
luña. Fijar un reparto simétrico similar al del IVA sería preferible en 
términos de visibilidad. En lo que concierne al IRPF, el incremento 
en el porcentaje de cesión no es el elemento más destacable; ni 
siquiera es particularmente relevante: en la medida en que tanto 
el estado como las CC.AA. tiene libertad para alterar su tarifa y 
deducciones, el porcentaje del 50% sólo se puede garantizar en 
el año base. Además de la posibilidad de modificar hasta un 10% 
mínimos personales y familiares y una mayor libertad en cuanto a 
tipos, lo más positivo establa la eliminación de la tarifa supletoria 
a partir de 2011 y el compromiso de esforzarse en dar mayor 
visibilidad a la existencia de dos poderes tributarios en impresos 
de liquidación y retenciones6. La eliminación de la tarifa supletoria 
obligará a las CC.AA. a un ejercicio normativo explícito que puede 
ser positivo en términos de responsabilidad fiscal. Finalmente, se 
contempla de forma expresa la posible sustitución del Impuesto 
sobre Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos (IVMDH), 
contestado por la Comisión Europea, por la descentralización de 
cierta capacidad normativa en el Impuesto armonizado sobre hi-
drocarburos.

En quinto lugar, el nuevo modelo renuncia al uso extensivo de 
clausulas ad hoc para repartir los recursos y de modulaciones para 

6  Cambios en la línea apuntada por Díaz de Sarralde (2009).

limitar las ganancias o pérdidas de la reforma. Se mantiene, eso sí, 
la habitual clausula de statu quo para la financiación global y una 
poco afortunada (por su evidente intencionalidad) enumeración 
de requisitos ad hoc para tener derecho a la participación en el 
nuevo fondo de cooperación7.

Finalmente, el acuerdo trata de reforzar la coordinación en materia 
de administración tributaria, desarrolla el principio de lealtad institu-
cional y contempla la creación de un comité técnico de evaluación 
en el seno del Consejo de Política Fisca y Financiera. Sin ser avances 
definitivos, van en la línea correcta. Un sistema como el español, con 
coparticipaciones tributarias y agencias regionales de recaudación, 
exige una estrecha colaboración vertical y la aplicación de medidas 
compensatorias de las externalidades que las decisiones de un nivel 
de gobierno (habitualmente el central) tiene sobre otro. Así mismo, 
es positivo que se vuelvan a contemplar las revisiones quinquenales 
del modelo y que se refuercen las unidades de análisis de los proble-
mas y disfunciones del modelo en tiempo real. 

7  El acuerdo en su página 24 establece que serán beneficiarias del fondo 
de cooperación aquellas CC.AA. que cumplan alguna de las siguientes 
condiciones: 

Que tengan un PIB per cápita inferior al 90% de la media correspondien-
te a las CC.AA. de régimen común. El PIB per cápita se medirá en térmi-
nos de la media correspondiente a los últimos tres años, que inicialmente 
se refiere al periodo 2007-2009. 

Que tengan una densidad de población inferior al 50% de la densidad 
media correspondiente a las CC.AA. de régimen común, ambos datos 
referidos al último año, que inicialmente es el 2009. 

Que teniendo un crecimiento de población inferior al 90% de la media 
correspondiente a las CC.AA. de régimen común, tengan una densidad 
de población por kilómetro cuadrado inferior a la cifra resultante de mul-
tiplicar por 1.25 la densidad media de las CC.AA. de régimen común. El 
crecimiento de población se medirá en términos del valor correspon-
diente a los tres últimos años, refiriéndose inicialmente al periodo 2007-
2009. La densidad es la correspondiente al último año del periodo. 

¿No hubiera sido más directo decir que serán beneficiarios todas aquellas 
que queden al margen del fondo de competitividad?

Tabla 1. Con respecto a los siguientes impuestos, ¿A qué administración cree usted que se pagan, al Estado cen-
tral en su totalidad, a la comunidad autónoma en su totalidad, o una parte a uno y otra parte a la otra? (En %) 

Nivel de gobierno*

Impuestos Todo al 
Estado central

Todo a la Comunidad 
Autónoma

Una parte al estado 
y otra a la CA

NS/NC Error

IRPF 54 9 23 15 78%

IVA 54 11 19 16 81%

I. de Sociedades 45 15 19 22 55%

Impuestos especiales 44 14 20 22 80%

* Las observaciones correspondientes a Navarra y País Vasco (N=83) son excluidas. Con la excepción de la última columna, en negrilla, los porcentajes se han calculado sobre 
los totales de cada fila. La columna rotulada “Error” recoge el porcentaje de entrevistados que responde incorrectamente a la pregunta.
Fuente: Elaboración propia a partir de Área de sociología tributaria (2006) (N=1325).

“El porcentaje fijado para los 
impuestos especiales (58%) es 
difícil de justificar más allá de 
la referencia que aparece en el 

Estatuto de Cataluña”
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4. Los aspectos menos positivos del modelo: 
aplazamientos y retrocesos

Como hemos adelantado en los apartados anteriores, el nuevo 
modelo presenta también algunas sombras, que afectan a los dife-
rentes principios a los que ha de atender. 

En el terreno de la autonomía tributaria, se aplaza sin compromiso 
temporal la discusión sobre la cesión de capacidad normativa en la 
tributación sobre el consumo. Ni siquiera se menciona la fórmula del 
“IVA colegiado”8, extensible a otras figuras, como solución intermedia 
entre las actuales participaciones territorializadas y la cesión de ca-
pacidad normativa individualizada. En el caso del impuesto sobre su-
cesiones y donaciones, no se dice nada sobre su difícil supervivencia 
en un escenario de plena descentralización. Aunque lo que está ocu-
rriendo no debería sorprender a quienes conozcan lo que ocurrió 
en Australia y Canadá cuando se cedió a los gobiernos subcentrales. 
El punto 4.4.9 del acuerdo, de clarificación del espacio de los tributos 
propios de las CC.AA. omite toda referencia a la definición de líneas 
básicas para la tributación medioambiental, que es realmente el espa-
cio de oportunidad para la creación de nuevas figuras en el ámbito 
autonómico. Es verdad que en el caso del IRPF se producen avances 
muy sustanciales. Pero en términos de corresponsabilidad fiscal pro-
bablemente sería preferible caminar hacia una separación más nítida 
del poder tributario autonómico y el estatal. La eliminación del tramo 
autonómico del IRPF para ceder espacio a la aprobación de nuevos 
impuestos autonómicos con plena soberanía hubiese sido una apues-
ta más decidida (Lago Peñas y Martínez-Vázquez, 2009).

En el terreno de los incentivos a la utilización al alza de la capacidad 
normativa y la rigidez de la restricción presupuestaria, es difícil ver 
los avances. Antes al contrario, el fuerte incremento de los recur-
sos derivado de la reforma (más de 11.000 millones incorporados 
de forma gradual) sin coste político para las CC.AA. confirma las 
sospechas de quienes piensan que las transferencias del Estado, en 
forma de nuevos fondos o incrementos en las participaciones te-

8  En síntesis, consistiría en que las CC.AA. en su conjunto pudiesen decidir 
la subida del tipo del IVA. Estas decisiones colegiadas se tomarían, a corto 
plazo, en el seno de la Conferencia de Presidentes Autonómicos y el CPFF; 
y, a largo plazo, en un senado reformado (Comisión de expertos, 2008).

rritorializadas, son un capítulo susceptible siempre de incrementar. 
Salvo lo que concierne a la obligación de aprobar tarifas autonó-
micas en 2011, las CC.AA. no tienen que asumir ningún coste ante 
sus ciudadanos para obtener esos recursos adicionales. Claramente, 
esta reforma sigue la norma de las anteriores: privilegia el incremen-
to de los recursos (los peces) frente al incremento de la capacidad 
normativa  para obtenerlos (la caña). Cuando la aprobación de una 
reforma te da más recursos adicionales que una subida del 50% en 
la tarifa autonómica del IRPF, lo que se incentiva precisamente el 
ejercicio de la responsabilidad fiscal. Sin ser una panacea, creo que 
la fórmula del IVA colegiado haría más rígida la restricción presu-
puestaria del nivel autonómico de gobierno. Con la posibilidad de 
subir varios puntos este impuesto, sería difícil reclamar incremen-
tos en los porcentajes de coparticipación o la creación de nuevos 
fondos de transferencias (Lago Peñas, 2009). En caso contrario 
seguirán ocurriendo situaciones como la que estamos viviendo: la 
administración central transfiere más recursos y, acto seguido, sube 
dos puntos el tipo general del IVA, asumiendo el coste político 
correspondiente, para poder financiar la operación.

En lo que se refiere a las estimaciones de las necesidades de gas-
to, tampoco los progresos son claros; más bien al contrario. Salvo 
en el caso del envejecimiento y la dependencia, donde se cuenta 
con aproximaciones razonables al sobrecoste que suponen, las va-
riables y ponderaciones siguen siendo fruto del consenso o, más 
bien, resultado de un proceso de programación matemática para 
que resulte un reparto políticamente asumible por todas las partes. 
Por otro lado, la corrección de las necesidades de gasto per cápita 
se limita ahora al bloque de servicios fundamentales, quedando el 
resto sujeto al statu quo del modelo anterior. Pero es evidente que 
las necesidades de gasto en el resto de competencias no depende 
sólo de la población regional. 

Algunos elementos del modelo, como la coparticipación al 50% de 
algunas figuras tributarias, contribuyen a darle visibilidad al sistema. 
Pero muchos otros cambios lo oscurecen. En particular, la separa-
ción entre servicios públicos fundamentales y no fundamentales; 
la partición del antiguo fondo de suficiencia en el actual FG y el 
nuevo fondo de suficiencia; la creación de dos nuevos fondos (el de 
cooperación y el de competitividad); y la existencia de diferentes 
reglas de reparto y de evolución para los diferentes componentes 
del nuevo modelo complican y dificultan su comprensión.

“El nuevo modelo aplaza la 
discusión sobre la cesión de 
capacidad normativa en la 

tributación sobre el consumo 
y no dice nada sobre la difícil 
supervivencia del impuesto 

sobre sucesiones y donaciones 
en un escenario de plena 

descentralización”

“Siguiendo la norma de las 
anteriores, esta reforma privilegia 
el aumento de los recursos frente 

al incremento de la capacidad 
normativa para obtenerlos”
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En cuanto a la equidad del sistema, ya se ha señalado que se re-
ducen de forma significativa las diferencias en los recursos por 
habitante ajustado, algo claramente positivo. No obstante, a este 
resultado se llega por un camino tortuoso; en el que desempeña 
un papel relevante el fondo de competitividad. A mi juicio hubiese 
sido preferible, en aras de no sacrificar la simplicidad del modelo, 
no crear el fondo de cooperación ni el de competitividad e inte-

grar los recursos correspondientes en una masa global a repartir 
en función de las necesidades de gasto. Claro que la separación 
entre servicios fundamentales y no fundamentales complicaría so-
bremanera el proceso de reparto. En otras palabras, la pretensión 
de crear un bloque específico para los servicios fundamentales, 
en línea con lo expuesto en el nuevo estatuto catalán y en otras 
reformas posteriores, sin que ello conllevase pérdidas financieras 
para los territorios con menor capacidad fiscal, ha llevado a la ne-
cesidad de incrementar la dotación y de particionar en cuatro el 
antiguo fondo de suficiencia. La solución actual supone formalmen-
te el paso de un sistema de nivelación plena a otro de nivelación 
parcial, pero de facto el gobierno central acaba nivelando de ma-
nera similar a como lo hacía el modelo anterior. Seguirá habiendo 
reordenaciones en el ranking de recursos por habitante y contar 
con una mayor capacidad fiscal no supone necesariamente disfru-
tar de mayores recursos por habitante o recursos por habitante 
ajustado. 

A mi juicio, el cambio de la nivelación plena a la nivelación parcial 
es un asunto mayor cuyas implicaciones no se han discutido lo 
suficiente. Es verdad que en el corto plazo este cambio se produce 
más en el terreno formal de los principios que de los resultados. 
Merced al juego de diferentes compensaciones (aportación directa 
del estado al FG, mantenimiento del fondo de suficiencia, creación 
del fondo de cooperación) en la presente reforma se evita que 
la nivelación parcial se plasme en una correlación positiva entre 
capacidad fiscal y recursos per cápita. Pero el coste financiero de 
conseguirlo ha sido notable y se abre un horizonte de largo plazo 
incierto en cuanto a la nivelación. La nivelación plena es, por de-
finición, del 100%. El principio de la nivelación parcial puede con-

cretarse en cualquier porcentaje de nivelación entre 1% y 99%9. La 
propia discusión sobre el peso de los servicios fundamentales, en 
las que los distintos agentes implicados manejaron públicamente 
porcentajes que iban desde el 60% al 90%, es un buen ejemplo de 
lo que cabe aguardar en futuras reformas del modelo. 

Finalmente, hay que referirse al cómputo de la recaudación nor-
mativa. En el modelo vigente hasta 2009 la estimación de la re-
caudación normativa en el caso de los tributos cedidos tradicio-
nales estaba claramente distorsionada, en tanto que estas figuras 
tributarias, en especial el ITPAJD, crecían en todas las CC.AA. a un 
ritmo muy superior a los ITE utilizados para determinar la dinámica 
de la recaudación normativa. En el año 2005 la diferencia entre 
la recaudación real y normativa de estas figuras se situaba en el 
+56.8% para el conjunto de CC.AA. de régimen común con un 
amplio recorrido desde el +31.3% de Asturias hasta el 76% de 
Canarias. Esta forma de calcular la recaudación beneficiaba a las 
CC.AA. y estimulaba los incrementos recaudatorios, en la medida 
en que cualquier incremento de la recaudación por encima de la 
cifra normativa quedaba íntegramente en manos de las CC.AA. Sin 
embargo, generaba situaciones de inequidad horizontal en tanto 
que los amplios diferenciales interregionales que recoge la Tabla 2 
tienen que ver sólo parcialmente con el ejercicio de la capacidad 
normativa cedida o las mejoras de gestión tributaria. La reforma 
reduce significativamente la brecha entre recaudación efectiva y 

normativa, pero lo hace de una manera poco sofisticada. En con-
creto, para el ITPAJD la recaudación normativa se fija en el 85% 
de la recaudación efectiva en 2007. En el caso del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones se duplica el valor normativo para 1999 y 
se hace evolucionar desde entonces al ITE nacional. Para los tribu-
tos sobre el juego se toma la recaudación normativa de 1999 y se 
actualiza utilizando el incremento del ITE nacional. Y en el caso del 
impuesto sobre el patrimonio se utiliza la compensación pactada 
con motivo de su eliminación de facto por el Gobierno central. A 
partir de 2009 la recaudación normativa en el caso del ITPAJD se 
hará evolucionar al mismo ritmo que la suma de los rendimientos 

9  El principio de la nivelación parcial puede instrumentarse de diferentes 
formas. En particular, nivelando un porcentaje inferior al 100% del con-
junto de las necesidades de gasto o comprometiéndose a nivelar el 100% 
sólo de una parte de los servicios públicos, como se defiende en el Esta-
tuto catalán (y otros) y ha recogido finalmente el texto del acuerdo.

“Se reducen de forma significativa 
las diferencias en los recursos 
por habitante ajustado, pero 

para llegar a este resultado juega 
un papel relevante el fondo de 

competitividad”

“El coste financiero para evitar 
que la nivelación parcial se plasme 
en una correlación positivas entre 

capacidad fiscal y recursos per 
cápita ha sido notable y abre un 
horizonte incierto en cuanto a la 

nivelación”
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definitivos por IVA, IRPF e Impuestos especiales en cada Comuni-
dad Autónoma; y al ITE estatal para el resto. En definitiva, se cierra 
la brecha en el año base, se reducen las diferencias interterritoriales 
en la brecha existente entre recaudación real y normativa, pero no 
se cambia de forma sustancial el (deficiente) sistema de cómputo 
hacia el futuro.

5. La agenda pendiente

Luces sólo de intensidad media en algunos casos y sombras que 
permanecen convierten la reforma del sistema en una nueva esta-
ción de paso, y no de fin de trayecto. De forma inevitable, debemos 
empezar a pensar ya en la próxima ventana de oportunidad. Afor-
tunadamente en este sentido, hemos vuelto al enfoque quinquenal 
de la duración del modelo. En lo que sigue sugiero algunos aspectos 
en los que creo que  deberíamos seguir trabajando.

No parece razonable darle tanta importancia a las necesidades re-
lativas de gasto en la escala regional y no dedicar más tiempo y 
recursos a estimarlas mejor. Entre los países federales, sólo Australia 
muestra una preocupación por las diferencias interterritoriales en 

las necesidades de gasto similar a España. Pero en Australia se cuen-
ta con un organismo independiente de evaluación que permite una 
corrección bien fundamentada de esos diferenciales. El informe de 
la Comisión de Expertos (2008) recomendaba la creación de una 
Oficina de Análisis Económico-Territorial vinculada al Senado, que 
podría asumir esta labor en el actual marco jurídico-institucional 
española10. 

10   Textualmente:  La Oficina podría presentar un papel especialmente rele-
vante en el apoyo de las nuevas fórmulas de colaboración entre la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria y las Agencias Tributarias Autonó-
micas, particularmente en lo que se refiere a la labor de los consorcios y 
otros órganos equivalentes [& ] la oficina sería responsable de canalizar 
toda la información económico-financiera de carácter territorial, mediante 
vías específicas de colaboración con la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria y la Dirección General de Coordinación de Financiación con las 
Comunidades Autónomas. Además realizaría labores de estudio y dicta-
men al  servicio  del  Senado y de las Comunidades Autónomas. También 
sería responsable de elaborar informes anuales sobre las balanzas fiscales, 
el ejercicio  de las competencias normativas autonómicas, o la inversión 
territorial. A ello se uniría el soporte y auxilio al Consejo de Política Fiscal 
y Financiera de las Comunidades Autónomas, a los órganos mixtos de di-
rección y coordinación de la gestión tributaria  y a los futuros consorcios . 
La idea se expuso originalmente en Ruiz-Huerta y otros (1998).

Tabla 2. Recursos tributarios del sistema de financiación de régimen común. Diferencia entre recaudación real y crite-
rio normativo utilizado en el sistema

2005 Tributos cedidos 
tradicionales

IRPF Venta minorista 
hidrocarburos

Total

millones 
euros

% sobre criterio 
normativo

millones 
euros

millones
euros

millones 
euros

% sobre FTG
(criterio normativo)

Andalucía 2.032,96 64,0% -7,01 0,00 2.025,95 12,1%

Aragón 300,35 49,4% -0,13 0,00 300,22 10,2%

Asturias 95,61 31,3% -1,84 17,27 111,04 4,5%

Baleares 470,02 73,2% -3,54 0,00 466,48 27,7%

Canarias 272,47 42,6% -12,39 0,00 260,08 6,5%

Cantabria 197,58 68,6% -0,68 0,00 196,90 13,9%

Castilla y León 430,03 49,6% -5,28 0,00 424,75 7,0%

Castilla-La Mancha 444,32 66,0% -0,98 0,00 443,34 10,5%

Cataluña 2.340,52 56,2% -19,85 150,79 2.471,45 17,3%

Extremadura 108,37 48,2% -7,72 0,00 100,65 3,7%

Galicia 314,29 42,6% -8,16 32,08 338,21 5,2%

La Rioja 82,58 60,1% -1,81 0,00 80,78 10,7%

Madrid 2.055,03 53,1% -18,35 66,43 2.103,10 18,5%

Murcia 501,54 76,0% -2,97 0,00 498,57 20,1%

Valencia 1.440,82 57,1% -15,17 0,00 1.425,65 16,2%

Total Comunida-
des Régimen 
Común 

11.086,48 56,8% -105,87 266,56 11.247,17 13,0%

Fuente: Comisión de expertos (2008) a partir de los datos de información de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas. MEH.
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Se debería proseguir en la reducción de las desigualdades en finan-
ciación por habitante ajustado. Es verdad que la actualización anual 
de las necesidades de gasto puede ayudar en este sentido. Pero no 
será suficiente. Sería muy positivo que las CCAA. con financiacio-
nes por habitante ajustado más elevadas canalizasen sus esfuerzos 
no es defender el inequitativo statu quo, sino en dar argumentos, si 
es que existen, para justificar en el terreno de las mayores necesi-
dades de gasto per cápita relativas su mejor financiación per cápita. 
En otras palabras, rebajar su financiación por habitante ajustado sin 
rebajar su financiación por habitante. 

El cómputo en las recaudaciones normativas de los tributos gestio-
nados directamente por las CC.AA. es manifiestamente mejorable. 
La experiencia de otros países federales con diferencias significativas 
en el uso de la capacidad normativa, pero que consiguen aproxima-
ciones razonables al potencial fiscal (Canadá) deberían servirnos 
de ejemplo. Además, el problema se simplifica notablemente en 
España porque estamos hablando de pocas figuras tributarias. Sin 
duda,  la cosa se complicaría si optásemos también por nivelar las 
diferencias en capacidad fiscal en los tributos propios, si estos pa-
sasen a ser cuantitativamente relevantes, dada su heterogeneidad. 
En todo caso, y puesto que el principal espacio de expansión para 
nuevos tributos se encuentra en la tributación verde, la definición 
por el Ministerio de Economía y Hacienda en colaboración con las 
CC.AA. de “figuras tipo” (fundamentalmente en lo que se refiere a 
las bases imponibles) podría no sólo dar mayor seguridad jurídica a 
las CC.AA. en sus actuaciones, sino también facilitar el cómputo de 
las recaudaciones normativas de estos tributos en un futuro. 

A mi juicio, la reforma no ha servido para endurecer la restricción 
presupuestaria de los gobiernos regionales; empezando por el pro-
pio efecto sobre las expectativas de los gobiernos regionales sobre 
la probabilidad de que en el futuro (¿cuándo en 5 años se revise 
el sistema? ¿cuándo se convoque una nueva Conferencia de Presi-
dentes en la que se aborden asuntos con implicaciones financieras 
cuantitativamente relevantes?) puedan obtener recursos adiciona-
les a coste político cero. Sin una mayor dureza en la restricción 
presupuestaria va a ser muy difícil que los gobiernos usen su ca-
pacidad normativa al alza para obtener más ingresos para financiar 
sus servicios, y para buscar de forma activa y descentralizada el 
equilibrio eficiente entre demanda de servicios públicos y esfuerzo 
fiscal de los contribuyentes.

En cuanto a los avances en la descentralización de la capacidad 
normativa, existen varios frentes abiertos (Lago Peñas, 2009). En 
el ámbito de la tributación verde, el gobierno central debería co-
laborar con las CC.AA. en la definición de figuras marco que die-
sen cierta seguridad jurídica a los responsables autonómicos. Los 
impuestos sobre residuos sólidos y la contaminación del agua son 
opciones particularmente atractivas, pero no agotan el abanico de 
posibilidades con justificación en la escala autonómica. En cuanto 
a la cesión de mayor capacidad normativa en este el IVA y los 
impuestos especiales, hay que reconocer que es una estrategia no 
exenta de dificultades notables, sobre todo en el corto plazo y 
debido a las reglas comunitarias de armonización. La posibilidad de 
que de forma colegiada las CCAA decidan incrementar los tipos 
en el IVA y los impuestos especiales tiene su interés como instru-
mento para endurecer la restricción presupuestaria, al menos en lo 
que se refiere a las demandas continuas de recursos a la adminis-
tración central. Además, esta solución no plantea conflictos con las 
reglas de armonización comunitarias. No obstante, no proporciona 
autonomía individual. Para ello, en el caso del IVA habría que op-
tar por soluciones técnicas diferentes; soluciones que existen hoy 
y que serían aplicables asumiendo un incremento en los costes 
de gestión, cumplimiento y control. Difícilmente el acuerdo podía 
avanzar más que lo que en él se dice. Probablemente sea en la 
intensidad de las prometidas negociaciones con la Comisión Euro-
pea donde sea posible ser más exigentes. Por otro lado, no parece 
sencillo caminar hacia el establecimiento de un nuevo impuesto 
minorista sobre consumo de alcohol, por las dificultades de aplica-
ción práctica. La imposición minorista sobre el tabaco no plantearía 
estos problemas, pero la obligatoriedad de utilizar el precio máxi-
mo en territorio nacional después de impuestos a la hora de fijar 
el impuesto especial armonizado cuestiona la oportunidad de dar 
competencias individualizadas en este ámbito. Finalmente, y aunque 
hay que reconocer como positivos los avances en el ámbito del 
IRPF, creo que podría tener ventajas en términos de visibilidad y 
responsabilidad fiscal, la coexistencia de dos impuestos sobre la 
renta genuinos, uno a escala estatal y otro a escala autonómica. 

Desde luego, el modelo no ha ganado en simplicidad y visibilidad 
para los ciudadanos. La aparición de tres nuevos fondos (el FG 
y los fondos de competitividad), con metodologías de cálculo y 
dinámicas variadas explican en buena medida este resultado. Tam-
poco ayuda la estructura del texto del acuerdo ni la renuencia del 

“No parece razonable dar tanta 
importancia a las necesidades 

relativas de gasto regional y no 
dedicar más tiempo y recursos a 

estimarlas mejor”

“Las comunidades autónomas 
con financiaciones por habitante 
ajustado más elevadas deberían 

argumentar su mejor financiación 
per cápita, y no defender el 

inequitativo status quo”
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gobierno central a hablar de cifras; en un contexto en que todos 
y cada uno de los gobiernos regionales sí lo han hecho, sin pre-
ocuparse de la consistencia global de los números. No parece que 
exista una solución a corto plazo, pero sí deberíamos reflexionar 
para hacerlo mejor en futuras reformas.

Finalmente, un mecanismo que ha quedado al margen de la nego-
ciación, pero que es un complemento muy importante del sistema 
de financiación autonómica, es el Fondo de Compensación inter-
territorial (FCI). A mi juicio, a corto plazo, antes de que acabe el 
quinquenio para el que se establece el nuevo modelo, debería ne-
gociarse una reforma del FCI, con varios objetivos. En primer lugar, 
incrementar de forma sustancial el volumen global de recursos. En 
los primeros años noventa, la política regional española se adaptó 
a la europea. Se homogeneizaron criterios de actuación –como 
la restricción de la percepción del FCI por las regiones Objetivo 
1 para la política comunitaria- y, en gran medida, se le otorgó un 
papel secundario respecto a la política regional europea. Un buen 
ejemplo de ello es la práctica congelación de la dotación global 
del FCI desde mediados de los años noventa. La política regional 
española lleva muchos años como secundaria de la europea. Ha 
llegado el momento de empezar a cambiar los papeles y para ello 
es preciso reforzar financieramente el instrumento. Según los datos 
recopilados por el Instituto de Estudios Fiscales11, el FCI suponía en 
1991 un 2.48% del total de financiación de las CCAA de régimen 
común; un 1.68% en 1996; un 1.11% en 2001; y sólo un 0.91% en 
2004. Probablemente en 2009 la cifra se situará por debajo en 0.7%, 
lo que supone tres veces menos que en 1991 y casi la mitad que la 
cifra de 2001. Por otro lado, su cuantía ha ido perdiendo peso pro-
gresivo en el conjunto de inversiones regionales del Estado, que se 
han ido canalizando cada vez en mayor proporción a través de ope-
raciones presupuestarias y extrapresupuestarias de entes, empresas 
y fundaciones más allá de las incluidas en los PGE. Finalmente, no 
hay que olvidar la decreciente relevancia cuantitativa de los fondos 
europeos. Por ejemplo, para Galicia en el actual marco 2007-2013 
las ayudas europeas supondrán alrededor del 4% del presupuesto 
autonómico, cuando en el período anterior se superó ampliamente 
el 6%. En 2006 la financiación europea supuso el 5.86% del presu-
puesto de ingresos de la Xunta. En 2009, se sitúa alrededor del 4%. 
En segundo lugar, es fundamental concentrar los esfuerzos en las 
CCAA con menores niveles de desarrollo. En tercer lugar, habría 

11  Véase: http://www.estadief.meh.es/bancodedatos/financiacion/ 
PorConcepto%25.pdf

que caminar hacia marcos plurianuales de financiación. En la ac-
tualidad la volatilidad del FCI es enorme, como consecuencia de la 
fijación de la masa global de recursos en función de una inversión 
estatal que fluctúa y, sobre todo, por las actualizaciones anuales en 
las variables de reparto. Sería bueno fijar una masa global en el año 
base y tasas de crecimiento más o menos estables referenciadas al 
PIB nominal español durante un período mínimo de cuatro años, 
a fin de facilitar la planificación de las inversiones. En cuarto lu-
gar, las CC.AA. receptoras deberían asumir la extensión de algunas 
prácticas asentadas en el caso de los fondos europeos: reserva de 
eficacia; reforzamiento de la eligibilidad, seguimiento de gestión y 
evaluación de los proyectos; y marco de planificación plurianual. En 
quinto lugar, debería obviarse el recálculo anual del reparto del FCI. 
Como se ha indicado, introduce incertidumbre e inestabilidad. Al 
mismo tiempo, las variables y ponderaciones actuales de reparto en 
el año base deberían revisarse. En particular, debería sustituirse el 
saldo migratorio por la evolución en el pasado reciente (suponga-
mos los últimos 10 años) con datos disponibles de la participación 
poblacional de cada CCAA sobre el total, un concepto más amplio 
y que captura mejor los problemas demográficos asociados al desa-
rrollo económico. La idea es que desarrollo económico exige me-
jorar en renta per cápita sin perder población. Por el contrario, los 
saldos migratorios no capturan bien las diferencias en las dinámicas 
demográficas y socieconómicas de los diferentes territorios.

Anexo: La relación entre incremento de 
financiación e incremento de la población en 
el período 2002-2007

En este anexo estimamos la siguiente especificación econométrica:
  

    [1]

donde r es el crecimiento nominal de los recursos reales (no nor-
mativos) proporcionados por el sistema, p es la tasa de crecimiento 
de la población total, g es la tasa de crecimiento del PIB nominal, 
los subíndices i y t identifican las regiones y el año, respectivamente. 
A los valores absolutos de cada una de las tres tasas se les resta 
las correspondiente tasas de variación para el conjunto de España  
( ). El término una perturbación aleatoria tipo ruido blanco. 
En definitiva, lo que se hace es poner en relación los diferenciales 
de crecimiento de los recursos respecto a la media española con 
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Tabla 3. Relación entre crecimiento de los recursos financieros, 
crecimiento demográfico y crecimiento económico (2003-2007)

Constante
 
 

0.001
(0.53)
[0.83]

0.001
(0.78)
[0.74]

0.971
(3.57)***
[2.83]***

1.066
(4.92)***
[4.95]***

0.692
(1.87)*
[1.68]*

0.916
(1.92)*

[2.74]**

R2 0.21 0.68

Número de observaciones 60 15

***, **, * indica significatividad estadística al 1%, 5% y 10% respectivamente. Entre paréntesis aparecen los estadísticos-t estimados 
a partir de los residuos MCO. Entre corchetes aparecen los t-estadísticos estimados a partir de residuos robustos frente a heterocedas-
ticidad.
Fuente: Elaboración propia

los diferenciales regionales en crecimiento económico y en creci-
miento demográfico.

La especificación [1] se estima con las tasas de crecimiento desde 
2004 a 2007 para las 15 CC.AA. de régimen común, lo que pro-
porciona un panel de 60 observaciones. Un coeficiente significativo 
para el parámetro 1 querría decir que los incrementos diferencia-
les de población se traducen efectivamente en incrementos dife-
renciales en la financiación. Y lo mismo para el coeficiente 2. La 
fuente estadística es el Padrón municipal del INE para los datos de 
población y la Contabilidad regional de España para los datos de 
PIB (www.ine.es) y el Ministerio de Economía y Hacienda (www.
minhac.es) para las liquidaciones del sistema de financiación12. 

Una serie de estimaciones preliminares y contrastes formales per-
mitieron descartar problemas de diverso tipo. La multicolinealidad 
no es un problema debido a que la correlación lineal simple entre 
los dos regresores no es estadísticamente significativa a los niveles 
habituales. En segundo lugar, se aplicaron sendos contrastes que 
descartaron la significatividad conjunta de los efectos individuales 

12  Se utilizan los datos correspondientes al rendimiento definitivo de los 
recursos del sistema de financiación: todos los gestionado por la Ad-
ministración General del Estado (IRPF con capacidad normativa, IVA, 
Impuestos especiales, fondo de suficiencia, garantía sanitaria, impuesto 
sobre determinados medios de transporte, IVMDH, e impuesto sobre 
el patrimonio), la recaudación real de tributos cedidos tradicionales y la 
recaudación de tasas según criterio normativo. La primera liquidación del 
sistema que arranca en 2002 no es tenida en cuenta por la falta de ho-
mogeneidad en los datos proporcionados por el Ministerio de Economía 
y Hacienda; en particular, en lo concerniente a la liquidación real de los 
tributos cedidos tradicionales. Por tanto, la primera tasa de crecimiento 
computable es la correspondiente a 2004.

y temporales. En tercer lugar, el coeficiente de autocorrelación de 
primer orden de los residuos mostraba una significatividad esta-
dística muy baja. Finalmente, ante la posible existencia de varianzas 
diferentes para los datos de las distintas CC.AA. se ha optado por 
computar los tanto los errores estándar como los errores robustos 
a problemas de heterocedasticidad. En el caso de la estimación 
con datos de panel se emplea una generalización del estimador 
de White, agrupando los residuos por regiones. En el caso de la 
estimación con datos de sección cruzada, se recurre al estimador 
original de White.

En la Tabla 3 se recogen los resultados fundamentales. En la primera 
de las columnas se emplean todas las observaciones disponibles. 
El ajuste del modelo es más bien discreto (R2=0.21), pero ambas 
variables son regresores relevantes corrijamos o no la heteroce-
dasticidad por grupos. Los coeficientes demuestran que efectiva-
mente los diferenciales positivos en el crecimiento de la población 
se trasladan a diferenciales similares en la financiación, y viceversa. 
En el caso del PIB, el coeficiente es menor y, de hecho, significativo 
sólo al 10%. La existencia de posibles desfases en la traducción 

“Un dinamismo económico y 
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términos per cápita”
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de los diferenciales de crecimiento demográfico y económico en 
diferenciales en la evolución de los recursos nos llevó a estimar de 
nuevo el modelo utilizando datos de sección cruzada con las me-
dias cuatrienales para las tres variables. Los resultados son los que 
aparecen en la segunda columna. El coeficiente de determinación 
de la regresión aumenta notablemente (R2=0.68) y ambos coefi-
cientes aumentan en valor absoluto, para situarse en el entorno de 
la unidad. En definitiva, las estimaciones demuestran que un dina-
mismo económico y demográfico superior a la media ha tendido 
a traducirse en una mayor financiación en términos absolutos sin 
perder posiciones relativas en términos per cápita; si bien esta tra-
ducción no es totalmente contemporánea. Entre otros factores, la 
explicación se encontraría en la existencia de factores como el uso 
de medias móviles en el cómputo de las índices de consumo que 
se utilizan para la imputación territorializada de las participaciones 
en el IVA y los Impuestos especiales. 
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1. Introducción

De forma paralela al ‘Informe sobre 
Financiación Autonómica y Local’ 
el IEB también ha publicado este 
año un informe sobre la situación 
del Federalismo Fiscal y las finanzas 
subcentrales a nivel mundial, bajo el 
título 1st IEB’s World Report on Fiscal 
Federalism. El informe internacional 
también está articulado alrededor de 
un tema central, escogido en función 

de su actualidad. El tema principal de 
este año es la situación de las ‘Finanzas subcentrales en tiempos de 
crisis’, tema sobre el cuál el se incluyen tres monografías y algunas 
contribuciones cortas. La primera monografía ha sido realizada por 
Teresa Ter-Minassian y Analisa Fedelino (ambas hasta hace poco 
en el Fiscal Affairs Department del FMI) y que lleva por título 
‘The impact of the global crisis on sub-central finances’. En su trabajo 
describen los hechos básicos relacionados con el efecto de la crisis 
sobre los gobiernos subcentrales, incluyendo las acciones realizadas 
para luchar contra la misma tanto por el gobierno central como 
por los subcentrales. La monografía de Robert P. Inman (Wharton 
School – University of Pennsylvania), titulada ‘Local deficits in 
times of economic crises: any role?’, se plantea si es apropiado o no 
utilizar la deuda subcentral en tiempos de crisis, tanto para ajustar 
el presupuesto como para estimular la economía, y compara 
esta política con la alternativa de incrementar las transferencias 
intergubernamentales. La tercera monografía, titulada ‘Fiscal policy, 
grants, and sub-national budget balance’, ha sido realizada por Thiess 
Buettner, y se centra en el papel de las transferencias interguberna-
mentales en la estabilización de los presupuestos subcentrales y 
como parte de un programa de estímulo. En esta breve contribución 
se resume el contenido de las tres monografías comentadas y se 
discuten de forma crítica algunas de las recomendaciones realizadas 
por los autores.

2. La ‘brecha fiscal’ generada por la crisis
 
Las consecuencias de la crisis financiera global sobre los 
presupuestos públicos pueden calificarse como dramáticas. El uso 
de la deuda para financiar políticas fiscales tanto pasivas como 
activas ha incrementado hasta niveles no vistos en anteriores crisis 

económicas. En muchos países, los gobiernos subcentrales (GSC a 
partir de ahora) son un componente esencial del sector público 
(e.g., en la OCDE, representan de media 1/5 de los ingresos, 1/3 
del gasto no-financiero, y 2/3 de la inversión pública). Esto significa 
que éstos han experimentado una parte importante del efecto de 
la crisis sobre las finanzas públicas. Aunque es cierto que su gasto 
corriente –compuesto principalmente por salarios–  está menos 
afectado por las fluctuaciones cíclicas, el incremento en el nivel de 
desempleo también genera una mayor demanda de gasto social 
subcentral, puesto que suelen ser los GSC los responsables de 
una parte sustancial de los programas de lucha contra la pobreza 
y, en algunos países (e.g., EEUU), incluso de las prestaciones por 
desempleo. 

Los ingresos de los GSC suelen tener una mayor estabilidad a lo 
largo del ciclo económico, debido a la (relativa) menor elasticidad 
de algunas de sus bases impositivas (e.g., propiedad, renta). 
En cualquier caso, una proporción sustancial de sus ingresos 
también proviene de participaciones impositivas y transferencias 
incondicionadas, cuya dotación global está frecuentemente ligada 
a la evolución de la recaudación de los ingresos del gobierno 
central (GC a partir de ahora). Esto significa que, a menos que 
el GC lleve a cabo una política explícita con objeto de evitar esta 
tendencia, los ingresos de los GSC van a disminuir a consecuencia 
de la crisis –aunque posiblemente con algún retardo–. Y además 
de esto, están las restricciones al uso de la deuda por parte de los 
GSC, frecuentes en muchos países, que dificultan la distribución del 
ajuste fiscal en un período de tiempo más largo y, por tanto, fuerzan 
cambios más abruptos en el presupuesto. 

La contribución de Teresa Ter-Minassian y Analisa Fedelino al 
informe explica en detalle los diversos efectos de la crisis sobre los 
presupuestos subcentrales: (i) declive de las bases de los impuestos 
propios –especialmente en países donde los GSC dependen de 
impuestos sobre negocios o que gravan los recursos naturales o el 
sector inmobiliario–, (ii) reducción en participaciones en ingresos 
y otras transferencias indexadas e incluso en transferencias 
condicionadas (debido al ajuste presupuestario del GC), (iii) presión 
al alza sobre el gasto social, (iv) presiones para rescatar empresas 
financieras y no-financieras, tanto públicas como privadas pero 
consideradas importantes para la economía regional, y en algunos 
países incluso (v) pérdidas derivadas de inversiones financieras 
fallidas.

Las finanzas subcentrales en tiempos de crisis: una visión general

Albert Solé-Ollé
Institut d’Economia de Barcelona (IEB)  
Universitat de Barcelona
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3. Equilibrio presupuestario y perversidad 
fiscal
 
¿Deberíamos preocuparnos por esta situación?. Los tres trabajos 
mencionados concluyen que SÍ. Si dejamos que los GSC resuelvan 
sólo estos problemas, en muchos casos tenderán a seguir políticas 
pro-cíclicas que van a dificultar los esfuerzos  de estabilización 
de la economía realizados por el GC. La contribución breve de 
Camilla Van Malle al informe internacional, basada en un reciente 
cuestionario de la OCDE, muestra como aproximadamente en 
la mitad de los países los GSC han tenido reacciones pro-cíclicas. 
Los EEUU, debido probablemente a los límites presupuestarios 
estatales, es el ejemplo más claro de políticas subcentrales pro-
cíclicas, mientras Canadá es un país en el que las reacciones 
han sido claramente contracíclicas. El trabajo de Ter-Minassian y 
Fedelino también documenta este hecho, mientras que el trabajo 
de Buettner advierte claramente sobre los riesgos de las políticas 
pro-cíclicas a nivel subcentral.

 
4. ¿Es el déficit subcentral la solución?
 
Por tanto, la mayoría de expertos están de acuerdo en que dejar 
que los GSC ajusten sus presupuestos para cerrar la ‘brecha’ fiscal 
puede tener efectos perversos sobre la economía. Existen dos 
formas diferentes de abordar el problema en el corto plazo (i.e., 
en la crisis actual): (i) Dejar que los GSC incurran en un mayor 
déficit con objeto de cubrir la ‘brecha fiscal’ de forma temporal, and 
(ii) Ayudar a los GSC con transferencias extraordinarias, también 
limitadas en el tiempo. Otras dos posibilidades emergen en el largo 
plazo (i.e., para crisis futuras): (iii) Obligar a los GSC a generar 
superávit durante los periodos de expansión, acumulándolos para 
cubrir la ‘brecha fiscal’ durante la recesión; y (v) Reducir el riesgo 
implícito en los presupuestos de los GSC, asignando las fuentes de 
ingresos más volátiles al GC. 

Las tres contribuciones antes comentadas discuten en detalle los 
méritos y problemas de cada una de estas opciones. Las opiniones 
expresadas son, en general, contrarias a confiar la solución del 
problema exclusivamente a un incremento en el déficit subcentral. 
Por ejemplo, Inman argumenta que los déficit subcentrales tienen 
una capacidad reducida para asegurar a las familias en contra de 
los shocks económicos adversos y no son, dada la apertura de las 
economías regionales, efectivos como estímulo a la demanda. En 
cualquier caso, el autor admite que sí sirven para asegurar el nivel de 
provisión de servicios públicos esenciales para los ciudadanos más 
afectados por la crisis. La opinión de Ter-Minassian y Fedelino y de 
Buettner respecto al uso del déficit son un poco más moderadas. No 
obstante, estos autores resaltan algunas limitaciones prácticas de su 
utilización, derivadas de la necesidad de asegurar la sostenibilidad de 
la deuda a medio plazo. En cualquier caso, Ter-Minassian y Fedelino 

sugieren la necesidad de centrarse en el componente cíclico del 
déficit, aunque admiten la dificultad de calcularlo. Esto sugiere que 
es importante reconocer que algunos ingresos extraordinarios que 
estaban disponibles durante al expansión (e.g., derivados de unos 
precios elevados de los recursos naturales, o de la imposición del 
sector inmobiliario) no estarán disponibles de nuevo incluso una 
vez pasado lo peor de la crisis.

 
5. Transferencias y estabilización: cuestión de 
diseño
 
Puesto que parece no del todo recomendable o quizás muy difícil 
confiar sólo en el déficit para afrontar la crisis fiscal subcentral, las 
transferencias intergubernamentales parecen la principal solución 
para equilibrar el presupuesto de los GSC y estabilizar la provisión 
de los servicios subcentrales. Las tres contribuciones admiten este 
hecho pero todas apuntan a algunas limitaciones de las transferencias 
y a posibles consecuencias adversas. Por ejemplo, Buettner advierte 
de que el nivel de seguro proporcionado depende en la práctica 
del diseño concreto de la transferencia. Muchos países tienen 
transferencias niveladoras, lo que significa que si la fórmula es 
recalculada anualmente los GSC que experimentan caídas en las 
bases imponibles son compensados por ello con unas mayores 
transferencias. Sin embargo, si la nivelación es exclusivamente 
horizontal, entonces ésta sólo asegura ante shocks asimétricos1. En 
la actual situación seria pues perfectamente posible que algunos 
GSC experimentasen una caída en la transferencias simplemente 
porque su caída en ingresos tributarios es menor que la media 
del país. Esto puede ocurrir incluso en el caso de que exista un 
fondo vertical, pues en muchos países (e.g., en España) su cuantía 
está ligada a la recaudación de los impuestos centrales. La solución 
al problema consiste bien en proporcionar algunas garantías de 
evolución mínima del fondo vertical bien en que el GC apruebe 
incrementos discrecionales del fondo en situaciones de crisis severa, 
como la actual.

Cuando las transferencias cumplen bien su función estabilizadora 
aparecen otro tipo de problemas. Tal como explica Buettner, el 
aseguramiento ante los shocks de ingresos puede inducir a los GSC 
a adoptar decisiones de ingresos arriesgadas, tendiendo a utilizar 
demasiado las fuentes de ingresos más volátiles. Según este autor, 
el elevado poder estabilizador de la nivelación en Alemania seria 
el responsable del elevado peso presupuestario del impuesto local 
sobre negocios en ese país. Otro problema puede ser la relajación 
de la restricción presupuestaria de los GSC, que puede reducir sus 
incentivos a equilibrar el presupuesto. Rescatar a los GSC en apuros 
en la presente crisis puede erosionar la credibilidad del GC a no 
realizar acciones similares en el futuro. En este punto, los autores 

1   Ver Boadway (2004) para evidencia del caràcter desestabilizador de la 
transferencias de nivelación canadiense.
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realizan algunas consideraciones sobre como deben diseñarse los 
programas de transferencias para minimizar estos problemas. Por 
ejemplo, es diferente proporcionar transferencias a todos los GSC 
que sólo a aquellos que están incurriendo en un mayor déficit, 
siendo la primera opción más consistente con un programa de 
seguro. Los incentivos perversos también podrían mitigarse si los 
GSC conociesen ex ante las situaciones en las que se puede recurrir 
a estas transferencias extraordinarias y las obligaciones en las que 
se van a incurrir en caso de hacerlo. También parece necesario 
ligar el diseño de estas transferencias adicionales a pre-condiciones 
relacionadas con la buena gestión financiera subcentral. 

Algunas de las recomendaciones concretas de los autores van en 
esta dirección. Por ejemplo, tanto Ter-Minassian y Fedelino como 
Inman sugieren la necesidad de que los GSC se sometan a reglas 
que fuercen la generación de superávit durante los períodos de 
expansión, con objeto de acumular un nivel de reservas adecuado 
para financiar el déficit cíclico durante la recesión. Inman propone 
la acumulación anual de un fondo igual al 10% de los ingresos 
tributarios, aunque sugiere la combinación de esta medida con el 
uso de transferencias hasta que los fondos se hayan acumulado y 
también en caso de una recesión muy profunda. Sugiere regular la 
concesión de estas transferencias condicionándolas a la financiación 
de aquellos servicios subcentrales de particular importancia para 
las familias más afectadas por la recesión (i.e., asistencia social, pero 
también educación y sanidad). Otro elemento de la regulación es 
que estas transferencias estarían condicionadas a haber agotado 
el fondo acumulado. Ter-Minassian y Fedelino proponen una regla 
similar pero más flexible, definiendo los superávit que se deben 
acumular después de separar los componentes cíclico y estructural 
del déficit. Estas autoras admiten, sin embargo, la dificultad de 
realizar este cálculo especialmente en el caso de los GSC. 
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Los municipios ante la crisis económica

Javier Suárez Pandiello
Universidad de Oviedo

Como es sabido, estamos inmersos en 
una profunda crisis económica cuyos 
orígenes tienen que ver con el estallido 
de una burbuja financiera que, al tiempo 
que nos permitía vivir por encima de 
nuestras posibilidades, disimulaba las 
deficiencias de un modelo productivo 
y de desarrollo que se ha manifestado 
insostenible a largo plazo. Aunque no 
se puede decir que no haya habido 
suficientes voces autorizadas que nos 
alertaban permanentemente de los 

peligros del excesivo endeudamiento de 
las economías domésticas y de los riesgos de basar el crecimiento en 
el imparable auge del sector de la construcción, la acumulación de un 
largo período de tiempo en el que confluían la existencia de tipos de 
interés desconocidamente bajos, una oferta de crédito anormalmente 
alta y niveles de empleo crecientes, hasta el extremo de llegar a 
anunciarse desde el gobierno de la nación el alcance del pleno empleo, 
nos instaló en una ola de optimismo tan miope que no permitió atisbar 
los nubarrones que se avecinaban. La crisis financiera internacional que 
explotó con la caída de Lehman Brothers nos devolvió a una cruda 
realidad cuyas consecuencias principales son la restricción del crédito, 
la caída de actividad económica y la destrucción masiva de empleo.

En la medida en que la actividad privada se resiente, los poderes 
públicos deben afrontar nuevos retos muy diferentes de los que 
estaban previstos. De entrada, los efectos de la crisis han hecho 
volverse las expectativas como un calcetín, de modo que donde antes 
todo era optimismo, se ha instalado el miedo y la prevención ante el 
futuro. El primer agregado que se resiente en estas circunstancias es 
el consumo, por cuanto un número cada vez mayor de familias se ve 
afectado debido a la expectativa de disminución de sus de rentas ante 
la pérdida del empleo de alguno de sus miembros. Con los niveles 
de endeudamiento alcanzados, las economías domésticas tienden a 
posponer sus decisiones de consumo, lo que afecta a las cuentas de 
resultado de las empresas y provoca en el sector público una caída 
espectacular de sus ingresos fiscales, sobre todo en conceptos de 
impuestos sobre beneficios de sociedades, IVA e IRPF, como se ve 
en la tabla 1, al tiempo que se incrementan las necesidades de gasto 
tanto en materia de sustitución de rentas (subsidio de desempleo, 
típicamente), como  en relación con la adopción de medidas de 
dinamización y reimpulso de la economía, lo que lleva inevitablemente 
al incremento del déficit público.

¿Qué decir de los municipios ante la llegada de esta crisis? La tabla 2 
muestra la estructura funcional del gasto (agregado) de los municipios 
españoles según las liquidaciones de los presupuestos de 2007, último 
año para el que existe información definitiva y que además marca el 
punto de inflexión en relación con la crisis económica. De los datos 
contenidos en este cuadro se desprende que prácticamente el 60 
% del gasto municipal es gasto social, si agregamos las funciones 4 
(producción de bienes públicos de carácter social, 47,35 % del gasto) 
y 3 (seguridad, protección y promoción social, 10,62 %). Ciertamente, 
estamos hablando de gasto agregado y la diversidad del mundo 
local es muy grande. Sin embargo, si utilizásemos información más 
desagregada (por tamaños de municipios, por ejemplo), veríamos 
cómo estas proporciones incluso se incrementarían si excluyéramos 
a los municipios de menor dimensión en los que no existe masa 
crítica suficiente para gestionar más allá de los servicios locales básicos. 
Es fácil colegir de estas cifras cómo la crisis económica puede estar 
golpeando de una forma especialmente significativa a las entidades 
locales, en la medida en que por razones de proximidad pueden 
verse acrecentadas las demandas de servicios sociales sobre todo en 
materias de protección y promoción social en momentos difíciles.

Sin embargo, con ser destacable la eventualidad de que la crisis acentúe 
la necesidad de incrementar el gasto local en partidas significativas, es el 
lado de los ingresos el que ofrece una imagen más preocupante. Como 
es sabido, los gobiernos locales llevan mucho tiempo reclamando un 
cambio sustancial en un sistema de financiación local que muestra 
síntomas de agotamiento.

El gráfico 1 presenta la estructura de los ingresos locales, también 
agregados, para el año 2007. Más de la mitad de estos ingresos son 
recursos propios procedentes de la fiscalidad local (impuestos y 
cargas sobre usuarios en concepto de tasas, precios públicos 
y contribuciones especiales) y de la explotación y/o venta del 
propio patrimonio. En particular, un tercio de los ingresos locales 
provienen de los cinco impuestos propios de los ayuntamientos 
(IBI, IAE, impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, impuesto 
sobre construcciones, instalaciones y obras e impuesto sobre el 
incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana). De ellos, 
los dos últimos (sobre todo el ICIO), considerados potestativos 
por la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), han venido 
aportando una cantidad de recursos anormalmente alta durante 
los años del boom inmobiliario, lo cual permitió ir equilibrando 
unos presupuestos municipales, cuyos gastos crecían notablemente 
con la expansión de los procesos de urbanización y el despliegue 
de servicios públicos asociados a ella. De hecho, un impuesto como 
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Tabla 1. Evolución de ingresos tributarios homogéneos por figuras

Tasas de variación anual 2007 2008 2009

Ingresos tributarios homogéneos 12,8 -13,8 -19,5

I. Renta de las Personas Físicas 16,1 -1,4 -10,7

I. Sociedades 19,9 -39,3 -31,2

I. sobre el Valor Añadido 5,7 -16,0 -34,6

I. Especiales 6,6 -1,0 -2,5

Resto ingresos 19,9 0,0 -2,6

Fuente: MEH. Datos a septiembre de 2009.

Impuestos  
compartidos 

1%

Impuestos  
propios 

31%

Endeudamiento

Otros ingresos

Transferencias de capital

Transferencia corrientes

Cargas sobre el usuario 
11%

Gráfico 1. Estructura de los Ingresos Locales

el ICIO, que no es, casi por definición, lo que debemos entender 
como un recurso sólido, en la medida en que depende de una 
actividad concreta y por lo tanto sus bases no tienen la estabilidad 
y la previsibilidad de otros como el IBI, el IAE o el IVTM, ha llegado 
a colocarse como el segundo en orden de importancia por 
recaudación, aportando en 2007 el 15 % de los ingresos impositivos 
agregados de los ayuntamientos españoles, sólo por detrás del IBI. 
Pues bien, aun cuando todavía no hay datos oficiales agregados de 
su impacto, el frenazo en seco de la construcción está suponiendo 
una caída en picado de este recurso, así como de las tasas por 
licencias en este sector y de los ingresos por aprovechamientos 

urbanísticos, lo cual debilita en gran medida la capacidad financiera 
propia de los municipios.

Con ser esto grave, la situación aun empeora si analizamos la 
evolución esperada de las transferencias intergubernamentales. De 
acuerdo con el gráfico 1 las transferencias corrientes recibidas por 
los ayuntamientos suponen aproximadamente otro tercio de su 
financiación total. De ellas, la partida más importante (tanto por 
su tamaño, como por su automatismo) es la que proviene de la 
participación en ingresos del Estado (PIE), por cuanto el despliegue 
de las participaciones en ingresos autonómicos (PICAs) es todavía 

Fuente: MEH. Datos a septiembre de 2009.
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marginal. Pues bien, en la medida en que los ingresos por PIE están 
vinculados a unos ingresos (los ingresos tributarios del Estado 
o ITE) en franco decrecimiento, como veíamos en la tabla 1, no 
cabe esperar por esta vía compensaciones a la caída de ingresos 
propios, sino más bien lo contrario. En el caso de las ciudades de 
más dimensión, se puede hacer la misma lectura para la evolución 
esperada de la participación en impuestos concretos (IRPF, IVA e 
impuestos especiales, 1 por ciento del total agregado de ingresos). Si 
a ello le añadimos que las transferencias de capital (8 % del total de 
ingresos en 2007) son esencialmente aportaciones discrecionales 
de otras administraciones que tienden a retraerse a medida que 
las aportantes deban afrontar también los efectos de la crisis sobre 
sus propias necesidades de gasto, el panorama general no puede 
resultar más desalentador.

La tabla 3, que ofrece datos, todavía preliminares, de la evolución 
agregada de los ingresos municipales entre 2007 y 2008, ya apunta 
tendencias que, sin duda, se verán consolidadas en 2009 con una 
preocupante caída en todas las fuentes de ingresos, salvo el recurso 
al crédito. El aumento del endeudamiento, no sólo el materializado 
con entidades financieras, sino también el aumento en la dilación 
en el pago a proveedores sólo puede llevar a ahondar en la crisis, a 
menos que se adopten medidas paliativas radicales.

¿De dónde deben venir esas medidas? Parece evidente que 
la reforma de la LRHL es algo que admite ya poca demora. 
Ciertamente, las prisas son malas consejeras y pretender hacer 
cambios permanentes en momentos de crisis conlleva elevados 
riesgos. Sin embargo, el estar en crisis no supuso un retardo en 
la reforma de la financiación autonómica. Parece por lo tanto 
de justicia abordar el cambio en el modelo de financiación local, 
en el sentido de reforzar sus fuentes de ingresos. Paralelamente, 

resulta también imprescindible clarificar el marco de competencias 
de los gobiernos locales, especialmente en lo que respecta a su 
concurrencia con las autonómicas, a efectos de hacer efectivo el 
principio de subsidiariedad. No estaría de más, en este sentido, 
aprovechar las oportunidades que pone de manifiesto la crisis para 
reordenar el mapa municipal, venciendo obstáculos meramente 
localistas y suprimiendo todas aquellas administraciones en las que 
no queden garantizados unos mínimos estándares de capacidad 
de gestión, si bien me temo que este es un asunto que seguirá 
lamentablemente considerado como tabú por nuestras autoridades 
políticas. Entre tanto, ¿qué pueden hacer los municipios ante la 
crisis? A mi juicio, no demasiado, si bien lo peor sería cruzarse de 
brazos, mirar al tendido y poner altavoces a las culpas ajenas.

En este punto, al hablar de políticas públicas municipales, podemos 
distinguir entre políticas inducidas por otras administraciones y 
políticas autónomas de los propios gobiernos locales. Entre las 
primeras, cabe destacar la evolución de las medidas adoptadas 
por el denominado Fondo Estatal de Inversión Local (dentro del 
conocido como Plan E) dotado para 2009 con 8.000 millones 
de euros y que se espera tenga continuidad en 2010 con una 
aportación estatal de 5.000 millones y que se verá acompañado por 
planes similares anunciados por algunas comunidades autónomas 
La idea de este Plan Estatal era utilizar a los ayuntamientos como 
instrumentos de política keynesiana, al objeto de crear empleo 
estable por la vía de incrementar las inversiones públicas. Más allá 
de la evaluación efectiva de sus resultados, que habrá que hacer 
a posteriori, las medidas parecen bienintencionadas, aun cuando 
presentan algunos peligros adicionales para los ayuntamientos. El 
principal de ellos se materializaría si una parte importante de las 
inversiones nuevas realizadas fueran destinadas a la construcción 
de nuevos equipamientos públicos que supusieran ampliación 

Tabla 2. Funciones de gasto de los municipios españoles

Liquidación 2007  (miles de Euros) I - GP II - CByS III - GF IV - TC

Deuda Pública 1.621 6.272 877.794 3.329

Servicios de carácter general 3.709.528 2.116.561 4.039 160.040

Protección Civil y Seguridad Ciudadana 2.968.524 583.077 556 124.621

Seguridad, Protección y Promoción Social 3.234.934 1.184.242 712 583.529

Producción de Bienes Públicos de carácter Social 4.219.382 9.803.392 8.354 1.880.410

Producción de Bienes de carácter  Económico 422.828 1.131.454 1.198 603.097

Regulación económica de carácter general 666.910 516.164 26.134 66.434

Regulación Económica de Sectores Productivos 86.528 216.328 411 99.005

Transferencias a Administraciones Públicas 2.886 6.424 66 348.891

Total gastos 15.313.141 15.563.913 919.263 3.869.357

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales.
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de servicios y consiguientemente nuevas necesidades de gasto 
corriente, para el cual no habría financiación adicional. Estaríamos 
en este caso, por decirlo de forma gráfica, ante aquella situación 
plasmada en una viñeta de “El Roto” en la que una vaca le decía a 
otra: “como incentivo a la productividad me han ofrecido acciones 
del matadero”. Una vez más se pondría de manifiesto la necesidad 
de que a la medida paliativa le acompañe una permanente de 
reforzamiento de la capacidad financiera.   

Respecto a las políticas autónomas a desarrollar por los gobiernos 
locales, aquí las habas están, si cabe, más contadas. En materia 
de política tributaria hay quien apunta a la necesidad de reducir 
los impuestos para estimular la economía. En mi opinión, si estas 
medidas de rebajas de impuestos son de por sí discutibles en el 
ámbito estatal, a nivel local no cabe esperar efectividad de las 
mismas, dadas las características de los tributos locales.

Por el contrario sí creo que se pueden hacer cosas en otros 
ámbitos de la competencia local. Por ejemplo, una crisis es una 
oportunidad para reconsiderar las políticas de subvenciones, 
otorgadas tantas veces de forma indiscriminada. Un recorte drástico 
en todos aquellos casos que no vengan vinculados a objetivos 
previamente jerarquizados podría dar lugar a importantes ahorros 
necesarios especialmente en momentos de vacas flacas. Además, 
políticas encaminadas a limitar al máximo las trabas burocráticas al 
nacimiento y desarrollo de actividades económicas y a minimizar 
la dilación en el pago a proveedores ayudarían sin duda a combatir 
los efectos perniciosos de la crisis económica.

Nada de ello será sin embargo sostenible a medio plazo sin un 
marco financiero estable para las entidades locales.

Tabla 3. Evolución de ingresos locales. Datos Liquidados Municipios de más de 100.000 h

Miles de euros 2007 2008 Tasas de Variación

Impuestos 7.246.723 7.069.841 -2,44

Tasas y otros 3.424.869 3.060.486 -10,64

Transferencias Corrientes 6.717.542 6.157.318 -8,34

Transferencias de Capital 635.185 557.374 -12,25

Recurso al Crédito 1.369.021 1.607.338 17,41

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales.

VI - IR VII - TK VIII - VAF IX - VPF Total Total (%)

569 2.951 1.972 1.978.750 2.873.259 5,61

552.566 32.728 53.841 2.849 6.632.151 12,94

183.415 8.720 349 31 3.869.293 7,55

367.194 55.487 16.782 284 5.443.164 10,62

7.462.523 823.117 57.183 5.723 24.260.083 47,35

2.909.501 239.706 92.897 21 5.400.703 10,54

260.971 30.746 106.691 2.321 1.676.372 3,27

196.457 34.950 25.459 50 659.187 1,29

1.412 61.944 4.393 63 426.079 0,83

11.934.608 1.290.349 359.567 1.990.092 1.990.092 1.990.092
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El Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 
de noviembre, por el que se creaba 
el Fondo Estatal de Inversión Local 
y el Fondo Especial del Estado para 
la Dinamización de la Economía y el 
Empleo financiado a través de créditos 
extraordinarios, señalaba las auténticas 
razones de su establecimiento. Así, 
ante el deterioro económico y la 
destrucción de empleo el Gobierno 
ponía en marcha diversas medidas 
extraordinarias de impulso a la 

actividad económica y al empleo con cargo al Presupuesto de 
2008, de los cuales 8.000 millones corresponden al primero de 
estos fondos.

El Fondo Estatal de Inversión Local (FEIL) tenía por objeto aumentar la 
inversión pública en el ámbito local mediante la financiación de obras 
de nueva planificación y ejecución inmediata a partir de comienzos 
del 2009 que fuesen competencia de las propias entidades locales 
para contribuir a dinamizar a corto plazo la actividad económica, 
incidiendo directamente en la creación de empleo, reforzando, a 
un tiempo, la capitalización de los municipios. Así, en el preámbulo 
del Real Decreto-Ley ya se señalaban dos objetivos específicos a 
alcanzar con las inversiones financiadas: el empleo de trabajadores 
y la movilización de recursos que, en gran medida, procederían 
de los excedentes a que ha dado lugar el ajuste tan brusco en el 
sector de la construcción. De este modo se favorecería, a su vez, 
la viabilidad y el empleo de pequeñas y medianas empresas que 
centran sus actividades en áreas anexas a la construcción, como los 
servicios de ingeniería, arquitectura, logística, así como la producción 
y movilización de materiales, maquinaria y equipamiento diverso.

El Fondo se distribuye atendiendo al criterio objetivo de la 
población registrada en los padrones municipales, en concreto a las 
cifras de población correspondientes a cada Municipio a 1 de enero 
de 2007 establecidas por Real Decreto 1683/2007, y se garantiza 
su correcta aplicación a través de la supervisión de la Dirección 
General de Cooperación Local y la Intervención General de la 
Administración del Estado.

Los proyectos financiables deben tener por objeto obras de 
competencia municipal y, en particular :

espacios públicos urbanos, así como de promoción industrial.

redes viarias, de saneamiento, alumbrado y telecomunicaciones.

de edificios y equipamientos sociales, sanitarios, funerarios, 
educativos, culturales y deportivos.

de la contaminación, las de gestión de residuos urbanos, así como 
las orientadas a impulsar el ahorro y la eficiencia energética.

conservación del patrimonio histórico del municipio.

red de abastecimiento de agua potable a domicilio y tratamiento 
de aguas residuales.

encaminadas a mejorar la seguridad vial.

Dado que el Fondo financia exclusivamente el importe real de 
ejecución de la obra, no se puede prever la cofinanciación de estas 
obras con otros recursos distintos al propio FEIL.  No obstante, se 
pueden financiar fases de proyectos, siempre que no se incurra en 
fraccionamiento para disminuir su cuantía, y siempre que se cumplan 
los requisitos de la normativa de Contratos del Sector Público para 
contratar separadamente prestaciones diferenciadas dirigidas a 
integrarse en una obra. Quedarán incluidas en la financiación las 
modificaciones de la obra que alteren al alza o a la baja el importe 
de la adjudicación pero exclusivamente hasta el importe de la 
licitación o el presupuesto de la obra proyectada, por lo que los 
importes reales de ejecución que superen ese límite deberán ser 
financiados por el promotor.  La posibilidad de ejecución directa se 
reserva de manera exclusiva para los municipios de menos de 200 
habitantes, afectando esta posibilidad a 2.199 ayuntamientos.

Para garantizar el cobro de los contratistas se incluía la obligación 
de los ayuntamientos de abonar a los contratistas el precio de las 
obras dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de 
expedición de las certificaciones de obra o de los correspondientes 
documentos que acrediten la realización parcial o total del contrato, 
independientemente del pago de la última remesa de fondos.  Por 
tanto, aunque la última remesa de los fondos no se libre antes del 
transcurso de los treinta días naturales siguientes a la certificación 
final, el municipio debe asegurar el abono.

La puesta en marcha del FEIL ha sido muy rápida, ya que los 
proyectos se debían presentar entre el 10 de diciembre de 2008 y 
el 24 de enero de 2009, incluyendo, además de la solicitud, Memoria 
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Tabla 1. Indicadores básicos del FEIL

Nº de solicitudes 30.903

Nº de municipios total 8.112

Nº de municipios con proyectos 8.108

Nº de municipios sin proyectos:
San Juan de la Encinilla (Ávila), La Quar (Barcelona), Arres (Lleida) e Illán de Vacas (Toledo)

4

Nº de Mancomunidades con proyectos (1 Cádiz, 2 Huelva, 1 Málaga, 1 Barcelona, 1 Cáceres, 1 Navarra) 7

Número de agrupaciones con proyectos 2

Importe total autorizado 7.998.842.474

Importe medio de los proyectos autorizados 259.939

Total de personas a ocupar en los proyectos autorizados 278.446

Media de personas a ocupar por proyecto autorizado 9

Nº de solicitudes autorizadas 30.772

Fuente: Map y elaboración propia.

explicativa del proyecto de inversión en la que se especifique: su 
contenido, presupuesto y plazo de adjudicación previsto, así como 
la previsión de personas a ocupar en la ejecución del proyecto. 
Además era necesario aportar otra documentación acerca del 
cumplimiento de los requisitos formales. Una vez autorizados los 
proyectos se contaba con un plazo de un mes para iniciar la licitación 
de los mismos. El plazo de finalización de las obras se establece en 
el 31 de diciembre de 2009, disponiendo hasta el 31 de marzo de 
2010, salvo prórroga autorizada que no podrá superar los 6 meses, 
para acreditar la realización de las inversiones y la finalización de 
las obras, presentando una justificación independiente por cada 
una de las obras financiadas con cargo al Fondo. Una vez recibida 
la justificación, la Dirección General de Cooperación Local dará 
orden para que se libre la última remesa de fondos (el 30% del 
presupuesto autorizado restante). 

Dada su finalidad de creación de empleo, las solicitudes deben 
contemplar el número de personas a ocupar en la ejecución del 
proyecto. Los Ayuntamientos se comprometen a controlar que 
los proyectos generen el empleo comprometido y, al finalizar 
los proyectos, remitirán una memoria acreditando los puestos 
de trabajo creados. Según la normativa, todo el personal que se 
contrate debe encontrarse en situación de desempleo. 

Inicialmente, el importe medio de los proyectos autorizados es de 
cerca de 260 mil euros, con una media de 9 empleos y una gran 
dispersión por municipios y provincias, como puede observarse en 
la tabla 2. La ejecución del Plan a fecha de 12 de noviembre resulta 
muy positiva. La inversión pública alcanza hasta esa fecha los 5.252 
millones de euros (correspondiente al adelanto del 70% del coste de 
la obra) y la creación de empleo supera en un 51,8% las previsiones 
iniciales, generando ya 422.793 puestos de trabajo, directos e 

indirectos. Se han pagado 30.314 proyectos a 7.973 ayuntamientos 
y seis mancomunidades para el inicio de los proyectos, lo que 
supone el 98,5% de los 30.772 aprobados inicialmente, quedando 
458 obras (1,4%) por recibir la dotación necesaria para su inicio. Por 
otro lado, casi 15.000 empresas han sido contratadas para llevar a 
cabo proyectos del Fondo, con una incidencia muy importante en 
la estructura empresarial –especialmente pymes- en el sector de 
la construcción, contribuyendo al cese de la caída del PIB y a la 
desaceleración del aumento del desempleo.

Respecto a la segunda fase, correspondiente a la liquidación de los 
proyectos y el pago del 30% restante del valor de la inversión, a 
principios de noviembre se han liquidado ya 3.564 proyectos en 
1.669 diferentes municipios, por encima de un 20% del total. Se 
estima que alrededor del 20% de los proyectos se acogerán a la 
posibilidad de prórroga. 

Atendiendo a los datos que se derivan de los proyectos liquidados, y 
al margen de su modificación al ritmo que avance la propia gestión, 
el total de días trabajados asciende a 264.712, siendo la media por 
proyecto de 74 días de duración. 

La incidencia presupuestaria del FEIL ha sido muy relevante, ya 
que su dotación representa una cantidad equivalente al 90% de 
los ingresos de capital de los ayuntamientos en 2008 (14,5% de las 
operaciones no financieras) y supondría elevar en más de la mitad 
las inversiones previstas en el ejercicio.

En definitiva, aunque el FEIL no aborda la problemática de la 
financiación ordinaria municipal ha supuesto una inyección de 
recursos significativa, más allá de la racionalidad económica de 
algunos proyectos abordados.
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Tabla 2.  Presupuesto por municipio, por habitante, por proyecto y por empleo directo. Datos provinciales

Provincia Presup. /M índice Presup./h índice Presup./P índice Presup./E índice

Alacant / Alicante 2.290.900 233 177 101 349.585 135 30.076 105
Álava 1.059.933 108 177 101 353.311 136 39.200 137
Albacete 797.637 81 177 101 155.593 60 21.720 76
Almería 1.121.945 114 177 101 303.550 117 37.325 130
Asturias 2.470.527 251 177 101 308.816 119 37.075 129
Ávila 120.748 12 177 100 65.405 25 12.773 45
Badajoz 732.151 74 177 101 153.350 59 22.707 79
Barcelona 2.936.469 299 171 97 391.698 151 31.797 111
Burgos 174.586 18 177 101 127.003 49 26.459 92
Cáceres 335.358 34 177 100 100.238 39 15.237 53
Cádiz 4.923.497 501 171 97 254.350 98 27.081 94
Cantabria 993.832 101 177 101 200.734 77 26.147 91
Castelló / Castellón 751.386 76 177 101 297.469 115 30.434 106
Ceuta 13.410.134 1.365 175 99 394.416 152 43.824 153
Ciudad Real 885.125 90 177 101 170.667 66 23.973 84
Córdoba 1.869.424 190 177 101 179.752 69 25.864 90
Coruña, A 2.132.782 217 177 101 214.419 83 25.148 88
Cuenca 157.173 16 177 101 84.824 33 18.893 66
Girona 565.478 58 177 101 192.856 74 25.746 90
Granada 932.325 95 177 101 180.450 70 18.497 65
Guadalajara 137.691 14 177 101 78.370 30 17.347 61
Guipúzcoa 1.397.212 142 177 101 377.161 146 42.252 147
Huelva 1.137.807 116 174 99 239.538 92 27.193 95
Huesca 192.264 20 176 100 96.610 37 18.450 64
Illes Balears 2.720.557 277 177 100 286.150 110 32.878 115
Jaén 1.212.888 123 177 101 208.230 80 18.827 66
León 417.185 42 177 101 146.710 57 20.125 70
Lleida 318.373 32 177 101 167.949 65 29.023 101
Lugo 938.159 95 177 101 135.176 52 18.752 65
Madrid 6.011.761 612 177 101 866.429 334 46.619 163
Málaga 2.691.056 274 176 100 349.625 135 29.005 101
Melilla 12.289.143 1.250 177 101 585.197 226 47.448 166
Murcia 5.475.256 557 177 101 366.102 141 28.272 99
Navarra 400.742 41 177 100 177.738 69 21.374 75
Ourense 648.111 66 177 101 130.188 50 20.646 72
Palencia 160.565 16 177 101 92.096 36 21.179 74
Palmas, Las 5.423.976 552 177 101 373.310 144 26.871 94
Pontevedra 2.705.121 275 177 101 240.628 93 29.403 103
Rioja, La 314.213 32 177 101 192.510 74 25.899 90
Salamanca 171.744 17 177 101 111.418 43 20.628 72
Santa Cruz de Tenerife 3.221.512 328 177 100 335.833 130 29.371 102
Segovia 134.900 14 177 101 79.870 31 16.974 59
Sevilla 3.117.102 317 177 101 294.066 113 25.204 88
Soria 90.508 9 177 101 63.704 25 14.802 52
Tarragona 732.854 75 177 101 263.482 102 30.240 106
Teruel 108.019 11 177 101 77.721 30 23.366 82
Toledo 557.008 57 177 100 159.482 62 19.237 67
València / Valencia 1.654.350 168 177 101 345.685 133 31.539 110
Valladolid 410.332 42 177 101 208.408 80 25.274 88
Vizcaya 1.803.358 184 177 101 490.233 189 48.459 169
Zamora 140.746 14 177 101 76.046 29 14.394 50
Zaragoza 563.255 57 177 101 240.574 93 34.070 119
TOTAL 982.753 100 176 100 259.143 100 28.660 100
Coef. variación 2,72 0,01 0,57 0,30
Ratio max/min 148 1,03 13,25 3,71

Fuente: MAP y elaboración propia.
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Como continuidad del FEIL el Real Decreto-ley 13/2009 establece el 
nuevo Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local 2010, 
dotado con 5.000 millones de euros. Este nuevo Fondo introduce más 
flexibilidad en el destino de los recursos, posibilitando su utilización 
en contratos de suministro para el equipamiento de los edificios, 
instalaciones, equipos y sistemas informáticos que sean objeto de 
proyectos de obras, con el límite del 20% del importe del proyecto al 
que estén vinculados y en gastos corrientes vinculados a programas en 
el ámbito educativo y otros de carácter social de competencia municipal, 
hasta el 20% de la cuantía que corresponda a cada municipio.

En términos de empleo se  prevé la posibilidad de computar los 
contratos realizados con trabajadores autónomos desempleados 
y se establece la obligación de que la contratación se realice a 
través de los Servicios Públicos de Empleo, dando preferencia a los 
parados de larga duración.
 
Finalmente, se posibilita la inclusión en los costes financiables de 
los gastos de redacción de proyectos y dirección de obra y se 
modifican los porcentajes de libramiento de los fondos, que pasan 
a ser del 85% a la aprobación de los proyectos y el 15% restante 
una vez finalizados los trabajos. 

Tabla 3. Incidencia presupuestaria del FEIL

Presupuestos 2008 % FEIL

Enajenación de inversiones reales 4.114.753

Transferencias de capital 4.721.514

Del Estado                                                            513.773

Operaciones de Capital 8.836.266 90,0%

Operaciones  no Financieras 54.807.508 14,5%

Inversiones reales 14.907.764 53,4%

Fondo Estatal de inversión Local 7.954.403

Fuente: MEH y elaboración propia.
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1. Introducción

El objeto de este artículo es ofrecer 
una reflexión sobre las finanzas 
públicas autonómicas, sobre su origen, 
evolución y situación actual y sus 
desafíos de futuro, así como también 
contextualizarlas a nivel internacional. 

Presentación: Desde los años 80, 
el territorio español se organiza en 

17 comunidades autónomas que 
son bastante heterogéneas. La primera diferencia notable nos la 
da el mapa territorial, ya que la superficie de las comunidades 
autónomas varía sustancialmente entre ellas. Por ejemplo, la 
extensión individual de tres comunidades autónomas (Castilla y 
León, Andalucía y Castilla la Mancha) supera el conjunto de los 
territorios de Bélgica y de los Países Bajos. El territorio de estas tres 
comunidades autónomas representa más del 50% del territorio 
español. Por otra parte, hay ocho comunidades autónomas cuya 
superficie individual no alcanza el 2.5% del total estatal. La segunda 
diferencia importante es en términos de población. Por ejemplo, 
mientras comunidades autónomas como Andalucía, Cataluña o 
Madrid cuentan con un empadronamiento de más de 6 millones 
de habitantes, hay tres comunidades autónomas que no llegan 
al millón. A modo de ilustración de este fuerte desequilibrio 
demográfico, la ciudad española más poblada, Madrid, tiene una 
población equivalente a unas 10 veces la población de la comunidad 
de la Rioja. El tercer elemento diferencial es el contraste de perfil 
económico entre comunidades autónomas, aunque este no es un 
hecho singular a España, ya que en otros países europeos también 
se da (Ile de France en Francia o regiones situadas en el norte 
de Italia). Las finanzas públicas tampoco son homogéneas en las 
diferentes comunidades autónomas. No obstante, cabe destacar 
que, mientras que en el pasado existían particularidades en el 
modelo de financiación de casi todas las comunidades autónomas, 
hubo un esfuerzo de homogenización en 2001, de modo que, a 
inicios de 2009 subsisten dos tipos de modelos de financiación: el 
modelo foral (Navarra y País Vasco) cuya característica principal 
es que la comunidad autónoma recauda e inspecciona la casi 
totalidad de los impuestos en su territorio, y el modelo de régimen 
común que se aplica al resto de comunidades autónomas y que 
está basado en una participación en los impuestos que recauda el 
Estado con competencias restringidas de la comunidad autónoma 
en la gestión de la recaudación y en la inspección.  

2. Panorama de las finanzas autonómicas 
hasta 2007

La primera observación es el fuerte incremento del volumen de los 
presupuestos autonómicos, ya que éstos han pasado de representar  
el 5,1% del PIB en 1984 al 16,3% del PIB en 2008 (alrededor de los 
18% del PIB según la presentación de los proyectos de presupuestos 
2010). Este fuerte incremento se debe a un conjunto de factores, de 
los que podemos destacar tres. El primero se refiere al proceso de 
traspaso de competencias. En comparación con otros países de la 
Unión Europea, parece adecuado calificar el traspaso de competencias 
del Estado hacia las comunidades autónomas como extremadamente 
rápido. De hecho, en tan sólo dos décadas se han transferido no sólo 
una larga lista de competencias, algunas de ellas con un coste de gran 
envergadura, tan básicas además como son la educación o la sanidad, 
si no que además, y es importante destacarlo, la financiación de estas 
competencias incumbe directamente a las comunidades autónomas 
aunque el Estado se reserva un papel de supervisión y normativo, por 
lo que podríamos hablar de competencias de gestión compartida con 
financiación a cargo de las comunidades autónomas. Otro aspecto 
a destacar es que, mientras que en algunos países ha sido el propio 
Estado quien ha iniciado o impuesto el traspaso de competencias a 
los gobiernos intermediarios (ejemplo de Francia), en España han sido 
las comunidades autónomas las que en general han mostrado interés 
y han presionado para gestionar un número de competencias cada 
vez mayor. En su afán de incrementar su autonomía, cabe pensar que 
para algunas comunidades autónomas, el interés por absorber nuevas 
competencias ha sido tan importante que  los aspectos financieros 
vinculados al desarrollo de las mismas ha quedado a menudo relegado 
a un segundo plano. 

El segundo motivo viene de la demografía.  Desde el año 2003, el 
ámbito de competencias (o las prestaciones de servicios financiados 
por las CCAA) ha sido muy estable. Aún así, el incremento interanual 
de los gastos corrientes no  se ha situado nunca por debajo del 8%. 
Esto se puede explicar en parte por el espectacular aumento de 
población empadronada en España en los últimos años. Según los 
datos del padrón facilitado por el INE (estimación de la población 
real), la población española aumentó de 39,8 millones en 1998 a 46,1 
millones en 2008, un incremento equivalente a un 15,6%, lo que le 
sitúa muy por encima de otros países del entorno (Portugal 4,9%, 
Italia 5,4% o Francia 7,3%). Como que las comunidades autónomas 
tienen que financiar competencias relativas a los principales 
servicios sociales, este espectacular incremento ha de traducirse 
en un crecimiento del gasto. El incremento de la población ha sido 
particularmente fuerte en  algunas comunidades autónomas y que, 
por tanto, deberían adecuar su nivel de infraestructuras, por lo que, 

Elementos de discusión sobre la solvencia de las Comunidades Autónomas 
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aunque la población empezara a estabilizarse, es muy probable que 
el esfuerzo de inversión de las comunidades autónomas siga muy 
importante en los próximos años.   

El tercer motivo tiene su raíz en el buen comportamiento de los ingresos 
corrientes, y las comunidades autónomas aprovecharon para emprender 
planes de mejoras de algunos servicios. En el periodo 2003-2007, los 
ingresos corrientes (derechos reconocidos – consolidados con los 
organismos autónomos) subieron a una tasa promedio anual de 10,6%, 
significativamente por encima de la tasa promedio de crecimiento del PIB 
nominal que ya fue muy elevada y se situó en el 7,5%.   

Sin embargo, cabe destacar que, a pesar de que el gasto corriente 
ha crecido fuertemente desde 2000, el ahorro bruto (diferencia 
entre los ingresos corrientes y los gastos corrientes) ha aumentado 
de 8.227 millones de euros en 2001 a 22.685 millones de euros en 
2007. Este fuerte incremento no ha sido lineal y ha sido especialmente 
marcado entre los ejercicios 2004 y 2006. El cambio del modelo 
de financiación de 2002 permitió a las comunidades autónomas 
incrementar su participación en el IRPF además en un momento en el 
que la incorporación al mercado laboral fue muy intensa (el numero de 
ocupados aumentó un 21,7% entre 2002 y 2007), además de recibir 
el 35% del IVA en un periodo en el que el consumo doméstico era un 
elemento muy importante para el dinamismo de la economía. Pero no 
han sido los únicos tributos. 

Es el caso del impuesto transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentales, cuyo  comportamiento está muy vinculado 
a las operaciones de compra y venta del mercado de la vivienda. 
De hecho, en el periodo 2003-2007 se observó una demanda muy 
fuerte de vivienda que se tradujo en (i) un crecimiento espectacular 
del precio de la vivienda y (ii)  una rotación muy rápida en el 
mercado de segunda mano. Como consecuencia  estos impuestos 
crecieron en un 126% en tan solo 5 años (entre 2003 y 2007). 

Este elevado nivel de ahorro bruto derivado del dinamismo de los 
impuestos, unidos a otros fondos procedentes del Estado y de la 
Unión Europea, permitieron financiar la mayor parte del gasto de 
capital. De hecho, la necesidad de financiación de las comunidades 
autónomas (saldo entre ingresos y gastos excluyendo el capítulo 9, 
en concepto de contabilidad presupuestaria) sumo tan solo 2.414 
millones de euros entre 2001 y 2007 (una media anual de tan solo 
EUR345 millones), una cifra bastante modesta teniendo en cuenta 
que son ocho ejercicios y que el nivel de gasto total anual era de 
unos 158 mil millones de euros). 

En un periodo marcado por un fuerte nivel de ahorro bruto y 
una estabilidad presupuestaria resulta sorprendente el fuerte 
incremento experimentado en la deuda del conjunto, que pasó de 
35,9 mil millones de euros en el año 2000 a 54,8 mil millones en 
2007, lo que supone que las necesidades de financiación según el 
Protocolo sobre el Déficit Excesivo hubieran alcanzado los 18,9 mil 
millones de euros. 

3. Algunos elementos mejorables sobre la 
distribución de los roles que impactan a las 
CCAA

Las comunidades autónomas no intervienen en la previsión ni en 
la inspección de su principal fuente de ingresos, los tributos. Los 
ingresos recaudados por el estado (IRPF, IVA, impuestos especiales) 
en concepto de derechos reconocidos por las 15 comunidades 
autónomas de régimen común alcanzaron 56,1 mil millones de 
euros en 2007, es decir, casi el 45% de los ingresos corrientes 
netos1 de estas 15 comunidades autónomas. El Estado proporciona 

1  Netos: una vez excluidos (i) los fondos europeos FEOGA y (ii) la partici-
pación de los ingresos del estado  destinado a los gobiernos locales
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las previsiones de recaudación sobre IRPF, IVA e Impuestos 
Especiales para cada comunidad autónoma y dos años después 
procede a la liquidación de estos tributos. En el periodo 2003-
2007, las previsiones fueron muy conservadoras y se saldaron con 
liquidaciones cuantiosas (el equivalente de entre el 3% y 5% del 
total de los ingresos corrientes entre 2005 y 2009), si bien en la 
práctica estos ingresos no se habían considerado en su totalidad 
en la elaboración de los presupuestos iniciales de las autonomías. 
Aunque el hecho de tener ingresos adicionales pueda parecer 
una buena noticia para una comunidad, puede tener un efecto 
negativo en la valoración y la programación del gasto, ya que si una 
comunidad autónoma sabe su volumen de ingresos de manera 
cierta, puede optimizar la programación de sus gastos. 

¿Es la autonomía también realista en su gasto? En teoría, el traspaso 
de competencias se pacta dentro una comisión mixta que también 
determina los aspectos económicos y financieros de éstas. En la 
práctica, hay numerosas quejas, que la prensa refleja, sobre la infra-
valoración del gasto intrínseco a algunas competencias asumidas, 
que cuestionan indirectamente el papel de dicha comisión mixta, 
en cuya gestión, además, el Estado tiene capacidad normativa para 
interferir. 

Las comunidades autónomas también tienen competencias de 
financiación de las universidades públicas. Mientras que en el caso 
de los hospitales, los centros de atención primaria o los centros 
educativos, las comunidades autónomas están directamente 
involucradas en la elaboración de sus presupuestos, en el caso 
de las universidades, sería más adecuado hablar de influencia. De 
hecho, las universidades gozan de autonomía en su gestión, como 
demuestra el hecho de que no tienen que pedir la autorización a 
las comunidades autónomas para aprobar sus presupuestos.

4. Previsiones presupuestarias sobre las 
finanzas autonómicas ¿?

Es aún prematuro emitir una conclusión sobre el impacto de la 
crisis económica en las finanzas de los gobiernos regionales en 
España. Por una parte, no nos queda muy claro el escenario macro-
económico de España en los próximos años, particularmente en lo 
referente al mercado laboral. Por otra parte, la última liquidación 
disponible del modelo de financiación  es de 2007 (web del 
Ministerio de Economía y Hacienda), aunque el Banco de España 
facilita el estado de endeudamiento del segundo trimestre 2009. 

En este contexto de incertidumbre sobre las previsiones de las 
finanzas públicas, el cambio en los objetivos de estabilidad podría 
no obstante aportarnos una pista. El consejo de política fiscal y 
financiera decidió en junio 2009 flexibilizar los límites de déficit, 
lo que permitirá a las comunidades autónomas tener un déficit 
máximo de hasta un 2,5%, 1,7% y 1,3% del PIB regional para los 
años 2010, 2011 y 2012 respectivamente. Es un cambio significativo 

si se compara con el 0,75% de 2009. Aunque algunas comunidades 
autónomas no alcancen el límite permitido, es razonable pensar que 
el ajuste actual sobre la economía presionará para que se acerquen 
a éste.  Asumiendo que las comunidades autónomas incurran en el 
máximo, se puede estimar que el déficit total en 2010-2012 podría 
alcanzar 67.200 millones de euros. Además, si asumimos que el 
déficit se financiaría mediante endeudamiento, el nivel de deuda 
viva se incrementaría hasta 103.000 millones de euros a finales de 
2010 (mas probamente alrededor de EUR110.000 millones) con 
la posibilidad de que la deuda alcance una horquilla de 140-150 mil  
millones de euros a finales de 2012. 

Impacto del nuevo modelo de financiación. El nuevo modelo de 
financiación fue anunciado el 15 de julio de 2009, después de 
un sinfín de reuniones y de unos cuatro años de negociación. Es 
todavía temprano para predecir el impacto individual sobre las 
15 comunidades autónomas de régimen común. Lo que es cierto 
es que estas CCAA podrán tener acceso a la misma cesta de 
impuestos pero con una participación mucho más importante, 
lo que quiere decir que estas CCAA serán en principio mucho 
más dependientes de la evolución de la economía. También los 
mecanismos de solidaridad se van a ajustar a la recaudación, ya 
que gran parte de estos recursos están sujetos a un mecanismo 
de nivelación, de manera más desarrollados que en el pasado. 

5. Desafíos a afrontar a medio plazo

La introducción de la ley de dependencia es o podría ser otro 
desafío a la autonomía de las comunidades autónomas. Además, 
su introducción en un periodo recesivo presiona aun más las 
finanzas autonómicas. Esta ley garantiza a cualquier persona 
dependiente que reúna ciertos requisitos ciertos servicios o, en 
su defecto, una prestación económica. No obstante, aunque la 
ley está en vigor y su implementación es gradual, también ha 
sufrido algunos retrasos. Esta ley es un buen ejemplo del poder 
de interferencia del Estado en el gasto de las comunidades 
autónomas. La supresión del impuesto de patrimonio o la ley de 
educación son otros ejemplos. 

Disminución de los ingresos de capital. Aunque los ingresos 
procedentes de la Unión Europea siguen siendo una fuente 
importante de financiación, su contribución debería verse reducida 
ya que muchas regiones ya no se clasifican como objetivo 1 (o de 
convergencia). 

Uno de los mayores desafíos a los que las comunidades autónomas 
se enfrentan es la contención del crecimiento del gasto educativo 
y sanitario. Se estima que estos gastos se han incrementado en una 
tasa anual de entre el 9% y el 10% entre 2003 y 2008, aunque los 
presupuesto 2009 y 2010 indican que las comunidades autónomas 
han previsto –a lo mejor de manera muy optimista– una ralentización 
del mismo. Sin embargo, la ausencia de medidas concretas hace 
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que sea todavía muy temprano para valorar ejecución. Mientras 
que el gasto de educación obedece a parámetros básicamente 
demográficos, el gasto de sanidad tiene otras variables. Si bien 
es probable que el envejecimiento de la población influya en el 
crecimiento del gasto, también lo es que otros factores  presionen 
aún más el gasto: la gratuidad del servicio, la lista de medicamentos, 
las exigencias de la población, el coste político de reducir el 
gasto…). Los servicios públicos de sanidad son gratuitos en España 
y es posible que el debate para alcanzar un co-pago -como en 
la mayoría de los países europeos- se intensifique a largo plazo, 
aunque su implementación sería un proceso muy largo.  

Las comunidades autónomas han presupuestado para 2009 
una caída del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos 
jurídicos documentados del 40% en relación al presupuesto 2008. 
Aun  así, es muy probable que la mayoría de las comunidades no 
recaude los 10,74 billones de euros presupuestados para 2009 
por ese concepto. Incluso, si consideramos el incremento de la 
tasa de rotación en el mercado de la vivienda de los últimos años, 
es razonable considerar que habrá menos cambios de vivienda 
en los próximos años. Además, la política restrictiva de créditos 
y las perspectivas del mercado laboral no favorecen una pronta 
recuperación del volumen en las operaciones de compra-venta de 
viviendas. 

6. Otros elementos para analizar la 
solvencia…

Las cuentas de la administración regional y de sus organismos 
autónomos son, en general, auditadas ex post por el tribunal de 
cuentas regional (si la comunidad autónoma lo ha creado) o nacional. 
El tribunal de cuentas depende directamente del parlamento 
regional o nacional y es éste quien fija anualmente su programa. El 
tribunal regional no tiene ningún poder coercitivo muy desarrollado 
y su labor se limita a realizar recomendaciones, que en general no 
son vinculantes. Se podría opinar que la confianza en la fiabilidad de 
las cuentas de las comunidades aumentaría si el tribunal de cuentas 
fuese más independiente del parlamento regional.

Según el Banco de España, el nivel de endeudamiento autonómico 
en el tercero trimestre 2009 alcanzó unos 78.8 billones de euros 
(68.7 correspondientes a la administración general y 10.1 a los 
organismos autónomos). Me gustaría comentar que, si bien es cierto 
que la subida del endeudamiento desde 2008 ha sido espectacular 
y podría ser objeto de cierta preocupación, también lo es que el 
nivel de endeudamiento en relación a la magnitud del presupuesto 
de las comunidades autónomas es relativamente moderado con el 
equivalente d alrededor de 51%  en 2009 de los ingresos corrientes 
de 41% en 2008. También es importante señalar que el Estado tiene 
una deuda de más de 331.9 mil millones de euros a final de 2008 
mientras que su contribución al gasto público está por debajo de la de 
las comunidades autónomas. 

Es también importante subrayar la buena gestión financiera del 
endeudamiento, con una exposición muy reducida al riesgo de 
productos tipo derivados. Al contrario de lo que está ocurriendo 
en Francia o Italia, el sector público español en su conjunto es ajeno 
a los productos derivados. Es mi impresión que las comunidades 
autónomas gozan de una relación privilegiada con las instituciones 
financieras domésticas, así como de una muy buena reputación 
en los mercados financieros internacionales. Andalucía, Cataluña o 
Valencia son muy pro-activas en la gestión del endeudamiento y 
suelen tener programas de subastas de bonos o instrumentos a 
corto plazo.   

El fuerte incremento del perímetro del sector empresarial 
autonómico complica la labor de análisis de la solvencia. De hecho, 
mientras las comunidades autónomas han contado siempre con 
estructuras ajenas a la administración central para llevar a cabo 
ciertos proyectos/servicios, esta tendencia se ha intensificado 
a partir del año 2002. En mi opinión, un análisis completo de la 
solvencia de las comunidades autónomas debería incluir la de sus 
satélites. Es posible plantearse que estas estructuras aportan a las 
comunidades autónomas más agilidad para prestar servicios, pero 
también es verdad que tienen una estructura propia y por lo tanto 
su coste. 

En mi opinión el conjunto de las comunidades autónomas goza 
de una solvencia alta debido a que tienen un endeudamiento 

Tabla 1.  Ahorro Bruto / Ingresos Corrientes (%)
Presupuesto  2010 

Andalucía 4.2%

Aragón 0.1%

Asturias 0.6%

Valencia 0.4%

Canarias -11.7%

Cantabria 0.8%

Castilla y Leon 5.9%

Castilla-la Mancha 1.5%

Cataluña -17.4%

Extremadura 0.8%

Galicia 2.4%

Baleares 0.0%

Madrid -0.7%

Murcia -7.1%

Rioja 2.8%

Navarra 12.7%

País Vasco -6.7%

Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda.
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Gráfico 2.  Incremento del endeudamiento
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Tabla 2.  Acción sobre las notas en 2009

Antes Ahora

18-Feb-09 Comunidad Autónoma de Madrid Confirma AA  revision perspective Estable Negativa

13-Jul-09 Comunidad Autónoma de Cantabria Confirma AA Estable Estable

15-Jul-09 Comunidad Autónoma de Murcia Confirma AA  revision perspective Estable Negativa

24-Jul-09 Comunidad Autónoma de Canarias Confirma AA  revision perspective Estable Negativa

19-Ago-09 Comunidad Autónoma de Asturias Confirma AA Estable Estable

05-Oct-09 Comunidad Autónoma de Andalucía Confirma AA  revision perspective Estable Negativa

26-Oct-09 Comunidad Autónoma de Catalonia Confirma A+  revision perspective Estable Negativa

25-Nov-09 Comunidad Autónoma del Pais Vasco Confirma AA  revision perspective Estable Negativa

07-Dic-09 Comunidad Autónoma de Castilla la Mancha Baja AA AA-

23-Dic-09 Comunidad Autónoma de Valencia Confirma A+ Estable Estable

Fuente: Fitch Ratings.
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moderado, un vínculo estrecho con el Estado y una buena 
dinámica presupuestaria. No obstante, hay elementos que 
podrían mejorarla, como una mayor transparencia en los 
procesos de auditoria pública, y una mejor corresponsabilidad 
entre los gastos y los ingresos, así como también una mayor 
implicación en la inspección de los tributos para reducir el fraude 
fiscal. También, como los gobiernos locales, las comunidades 
autónomas no pueden declararse en bancarrota, gozan de 
una base de ingresos determinados, y están sujetas a una ley 
de hacienda pública con rigurosos criterios de contabilidad 
presupuestaria. 

La presentación de los presupuesto 2010 nos indica que en 
su conjunto las comunidades autónomas están trabajando 
con una expectativa de ahorro bruto negativo, de manera 
moderada - EUR3.1 mil millones, pero que si se prolongase en 
el medio plazo podría afectar la solvencia de las comunidades 
autónomas. Además las necesidades de financiación para 
2010 de EUR26.9 mil millones mientras en los años 2007 o 
2008 estas necesidades de financiación se habían limitados 
hasta menos de 2 mil millones al momento de presentar los 
presupuestos. Además comentar que este fuerte cambio en 
2010  de dinámica de presupuesto en relación a los 5 últimos 
años integra un crecimiento de gastos corrientes de tan solo de 
1,4%, una tasa considerado demasiada modesta considerando 
que entre 2003 y 2007, el gasto corriente subió a una tasa 
medía del 9.1%. 

Aún así la presentación de los presupuestos 2010, con su 
fuerte caída del ahorro bruto y implícito fuerte incremento 
del endeudamiento constituyen una continuación lógica de 
los cambios de objetivos de estabilidad presupuestaria para 
las comunidades autónomas decidido por el CPFF en Junio 
2009; ya indicaba que el endeudamiento iba a saltar durante el 
periodo 2010 -2012. Tal vez, no era tan esperado un impacto 
tan fuerte en el año 2010, con un endeudamiento que debería 
rozar los EUR110 mil millones a final de año (incluyendo la 
deuda de los organismos autónomos).  También el fuerte 
deteriora del ahorro bruto en 2008 y la posibilidad que 
este deterioro se acentué en 2009 y en 2010 fue un motivo 
por detrás del cambio de las perspectivas de estable hasta 
negativas de numerosas comunidades autónomas durante la 
revisión de las notas en 2009.    
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“Match-point”: al servicio, el Estado;  en juego, el futuro de la imposición 
sobre la riqueza en España

1. Introducción

La imposición sobre la riqueza ha desempeñado un papel singular 
en el sistema fiscal español al constituir un área de imposición clave 
para las comunidades autónomas (CCAA) desde prácticamente su 
creación. En efecto, la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, 
de Financiación de las CCAA, más conocida como LOFCA, prevé 
ya la cesión de los impuestos sobre el patrimonio (IP), sucesiones 
y donaciones (ISD) y transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados (ITPAJD), cesión que se concreta posteriormente 
mediante la aprobación de la Ley 30/1983, de 28 de diciembre. Por 
tanto, desde los años ochenta1, las CCAA empiezan a percibir el 
rendimiento que los tres impuestos generan en su territorio, rendi-
miento que representa una parte importante de sus recursos2. Al 
principio, la normativa de los impuestos es exclusivamente estatal, 
pero las CCAA se encargan de su gestión, entendida en sentido 
amplio, lo que de hecho constituye ya un cierto nivel de responsa-
bilidad fiscal. Posteriormente, en 1997 reciben cierta competencia 
normativa que es ampliada sensiblemente a partir de 2003.

En consecuencia, analizar los impuestos sobre la riqueza en España 
significa ineludiblemente estudiar qué han hecho las CCAA tanto 
en el uso de su competencia normativa como en el de su capaci-
dad administrativa. De hecho, éste es el objetivo de este trabajo. 

1  El proceso fue progresivo en función de la negociación con cada comu-
nidad autónoma y del importe de las competencias de gasto traspasadas. 
Para una mayor explicación, véase Monasterio y Suárez (1998).

2   Como los tres siguen siendo impuestos de titularidad estatal, la normativa 
de cesión debe regular cómo se distribuye la recaudación entre comu-
nidades, para lo cual se establecen los puntos de conexión que indican 
cuándo se considera producido el rendimiento en el territorio de una 
comunidad autónoma.

Sin duda, la descentralización impositiva es necesaria para generar 
un proceso de rendición de cuentas que aúne a la responsabili-
dad por la vía del gasto la responsabilidad también por la vía del 
ingreso. Del análisis de este capítulo, también podremos obtener 
evidencia sobre si el modo en que se llevó a cabo este proceso 
descentralizador fue el más adecuado, dadas las peculiaridades de 
los impuestos que gravan la riqueza. O, dicho de otra manera, si 
la situación en que se encuentran actualmente estos impuestos 
dentro del sistema fiscal español – desaparición de facto de IP, ten-
dencia a la baja de ISD e importancia de ITPAJD – es dependiente 
del hecho de que estén descentralizados. 

En la siguiente sección, después de esta breve introducción, anali-
zamos de manera general para los tres impuestos cedidos cuál ha 
sido la competencia normativa cedida, así como el uso general que 
las CCAA han hecho de la misma. Igualmente, estudiamos también 
cuál ha sido la capacidad recaudatoria de estos impuestos desde 
su cesión inicial hasta la actualidad y qué papel han desempeñado 
sobre la estabilidad financiera de las comunidades. 

Después de efectuar este análisis conjunto para los tres impuestos, 
en las siguientes secciones profundizamos para cada figura imposi-
tiva sobre aquellos elementos más destacables que hemos detecta-
do en nuestras investigaciones académicas previas. En concreto, en 
la sección 3, dedicada al ISD, estudiamos dos cuestiones relevantes. 
Primero, analizamos los cambios normativos más relevantes intro-
ducidos por las CCAA, cambios que han dado lugar a un proceso 
de competencia fiscal entre regiones. Y, segundo, proponemos que 
esa competencia fiscal ya pudo producirse antes de recibir poder 
normativo por la vía, en este caso, de la capacidad de gestión que 
las CCAA sí tenían asignada desde comienzos de los años ochenta. 
Sin duda, como veremos, la naturaleza de uno y otro proceso es 
totalmente diferente y, por tanto, deben valorarse también de ma-
nera totalmente distinta desde un punto de vista normativo. 

La sección 4 se centra en el ITPAJD y, en concreto, en su conexión 
con la evolución del mercado inmobiliario. Mediante un sencillo 
modelo econométrico, obtenemos una clara relación entre la evo-
lución de la recaudación de este impuesto y la del mercado in-
mobiliario. Sin duda, esfuerzos como éstos, y preferiblemente más 
sofisticados en la medida en que se disponga de más información, 
son del todo necesarios si tenemos en cuenta la importancia que 
sobre el total de recursos tiene este impuesto para las CCAA. En 
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otro caso, pueden producirse sorpresas desagradables cuando no 
se prevé exactamente la relación entre este impuesto y la situación 
del mercado inmobiliario. El IP se analiza en la sección 5, donde 
estimamos empíricamente dos cuestiones fundamentales que, sin 
duda, han incidido en el comportamiento del impuesto y, nos atre-
veríamos a decir, también en su eliminación final, como son la infra-
valoración de los bienes inmuebles y el fraude fiscal. 

Finalmente, a la luz de este repaso y análisis de la situación en rela-
ción con la imposición sobre la riqueza en España, el capítulo ter-
mina con unas conclusiones finales respecto al papel que ha jugado 
esta forma de imposición bajo el contexto tan peculiar como el 
que ha sido su completa descentralización según diferentes grados, 
de menos a más competencias normativas, desde mediados de los 
ochenta.

2. Los impuestos sobre la riqueza cedidos a 
las comunidades autónomas

2.1 La competencia normativa cedida 

A la hora de analizar la competencia normativa de las CCAA en 
los impuestos sobre la riqueza cedidos, podemos identificar tres 
etapas distintas. En la primera etapa, que como se puede ver en 
la Tabla 1 va desde los años ochenta hasta 1996, las CCAA de 
régimen común no tienen cedida ninguna competencia normativa, 
por lo que la normativa aplicable en cada impuesto sigue siendo 
exclusivamente la del Estado. No obstante, sí que reciben, por de-
legación de aquél, poder en el campo de la administración de los 
impuestos, entendida en sentido amplio, puesto que las CCAA se 
hacen cargo de la gestión, liquidación, recaudación e inspección del 
IP, ISD e ITPAJD. 

A medida que transcurre esta primera etapa, se va poniendo de 
manifiesto la necesidad de potenciar la denominada corresponsa-
bilidad fiscal de las CCAA, es decir, hacerlas responsables financie-
ramente no sólo por el lado del gasto sino también por el lado del 
ingreso. Por ello, en el sistema de financiación que entra en vigor 
en 1997, se otorga poder normativo a las CCAA, entre otros, en 
los impuestos sobre la riqueza cedidos. Como se puede ver en la 
Tabla 1, durante esta segunda etapa, las CCAA pueden modificar 
determinados elementos de cada impuesto, aunque sujeto a ciertas 
limitaciones. 

En concreto, las tarifas del IP y del ISD se pueden modificar, pero 
con la condición de que sean similares a las del Estado. Qué se 
entiende por similar es sin duda una cuestión imprecisa, pero bien 
se puede deducir que, en general, las tarifas autonómicas deben 
tener diferentes tramos progresivos, como la del Estado, y que los 
tipos marginales no pueden ser muy diferentes a los estatales. En 

el ISD, las CCAA pueden modificar además las reducciones de la 
base para las adquisiciones “mortis causa”, pero manteniendo las 
del Estado, y sin que supongan una reducción general del impues-
to. En consecuencia, durante esta segunda etapa, se permite a las 
CCAA modificar elementos importantes del IP y del ISD, pero con 
limitaciones concretas en las que parece subyacer en cierta medida 
una precaución: que las disparidades entre comunidades no sean 
elevadas. Sin embargo, esta precaución no está presente respecto 
del mínimo exento del IP, cuando ciertamente a través del mínimo 
las disparidades bien pudieran ser muy importantes, ni tampoco en 
el ISD respecto de los coeficientes del patrimonio preexistente. En 
este último caso, seguramente porque se conciben como un ele-
mento para reforzar el efecto redistributivo del impuesto y que, por 
tanto, su aplicación sólo puede dar lugar a aumentos en la cuota tri-
butaria final, si bien como se observará luego en la tercera y actual 
etapa, en la práctica, su utilización por parte de alguna comunidad 
ha ido precisamente en una dirección muy contraria. Respecto al 
ITPAJD, el poder normativo se refiere sólo al tipo de gravamen, y 
aunque no sobre todos los hechos imponibles sujetos al impues-
to, sí sobre los más importantes (bienes inmuebles y documentos 
notariales)3 sin ningún tipo de límite. 

En resumen, durante esta segunda etapa, el poder normativo de 
las CCAA se limita en los tres casos a algunos elementos de los 
impuestos, aunque ciertamente muy importantes de cara al cálcu-
lo de la cuota tributaria final. Además, el impacto de los posibles 
cambios a introducir se acota mediante la fijación de restricciones, 
si bien éstas no son iguales para los tres impuestos sobre la riqueza 
cedidos. Detrás de estas distintas restricciones parece que subyace 
un cierto miedo, o al menos precaución, a que las disparidades 
impositivas entre comunidades sean importantes, si bien el grado 
de precaución, reiteramos, no es el mismo en los tres impuestos. 
Así, si tuviéramos que valorar de mayor a menor dicho grado y, por 
tanto, la voluntad de acotar las diferencias fiscales entre territorios, 
en primer lugar tendríamos el ISD, en segundo lugar el IP y, por úl-
timo, ITPAJD. De hecho, en este último impuesto no parece que en 
ningún caso se quisieran limitar, si bien es cierto que la competencia 
autonómica se limita a los supuestos relacionados con los bienes 
inmuebles, donde el posible problema derivado de la movilidad casi 
no se plantea. A modo de conclusión, cabe observar que en los 
impuestos directos la precaución que han tomado los gobiernos 
autonómicos es mayor, mientras que en los indirectos ésta es me-
nor. En los primeros, el componente redistributivo es obvio, por lo 
cual, en ausencia de otra teoría mejor, esta observación nos vendría 
a confirmar aquello que la literatura del federalismo fiscal ya ha 
proclamado en otras ocasiones: las dificultades de llevar a cabo 
políticas redistributivas por niveles subcentrales de gobierno.

Finalmente, con el sistema de financiación autonómica que entra en 
vigor en 2002 empieza la tercera etapa (Tabla 1), que sigue incluso 
tras la aprobación del nuevo sistema de 2009, y que se caracteriza 

3   Las CCAA no tienen poder normativo, por ejemplo, sobre el tipo que 
grava las operaciones societarias.
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por otorgar un elevado grado de competencia normativa en los 
tres impuestos. En concreto, tanto en el IP como en el ISD, se eli-
minan las restricciones a los posibles cambios en la tarifa por parte 
de las CCAA que, en consecuencia, pueden fijar su propia tarifa 
sin ningún tipo de límite. Además, en los tres impuestos las CCAA 
pasan a tener la oportunidad de aprobar nuevas deducciones y 
bonificaciones de la cuota, con el único límite de no modificar las 
estatales. En el ITPAJD, asimismo, se les permite modificar el tipo de 
gravamen que recae sobre los bienes muebles y arrendamientos. 
Y, en el ISD, la potestad de modificar las reducciones de la base se 
extiende también al caso de las donaciones. 

En consecuencia, las reticencias a que se produzcan fuertes dife-
rencias fiscales en los impuestos cedidos, y en especial en el de ISD, 
parece que desaparecen después de cinco años, de tal forma que, 
a partir de 2002, empieza una nueva etapa caracterizada porque la 
competencia normativa de las CCAA en los tres impuestos sobre 
la riqueza cedidos es muy elevada. Obviamente, no es la máxima, 
pues no pueden modificar la definición de la base imponible ni 
eliminar reducciones estatales, pero la discrecionalidad de que dis-
ponen es muy grande.

2.2 El uso de la capacidad normativa cedida

Las CCAA empiezan a utilizar la capacidad normativa en los im-
puestos cedidos sobre la riqueza a partir de 1998, si bien el uso de 
esta capacidad es gradual en el tiempo y no igual de intenso por 
parte de todas ellas. Ahora bien, en conjunto, el número de cam-
bios normativos introducidos durante estos doce años se puede 
considerar que ha sido alto. Además, con frecuencia, el casuismo de 
las modificaciones es muy elevado, por los supuestos tan específi-
cos que se suelen prever en la legislación autonómica. No obstante, 
el análisis de estas modificaciones sí permite extraer unos rasgos 
comunes generales sobre los cambios más destacados aprobados 
en cada impuesto.

Impuesto sobre sucesiones y donaciones

En el ISD, y en concreto por lo que se refiere a las transmisiones 
gratuitas “mortis causa”, las modificaciones a destacar han sido las 
siguientes: 

-  La totalidad de CCAA han mejorado las reducciones estatales 
de la base o introducido nuevas reducciones propias, en espe-
cial en lo que se refiere a la transmisión de la empresa familiar 
y de la vivienda habitual, así como para adquirentes discapacita-
dos. Estos cambios se empiezan ya a reflejar en la segunda etapa 
mencionada anteriormente, en concreto a partir de 1998.

-  Un número creciente y mayoritario de CCAA ha reducido el 
impuesto, prácticamente en su totalidad, en el supuesto de las 
transmisiones más frecuentes, como son a favor del cónyuge, des-
cendientes y ascendientes, esto es, los grupos I y II de parentesco 

previstos en la normativa del impuesto. Esto se refleja a partir 
de 2003; por tanto, ya en la etapa donde el poder normativo 
autonómico es elevado.

-  Alguna comunidad ha reformado el impuesto introduciendo una 
reducción general más amplia para las transmisiones más comu-
nes (a favor de los grupos I y II), pero manteniendo una tarifa con 
tipos impositivos elevados. Estos cambios se producen también 
cuando el poder normativo es alto y, en cierta medida, como 
reacción alternativa a la casi eliminación del impuesto por parte 
de las CCAA que lo quieren mantener.

Respecto a las modificaciones en transmisiones gratuitas “inter vi-
vos”, éstas en general se han producido con posterioridad a los 
cambios mencionados de sucesiones, si bien con frecuencia las ca-
racterísticas de los cambios son similares:

-  Mejora de las reducciones estatales de la base o introducción de 
nuevas reducciones propias para el supuesto de transmisión de 
la empresa familiar.

-  Beneficios fiscales en las donaciones de dinero de padres a hijos 
jóvenes para la adquisición de su primera vivienda habitual, gene-
ralmente condicionados al nivel de renta de los hijos y hasta un 
importe máximo. En algún caso se extiende también a la dona-
ción de la propia vivienda por parte de los padres.

-  Un número creciente, aunque aún no mayoritario, de CCAA ha 
reducido el impuesto, prácticamente en su totalidad, en el supues-
to más frecuente de donaciones a favor del cónyuge, descendien-
tes y ascendientes. En algún otro caso, se mantiene la tributación, 
aunque a tipos mucho más reducidos.

Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos do-
cumentados

En transmisiones patrimoniales onerosas, los cambios más relevan-
tes se han centrado:

-  Desde el inicio de tener poder normativo, en aumentar el tipo 
de gravamen general de las transmisiones patrimoniales onerosas 
más importantes, en concreto, en el caso de bienes inmuebles.

-  Posteriormente, en establecer también tipos específicos reduci-
dos para determinadas transmisiones de inmuebles, atendiendo a 
las características personales de los adquirentes.

En la modalidad de documentos notariales de ITPAJD, las modifica-
ciones han consistido en

-  Aumentar el tipo general de la cuota gradual de documentos 
notariales, la más importante en la práctica, aunque estableciendo 
a su vez tipos específicos, tanto mayores como menores, para 
determinados supuestos.
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Impuesto sobre el patrimonio
En el IP, en cambio, las CCAA han sido mucho más pasivas y cuando 
se ha introducido algún cambio se limita prácticamente a redondear el 
mínimo exento o mejorarlo sensiblemente para sujetos pasivos con dis-
capacidades. Y, lógicamente, a partir de 2008, con la aprobación por parte 
del Estado de la bonificación general del 100%, este impuesto deja de 
desempeñar papel alguno en el campo de la financiación autonómica.

A la luz de estos cambios normativos, que consideramos los más 
relevantes, podemos extraer unas conclusiones generales: 

-  El ISD, impuesto directo altamente perceptible por los ciudadanos y gene-
ralmente muy impopular (e.g., véase Boadway et al., 2009), es objeto de 
importantes modificaciones a la baja, que llevan a su práctica eliminación 
en los supuestos gravados más frecuentes en la mayoría de CCAA.

-  El gravamen de ITPAJD, impuesto indirecto poco perceptible y 
muy vinculado a un elemento inmóvil como son los bienes in-
muebles, tanto en el supuesto de transmisiones patrimoniales 
onerosas como en el de documentos notariales de AJD, es incre-
mentado sensiblemente. 

-  El IP, impuesto directo en teoría muy perceptible por parte de los 
contribuyentes que lo pagan, prácticamente no suscita ningún interés 
por parte de las CCAA, las cuales adoptan una postura muy pasiva.

Antes de analizar  aspectos clave de estos tres impuestos sobre la 
riqueza, lo cual haremos en las siguientes secciones de este trabajo, 
seguidamente procedemos a valorar su importancia recaudatoria 
para las CCAA, así como su estabilidad financiera a lo largo del 
ciclo económico.

Tabla 1. Las competencias de las CCAA en los impuestos sobre la riqueza

Competencias Impuesto Etapas

Desde los 80 
hasta 1996

1997-2001 Desde 2002 hasta la actualidad

Normativas

IP No tienen

- Mínimo exento
- Tarifa, que deberá ser similar a la 
del Estado y el primer tramo de 
base liquidable y tipo marginal míni-
mo idénticos

- Mínimo exento
- Tarifa, sin ningún tipo de límite
- Deducciones y bonificaciones de la 
cuota, con el único límite de no modifi-
car las estatales

ISD No tienen

- Reducciones de la base en adquisi-
ciones “mortis causa”, manteniendo 
las del Estado y sin que supongan 
una reducción de la carga tributaria 
global
- Tarifa, que deberá ser similar a la 
del Estado y el primer tramo de 
base liquidable y tipo marginal míni-
mo idénticos
- Cuantías y coeficientes de patrimo-
nio preexistente

- Reducciones de la base en adquisi-
ciones “mortis causa” e “inter vivos”, 
manteniendo o mejorando las del 
Estado
- Tarifa, sin ningún tipo de límite
- Cuantías y coeficientes de patrimo-
nio preexistente
- Deducciones y bonificaciones de la 
cuota, con el único límite de no modifi-
car las estatales

ITPAJD No tienen

- Transmisiones patrimoniales 
onerosas: tipo de gravamen en las 
concesiones administrativas y la 
transmisión de bienes inmuebles y 
derechos reales sobre los mismos, 
excepto los de garantía
- Actos jurídicos documentados: tipo 
de gravamen de los documentos 
notariales

- Transmisiones patrimoniales onerosas: 
tipo de gravamen en las concesiones 
administrativas, la transmisión de bie-
nes muebles e inmuebles y derechos 
reales sobre los mismos (excepto los 
de garantía) y arrendamientos
- Actos jurídicos documentados: tipo 
de gravamen de los documentos 
notariales
- Deducciones y bonificaciones de la 
cuota, con el único límite de no modi-
ficar las estatales, en los supuestos en 
que las CCAA tienen capacidad sobre 
el tipo de gravamen

Administración IP
ISD

ITPAJD
Gestión, liquidación, recaudación e inspección
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2.3 Capacidad recaudatoria y estabilidad 
financiera

En los gráficos 1a y 1b, podemos observar cómo ha variado la im-
portancia de los tributos cedidos que gravan la riqueza (ITPAJD, ISD 
e IP) respecto del total de recursos que proporciona el sistema de 
financiación de las CCAA de régimen común a lo largo del perio-
do 1986-2006 (último año para el cual disponemos de informa-
ción estadística). Diferenciamos entre las CCAA que accedieron 

progresivamente al nivel máximo de competencias4 (Gráfico 1b; vía 
de acceso art. 143 de la Constitución) de las que lo hicieron con 
mayor celeridad (Gráfico 1a; vía de acceso art. 151 de la CE). Esta 
diferencia a la hora de asumir competencias de gasto hace que la 
evolución temporal sea manifiestamente diferente porque, acorde 
con su inicialmente menor nivel de competencias, las CCAA del art. 
143 recibieron de manera sistemática hasta 2001 un menor impor-
te de transferencias incondicionadas de la administración central. A 
partir del año 2002, año en el cual se cierran los últimos traspasos 

4  Esto es, competencias comunes más Sanidad y Educación.

Gráfico 1a. Importancia de la imposición patrimonial sobre el total de financiación 
incondicionada (CCAA Art. 151)
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Gráfico 1b: Importancia de la imposición patrimonial sobre el total de financiación 
incondicionada (CCAA Art. 143)
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de Sanidad, la evolución para el conjunto de estos impuestos es 
independiente de la vía de acceso al nivel máximo de competen-
cias (el coeficiente de correlación entre ambas series a partir de 
entonces es del 98%), como se observa en Gráfico 2. Por tanto, a 
la hora de analizar la importancia cuantitativa de ITPAJD, ISD e IP 
sobre el total de recursos que garantiza el sistema de financiación 
autonómica, es necesario aislar el efecto del nivel de competencias 
con anterioridad al año 2002.

En cualquier caso, lo realmente destacable de ambos gráficos es 
que, con mucha diferencia, el impuesto más importante cuantita-
tivamente de los tres es el ITPAJD. Así, para las CCAA del art. 151 
(las que, como ya hemos dicho, marcan la referencia de largo pla-
zo y, por tanto, la situación actual), en promedio, su importancia es 
del 10%5. A mucha distancia, se sitúan el ISD (2%) y el ya extinto 
IP (1%). Ahora bien, tal y como ya se puede intuir del Gráfico 1a y 
también del Gráfico 1b, si bien el ITPAJD garantiza un nivel razo-
nable de suficiencia financiera, la contrapartida es su elevado nivel 
de volatilidad, de manera que su coeficiente de variación (CV) a lo 
largo del periodo ha sido del 66%, muy por encima de los obser-
vados para el ISD y el IP, 48% y 33%, respectivamente6. Para el con-

5  Igualmente en promedio, durante el periodo analizado, el hecho impo-
nible  transmisiones patrimoniales onerosas  (TPO) representó un 5,5% 
aproximadamente, y el resto  actos jurídicos documentados  (AJD). Cabe 
decir que, en las estadísticas oficiales, la recaudación del hecho imponible  
operaciones societarias se incluye dentro de TPO. Esta forma de proceder 
tiene un origen histórico, pues ambos estaban incluidos dentro del antiguo 
Impuesto de Derechos Reales, mientras que el hecho imponible AJD era 
el antiguo Impuesto del Timbre. 

6  Esto es así a pesar de que las reformas legales más importantes acaecidas 
durante este periodo (básicamente, tratamiento de la empresa familiar y 
exención de la vivienda habitual) han afectado al ISD y al IP. 

junto de estos impuestos que gravan la riqueza, el CV fue del 60%.  
Precisamente, eso es lo que pretendemos mostrar en los gráficos 
3. En este caso, obviamente ya no es necesario diferenciar según 
la vía de acceso al nivel máximo de competencias7. En estos grá-
ficos, aparece la evolución de la recaudación expresada en euros 
del 2007 para cada una de esas figuras impositivas, mientras que 
en cada gráfico también se representa mediante línea discontinua 
más/menos una desviación típica. Acorde con lo dicho en el ante-
rior párrafo, se observa que, en términos absolutos y en porcen-
taje, la franja que establece la desviación típica es mayor en el caso 
del ITPAJD. Eso sí, en todos los impuestos, la recaudación se dis-
para a partir de 2003. Sin duda, este hecho es debido al “boom” 
inmobiliario, sobre el cual volveremos en la sección 4. Así, entre 
2003-2007, la recaudación del ITPAJD para el conjunto de CCAA 
aumentó en términos reales en un 57%, mientras que para IP e 
ISD, los incrementos fueron del 54% y del 56%, respectivamente8. 
Por tanto, para los tres impuestos, los incrementos fueron más 
que notables (en promedio, suponen crecimientos reales anuales 
del 12%, aproximadamente), aunque por su importancia en el 

7   No obstante, no se incluye en ese análisis la CA de Madrid, pues asumió 
con posterioridad a la mayoría de CCAA la gestión de los tributos cedi-
dos. Ello hace que las series de recaudación sólo incluyan la recaudación 
obtenida en esa CA cuando ésta asumió la competencia. Dada la impor-
tancia de esa CA, hemos decidido no incluirla en el análisis para así evitar 
discontinuidades en la serie.

8   Obviamente, desde el punto de vista de la estabilidad financiera, y a pesar 
de su relativa poca importancia recaudatoria, la eliminación del IP con 
efectos a partir de 2008 no es una buena noticia. Así, por ejemplo, el co-
eficiente de variación de todos los impuestos pasa del 60% al 63% cuando 
realizamos los cálculos sin tener en cuenta el IP. Por tanto, la existencia del 
IP contribuyó a disminuir la inestabilidad de la recaudación derivada de la 
imposición sobre la riqueza, aunque sólo en un 3%.

Gráfico 2. Importancia de la imposición patrimonial sobre el total de
financiación incondicionada según el nivel de competencias de gasto
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total de ingresos, lo más destacable fue la espectacular evolución 
del ITPAJD9.

En definitiva, los tres impuestos cedidos a las CCAA que gravan 
la riqueza nunca han llegado a representar más del 20% del total 
de recursos garantizados por el sistema. Ahora bien, en los últimos 
años, su evolución al socaire de la expansión del mercado inmobi-
liario ha sido espectacular, de tal forma que es esperable – y tal y 

9  Otra manera de contextualizar la importancia de este ciclo expansivo es 
relativizar las desviaciones absolutas del ITPAJD respecto de los recursos 
proporcionados por el sistema. Esas desviaciones fueron del 3%, 5%, 7% 
y 8% en 2003, 2004, 2005 y 2006 (último año disponible de los recursos 
proporcionados por el sistema), respectivamente. Por tanto, en el año 
2006, la desviación respecto de la media casi representó un 10% de los 
recursos proporcionados por el sistema.

como ya se conoce para algunas CCAA10 – que la recesión en ese 
mercado afecte significativamente los presupuestos de las CCAA 
sobre todo en la medida en que al elaborarse se hubiera caído 

10  Desafortunadamente, la recaudación obtenida por el conjunto de las 
CCAA en el año 2008 todavía no está disponible. Después de hacer una 
búsqueda aleatoria por Internet, sólo hemos encontrado datos para la de 
Cataluña. Obviamente, éstos no tienen por qué representar el compor-
tamiento medio del conjunto de CCAA, pero cuanto menos pueden ser 
indicativos de la tendencia general. Así, para esta CA, en términos reales, 
la recaudación por estos impuestos en 2008 disminuyó en un ¡30%! Es-
pecialmente destacable   como era de esperar   fue el comportamiento 
negativo de ITPAJD, que cayó un 49% (ITP: -53%; AJD: -43%); en cambio, 
la evolución de IP (según criterio caja, datos 2008, pero se refiere a la 
declaración del año 2007, en que todavía estaba este impuesto vigente) 
e ISD fue muy positiva, con tasas de crecimiento del 14% y del 21%, 
respectivamente.

Nota: evolución de la recaudación para cada impuesto o grupo de impuestos para el conjunto de CCAA (con la excepción de la CA de Madrid; véase nota al pie 7) 
expresada en miles de euros de 2007. Las líneas discontinuas marcadas en negro representan 1 +/- desviación estándar respecto de la media del periodo.
Fuente: BADESPE.

Gráfico 3a.  Volatilidad del ITPAJD
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Gráfico 3c. Volatilidad del ISD
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Gráfico 3b. TC. Volatilidad del IP
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Gráfico 3d.  Volatilidad global
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en la creencia de que tal expansión no tenía fin. En este sentido, el 
Gráfico 4 parece dar a entender que algo de eso ha habido. Así, a 
partir del gráfico – para los años en que existe información sobre 
los presupuestos iniciales de todas las CCAA – se observa que las 
proyecciones presupuestarias respecto de ITPAJD siempre se que-
daron cortas durante el periodo de expansión, lo cual es compatible 
con el hecho de que las tasas previstas de crecimiento fueran ya muy 

elevadas, en concreto, del 17% anual en promedio durante el perio-
do 2002-2006. En el año 2007, en consonancia con lo observado en 
los años previos, se esperaba un crecimiento real del ¡20%!, incluso 
por encima de la media utilizada como previsión anual hasta 2006… 
mientras que la realidad fue que en 2007 se produjo una caída del 
12%... la fiesta había llegado a su fin y los presupuestos no acertaron 
a preverlo, al menos para el promedio de CCAA.

Gráfico 4. ¿Pensábamos que el boom no tenía fin?
(divergencias entre lo liquidado y lo presupuestado en ITPAJD)
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Gráfico 4bis. ¿Pensábamos que el boom no tenía fin?
(divergencias entre lo liquidado y lo presupuestado en ITPAJD)
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Financiera con las CCAA y con las EELL, Ministerio de Economía y Hacienda, varios años [www.minhac.es/ca-ES/Areas%20
Tematicas/Financiacion%20Autonomica/Paginas/DatosPresupuestarios.aspx]

2002 2003 2004 2005 2006 2007

2002 2003 2004 2005 2006 2007



104

INVESTIGACIÓN

Mapas. Evolución del gravamen de las herencias en el supuesto más frecuente (grupo I)

 Forales
Muy baja imposición
Baja o Media imposición con límites
Alta imposición con reducciones 
Máxima imposición

2002

2004

2003

2005
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Mapas. Evolución del gravamen de las herencias en el supuesto más frecuente (grupo I)

 Forales
Muy baja imposición
Baja o Media imposición con límites
Alta imposición con reducciones 
Máxima imposición

2006

2008

2007

2009
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3. La competencia fiscal en el ISD: normativa… 
y de gestión

Durante los primeros años en que las CCAA de régimen común 
tuvieron poder normativo en el ISD se dedicaron básicamente 
a mejorar las reducciones estatales en el caso de transmisiones 
“mortis causa”. Sin embargo, la situación cambia con la ampliación 
de la capacidad normativa cedida a partir de 2002, dando lugar a 
un proceso caracterizado por la práctica supresión del impuesto 
por un número creciente de comunidades en los casos de trans-
misiones “mortis causa” más frecuentes, como son entre cónyuges 
y de padres a hijos. En consecuencia, la situación del impuesto en 
2009 ha cambiado radicalmente provocando que el importe a 
pagar en cada comunidad por transmisiones similares difiera con-
siderablemente. Por esta razón, con la finalidad de identificar de 
manera rápida el nivel de imposición de cada territorio, clasifica-
mos a las CCAA en cinco grupos distintos en función del grado 
de gravamen de las herencias en el supuesto más común, esto es, 
cuando el heredero es el cónyuge, descendientes de al menos 21 
años o ascendientes (grupo II):

1.- Comunidades forales o de mínima imposición: desde hace tiem-
po no se paga nada o muy poco.

2.- Comunidades de muy baja imposición: no existe ningún límite 
absoluto sobre el importe de las deducciones.

3.- Comunidades de baja o media imposición: existen ciertos lími-
tes absolutos sobre el importe de las deducciones

4.- Comunidades de alta imposición: aunque existen reducciones 
más generosas para transmisiones no elevadas

5.- Comunidades de máxima imposición.

Esta clasificación se muestra en los mapas anteriores que permiten 
observar de manera sencilla el nivel de imposición en cada comuni-
dad desde 2002 hasta 2009. Así, si en 2002 el número de comuni-
dades de máxima imposición era de quince, en 2009 solamente es 
de cinco. En 2009, diez CCAA de régimen común podemos afirmar 
que prácticamente no gravan la gran mayoría de las transmisiones 
“mortis causa”. En concreto, y siguiendo el orden cronológico de 
introducción de las medidas, estas comunidades son Cantabria, La 
Rioja, Murcia, Baleares, Castilla-León, Madrid, Valencia, Canarias, Cas-
tilla-La Mancha y Galicia. La manera de llegar a este resultado, que 
se explica con detalle en la Tabla 2, generalmente ha consistido en 
introducir deducciones o bonificaciones autonómicas de la cuota, si 
bien en algún caso se ha optado por modificar los coeficientes de 
patrimonio preexistente11. Asimismo, en dos casos, Galicia y Murcia, 

11  Como comentamos en la sección 2.1, esta vía no parece muy razonable 
de acuerdo con el origen de estos coeficientes, pensados precisamente 
para reforzar el objetivo redistributivo del impuesto. De hecho, la exis-
tencia de los coeficientes de patrimonio preexistente es una peculiari-
dad del impuesto español, sin que conozcamos referencias en el sistema 
comparado.

se prevé algún límite absoluto de cara a aplicar la deducción co-
rrespondiente, por lo que el nivel de imposición no siempre será 
reducido, aunque sí en la mayoría de transmisiones, y por tanto las 
calificamos como comunidades de baja o media imposición. Por otro 
lado, Andalucía, Aragón y Asturias se mantienen como comunidades 
de alta imposición si bien por la vía de reducciones o bonificacio-
nes dejan de gravarse aquellas herencias de importes no elevados. 
Finalmente, solamente dos comunidades, Cataluña12 y Extremadura, 
mantienen prácticamente igual el gravamen sobre las transmisiones 
a favor de cónyuges, descendientes y ascendientes, por lo que se 
mantienen en el grupo de máxima imposición13.

Cuando las transmisiones “mortis causa” son a favor de descen-
dientes menores de 21 años (grupo I), como se muestra también 
en la Tabla 2, el tratamiento fiscal aún es más favorable, por lo que 
en este caso actualmente casi no se tributa en once CCAA, las 
mencionadas anteriormente más Asturias y, además, ninguna esta-
blece un límite absoluto sobre el importe a heredar susceptible de 
beneficiarse del tratamiento fiscal privilegiado. 

En el supuesto de las donaciones más frecuentes (también a favor 
de los grupos I y II de contribuyentes), la situación es diferente en 
comparación a la de las herencias, toda vez que en la mayoría de 
comunidades el importe a pagar por el impuesto puede ser elevado. 
Sin embargo, algunas CCAA también han iniciado el proceso de la 
práctica desfiscalización de las mismas. En concreto, como se puede 
observar en la Tabla 3, en Canarias, Castilla-León, Castilla-La Man-
cha, Madrid y Valencia prácticamente no se paga, aunque con algu-
nas peculiaridades, ya que en Castilla-León el tratamiento favorable 
no se extiende a los ascendientes, mientras que en Valencia quienes 
quedan excluidos sorprendentemente son los cónyuges. Por tanto, 
el grupo de comunidades que podemos calificar de muy baja impo-
sición está formado en este caso sólo por cinco comunidades. En 
el caso de las donaciones más frecuentes podemos identificar otro 
grupo de comunidades que mantienen el gravamen, si bien lo hacen 
a unos tipos impositivos sensiblemente más reducidos que los pre-
vistos anteriormente. En concreto, son Baleares, Cataluña y Galicia, 
cuyo nivel de imposición podemos calificar como medio. Mientras, el 
resto de CCAA mantiene un nivel elevado de imposición. 

Además de reflejar la situación actual, del análisis del proceso se-
guido a la hora de introducir las modificaciones comentadas, se 
pueden destacar también las siguientes características:

-  Las primeras CCAA de régimen común que dejan de gravar las 
transmisiones más frecuentes son Cantabria y La Rioja, las dos 
vecinas de las comunidades forales que tradicionalmente no las 
han gravado.

-  2007 es el año en que más CCAA pasan a gravar de forma muy 

12  Cataluña ha aprobado una reforma desde 2010 que la situaría a partir de 
este año en el grupo de comunicades de alta imposición con reduccio-
nes. 

13   Para una mayor explicación sobre los cambios normativos, ver Durán y 
Esteller (2009c).
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Tabla 2. Transmisiones “mortis causa” a favor de los grupos I y II

COMUNIDADES DE MUY BAJA IMPOSICIÓN

BALEARES

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Deducción de cuota que implica tributar como máximo un 1% de la base 
imponible

Grupos I y II Desde 2007

CANARIAS

Medida Beneficiarios Año

Reducción de la base del 100% hasta un importe máximo de 1.000.000 € Descendientes menor de 18 años Desde 2007

Bonificación de cuota del 99,9% Grupos I y II Desde 2008

CANTABRIA

Medida: coeficientes patrimonio preexistente Beneficiarios Año

0 – 403.000 0,0100

Grupos I y II Desde 2003
403.000,01 – 2.007.000 0,0200

2.007.000,01 – 4.020.000 0,0300

> 4.020.000 0,0400

CASTILLA-LA MANCHA

Medida Beneficiarios Año

Deducción de cuota del 95% Grupo I Desde 2006

Deducción de cuota del 95% Grupo II Desde 2008

CASTILLA-LEÓN

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Bonificación de cuota del 99% Grupo II Desde 2007

MADRID

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Bonificación de cuota del 99% Grupo II Desde 2007

LA RIOJA

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupos I y II Desde 2004

VALENCIA 

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Deducción de cuota del 99%, Grupo II Desde 2007

Fuente: Normativa de las CCAA.
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Tabla 2. Transmisiones “mortis causa” a favor de los grupos I y II (continuación)

COMUNIDADES DE BAJA O MEDIA IMPOSICIÓN 

GALICIA

Medida: coeficientes patrimonio preexistente Beneficiarios Año

0 - 402.678,11 0,0100

Grupo I
Desde 2004 

hasta 31/9/2008

402.678,12 – 2.007.380,43 0,0200

2.007.380,44 – 4.020.770,98 0,0300

> 4.020.770,98 0,0400

Deducción de cuota del 99% Grupo I Desde 1/9/2008

Deducción de cuota del 100% siempre que la base imponible no supere 125.000 € Grupo II Desde 1/9/2008

Tarifa impositiva sensiblemente menos gravosa: tipos marginales del 5, 7, 9, 11, 15 y 18% que se 
aplican sobre tramos muy superiores de base liquidable

Grupos I y II Desde 1/9/2008

MURCIA 

Medida Beneficiarios Año

Deducción de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Deducción de cuota del 99%, siempre que la cuota no supere 450.000 €1 Grupo II Desde 2007

Tabla 2. Transmisiones “mortis causa” a favor de los grupos I y II (continuación)

COMUNIDADES DE ALTA IMPOSICIÓN CON REDUCCIONES PARA TRANSMISIONES NO ELEVADAS

ANDALUCÍA 

Medida Beneficiarios Año

Reducción variable del 100% de la base siempre que la base imponible no supere 175.000 € y el 
patrimonio preexistente no supere 402.678,11 €

Grupo I y II Desde 2004 

ARAGÓN 

Medida Beneficiarios Año

Reducción variable del 100% de la base siempre que el importe de las demás reducciones (sin 
incluir póliza de seguro) sea inferior a 150.000 €; que la suma de todas las reducciones, incluída 
ésta, sea como máximo de 150.000 €; y que el patrimonio preexistente no supere 402.678,11 €1

Grupo I y II Desde 2006

ASTURIAS

Medida: coeficientes patrimonio preexistente Beneficiarios Año

0 - 402.678,11 0,0000

Grupo I Desde 2004 
402.678,12 – 2.007.380,43 0,0200

2.007.380,44 – 4.020.770,98 0,0300

> 4.020.770,98 0,0400

Bonificación de cuota del 100% siempre que la base imponible no supere 150.000 € y el patri-
monio preexistente no supere 402.678,11 €

Grupo II Desde 2009

1. La deducción fue del 25% en 2005 y del 50% en 2006, con el requisito que la base imponible no supere 300.000 €. En 2007, la deducción ya es del 99% con el requisito que la 
base imponible no supere 450.000 €, límite que desde 2008 se refiere a la cuota.

1. Hasta 2008 el límite de la base y del total de reducciones era de 150.000 € y del patrimonio preexistente de 300.000 €.

Fuente: Normativa de las CCAA.

Fuente: Normativa de las CCAA.
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Tabla 3. Transmisiones “inter vivos” a favor de los grupos I y II

COMUNIDADES DE MUY BAJA IMPOSICIÓN

CANARIAS

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99,9% Grupos I y II Desde 2008

CASTILLA-LA MANCHA

Medida Beneficiarios Año

Deducción de cuota del 95% Grupo I y II Desde 2008

CASTILLA-LEÓN

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Cónyuge y descendientes Desde 2008

MADRID

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% Grupo I Desde 2004

Bonificación de cuota del 99% Grupo II Desde 2007

VALENCIA

Medida Beneficiarios Año

Bonificación de cuota del 99% con un límite de 420.000 
€ siempre que el patrimonio preexistente no supere los 2 
millones de €.

Entre padres e hijos, y también entre otros 
ascendientes y descendientes en ausencia de 

aquéllos

Desde 2007

Tabla 3. Transmisiones “inter vivos” a favor de los grupos I y II (continuación)

COMUNIDADES DE MEDIA IMPOSICIÓN

BALEARES 

Medida Beneficiarios Año

Deducción de cuota que implica tributar como máximo un 7% de la 
base liquidable

Grupos I y II Desde 2007

CATALUÑA 

Medida Beneficiarios Año

Tarifa impositiva sensiblemente menos gravosa: tipos marginales 
del 5, 7 y 9% que se aplican sobre tramos muy superiores de base 
liquidable

Grupos I y II Desde 2008

GALICIA

Medida Beneficiarios Año

Tarifa impositiva sensiblemente menos gravosa: se prevé una tarifa 
con tipos marginales del 5, 7 y 9% cuando la donación no se forma-
lice en escritura pública, y otra tarifa con tipos marginales del 5, 7, 9, 
11, 15 y 18% cuando la donación se formalice en escritura pública

Grupos I y II Desde 1/9/2008

Fuente: Normativa de las CCAA.

Fuente: Normativa de las CCAA.
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favorable las transmisiones más habituales “mortis causa” (Baleares, 
Castilla-León, Madrid, Murcia y Valencia) e “inter vivos” (Baleares, 
Madrid y Valencia). En todas estas comunidades, el año 2007 es 
año electoral. 

-  Los tratamientos favorables son principalmente introducidos por 
gobiernos autonómicos de centroderecha, de acuerdo con lo pre-
visto en el programa electoral a nivel nacional del Partido Popular. 
No obstante, Asturias (aunque sólo para el grupo I) y Castilla-La 
Mancha gobernadas por el Partido Socialista también los han in-
troducido.

-  La alternancia en el color del partido político gobernante no ha 
provocado la reforma de los tratamientos favorables ya introdu-
cidos. Así, durante el período considerado, Baleares, Cantabria y 
Galicia han cambiado de gobierno, pasando de centroderecha a 
centroizquierda, pero los tratamientos fiscales no se han rever-
tido14. 

-  En general, el tratamiento fiscal favorable en el caso de las dona-
ciones se introduce con posterioridad al tratamiento favorable de 
las herencias. En este caso, la anomalía la encontramos en Cataluña, 
donde sorprendentemente existe una tarifa mucho más reducida 
para las donaciones que para las herencias15. 

Finalmente, para concluir con el estudio de los cambios autonó-
micos, cabe destacar que para los demás supuestos gravados por 
el impuesto, esto es, en las transmisiones entre hermanos, tíos o 
sobrinos (grupo III) y en las demás transmisiones (grupo IV) ninguna 
comunidad autónoma ha modificado el impuesto que, por tanto, se 
aplica de manera muy gravosa para este tipo de transmisiones. En 
consecuencia, parece que en estos supuestos se considera razona-
ble aplicar un nivel de imposición elevado.16

El análisis de la evolución sobre la situación del impuesto nos per-
mite concluir que aparentemente las CCAA han devenido inter-
dependientes a la hora de modular la presión impositiva efectiva 
en el ISD. Una vez Cantabria reduce prácticamente en su totalidad 
el impuesto en 2003, en poco más de cinco años, otras nueve co-
munidades acaban haciendo lo mismo. Ello puede venir dado por 
un proceso de competencia fiscal para evitar la pérdida de bases 

14  En cambio, cuando el resultado electoral ha provocado un cambio de 
gobierno para pasar a uno de centroderecha, como en Galicia, una de las 
primeras medidas ha sido la de ampliar los tratamientos favorables.

15   En el supuesto de las donaciones, no obstante, es importante tener en 
cuenta que con frecuencia el coste fiscal total de la donación no sólo viene 
determinado por el ISD, puesto que en el IRPF del donante debe tributar 
la posible plusvalía que la donación genere. Esto no sucede, en cambio, 
en el caso de la denominada “plusvalía del muerto”, por la cual no debe 
tributarse. Por tanto, en algunos casos la carga fiscal en donaciones, una 
vez se tiene en cuenta el impacto también en IRPF, se puede aproximar 
más a la de sucesiones.

16.  Si la familia constituye la unidad de consumo, las transmisiones entre sus 
miembros no generan aumentos en la capacidad de pago (Durán y Esteller, 
2009d)

impositivas (Wilson, 1986; Zodrow y Mieszkowski, 1986), o bien por 
un proceso de comparación relativa de los votantes que fuerza a 
los políticos a converger en presión fiscal con aquellas CCAA con 
las cuales sus ciudadanos se comparan (Besley y Case, 2005). En 
cualquier caso, sea ésta una competencia impositiva sana o no, lo 
que está claro es que es transparente y, por tanto, el proceso de ren-
dición de cuentas de los políticos puede funcionar en la medida en 
que los ciudadanos disponen de toda la información fiscal relevante 
en su poder (Tiebout, 1956).

Sin embargo, es interesante analizar lo sucedido con anterioridad a 
1998, cuando las CCAA no gozaban de capacidad normativa. En el 
trabajo de Durán y Esteller (2009a), se formula la siguiente pregunta: 
si a partir del momento en que las CCAA han tenido capacidad 
normativa hay interdependencia, ¿no podría haberla habido con an-
terioridad en la medida en que también disponían de instrumentos 
para modular la presión fiscal efectiva por la vía de la gestión del 
impuesto, es decir, por la vía del control en el grado de cumplimien-
to? La respuesta a esta pregunta depende de dos condicionantes: en 
primer lugar, de que antes de 1998 existieran los mismos incentivos 
por parte de cada CA para variar la presión fiscal efectiva; y, en 
segundo lugar, de que la presión fiscal efectiva llegue a depender 
del instrumento que las CCAA tuvieran en su poder antes de 1998, 
esto es, la gestión del impuesto17. En principio, ambos condicionan-
tes no tienen por qué no cumplirse.

Siendo así, los resultados preliminares de Durán y Esteller (2009a) 
muestran que efectivamente antes de 1998 se dio una cierta in-
terdependencia de gestión entre territorios vecinos (esto es, el es-
fuerzo en garantizar el cumplimiento fiscal de una CA dependía 
de lo que hicieran sus CCAA vecinas), mientras que a partir de 
1998, cuando ya tienen competencia normativa, este efecto tien-
de a desaparecer. Por tanto, paradójicamente, el hecho de otorgar 
capacidad normativa, según estos resultados preliminares, debería 
ser bienvenido, pues ya sea la competencia buena o no, al menos la 
interdependencia estratégica que se genera en el ISD es perfecta-
mente observable por los votantes.

4. El ITPAJD: conexión con el mercado 
inmobiliario en tiempos de expansión… y de 
recesión

La evolución de los impuestos sobre la riqueza ha estado muy liga-
da a la evolución del “boom” inmobiliario, especialmente el ITPAJD. 
Además, respecto de este impuesto, pudimos comprobar a partir 
del Gráfico 4 cómo ha parecido existir una falta de previsión a pesar 
de que muchos autores ya habían avisado de que el mercado estaba 

17  Existe literatura teórica, Cremer y Gahvari (2000), que analizan el diseño 
de las políticas de inspección (en concreto de lucha contra el fraude) 
cuando la responsabilidad está descentralizada y existe movilidad de los 
factores gravables. 
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Gráfico 5. ITPAJD: Recaudación real - Precios vivienda (1996-2007)
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Gráfico 5c. ITPAJD:  Recaudación real - Precios vivienda (2003-2007)
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Gráfico 5b. ITPAJD: Recaudación real - Precios vivienda (1996-2002)
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Fuente: precios de la vivienda por m2 (media anual a partir de datos trimestrales), Ministerio de vivienda. Para los datos de recaudación, BADESPE.
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sobrevalorado y que, por tanto, en cualquier momento, podía ex-
plotar la burbuja inmobiliaria (véase, por ejemplo, García-Montalvo, 
2004). En los gráficos 5, intentamos obtener una primera relación 
econométrica que nos permita entender la relación tan estrecha 
entre la evolución del ITPAJD y la fase del mercado inmobiliario.

En concreto, en el Gráfico 5, se muestra la correlación existente 
entre la variación real en la recaudación de ITPAJD y la variación 
real en el precio por m2 donde toda la información estadística de 
que disponemos ha sido agrupada, de tal manera que tenemos 15 
observaciones (CCAA) durante 12 años (1996-2007). La corre-
lación es de poco más del 10%, pero si dividimos por periodos y, 
por ejemplo, diferenciamos entre 2003-2007 (período de máxima 
expansión del mercado inmobiliario) y 1996-2002, podemos ob-
servar cómo la correlación es nula en el primer período y del 30% 
en el segundo periodo. Por tanto, como era de esperar, ha debido 
de haber algo más que el crecimiento del precio por m2 que haya 
hecho incrementar la recaudación de ITPAJD. Para intentar anali-
zar esos otros factores, hemos realizado una regresión tan simple 
como la siguiente:

donde i identifica cada observación y t es el momento del tiempo 
(2005-2007), y, por tanto, ITPAJD(E)it nos indica la tasa esperada 
de variación en términos reales de ITPAJD para la CA i en el año 
t. Desafortunadamente, el Ministerio de Vivienda sólo ofrece infor-
mación estadística sobre el número total de transacciones desde el 
año 2004 (por lo que la primera tasa de variación es la de 2005), 
pero como ya sugería el Gráfico 5 no incluir esta otra variable 
característica del estado del mercado inmobiliario debe disminuir 
considerablemente la capacidad explicativa del modelo18. En defi-
nitiva, de acuerdo con la ecuación anterior, la tasa de variación real 
de la recaudación por ITPAJD depende de la variación real del pre-
cio, de la variación del número de transacciones y de la variación 

18  Independientemente de la inclusión del número de transacciones, el 
periodo máximo para el cual es posible hacer este tipo de análisis es 
1996-2007, pues es el periodo para el cual el Ministerio de Vivienda 
ofrece datos sobre precios. Es interesante, en esos casos, observar cómo 
la regresión sin el tipo impositivo estima al alza el impacto de los precios, 
el cual por consiguiente disminuye cuando se incluye el tipo. Este análisis 
tan simple y a nivel tan agregado podría indicar cierta capitalización de 
ITPAJD en los precios de la vivienda, o lo que es lo mismo, la traslación en 
los precios del aumento en los tipos generales del impuesto.

en el tipo impositivo19. Esta última variable ha sido calculada como 
la diferencia en valor absoluto entre la suma aritmética de los tipos 
impositivos generales de transmisiones onerosas y actos jurídicos 
documentados del año t menos esa misma suma para el año t-1. 
En definitiva, un modelo tan simple como éste consigue explicar un 
poco más del 76% de la varianza de nuestra variable endógena, la 
tasa de variación real de la recaudación de ITPAJD.

Desafortunadamente, es difícil tener información actualizada sobre 
las dos variables claves del modelo, precio medio de la vivienda en 
la CA y número de transacciones, para poder llevar una previsión 
en t para t+1. Sin embargo, si aquélla estuviera disponible, las pre-
visiones de recaudación pudieran haber sido algo más fiables tal y 
como nos muestra el Gráfico 4bis. En azul y con línea discontinua, 
se muestra la predicción del modelo que hemos estimado para 
el período 2005-2007, mientras que también en azul pero con 
línea más fina se establecen los intervalos de confianza al 95%. 
Obsérvese que, en este caso, las predicciones hubieran ido en la 
línea de lo acaecido en el mercado inmobiliario: crecimiento hasta 
el año 2006 y caída brusca en 2007. Obviamente, la excepcionali-
dad de esa caída hace que la predicción funcione mejor en la fase 
expansiva que no en la de recesión, pero al menos sí detecta la 
tendencia negativa. 

5. El IP: fraude y criterios de valoración… y 
eliminación desde 2008

La información estadística que aparece en el IP puede utilizarse 
para analizar la concentración de la riqueza, de manera similar a 
como se utiliza la información sobre ingresos del impuesto sobre la 
renta para realizar análisis de concentración de la renta (Atkinson 
y Piketty, 2007). Precisamente, Durán y Esteller (2009b) han utiliza-
do esa metodología para calcular la concentración de riqueza en 
España. En promedio, para el periodo 1988-2003, el 1% más rico 
de la población ha acumulado el 19% de la riqueza total, mientras 
que el “boom” inmobiliario no ha hecho sino aumentar esa con-
centración en estos últimos años. A priori, esta situación podría 
reclamar una política de redistribución de la riqueza, a pesar de 
que los porcentajes de concentración no superan a los existentes 
en otros países desarrollados (Davies et al., 2006). Sin embargo, el 
gravamen de este impuesto ha sido eliminado con efectos desde 
el 1 de enero de 2008. ¿Cuáles han podido ser las causas de esta 
eliminación a pesar de los potenciales efectos positivos sobre la 
reducción en el nivel de concentración de la riqueza?

En el año 2003, de acuerdo con los datos de Durán y Esteller 
(2009b), los bienes inmuebles constituían aproximadamente el 

19  El modelo se ha estimado como un  pool  de datos (OLS), puesto que 
se ha descartado el modelo de efectos fijos. Los errores estándares de 
Newey-West son consistentes en presencia de correlación serial (al res-
pecto, el resultado del test de DW no es concluyente).

ITPAJD(E)it = 0,067   +  1,018 Precioit 
 (2,735)** (2,944)**            

+ 0,552 Transaccionesit  + 23,258 Tipoit

   (7,447)**  (2,052)*  

*,** coeficientes estimados significativos estadísticamente 
al 95% y 99%, respectivamente
R2-ajustada=76,54%        N=45 observaciones
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Gráfico 6.  Vivienda: ¿Qué se declara y qué se debería declarar en el Impuesto 
sobre el Patrimonio?
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Gráfico 7.  Acciones: ¿Qué se declara y qué se debería declarar en el Impuesto 
sobre el Patrimonio?
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78% de la riqueza en posesión del 1% más rico de la población. 
Pues bien, si observamos el Gráfico 6, construido a partir del aná-
lisis empírico de Durán y Esteller (2007), se observa claramente 
la discrepancia entre lo que debería haber sido declarado en el IP 
(línea azul) y lo que efectivamente fue declarado (línea amarilla; la 
línea rosa incorpora el efecto estimado econométricamente del 
impacto de la exención por vivienda habitual a partir de 2000), es-
tando expresadas ambas cuantías en miles de euros del año 2002. 
Por ejemplo, en 2001 (último año disponible para este análisis), el 
valor declarado es apenas un 16% de lo que debería ser gravado. 
Las razones que explican esta situación son básicamente dos: frau-
de y unos criterios de valoración de los bienes inmuebles (principal-

mente, valor catastral) muy por debajo del valor de mercado. En el 
Gráfico 7, se presentan los mismos resultados pero para acciones, 
que representan aproximadamente un 16% de la riqueza del 1% 
más rico; en el mismo año 2001, se declaró aproximadamente el 
45% de lo que debería haberse declarado respecto de este activo. 
Al ser acciones cotizadas en bolsa, en este caso, la discrepancia se 
debe única y exclusivamente a incumplimiento fiscal. 

En definitiva, lo que en el primer párrafo habíamos calificado como 
“potenciales efectos positivos [del IP] sobre la reducción en el nivel 
de concentración de la riqueza” se demuestra que, efectivamente, 
era eso, un instrumento fiscal “potencial”. Por un lado, respecto del 
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cumplimiento fiscal, aparte de las dificultades intrínsecas del im-
puesto para controlar la declaración de ciertos activos, siempre 
han existido dudas sobre si las CCAA realmente realizaban un 
esfuerzo de gestión suficiente (Esteller, 2005). Por otro lado, en 
relación con los criterios de valoración, básicamente en el caso de 
la vivienda, la distancia entre el precio declarado y el de mercado 
no han hecho sino provocar inequidad horizontal entre contribu-
yentes en función del tipo de activo sujeto a declaración o del mo-
mento en que se adquirió. Por último, otra ineficiencia del impues-
to, la cual a su vez también era una fuente de inequidad, ha sido 
la exención del patrimonio afecto a la empresa familiar. Según los 
cálculos de Durán y Esteller (2007), en promedio, para el 1% más 
rico esa exención supuso un ahorro fiscal de aproximadamente un 
23% (esto es, de unos 50.000 euros), para lo cual existe evidencia 
empírica que, al menos en parte, fue debido a un proceso de re-
organización del patrimonio personal, de ahí los citados costes de 
eficiencia (Alvaredo y Saez, 2009).

6. Conclusiones

En un primer momento, los impuestos sobre la riqueza fueron los 
que determinaron el nivel de autonomía tributaria de las CCAA, 
ya sea vía gestión o vía capacidad normativa, el cual se ha visto 
ampliado progresivamente a través de la cesión de competencias 
normativas básicamente en el IRPF. En la actualidad, si analizamos 
qué ha sucedido a raíz de la descentralización de competencias en 
los impuestos sobre la riqueza, observamos que, por un lado, los 
dos directos y progresivos (IP e ISD) han disminuido sensiblemente 
su importancia hasta el punto de que IP ha sido eliminado e ISD 
no se paga prácticamente en la mayoría de CCAA para las trans-
misiones entre familiares directos, que son las más frecuentes. Por 
otro lado, el impuesto indirecto (ITPAJD), si aislamos el efecto de la 
actual recesión inmobiliaria, goza de buena salud.

Ésta es la situación a la cual se ha llegado. La pregunta inmediata es 
si también se hubiera llegado a ella sin un proceso descentralizador. 
En un primer momento, lo más evidente es responder esta pre-
gunta a partir de constatar que los impuestos directos progresivos 
tienen un impacto redistributivo o que, al menos, eso persiguen. 
Por tanto, y acorde con la literatura tradicional del federalismo fis-
cal, diríamos que era esperable esta situación de carrera a la baja. 
Este tipo de políticas son autodestructivas por la movilidad (real o 
ficticia) de las bases imponibles. Ahora bien, si pensamos qué ha 
ocurrido en otros países de nuestro entorno, donde el IP prácti-
camente ha desaparecido, mientras que en el ISD la estructura del 
impuesto es menos progresiva, también podemos pensar que se 
hubiera llegado a la misma situación sin necesidad de descentralizar 
el impuesto. No obstante, sí parece que en España la descentraliza-
ción lo que ha hecho es acelerar un proceso de reforma fiscal. 

A partir de aquí, podemos dejar la situación de llegada como in-
evitable, o podemos ser algo más ambiciosos y plantearnos si tal 
situación es deseable. Respecto del IP, los problemas de control y 
de valoración de los activos sujetos a gravamen, o los tratamientos 
fiscales favorables a la empresa familiar hacían de él un impuesto 
cuyos objetivos redistributivos originarios eran difícilmente alcan-
zables. Mientras que, en el caso de ISD, la elevada progresividad 
(derivada tanto de la tarifa como de los coeficientes multiplicado-
res) que recae sobre, recordemos, una magnitud stock, o, de nuevo, 
el tratamiento favorable de la empresa familiar eran restricciones 
que también hacían difícil alcanzar los objetivos redistributivos del 
impuesto. Además, en el caso de ISD, el hecho de que los familiares 
directos tributaran por una riqueza transmitida que se había gene-
rado en el seno de la familia suscita dudas sobre su conveniencia si 
hacemos una analogía con la idea de que en el IRPF realmente la 
capacidad económica es de la familia (Durán y Esteller, 2009d). Por 
último, más allá también de la descentralización, existe la dificultad 
intrínseca de gravar el capital en un mundo globalizado donde los 
costes de movilidad han disminuido sustancialmente.

Por tanto, viendo los problemas de naturaleza fiscal identificados 
en el párrafo anterior, pudiéramos concluir que la descentraliza-
ción ha actuado como un mecanismo institucional adecuado para 
acelerar un proceso que certifica la defunción de la imposición 
progresiva sobre la riqueza. En el caso de IP, esa aceleración ha sido 
más bien por la vía de la inacción, mientras que en el caso de ISD 
ha habido un comportamiento muy activo por parte de las CCAA 
(iniciado, de hecho, por las forales) en ausencia de una intervención 
del Estado que regulara aquellos aspectos del impuesto que eran 
manifiestamente mejorables. Así, obsérvese que, en relación con el 
ISD, las CCAA han mejorado el tratamiento fiscal entre familiares 
directos, lo cual puede parecer razonable desde un punto de vista 
de la capacidad de pago, mientras que en los otros supuestos el 
impuesto se mantiene, aunque probablemente, como sugerimos 
también, existe un margen de mejora. En definitiva, estamos ante 
pelota de partido, y el Estado está al saque. El partido está empa-
tado: IP (eliminado) & ITPAJD (continúa). Está en manos del Esta-
do desempatar : esto es, hacer un último esfuerzo para –con los 
matices que sean necesarios, por ejemplo, dando un tratamiento 
fiscalmente favorable a las transmisiones entre familiares directos– 
reformar el ISD evitando los resquicios legales actuales que hacen 
que el impuesto recaiga fundamentalmente sobre las clases medias. 
Si no lo hace, o hace doble-falta (esto es, la reforma a medias), 
estaremos ante la casi segura desaparición de la imposición sobre 
la riqueza en España con fines redistributivos. Las CCAA habrán 
“ganado”, esto es, habrán hecho lo que es inevitable, ya sea porque 
la descentralización genera la auto-destrucción de impuestos pro-
gresivos basados en bases móviles, ya sea porque asimilan una ten-
dencia internacional en este tipo de imposición y/o su actuación no 
hace sino constatar las deficiencias legales estructurales del actual 
ISD (y del ya extinto IP, tal y como demostramos en la sección 5).
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Descentralización fi scal y transferencias intergubernamentales: la política 
regional europea y las Comunidades Autónomas

1. Introducción 

La política de cohesión diseñada por la 
Unión Europea ha contribuido durante 
las últimas décadas de un modo muy 
activo a incentivar el crecimiento eco-
nómico. Los recientes acontecimientos 
que afectan a la Unión Europea pueden 
desencadenar la revisión de algunos de 
los principios que rigen la política de 
cohesión, con el objetivo de mantener 

su efectividad en el largo plazo. Uno de 
los principales desafíos a afrontar es la transición de una política de 
cohesión diseñada para una Europa más grande, y especialmente, 
más diversa en términos económicos, tras las recientes ampliacio-
nes de la Unión. La reciente crisis económica, además, hará que en 
los próximos años se acentúen las presiones para la consolidación 
de las fi nanzas públicas en todos los niveles de la administración. 
En este escenario, es de vital importancia que los instrumentos que 
conforman la política de cohesión funcionen de un modo efi ciente 
en el largo plazo.

Uno de los aspectos que tendrá que ser abordado, y el objeto 
de discusión de este estudio, es el papel que habrán de tener en 
la futura política de cohesión los diferentes niveles de federalis-
mo fi scal presente en los Estados Miembros. En concreto, este 
estudio se centra en los programas pertenecientes a las políti-
cas estructurales1 que persiguen el incremento de la inversión 
en actividades vitales para el crecimiento económico. En con-
secuencia, nos centramos solamente en aquéllas políticas cuyo 
objeto es estimular la inversión pública y tratamos de evaluar si 
el nivel de federalismo fi scal de los países miembros puede ser 
relevante para la efi cacia de dichas políticas.

Ambas problemáticas, la descentralización fi scal y las transferencias 
intergubernamentales de la UE, han sido abordadas exhaustiva-
mente en numerosos estudios aplicados. En la mayoría de dichos 
casos, los esfuerzos se han centrado fundamentalmente en estimar 
el efecto de dichas políticas sobre el crecimiento económico. Muy 
recientemente, algunos estudios han examinado también el impac-

1  De acuerdo con la nomenclatura de la Comisión Europea, el término 
“fondos estructurales” engloba los cuatro fondos que conforman la políti-
ca regional (FEDER, FSE, FEOGA Garantía, IFOP) mientras que el término 
“acciones estructurales” incluye además el fondo de cohesión. En este 
artículo utilizamos indistintamente ambos términos. 

to que pueden tener dichas políticas sobre la distribución del gasto 
público. No conocemos, sin embargo, ningún trabajo aplicado que 
trate de estudiar el efecto de ambas políticas sobre la distribución 
del gasto de manera simultánea.

La teoría económica, por su parte, también ha acostumbrado a 
estudiar las problemáticas de la descentralización fi scal y las trans-
ferencias intergubernamentales de manera independiente. 

Sin embargo, algunos estudios recientes ya ponen de manifi es-
to la importancia que puede tener la autonomía fi scal de los 
gobiernos subvencionados mediante transferencias interguber-
namentales. Los resultados, si no totalmente contradictorios, al 
menos no arrojan conclusiones equivalentes. 

Volden (2007), por ejemplo, desarrolla un modelo basado en 
un juego resuelto mediante inducción recurrente y equilibrio 
perfecto en subjuegos en el cuál, políticos elegidos democráti-
camente en gobiernos nacionales y regionales, compiten entre 
ellos para obtener subvenciones que fi nancien gasto en bie-
nes y servicios públicos. El autor concluye que el efecto de las 
transferencias intergubernamentales depende de la capacidad 
del gobierno subvencionado para incrementar sus impuestos de 
manera efi ciente. Los gobiernos con mayor “efi ciencia impositi-
va2” experimentan una mayor expulsión debido a la subvención, 
lo cuál implica que dicha subvención sería menos efi ciente en 
su objetivo de incrementar el gasto público en una política de-
terminada. 

Kappeller (2007) construye un modelo con tres niveles de adminis-
tración pública y subvenciones ligadas3 diseñadas con el objeto de 
incrementar la inversión pública, y así compensar las externalidades 
producidas por las políticas de redistribución. Este modelo está di-
señado de una manera más específi ca para replicar la política de 
cohesión europea y se centra en el comportamiento de la inver-
sión pública. Las conclusiones del trabajo son, al contrario que el 
modelo anterior, que los gobiernos subvencionados realizarían una 
inversión inefi cientemente baja cuando su autonomía fi scal está 

2  El autor defi ne efi ciencia impositiva como la capacidad que tiene el go-
bierno subvencionado para alterar sus ingresos impositivos. Es de esperar 
que dicho concepto esté ligado, y pueda representar, a la autonomía fi scal 
de dicha administración.

3  O lo que popularmente conocemos como copago. Las subvenciones se 
conceden a condición de que la administración subvencionada aporte un 
porcentaje del gasto proveniente de su propio presupuesto. 

Juan González Alegre 
Universidad Pablo de Olavide
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restringida. Este problema se acentuaría especialmente en las regio-
nes más ricas. Además, las restricciones en la autonomía fiscal pro-
vocarían que el nivel de trasferencias intergubernamentales entre 
los niveles de la administración más cercanos al ciudadano también 
fuese inferior al óptimo. 

La teoría económica, probablemente necesita de mayor eviden-
cia empírica para refinar los modelos. Pero igualmente, las ad-
ministraciones públicas y la sociedad en su conjunto, necesitan 
dotarse de mejores instrumentos para evaluar los resultados de 
las diversas políticas. Basándonos en los principios de las accio-
nes estructurales –excluyendo el FSE- que están diseñadas con 
el objeto de “promover la inversión en políticas vitales para el 
crecimiento económico”, el presente estudio trata de demostrar 
que la efectividad de dichas políticas dependerá del nivel de des-
centralización fiscal existente en el país o región de aplicación. 
Esta conclusión implicaría que las reformas que diseñen las ac-
ciones estructurales del futuro, debieran tener en consideración 
el nivel de federalismo fiscal de los estados miembros que las 
reciben. La política de “talla única” que tan buenos resultados ha 
dado en estos años, podría ser perfeccionada para servir a una 
Unión Europea más grande y heterogénea y en un escenario 
más exigente en el cuál se exijan más rendimiento de dichas 
políticas, y a un menor coste. 

La España de las Autonomías es, probablemente, el mejor ejem-
plo de implementación simultánea de ambas políticas. España, 
a la vez que ha experimentado un proceso importante de 
descentralización fiscal, se ha beneficiado enormemente de las 
acciones estructurales. Ambas políticas, además, han afectado de 
manera asimétrica e independiente a las distintas Comunida-
des Autónomas. Asimétrica, dado que las competencias que se 
han asumido por las diferentes autonomías no son idénticas ni 
se han asumido al mismo ritmo; e independientes, en tanto en 
cuanto la distribución de los fondos estructurales en España no 
está relacionada con las políticas descentralizadoras. 

2. La descentralización fiscal y la política regio-
nal en España

Nuestro estudio aplicado se referirá al periodo 1993-20044. Exis-
ten diversos estudios5 que abordan de manera más detallada el 
proceso de descentralización fiscal en España y la introducción de 
los fondos estructurales en la economía regional española. En este 
apartado, analizaremos las principales características que describen 
la dinámica de la política fiscal a nivel regional en la España reciente 
y, más concretamente, en lo referente en las dos problemáticas ob-
jeto de estudio: la descentralización y los fondos estructurales. 

El proceso actual de descentralización en España comenzó tras la 
aprobación de la Constitución de 1978. La Constitución centra las 
bases del “Estado de las Autonomías”, que serán las principales be-
neficiarias. Las competencias asumidas por las distintas autonomías 
dependerá de sus respectivos Estatutos de Autonomía. El proceso 
constituyente de las Comunidades Autónomas finaliza en 19836. Las 
Comunidades Autónomas se corresponden con la denominación 
NUTS 2, conforme a la nomenclatura de la Comisión Europea. 

Simultáneamente, el volumen del sector público español se incrementa 
de manera notable y pasa, de representar un 30% del PIB a finales 
de los setenta, a casi el 50% en la actualidad. Dicho crecimiento ha 
afectado, sobre todo, a las Comunidades Autónomas. De acuerdo con 
el Gráfico [1], las Autonomías españolas pasan de representar el 17% 
del gasto público español en 1995 a rondar el 30% en la actualidad, 
mientras que el sector local y provincial ha crecido apenas dos puntos 
porcentuales. 

4  Aunque los fondos estructurales, tal y cómo los conocemos hoy, comien-
zan en 1989, nuestra muestra comienza en 1993 debido a la falta de series 
temporales homogéneas sobre las transferencias. El último año es 2007 
debido a la disponibilidad de datos. 

5  Molero (2002) sobre descentralización y gasto púbico. Pardo García 
(2003) sobre fondos estructurales.

6  Excepto en lo referente a los estatutos de las Ciudades Autónomas de 
Ceuta y Melilla.

Gráfico 1.  Participación de los niveles de la administración  en el gasto público. 1995-2008
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Gráfico 3.  Evolución de la inversión pública en España y países de su entorno. 1995-2007
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Fuente: Eurostat, Government Finance Statistics.

En el Gráfico [2] se observa una comparativa del nivel de federa-
lismo fiscal en España con el de otros países de su entorno econó-
mico. La descentralización española no representa la evolución de 
una tendencia internacional. 

El comportamiento de la inversión pública en España tampoco pa-
rece corresponderse con el de los países de su entorno. La inver-
sión pública en España ha crecido considerablemente en los últimos 
años, tanto en porcentaje del PIB como en términos per cápita 
(Gráfico [3]).

El nivel de Autonomía de cada Comunidad no es idéntico. Cada 
región se rige por su propio Estatuto de Autonomía, que le atribuye 
competencias específicas. En la Constitución Española, se distingue 
entre dos tipos de Autonomías en función de su nivel de com-
petencias a priori: Las llamadas “Comunidades Históricas”, son las 
Comunidades con un nivel de autonomía alto y están recogidas por 
el artículo 143. El resto, las Comunidades con un nivel de autono-
mía bajo, están recogidas en el artículo 151.  Aunque en principio 
estaban diseñadas para disfrutar de un nivel de autonomía fiscal 
más limitado, como vemos en el Gráfico [4], su nivel de autonomía 

Gráfico 2. Ratio del gasto público regional y provincial con respecto al sector público. 1995-2007
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fiscal se ha acercado bastante al de las Comunidades con un nivel 
de autonomía alto en los últimos años. 

Este ratio, está formado por el coeficiente entre el gasto per capital 
a nivel autonómico sobre el gasto per cápita del gobierno central. 
El ratio es un indicador de la autonomía fiscal de cada Comunidad, 
aunque presente algunas deficiencias. La más importante, podría ser 
precisamente la dependencia de la medida de alternaciones fiscales 
del gobierno central. 

El Gráfico [5], por su parte, muestra el nivel de transferencias de 
capital de la Unión Europea a ambos grupos de Comunidades Au-
tónomas. Podemos observar que no hay diferencias sistemáticas 
en el comportamiento de las transferencias, derivado de que entre 
ambos grupos de Comunidades Autónomas no hay diferencias sig-
nificativas de desarrollo económico ni los grupos son representati-
vos de agrupaciones geográficas. 

Finalmente vemos como, paralelamente, el comportamiento de la 
inversión dentro del presupuesto público de los dos grupos de 

Gráfico 4. Ratio de Descentralización. El gasto público per capita a nivel  autonómico sobre central. 1993-2007
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Gráfico 5.  Transferencias de Capital desde la UE a las Comunidades Autónomas. 1993-2007 
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Autonomías ha sido bastante diferente. De la comparación entre 
los Gráficos [4] y [6] se pudiera interpretar que exista una relación 
entre inversión y autonomía fiscal. La inversión del estado central, 
además, , se ha mantenido bastante estable durante este periodo. 
En el presente estudio, pretendemos abordar hasta qué punto, la 
autonomía fiscal afecta al mecanismo mediante el cual los Fondos 
Estructurales afectan a la inversión pública. Esto es, si los datos re-
presentados en el Gráfico [5] afectan a la relación existente entre 
los Gráficos [4] y [6].

3. Fuentes de datos y principales resultados

3.1 Fuentes de datos

En el presente estudio se ha estimado un modelo datos de panel, 
aplicado a datos regionales de las Comunidades Autónomas espa-
ñolas para el período 1993-2007. 

Los datos han sido extraídos de varias bases de datos públicas. La 
más importante ha sido la base de datos “liquidación de presupues-
tos de las Comunidades Autónomas”, publicada el Ministerio de 
Economía.  Otras series han sido extraídas de Eurostat y el Instituto 
Nacional de Estadística.

El estudio pretende estimar si la relación que existe entre los fon-
dos estructurales (EUSF) y la inversión pública, se ve afectada por 
el nivel de autonomía fiscal de la Comunidad Autónoma que reci-
be los fondos. Los fondos estructurales, al menos a priori, son un 
determinante de la inversión pública, especialmente en tanto en 
cuanto funcionan con el sistema de copago. Pero dicha relación, 
podría diferir entre las regiones con un alto nivel de autonomía 
fiscal y las que apenas tienen competencias, tal y cómo sugiere la 
teoría económica. 

Así, la inversión pública, expresada como porcentaje del PIB es la 
variable dependiente objeto de nuestro estudio. Entre las variables 
explicativas se encuentre la variable que representa las transferen-
cias de capital de la UE a las Comunidades Autónomas que repre-
senta a los fondos estructurales y que llamamos EUSF. 

En algunas estimaciones se incluye también un indicador del nivel de 
autonomía fiscal alcanzado por cada Comunidad Autónoma, “DEC”. 
Este indicador está construido como el ratio entre gasto público per 
capita autonómico y nacional7. Este método para aproximar el nivel 
de autonomía fiscal es bastante usado en la literatura relevante, pero 
no está exento de polémicas. Martínez-Vázquez y McNAB (2005) 
incluye una interesante introducción a la controversia. 

El resto de variables de control se han seleccionado en base a las 
experiencias de estudios anteriores que abordan los determinantes 
de la inversión pública, teniendo en cuenta que la naturaleza de 
nuestros datos es regional mientras que la mayoría de estos estu-
dios se refieren a datos a nivel nacional.  Las variables tenidas en 
cuenta han sido el consumo público, la inversión privada, el creci-
miento de la población, el crecimiento del PIB y la inversión pública 
de la administración central regionalizada. 

3.2 Principales resultados

Se han seguido tres estrategias metodológicas para profundizar en 
la relación entre la inversión pública, los FFEE y la autonomía fiscal:

a.  Agrupación de datos en función de la autonomía fiscal
En primer lugar, la estrategia ha seguir ha sido la división de la mues-
tra en dos grupos que representen dos niveles de autonomía fiscal. 

7  Los datos necesarios para construir el ratio han sido extraídos de la base de 
datos del sector público español BADESPE, publicada por el Ministerio de 
Economía. 

Fuente: “Liquidación del presupuesto de las CCAA”.

Gráfico 6. Participación de la inversión en el gasto público autonómico. 1993-2007
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Para esto se han seguido dos criterios alternativos. El primero ha 
consistido en dividir la muestra de acuerdo con el estatus que las 
Comunidades Autónomas tienen en la Constitución Española, así 
queda formado un grupo con las 10 Comunidades Autónomas re-
cogidas en el artículo 151 mientras que en el otro grupo quedarán 
las Comunidades del 143. 

El segundo criterio seguido para dividir la muestra, ha sido de acuer-
do a la evolución temporal de la autonomía fiscal. Si observamos el 
Gráfico [4], podemos ver que, aproximadamente en el año 2000, 
se puede establecer un punto de salto antes y después del cual 
ambos grupos de CCAA siguen teniendo un nivel de autonomía 
diferente, pero estable en el tiempo. Hasta el año 2000 todas las 
Comunidades Autónomas gozan de un nivel relativamente estable, 
e inferior, de autonomía. Desde el año 2000, la autonomía crece a 
un ritmo moderado y es notablemente mayor que en el  periodo 
anterior, en ambos grupos. 

Los resultados de estimar los determinantes de la inversión privada 
en ambos casos no dejan lugar a dudas. El impacto de los FFEE en 
la inversión pública es siempre significativamente mayor en el grupo 
con menor nivel de autonomía fiscal. De acuerdo con el primer cri-
terio, para las CCAA del 151 se estima un coeficiente significativa-
mente positivo mientras que para las CCAA del 143 los niveles de 
significación son bastante pobres. Paralelamente, la estimación para 
todas las CCAA para el periodo 1993-1999 arroja coeficientes sig-
nificativamente mayores que para el periodo 2000-2007, en el cuál 
todas las comunidades gozan de mayor nivel de autonomía fiscal. 

b. Término de interacción
En segundo lugar, introducimos la variable “autonomía fiscal”, o 
DEC, para poder capturar el efecto deseado en un panel con todos 
los datos. Para ello se hace necesario la introducción también de un 
“termino de interacción” entre las dos variables, DEC y FFEE.

El término de interacción tiene el objeto de capturar el efecto con-
junto de dos variables. Los FFEE estimulan la inversión pública ya 
que están diseñados mediante el sistema de copago. Por su parte, la 
autonomía fiscal también incentiva la inversión pública a nivel regio-
nal, ya que incrementa el tamaño de la administración. El efecto de 
FFEE en la inversión pública podría también venir determinado por 
el nivel de DEC, y eso es lo que recoge el término de interacción. 
En nuestro caso, dicho término se ha construido como el producto 
de ambas variables: FFEE* DEC.

Nuestras estimaciones arrojan un coeficiente negativo asociado 
al término de interacción en todos los modelos propuestos. Esto 
significa que, por ejemplo para un nivel de descentralización deter-
minado, el impacto de un incremento de los FFEE en la Inversión 
pública vendría determinado por la suma del coeficiente que acom-
paña a la variable FFEE más el término de interacción multiplicado 
por DEC. Al ser negativo, un mayor nivel de descentralización fiscal 
implicaría un menor efecto de los FFEE en la inversión pública. 

Este segundo resultado viene a confirmar las conclusiones del pri-
mer ejercicio, en el cuál se subdividía la muestra en dos subgrupos, 
y es que la eficacia de los fondos estructurales, en cuanto a su 
objetivo de incrementar la inversión pública, es menor en las comu-
nidades con un mayor nivel de autonomía fiscal. 

c. Ecuaciones simultáneas
Por último, nuestros esfuerzos se centran en averiguar si nuestras 
variables se pudieran determinar en un sistema de ecuaciones si-
multáneas, y si dicha situación pudiera incluir información adicional 
a lo ya estudiado. 

Hasta ahora hemos estimado una causalidad unidireccional que 
hace que la variable FFEE determine inversión pública y no al re-
vés8. No es difícil imaginar que ambas variables puedan ser deter-
minadas simultáneamente en un sistema de relaciones en el cual las 
dos variables tienen un impacto simultáneo sobre la otra. De algún 
modo, las decisiones y los pagos relativos a la distribución anual de 
los FFEE y la inversión pública forman parte de procesos de toma 
de decisiones íntimamente relacionados. 

Para estudiar dicha posibilidad, construimos y estimamos un mode-
lo de dos ecuaciones simultáneas en las cuales la inversión pública y 
los FFEE son las dos variables dependientes y, a la vez, explicatorios 
en la ecuación “contraria”. Una serie de variables de control, entre 
las que se encuentra el nivel de autonomía fiscal, DEC, acompaña a 
cada una de las ecuaciones. Alguna de las variables de control están 
presentes en ambas ecuaciones, aunque esto no es estrictamente 
necesario ya que pueden existir variables que afecten tan solo a 
inversión pública y no a FFEE, o viceversa. 

En el estudio se estiman varios modelos ya que se consideran 
diversas posibilidades que describan la endogeneidad de las va-
riables. En todos ellos se estiman resultados bastante similares. 
En primer lugar, reseñar que los niveles en los que se estima el 
impacto de FFEE en la inversión pública son bastante similares a 
los estimados en los apartados anteriores, como era previsible. 
En segundo lugar, se observa un impacto significativo, pero mu-
cho menor, de la inversión pública en los FFEE. Revelando, que la 
disponibilidad para invertir de las CCAA también influye en las 
decisiones de distribución de los FFEE. 

Finalmente, estimamos un coeficiente negativo asociado a DEC 
como determinante de los FFEE, lo cual revela que un mayor 
nivel de autonomía fiscal de las comunidades, un nivel idéntico 
de inversión pública,  se lleva a cabo con una disponibilidad me-
nor de FFEE. Dicho coeficiente podría venir determinado por el 
hecho de que la asunción de nuevas competencias que estarían 
relacionadas con políticas que no son elegibles para los FFEE. En 

8  Aunque en nuestras estimaciones anteriores habíamos utilizado metodo-
logía que tiene en cuenta la posible causalidad en la dirección opuesta, es 
decir de inversión pública a FFEE, la extensión de dicha relación causal no 
había sido estimada. 
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cualquier caso, independientemente de las causas que pueden 
originar el coeficiente, pero en cualquier caso está relacionado 
con el hecho de que los fondos estructurales pierden eficiencia 
cuanto mayor sea el nivel de autonomía fiscal de los estados 
miembros.

Cabe reseñar también que si estimamos el modelo para los dos 
grupos de Comunidades Autónomas: aquéllas con un nivel de au-
tonomía frente a las que presentan un nivel bajo de autonomía, el 
grado de significación de la inversión pública como determinante 
de los fondos estructurales recibidos es notablemente menor para 
las comunidades con un nivel alto de autonomía. Significando esto, 
que estas regiones podrían experimentar una menor eficiencia de 
los fondos estructurales precisamente porque el mecanismo de 
condicionalidad –o de copago– no está funcionando adecuada-
mente. 

4. Resultados previos

En este apartado, presentamos una breve revisión de los estudios 
empíricos relacionados con las problemáticas objeto de estudio: 
los fondos estructurales y la descentralización fiscal. No se cono-
cen estudios aplicados que traten ambas políticas de manera con-
junta, sin embargo existe una gran variedad de trabajos que las 
abordan por separado, incluso tratando datos procedentes de la 
economía española.  

4.1 Descentralización

Los primeros estudios sobre descentralización fiscal han examina-
do, tradicionalmente, la relación existente entre descentralización 
fiscal y crecimiento económico. Los resultados no ha sido unáni-
mes, ya que algunos estudios concluyen que la descentralización 
fiscal incentiva el crecimiento económico9, mientras que otros es-
tudios concluyen que dicha relación es irrelevante10 o incluso en la 
dirección opuesta11. Thiessen (2003) concluye que existe un nivel 
de descentralización optimo, por debajo del cual mayor federa-
lismo fiscal incentiva mayor crecimiento y por encima del cuál la 
relación sería la opuesta. 

Con datos de la economía española, Carrion-i-Silvestre et al. (2008) 
demuestra que existe una relación positive entre descentralización 
fiscal y crecimiento para las Comunidades Autónomas con un nivel 
de autonomía alto, y que dicha relación es negativa en las comuni-
dades con un nivel de autonomía bajo. Esteban (2006), sin embar-
go, concluye un efecto positivo para las comunidades con un nivel 
de autonomía bajo. Gil-Serrate y López-Laborda (2005) concluyen 
un impacto positivo cuando la descentralización está referida a la 

9 Limi (2004).
10 Xie, Davoodi and Zou (1999).
11  Zhang y Zou (1998). Davoodi y Zou (1998). Thornton (2006).

autonomía fiscal impositiva. Pérez y Cantarero (2006), finalmente, 
no encuentran significativa la relación entre descentralización y cre-
cimiento económico en las CCAA españolas. 

Algunos estudios tratan de estudiar la relación de la descentraliza-
ción fiscal con otras variables12. La rama de esta literatura que se 
acerca más a este estudio serían los estudios que tratan de abordar 
el impacto de la descentralización fiscal en la distribución del gasto 
público. Así, encontramos algunos estudios como Arze, Martínez-
Vázquez y McNab (2005), quiénes encuentran evidencia de que la 
descentralización fiscal incrementa el porcentaje de gasto público 
dedicado a consumo. Paralelamente, en González-Alegre (2009) 
evidenciamos que el federalismo fiscal puede presionar a la baja la 
inversión pública a favor de otras partidas del gasto. Faguet (2004), 
sin embargo, encuentra que la distribución del gasto público tras 
procesos de descentralización es más eficiente.

4.2 La política de transferencias 
intergubernamentales de la UE: los fondos 
estructurales

La política de cohesión de la UE, en la cuál se enmarcan los fon-
dos estructurales que estudiamos en el presente artículo, ha sido 
objeto de numerosos análisis críticos, en los últimos años. Especial-
mente, teniendo en cuenta que el mapa de regiones objetivo de 
dichas acciones ha cambiado muy poco a lo largo de los años de 
aplicación de las políticas. 

Existen numerosos artículos que arrojan conclusiones pesimistas 
sobre la eficacia de los fondos estructurales. Dall ‘Erba y Le Gallo 
(2003), por ejemplo, utilizan un modelo con efectos espaciales 
entre regiones para concluir que las regiones de la periferia en-
cuentran más dificultades para crecer precisamente por la menor 
eficacia de sus vecindad con otras regiones europeas, y que las 
acciones estructurales son incapaces de contrarrestar este efecto. 
Rodríguez-Pose y Fratesi (2004), interpretan que el fallo en la 
eficacia de los Fondos Estructurales viene del excesivo énfasis 
que éstos ponen en el desarrollo de infraestructuras, dejando 
de lado otro tipo de políticas que también pueden contribuir al 
crecimiento. 

Pero también hay artículos que ponen en evidencia la utilidad de 
los fondos estructurales. Percoco (2005) estima que los fondos 
estructurales inducen un crecimiento importante en las regiones 
italiana, que depende además del comportamiento institucional 
de dichas regiones. Ederveen et al (2002) incluye un detallado 
análisis de los factores de crecimiento afectados por los fondos 

12  Tal y como la inflación (Treisman (2000), Rodden y Wibbels (2002)), la 
estabilidad macroeconómica (Martínez-Vázquez y McNab (2005)), el 
nivel de corrupción (Fisman y Gatti (2000) o el nivel de participación 
política (Huther y Shah (1998)).
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Tabla 1. Federalismo fiscal y fondos estructurales en España: principales resultados

Autor/es 
(año)

Problemática  
analizada

Cobertura de 
datos

Metodología Principales resultados

Alvárez, Arizaga 
y Aparicio 
(2000)

El impacto dela 
descentralización 
fiscal en el tamaño 
del sector público.

Sector público 
español a nivel 
regional, 1993

Estimación de un modelo 
para datos transversales.

La descentralización fiscal tiene un efecto 
negativo en el tamaño del sector público.

Molero (2002) Gasto público y 
federalismo fiscal 
en España.

Administraciones 
públicas 
españolas,  
1988-1998

Estadísticas descriptivas. La descentralización fiscal está más 
relacionada con política que afectan a la 
intervención económica en las regiones 
con un nivel de autonomía bajo, mientras 
que en las regiones con un nivel de 
autonomía alto atañe más a políticas 
relacionadas con la redistribución.

De la Fuente 
(2003)

El impacto de 
la política de 
cohesion de la 
UE en las regiones 
españolas Objetivo 1.

Datos a nivel 
regional para 
España, 
1994-2006

Estimación mediate 
datos de panel de un 
modelo de crecimiento y 
calibración del impacto.

Los FFEE añaden un punto porcentual al 
crecimiento anual de la producción, y 0.4 
puntos porcentuales al del empleo.

Pardo García 
(2003)

Política de 
cohesión europea 
en las regiones 
españolas.

CCAA, 
1988-1999

Análisis descriptivo de 
los marcos de apoyo 
comunitarios.

Las regiones más débiles han incrementado 
su nivel de infraestructuras, pero persisten 
notables diferencias en lo relativo a la 
capacidad de innovación, economía de la 
información y capital humano.

Farrell (2004) Efecto de la política 
de cohesión 
europea en las 
economías española e 
irlandesa.

Datos a nivel 
nacional, 
1990-2000

Estadísticas descriptivas. Los FFEE contribuyeron al crecimiento, 
en mayor medida en Irlanda. En España 
las disparidades regionales incluso se 
incrementan. Los factores institucionales 
parecen jugar un paper importante en la 
menor eficiencia.

Sosvilla Rivero 
(2005)

Impacto de 
los fondos 
estructurales en 
crecimiento y empleo.

Regiones 
españolas 
objectivo 1, 
1989-2006

Adaptación del modelo 
HERMIN a las regiones 
españolas (estimado 
efectos de oferta y 
demanda de los FFEE).

Incremento medio de 0.56 puntos 
porcentuales en las tasas de crecimiento, 
incremento medio de 425 euros per cápita 
de la producción. Incremento de 1.46 
puntos porcentuales en el empleo

Pérez González 
y Cantarero 
Prieto (2006)

Descentralización 
fiscal y crecimiento 
económico.

Datos regionales 
España, 
1986-2001

Modelo para datos de 
panel estimado usando 
efectos fijos y variables 
instrumentales.

El impacto de la descentralización fiscal en 
el crecimiento económico es insignificante.

Gil-Serrate y 
López-Laborda 
(2005)

Descentralización 
impositiva 
y crecimiento 
económico.

Datos regionales 
y nacionales 
España, 
1980-1997

Calibración de un 
modelo de crecimiento 
que interioriza la 
autonomía impositiva.

Un incremento de la autonomía impositiva 
de los niveles subnacionales de la 
administración podría incrementar el 
crecimiento económico.

Carrion-i-
Silvestre, Espasa 
y Mora (2008)

Contribución de la 
descentralización 
fiscal al crecimiento 
económico.

Datos regionales 
de España, 
1964-2000

Modelo para datos 
de panel estimado 
por el método de los 
momentos generalizados.

En las comunidades con alto nivel de 
autonomía, la descentralización ha afectado 
positivamente al crecimiento económico, 
mientras que en las comunidades con un 
nivel de autonomía bajo se concluye el 
efecto opuesto.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos consultados en los estudios citados.
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estructurales. En realidad, los resultados de unos y otros no son 
divergentes ya que los estudios pesimistas ponen énfasis en la 
lentitud del proceso de convergencia mientras que los trabajos 
más optimistas son los que estiman la contribución al crecimiento 
económico.

También hay numerosos estudios que se centran el el caso particu-
lar español. De la Fuente (2003) concluye que los fondos estructu-
rales han añadido alrededor de un punto porcentual al crecimiento 
económico en las regiones objetivo 1, y alrededor de 0.4 puntos 
porcentuales al crecimiento del empleo. Sosvilla-Rivero(2005) es-
timan valores ligeramente más alto para ambos coeficientes. Lima 
y Cardenete (2007) pone de manifiesto la importancia del efecto 
a largo plazo. Pardo-García (2003) sugiere que se mejore la con-
tribución de los fondos estructurales al capital humano, mientras 
que Farell (2004) pone de relieve cómo la cualidad institucional 
puede afectar en gran manera a la contribución de los FFEE al 
crecimiento. 

En el presente trabajo nos centramos en la relación de los fon-
dos estructurales con la distribución del gasto (en concreto con 
la inversión pública) ya que uno de los objetivos declarado de los 
fondos estructurales –con la excepción del FSE- es la de incremen-
tar la inversión en políticas que afecten al crecimiento. Los estudios 
consultados sobre los fondos estructurales no abordan su relación 
con la inversión pública. Existen numerosos estudios aplicados a 
otro tipo de transferencias intergubernamentales –la mayoría uti-
lizando datos de los Estados Unidos- que abordan dichas proble-
máticas. Dichos estudios13 han servido de base para construir los 
modelos estimados aquí. 

La tabla 1, nos muestra las conclusiones más relevantes de algunos 
de los estudios más recientes centrados en la descentralización 
fiscal y el impacto de los fondos estructurales en la economía re-
gional española. 

5. Conclusiones

El impacto y la eficacia de las acciones estructurales diseñadas por 
la Unión Europea con el objeto de estimular el crecimiento sos-
tenido en la Europa de las regiones puede depender del nivel de 
federalismo fiscal de los estados miembros. En este estudio, nos 
centramos en el caso particular de aquéllos fondos estructurales 
cuyo objetivo es incrementar la inversión pública.

España ha experimentado un proceso de descentralización fiscal 
en los últimos años y, simultáneamente, ha recibido un importante 
volumen de fondos estructurales. Debido a la heterogeneidad de 
los niveles de desarrollo y de los estatus políticos de las diferentes 
Comunidades Autónomas, ambos procesos han afectado a las re-

13  Sobre los cuáles se puede encontrar mas información en González-
Alegre (2008).

giones españolas de modo asimétrico. Estas condiciones propician 
que España sea el escenario ideal para analizar el papel de la des-
centralización fiscal en el impacto de los fondos estructurales. 

Este estudio evalúa el grado en que el nivel de autonomía fiscal 
de un nivel de la administración regional puede afectar al impacto 
que las transferencias recibidas mediante los fondos estructurales 
tienen en la inversión pública. Para ello, construimos y estimamos 
un modelo para datos de panel usando datos de la economía es-
pañola a nivel regional para el periodo 1993-2007. 

El estudio revela que el impacto de los fondos estructurales es 
menor a medida que se incrementa el grado de autonomía fiscal, 
medido como el coeficiente entre gasto público per capita a ni-
veles regional y nacional. Esto es, los fondos estructurales pierden 
eficacia a medida que España se descentraliza. En gran medida, este 
fenómeno ha de estar relacionado también al hecho de que las 
regiones más descentralizadas parecen experimentar más dificulta-
des para obtener financiación mediante los fondos estructurales. Al 
menos, eso parece sugerir los resultados del modelo de ecuaciones 
simultáneas estimado tras observar los primeros resultados. 

De las conclusiones del estudio se pone de manifiesto la necesidad 
de que las futuras reformas de la política de cohesión de la Unión 
Europea internalicen las diferencias en los niveles de federalismo 
fiscal presente en los estados miembros, así como las diferentes 
competencias y estatus legales que  definen a las regiones que 
reciben dichas transferencias. Existe una Unión Europea cada vez 
más heterogénea en términos de política regional, y los fondos es-
tructurales deberían responder adaptándose a esta nueva realidad. 
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Empresas públicas autonómicas: un gobierno a la sombra del gobierno

1. Introducción

Las exigencias de disciplina presupuestaria emanadas del Pacto 
de Estabilidad y Crecimiento y de la normativa de estabilidad 
presupuestaria (NEP) en España han avivado en los últimos años 
ciertas prácticas de gestión pública, ideadas precisamente con el 
fin de eludir dichas regulaciones. Las Comunidades Autónomas 
(CCAA), en tanto que son el principal agente de gasto público en 
España, no han permanecido ajenas a este fenómeno y, antes bien, 
han sido auténticas protagonistas a la hora de diseñar, implementar 
y multiplicar mecanismos “innovadores” de financiación, por 
contraposición a los “tradicionales”, basados en el ahorro corriente, 
las transferencias de capital y el endeudamiento presupuestario.

En buena medida, el objetivo de las CCAA –y de otros niveles 
de gobierno- habría sido casi siempre el de diversificar sus 
fuentes de ingresos, asumiendo el menor coste financiero posible, 
minimizando el coste político de sus decisiones y, todo ello, con 
el fin último de seguir manteniendo una elevada capacidad de 
gasto. Esta “cuadratura del círculo”, lejos de ser una utopía, se ha 
demostrado factible, al menos desde el punto de vista estrictamente 
formal, puesto que se ha podido lograr un cumplimiento de las 
restricciones legales al endeudamiento, merced al desplazamiento 
del endeudamiento fuera del “perímetro de consolidación” de las 
Administraciones Públicas. Un instrumento muy habitual ha sido el 
de las empresas públicas, aunque en ocasiones la justificación para 
su creación haya venido más por la supuesta mejora en la eficiencia 
que por la elusión de la NEP. Hasta tal punto ha sido importante 
el crecimiento del sector público empresarial-institucional que en 
algunos casos ya se habla de “gobierno en la sombra” o “gobierno 
subterráneo” (underground government, según lo acuñado por 
Bennet y DiLorenzo, 1982). 

En sentido más amplio, la expresión de “gobierno subterráneo” se 
podría aplicar a toda una serie de estructuras creadas ex profeso 
para eludir determinadas restricciones legales y reglamentarias, lo 
que en España se conoce también desde hace tiempo como “huida 
del Derecho Administrativo”. En el ámbito concreto de la estabilidad 
presupuestaria este fenómeno implica el “desplazamiento” del 
endeudamiento fuera del presupuesto, con un evidente riesgo 
de pérdida de transparencia sobre determinadas operaciones, 
tal y como reiteradamente ha advertido la autoridad estadística 
europea (Eurostat). Un excesivo número de empresas públicas 
o mecanismos de colaboración público-privada, sin un adecuado 
control, puede también comprometer la sostenibilidad de las 
finanzas públicas a medio plazo. 

El objetivo de este trabajo es evaluar los mecanismos “innovadores” 
que están utilizando las CCAA para financiar sus inversiones, 
con especial atención a las empresas públicas. En la sección 2 se 
hace una descripción general de los recursos financieros de las 
CCAA, poniéndolos en contexto con la NEP. La sección 3 sintetiza 
las principales conclusiones de un estudio empírico desarrollado 
por los autores y, finalmente, la última sección del trabajo expone 
algunas recomendaciones generales de política económica.
 

2. Nuevos instrumentos de financiación 
frente a soluciones conocidas

2.1. Gasto creciente con recursos 
insuficientes

En los últimos años las CCAA han ido ampliando su espacio 
competencial, con un significativo incremento de los programas 
de gasto corriente, pero con una relevancia inversora fuera de 
toda duda. La formación bruta de capital del conjunto de las 
Administraciones Públicas ha seguido una tendencia creciente 
durante el periodo 1995-2008, situando el nivel agregado 
ampliamente por encima del 3% del PIB. La Administración Central 
ha abandonado su papel preponderante en favor de las CCAA, 
que ya son desde 1995 el principal agente inversor público en 
España1. A la vista de estos relevantes datos de inversión, resulta 
inmediato inferir que las CCAA han jugado un papel fundamental 
como impulsoras del crecimiento económico agregado en España.

1  Con la excepción de 1999, año en que las CCAA fueron ligeramente 
superadas por las Corporaciones Locales, según las cifras aportadas por 
la IGAE. 
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Como es sabido, la financiación de las inversiones descansa sobre 
tres pilares: ahorro corriente, transferencias de capital recibidas 
y endeudamiento. El primer recurso depende crucialmente del 
sistema de financiación autonómica, recientemente reformado para 
permitir una mayor autonomía financiera a las CCAA, ampliando 
sus cestas de tributos (50% de IRPF e IVA y 58% de los Impuestos 
Especiales de fabricación) y su capacidad normativa (aunque sigue 
siendo muy escasa en la imposición indirecta). Las transferencias 
de capital descansan sobre un criterio explícito de equidad entre 
territorios, tanto las provenientes de la Unión Europea (Fondos 
Estructurales y de Cohesión) como las nacionales (Fondo de 
Compensación Interterritorial). Bien es cierto que este modo 
de proceder es consustancial al principio de solidaridad, pero 
también puede haber frenado ciertas inversiones autonómicas en 
los territorios más desarrollados (los que están poco beneficiados 
por transferencias de capital), incentivando en este caso el 
recurso a la deuda, no ya sólo como un instrumento de equidad 
intergeneracional (Musgrave, 1959), sino también por motivos de 
suficiencia. En cualquier caso, después de 2013, las CCAA recibirán 
una cantidad de fondos europeos sustancialmente  menor a la que 
vienen recibiendo en el periodo 2007-2013.

El tercer recurso “tradicional”, el endeudamiento, quedó 
severamente condicionado con la NEP del año 2001, donde se 
consignaba el equilibrio presupuestario anual como una obligación 
para todos los niveles de gobierno en España. 

Los gobiernos se vieron forzados a restringir su endeudamiento, más 
allá del límite que el propio mercado financiero ya venía imponiendo 
mediante el mecanismo de tipos de interés y primas de riesgo. Con 
todo, si se evalúa la eficacia de la NEP atendiendo únicamente a su 
primer objetivo, se podría concluir que el resultado ha sido bastante 
satisfactorio, lográndose superávit agregado de las Administraciones 
Públicas en términos de Contabilidad Nacional y una de las menores 
ratios de deuda de toda la Unión Europea (2,2% y 36,2% del PIB en 
2007, respectivamente). Por el contrario, la NEP de 2001 adolecía de 
algunos defectos de diseño que dificultaban su aplicación práctica y 
suponían un potencial freno a las inversiones públicas por su marcado 
carácter procíclico. El equilibrio presupuestario anual superaba en 
exigencia al Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la Unión Europea, 
sin que además se tuviese en cuenta la situación presupuestaria y 
financiera de cada gobierno, lo cual introducía importantes agravios 
por diferentes comportamientos en el pasado. Asimismo, los rígidos 
procedimientos y los débiles mecanismos de rendición de cuentas y 
sanción eran otros puntos débiles de aquella primera normativa. 

Ante tal panorama, para evitar que las inversiones autonómicas 
pudiesen sufrir un importante retroceso y, con ello, el crecimiento 
económico se pudiese ver mermado, cabían varias posibilidades 
de política económica. La primera, pasaba por la modificación del 
sistema de financiación autonómica para facilitar el crecimiento 
del ahorro corriente, tal y como se ha hecho en 2009 en el 
sentido ya comentado. La segunda posibilidad descansaría sobre 
un sustancial incremento de los Fondos de Compensación 

Interterritorial, tratando de compensar la segura reducción de 
fondos europeos que perciben las CCAA, algo que a corto plazo 
parece bastante inviable. Una tercera posibilidad sería la reforma 
de la normativa de estabilidad presupuestaria, tal y como se hizo 
finalmente en 2006.

El objetivo de la NEP de 2006 ha sido el de flexibilizar determinadas 
exigencias y facilitar el recurso al endeudamiento, sin cuestionar 
el principio constitucional de autonomía y sin debilitar la eficacia 
de la disciplina presupuestaria. Como norma general, la estabilidad 
presupuestaria se definirá a partir de entonces como equilibrio 
o superávit a lo largo del ciclo económico, a lo que se suma 
la posibilidad de generar un déficit adicional específicamente 
destinado a financiar inversiones durante las fases menos 
favorables del ciclo económico (“regla de oro”). Todo ello permite 
un mayor margen de maniobra para que las CCAA –y el resto 
de gobiernos en España- puedan diseñar una presupuestación 
plurianual en función de sus necesidades y sus previsiones de 
ingresos. Como valoración general se podría afirmar que la 
NEP de 2006 mejora las posibilidades de acceso al crédito por 
parte de las CCAA y, por tanto, sus posibilidades de acometer 
nuevos proyectos. Sin embargo, todavía existen necesidades 
adicionales de gasto que podrían no quedar cubiertas por los 
tres recursos financieros tradicionales, siendo necesario explorar 
nuevos mecanismos e instrumentos que coadyuven a sostener un 
elevado nivel inversor y contribuyan a no violentar los objetivos 
de estabilidad presupuestaria.

Marlow y Joulfaian (1989) habían expuesto que los gobiernos 
siempre eligen las fuentes de financiación que presentan un 
menor coste relativo entre todas las opciones disponibles de 
ingresos. En este caso, lo menos “costoso” para las CCAA, 
tanto en términos económicos como políticos, no eran ni los 
ingresos tributarios (una subida de impuestos tiene un coste 
electoral evidente), ni las transferencias de otros gobiernos 
(decrecientes), ni el endeudamiento presupuestario (muy 
limitado por la NEP). Por todo ello, esa restricción institucional 
apremió a las CCAA a “innovar” con mecanismos financieros 
como los siguientes:

  Creación de organismos, empresas públicas y entes 
descentralizados, situados fuera del perímetro de 
consolidación de las Administraciones Públicas y, por 
tanto, con endeudamiento que no consolida con el de la 
Administración General.

  Fórmulas de colaboración público-privada, ya fuesen de 
carácter puramente contractual (por ejemplo, una concesión 
de obra pública) o institucionalizadas (articuladas a partir 
de una entidad creada ex novo, en la que participan la 
Administración Pública y el socio privado).

  Renegociación continua de la deuda a corto plazo por 
motivos de tesorería, convertida de facto en deuda a largo 
plazo y, en consecuencia, susceptible de incrementar el 
stock de deuda viva.
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  Déficit implícito en prácticas de infraestimación de gastos 
y/o excesivas previsiones de ingresos, que deviene en un 
déficit durante la fase de ejecución.
  Modificaciones de crédito incrementalistas que alteran el 
equilibrio del presupuesto inicial.

El protagonismo de la primera alternativa ha sido indudable, con 
un marcado protagonismo de las empresas públicas, a las cuales 
se dedica este trabajo2. La justificación para su creación se ha 
motivado muchas veces como mecanismo de mejora en la gestión 
pública, aprovechando ganancias de eficiencia derivadas de unos 
procedimientos más ágiles, desvinculados del Derecho Público, 
mucho más garantista que el Derecho Mercantil. Sin embargo, no es 
menos cierto que las empresas públicas han estado siendo utilizadas 
para centrifugar deuda, burlando las restricciones de la NEP. Esta es 
la principal hipótesis que se trata de contrastar este trabajo.
La cuestión relevante no es la forma jurídica de las empresas 
públicas, sino la determinación de su endeudamiento dentro 
o fuera del perímetro de consolidación, de acuerdo con los 
criterios del Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales 
(SEC-95). Eurostat (2002) ha establecido que sólo las “entidades 
institucionales públicas no orientadas al mercado” deben ubicarse 
dentro del perímetro de consolidación. Una determinada entidad 
será considerada como una unidad institucional si dispone de 
autonomía de decisión y de un completo sistema de cuentas. Para 
que sea una unidad institucional pública debe estar controlada de 
forma efectiva por la Administración Pública de origen, en el sentido 
que ésta disponga de capacidad para determinar la política general 
de la entidad. Finalmente, la entidad será una unidad institucional 
pública no orientada al mercado si sus funciones son la redistribución 
de renta o riqueza y, en los demás casos, si sus ingresos por ventas 
no alcanzan el 50% de los costes de producción, tomando el 
cómputo de varios ejercicios económicos. En todo caso, algunas 
agencias de calificación como Fitch Ratings (2003) han reconocido 
que el criterio del control efectivo tiene superioridad teórica sobre 
el criterio de los costes de producción, si bien en la práctica se 
utiliza más el segundo por la dificultad para delimitar hasta dónde 
alcanza el control efectivo, sobre todo en el caso de sociedades 
mercantiles dependientes.

Eurostat (2002) también establece que las inyecciones de capital 
público en las empresas o entidades públicas no tendrán impacto en 
el déficit público cuando sean consideradas como una transacción 

2  No hay un único concepto de “empresas públicas” y la terminolo-
gía está muy conectada con el país de referencia. En Estados Uni-
dos se usa el término Public Authority para referirse a una agencia 
cuasi-gubernamental  creada para un cometido específico.  Otras de-
nomina ciones son Etablissements Publics (Francia), Crown Agencies / 
Non-Departmental Public Bodies (Reino Unido), Eigenbetriebe (Alemania), 
Aziende con Personalita Giuridica Pubblica / Enti Pubblici non Economici (Ita-
lia), Stadtwerke (Austria) o Intercomunale (Bélgica). En España existen varios 
tipos de entidades públicas (administrativas, mercantiles o mixtas): Empre-
sas Públicas, Entes Públicos, Entidades Públicas Empresariales y Consorcios.

financiera. Esta circunstancia se produce cuando el gobierno que 
concede el capital recibe a cambio un activo financiero de igual 
valor. En cualquier otro caso, las inyecciones de capital en las 
empresas públicas deberían considerarse como una transferencia 
de capital con impacto directo en el déficit de las Administración 
Pública.

Fitch Ratings (2004) también ha explicitado los criterios que deben 
guiar la elaboración de los ratings de entidades dependientes, 
pretendiendo así separarlos con nitidez de los ratings referidos 
específicamente a la Administración General, evitando la emisión 
de erróneas señales de al mercado financiero. De otro modo, el 
mercado podría percibir una solvencia exageradamente elevada 
en las empresas públicas, dado el apoyo que le estaría dando el 
gobierno. Si esto ocurriese, habría un problema de riesgo moral, 
derivado de la percepción de una restricción presupuestaria blanda 
y la expectativa creíble de un rescate financiero (bailout). Fitch 
Ratings indica que esta situación se da en tres casos: (1) cuando hay 
una garantía universal e ilimitada para la empresa pública por parte 
del gobierno; (2) cuando la empresa pública se beneficia de una 
garantía específica por parte del gobierno (por ejemplo, limitada 
a una emisión de deuda en particular); (3) cuando el gobierno ha 
suscrito un compromiso formal con una empresa pública concreta. 
En estos tres casos, el rating de la empresa pública sería idéntico 
al del gobierno que la respalda. En cambio, ambos ratings podrán 
diferir si no hay tales garantías, en función del estatus legal e 
institucional, el grado de consolidación de las cuentas de la empresa 
pública, la importancia estratégica de los servicios que ésta presta 
y, finalmente, el control que ejerce el gobierno sobre la empresa 
pública (a mayor control efectivo, menor diferenciación entre los 
respectivos ratings).

Desde 2003 es obligatorio el mantenimiento de un inventario 
actualizado y detallado que contenga toda la información relevante 
sobre los organismos y empresas dependientes, a fin de que las 
autoridades del Instituto Nacional de Estadística, el Ministerio de 
Economía y Hacienda y el Banco de España puedan determinar el 
perímetro de consolidación con exactitud3. La NEP, tras la reforma 
de 2006, ha incorporado este planteamiento, ampliando tales 
exigencias de disponibilidad y difusión de información, en virtud 
del principio de transparencia y para evitar un falseamiento de los 
objetivos de estabilidad presupuestaria.

3  El inventario contendrá también información sobre las sociedades mercan-
tiles u otros entes en los que participen las CCAA junto a otras Adminis-
traciones Públicas o entidades privadas, aún cuando ninguna Comunidad 
Autónoma, individualmente considerada, ostente una posición de dominio, 
directa o indirecta, sobre la sociedad o entidad participada y siempre y 
cuando dicha entidad deba ser considerada pública, debido a que esté 
controlada mayoritariamente por el sector Administraciones Públicas en 
su conjunto.
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Tabla 1. Número de empresas públicas de las CCAA

CCAA ordenadas  
según número 
empresas públicas 
en 2006 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 1997-2006 % 1997-2006

Madrid 27 28 27 29 31 39 40 41 51 58 31 114,8

Aragón 14 20 19 20 20 30 31 33 44 45 31 221,4

Principado de Asturias 16 16 20 18 19 22 28 30 42 44 28 175,0

Cantabria 8 8 11 17 18 15 20 23 29 38 30 375,0

Illes Balears 13 14 14 13 15 16 16 23 29 36 23 176,9

Murcia 12 12 11 10 12 13 14 14 21 27 15 125,0

Extremadura 18 19 17 17 17 15 15 16 23 24 6 33,3

Castilla y León 12 12 11 11 10 11 12 12 16 19 7 58,3

Castilla-La Mancha 1 1 2 2 2 3 8 8 14 19 18 1.800,0

La Rioja 4 7 7 8 8 9 10 10 10 11 7 175,0

CCAA “vía lenta” 125 137 139 145 152 173 194 210 279 321 196 156,8

Cataluña 45 62 65 66 70 76 90 95 104 110 65 144,4

País Vasco 83 83 83 89 83 86 85 86 90 93 10 12,0

Andalucía 42 46 56 56 61 63 66 66 66 76 34 81,0

C. Valenciana 27 28 28 32 38 41 45 49 56 56 29 107,4

Navarra 31 31 30 29 29 30 30 31 36 40 9 29,0

Galicia 23 23 25 28 29 30 33 34 37 39 16 69,6

Canarias 30 31 31 30 31 29 31 31 34 34 4 13,3

CCAA “vía rápida” 281 304 318 330 341 355 380 392 423 448 167 59,4

Total CCAA* 406 441 457 475 493 528 574 602 702 771 365 89,9

* Incluye 2 empresas públicas de varias CC.AA. en 2006.
Fuente: IGAE, INE y elaboración propia.
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2.2. La realidad de los datos

Las CCAA han liderado el proceso de creación de empresas públicas 
dependientes en los últimos años, tal y como se comprueba en la 
tabla 1. Entre  1997 y 2006 han creado 365 nuevas empresas públicas, 
lo que supone casi un 90% de incremento relativo. La explicación 
a este crecimiento viene dada, primero, por el intenso proceso de 
transferencias de competencias desde la Administración General 
del Estado a las CCAA, especialmente en el ámbito de la sanidad 
y la educación, lo cual ha conducido a un despliegue institucional 
muy importante en las CCAA para gestionar estas áreas de gasto. 
El fenómeno opuesto se registra en la Administración Central, 
añadiéndose además el intenso proceso de privatizaciones llevado 
a cabo desde 1996 en adelante.

El simple análisis descriptivo establece algunas pautas básicas. Si 
se controla el efecto de la ampliación de competencias por las 
CCAA, podemos tener una primera aproximación del “efecto 
desplazamiento” de la deuda, desde la Administración Pública hasta 
las empresas públicas, situadas fuera del perímetro de consolidación. 
Para ello, se separan las CCAA en dos grupos: (1) CCAA de “vía 
rápida”, las que habían asumido las competencias de sanidad y 
educación entre 1981 y 1995; (2) CCAA de “vía lenta”, las cuales 
comenzaron a gestionar las grandes competencias a partir del 
año 2000 (educación) y de 2002 (sanidad). Cabe esperar que las 
CCAA del primer grupo ya hubiesen desplegado la mayor parte de 
su sector público empresarial antes de 2002 y, en todo caso, antes 
que las CCAA de “vía lenta”. Sea como fuere, esta distinción entre 

CCAA deja de tener sentido a partir de 2002, momento en el cual 
todas ellas se homologan en términos de competencias.
Los datos indican que el número de empresas públicas en las CCAA 
de “vía lenta” aumentó un 156,8% entre 1997 y 2006. En contraste, 
el número de empresas públicas en las CCAA de “vía rápida” creció 
en el mismo periodo un 59,4%, destacando claramente Cataluña 
(144,4%) y la Comunidad Valenciana (107,4%). Sin embargo, como 
muestra el gráfico adjunto, Cantabria, Navarra y el País Vasco son 
las CCAA que presentan los mayores niveles cuando se pone en 
relación el número de empresas públicas con la población.

Por ramas de actividad, según datos de la IGAE para 2006, destacan 
las empresas públicas dedicadas a gestión de infraestructuras, 
radiotelevisión, promoción empresarial y desarrollo económico 
regional. En los últimos años, además, han aumentado las empresas 
públicas en el ámbito de la sanidad, la educación y la promoción 
del I+D+i. El inventario que elabora el Ministerio de Economía y 
Hacienda, referido a 1 de julio de 2008, refleja que las sociedades 
mercantiles participadas mayoritaria o totalmente por las CCAA 
eran muy variadas, destacando las sociedades inmobiliarias, alquiler 
y servicios a empresas (20,4%), las de transporte, almacenaje y 
comunicaciones (15,4%, incluyendo las radiotelevisiones) o las de 
construcción (11,8%, incluyendo obras de ingeniería civil).

El fenómeno que se ha registrado en España, con especial virulencia 
en las CCAA, no es único en el mundo. Por ejemplo, el caso de 
EEUU es paradigmático, donde varios estudios concluyen que las 
restricciones legales al gasto, a la imposición o al endeudamiento 

Gráfico 1.  Empresas públicas por millón de habitantes (2006)
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Tabla 2. Deuda de empresas públicas de las CCAA (% PIB regional)

CCAA ordenadas  
según número  
empresas públicas 
en 2006 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

1994
2002

% 
2003
2008

Illes Balears 0,60 0,05 0,05 0,04 0,01 0,01 0,28 0,20 0,19 0,25 0,19 0,20 0,38 2,11 2,57 0,16 0,95

Castilla-La Mancha 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,09 0,21 0,26 1,77 1,76 2,14 2,24 1,99 1,86 2,27 0,26 2,04

Aragón 0,02 0,02 0,02 0,04 0,04 0,07 0,06 0,06 0,04 0,53 0,56 0,44 0,29 0,67 0,90 0,04 0,57

Principado de Asturias 0,13 0,17 0,18 0,22 0,16 0,18 0,09 0,10 0,12 0,15 0,08 0,31 0,45 0,76 0,67 0,15 0,40

Madrid 0,68 0,66 0,58 0,64 0,65 1,16 0,35 0,37 0,34 0,43 0,38 0,32 0,56 0,50 0,60 0,60 0,47

La Rioja 0,29 0,21 0,23 0,32 0,10 0,18 0,10 0,05 0,12 0,15 0,05 0,13 0,39 0,22 0,30 0,18 0,21

Castilla y León 0,11 0,11 0,09 0,06 0,13 0,14 0,05 0,05 0,06 0,07 0,09 0,08 0,07 0,10 0,16 0,09 0,10

Cantabria 0,07 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,07 0,06 0,08 0,09 0,09 0,09 0,15 0,14 0,14 0,03 0,12

Murcia 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,10 0,00 0,02

Extremadura 0,11 0,20 0,15 0,18 0,12 0,06 0,01 0,08 0,07 0,12 0,10 0,05 0,05 0,02 0,08 0,11 0,07

CCAA “vía lenta” 0,18 0,17 0,16 0,18 0,15 0,22 0,09 0,10 0,10 0,19 0,17 0,18 0,25 0,30 0,37 0,15 0,24

Cataluña 1,00 0,88 0,89 0,96 1,05 1,14 0,79 0,94 1,19 1,77 1,78 2,01 2,23 2,34 2,83 0,98 2,16

C. Valenciana 0,33 0,45 0,50 0,39 0,39 0,68 1,41 1,71 1,82 1,90 1,77 1,70 1,77 1,72 1,89 0,85 1,79

Navarra 0,20 0,16 0,17 0,12 0,14 0,24 0,22 0,45 0,48 0,39 0,39 1,03 0,87 1,39 1,57 0,24 0,94

País Vasco 0,18 0,05 0,03 0,03 0,03 0,04 0,19 0,14 0,32 0,69 0,74 0,63 0,58 0,83 0,81 0,11 0,71

Canarias 0,16 0,12 0,22 0,53 0,58 0,57 0,74 0,80 0,95 0,96 0,97 0,57 0,52 0,51 0,58 0,52 0,69

Galicia 0,37 0,02 0,02 0,02 0,02 0,02 0,05 0,04 0,03 0,04 0,04 0,04 0,35 0,44 0,54 0,07 0,24

Andalucía 0,25 0,24 0,24 0,24 0,22 0,23 0,22 0,16 0,15 0,12 0,12 0,10 0,09 0,11 0,13 0,22 0,11

CCAA “vía rápida” 0,37 0,28 0,31 0,34 0,37 0,45 0,57 0,68 0,80 0,96 0,95 1,00 1,05 1,21 1,37 0,46 1,09

Total CCAA 0,43 0,36 0,36 0,40 0,42 0,57 0,45 0,51 0,63 0,80 0,79 0,80 0,90 0,99 1,16 0,46 0,91

Administración Central 2,79 3,49 2,75 2,33 2,07 1,77 1,69 1,54 1,43 1,50 1,14 1,27 1,43 1,72 1,95 2,21 1,50

Entidades Locales 0,35 0,33 0,30 0,28 0,26 0,23 0,32 0,33 0,34 0,38 0,38 0,40 0,40 0,45 0,52 0,30 0,42

Total 3,58 4,18 3,42 3,01 2,75 2,58 2,46 2,38 2,39 2,68 2,31 2,47 2,72 3,17 3,63 2,97 2,83

Fuente: Banco de España, INE y cálculos propios.
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incentivaron el nacimiento de un sector público empresarial –ese 
“gobierno subterráneo” al que se hacía referencia- que llegó a 
provocar efectos tan perversos como la bancarrota sufrida por 
la ciudad de Nueva York en 1975. De nuevo en España, las cifras 
aportadas, entre otros, por Gómez Agustín (2000) o Utrilla de la 
Hoz (2006) vienen a constatar el crecimiento del sector público 
empresarial, si bien sus respectivos análisis no indagan en las causas 
reales de tal fenómeno ni tan siquiera ofrecen demasiados datos 
sobre el endeudamiento acumulado por las empresas públicas. Por 
su parte, algunos Órganos de Control Externo de las CCAA también 
han emitido informes referidos a la delimitación del perímetro de 
consolidación4, en aplicación del SEC-95. Recientemente, algunos 
trabajos han comenzado a evaluar empíricamente los determinantes 
del crecimiento del Sector Público Empresarial, tanto en el ámbito 
municipal (Escudero Fernández y Prior Jiménez, 2002) como en el 
autonómico (Cuadrado Roura y Carrillo Neff, 2008). Otros, han 
estudiado las variables que influyen en la mayor deuda acumulada 
por las empresas públicas situadas “fuera de balance” (Fernández 
Llera, 2005). En todos los casos, los modelos construidos detectan 
relaciones significativas entre el número de empresas públicas y la 
deuda acumulada.

La realidad muestra que la evolución de la deuda de las empresas 
públicas situadas fuera del perímetro de consolidación de las 
CCAA muestra un crecimiento muy notable a partir de la entrada 
en vigor de la NEP, en el año 2002. En la tabla 2 se ha representado 
la serie correspondiente al periodo 1994-2008, distinguiendo un 
punto de corte en 2002-2003 para tratar de evaluar el impacto 
de la primera NEP del año 2001. La hipótesis de partida es que 
esa NEP incentivó un uso más intenso de la deuda situada fuera 
del perímetro de consolidación de las CCAA, precisamente con el 
objetivo de eludir la restricción.

La deuda de las empresas públicas regionales ha seguido 
aumentando, con mínimas excepciones, desde el primer año de 
la serie. Este crecimiento se acelera desde 2003, después de la 
plena entrada en vigor de la primera NEP. Esto es particularmente 
relevante en las CCAA de “vía rápida”, lo cual sugiere que estos 
gobiernos están utilizando las empresas públicas para situar deuda 
fuera del perímetro de consolidación. Este “efecto desplazamiento” 
es también perceptible en las CCAA de “vía lenta”, singularmente 
en las Islas Baleares y Castilla-La Mancha. Los gobiernos locales 
parecen haber seguido un patrón similar y, en menor medida, 
la Administración Central. En 2008, el total de la deuda de las 
empresas públicas en España caminaba hacia el umbral del 4% del 
PIB, siendo una tercera parte de las CCAA.

Pero no todo es negativo en las empresas públicas autonómicas. 
Además de la posible ocultación de deuda, el deterioro general de 
la transparencia y la pérdida de cierto control democrático sobre 
sus actividades, las empresas públicas pueden responder a una 

4  Sirva como ejemplo el de la Cámara de Cuentas de Andalucía (2006), 
referido al ejercicio 2003.

motivación de mejora en la eficiencia en la gestión. Autores como 
Ezquiaga Domínguez (1999) parecen más proclives a la creación de 
entidades descentralizadas y empresas públicas para la gestión de 
ciertos servicios, aunque sólo si se cumplen dos condiciones. Por 
un lado, que las operaciones de las empresas públicas se orienten 
por criterios de mercado y eficiencia, sea cual sea su forma jurídica. 
En segundo lugar, que las operaciones de endeudamiento que 
llevan a cabo estos nuevos entes se adecuen temporalmente a 
los plazos de amortización de las inversiones que financian y, de 
manera destacada, las grandes infraestructuras que cuentan con 
una vida útil muy prolongada. Si se dan estas dos condiciones, las 
Administraciones Públicas podrían promover infraestructuras y 
mejoras de calidad en los servicios públicos, sin verse obligadas a 
violentar los objetivos de estabilidad presupuestaria. La hipótesis 
de la eficiencia es la segunda que se tratará de contrastar en este 
trabajo.

3. Un modelo empírico bastante concluyente

El análisis descriptivo conduce a una primera conclusión: el mayor 
número de empresas públicas de las CCAA parece haber sido 
un desencadenante del crecimiento de la deuda situada fuera del 
perímetro de consolidación. La NEP ha sido un estímulo añadido, 
dado que antes de su entrada en vigor (aún con otros mecanismos 
de control como los Escenarios de Consolidación Presupuestaria), 
el recurso al endeudamiento era relativamente más sencillo y 
menos costoso. El modelo desarrollado por los autores pretende 
completar las anteriores conclusiones, planteando el contraste de 
varias hipótesis adicionales.

a)  Efecto de las limitaciones normativas al déficit o, por ser más 
precisos, el incumplimiento de tales limitaciones. Cabe suponer 
que un mayor incumplimiento en el pasado es indicativo de 
mayores necesidades de financiación en el presente y, por tanto, 
se requiere una utilización más intensa del recurso a la deuda de 
las empresas públicas. También se contrasta si el mero hecho de 
que la NEP se haya establecido implica una mayor deuda de las 
empresas públicas.

b)  Utilización de la deuda de las empresas públicas para financiar 
gastos de inversión, en virtud del clásico principio de equidad 
intergeneracional.

c)  Relación de cierta sustitución entre la deuda de las empresas 
públicas y la deuda en sentido estricto, sujeta esta última a las 
limitaciones que impone la NEP. Lo racional, desde un punto de 
vista económico, es que la correlación entre ambas magnitudes 
fuese negativa, de tal forma que la deuda de las empresas 
públicas ocupase parcialmente el lugar de la deuda en sentido 
estricto, puesto que esta última está sujeta a estrictas limitaciones 
y la primera simplemente no consolida con la deuda de la 
Administración General.
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d)  Hipótesis de la productividad, para comprobar si las empresas 
públicas sólo se han utilizado para “centrifugar” deuda o también 
para mejorar en cierto modo la eficiencia en la gestión de los 
servicios públicos que prestan las CCAA.

e)  Variables políticas. En concreto, se ha incluido los siguientes 
indicadores en el modelo.

-  Ciclo electoral autonómico, para destacar los años en los 
que hay elecciones en las CCAA. Se espera que el gobierno 
autonómico quiera maximizar su probabilidad de reelección 
y, por ello, comience una expansión ineficiente del gasto, 
financiado en parte con deuda de las empresas públicas.

-  Alternancia de gobierno. En España hay varias CCAA que 
nunca han cambiado el signo político de su gobierno desde las 
primeras elecciones democráticas. Esto podría generar ciertas 
inercias de acumulación de deuda en las empresas públicas, 
aunque también podría ser cierto que variados y sucesivos 
cambios en el signo político del gobierno podría inducir 
un mayor gasto burocrático y, por tanto, también mayor 
acumulación de deuda no consolidable.

-  Ideología del gobierno autonómico. Tradicionalmente se 
han asociado los gobiernos de izquierdas con una mayor 
propensión al crecimiento del gasto y del déficit. Se 
contrastará esta hipótesis, aunque con las cautelas propias del 
sistema de partidos español, donde la confrontación política 
no sigue un eje unidimensional (izquierda-derecha), sino unas 
coordenadas bidimensionales (izquierda-derecha; nacionalista-
no nacionalista), como mínimo. 

Como variables de control se han incluido el PIB per capita (como 
indicador de la capacidad fiscal de la jurisdicción) y la distinción entre 
CCAA de “vía lenta” y de “vía rápida”, aún siendo conscientes de 
que esta taxonomía deja de tener sentido a partir de 2002, cuando 
se homologan las competencias de gasto de todas las CCAA.

Los resultados obtenidos, con un panel de datos para las 17 CCAA 
en el periodo 1994-2008, son los siguientes. En primer lugar, como 
se había previsto, hay una relación directa y significativa entre el 
número de empresas públicas (por cada millón de habitantes) y la 
deuda que éstas acumulan. También se comprueba que la NEP ha 
supuesto un acicate añadido para la acumulación de deuda en las 
empresas públicas. En cambio, la variable representativa del peso 
económico de las empresas públicas no ofrece buenos resultados, 
quizás por la gran dispersión que existe entre CCAA y por los 
valores ínfimos que esta variable presenta en algunos casos5. Podría 

5  La variable de peso económico de las empresas públicas en una Comuni-
dad Autónoma se ha definido, alternativamente, como la producción de 
las empresas públicas en ese territorio, con relación al PIB regional o al 
gasto total liquidado de dicha Comunidad Autónoma. En cualquiera de los 
dos casos, los resultados fueron poco satisfactorios. 

decirse que el simple hecho de constituir una empresa pública 
ya induce una mayor acumulación de deuda fuera del perímetro 
de consolidación, aunque su peso económico sea relativamente 
reducido. 

También es coherente con la intuición previa el hecho de que una 
mayor desviación del objetivo de déficit en el periodo anterior 
conlleve una mayor acumulación de deuda en las empresas 
públicas durante el presente periodo, alertando de una necesidad 
de financiación estructural, no meramente coyuntural.

En cambio, la evidencia estadística indica que no se produce la 
prevista relación de cierta sustitución entre deuda consolidable 
y deuda no consolidable. No obstante, se detecta que los gastos 
de capital liquidados (capítulos 6 y 7 del presupuesto de gastos) 
están relacionados inversa y significativamente con la deuda de las 
empresas públicas. Uniendo ambos resultados, se podría concluir 
que las empresas públicas de las CCAA habrían sido utilizadas para 
canalizar deuda que no necesariamente financia inversiones, sino 
más bien gastos corrientes, contraviniendo así la clásica “regla de 
oro” y el principio de equidad intergeneracional. Es más, todos los 
indicios apuntan hacia la percepción de las empresas públicas como 
meros instrumentos para el incremento del tamaño del sector 
público autonómico, siguiendo la “hipótesis del Leviatán” (Brennan 
y Buchanan, 1980).   

Ante este sombrío panorama sobre el papel de las empresas 
públicas como meros instrumentos canalizadores del gasto 
corriente y/o de elusión de las restricciones, se advierte una 
relación positiva y significativa entre la productividad agregada de 
las Administraciones Públicas (aproximada por la productividad 
aparente del factor trabajo en los servicios de no mercado) y el 
volumen de deuda acumulada fuera del perímetro de consolidación. 
En cierto modo, esto sería consistente con nuestras expectativas 
relativas a la hipótesis de eficiencia. Una mayor productividad de las 
Administraciones Públicas sirve como estímulo para un despliegue 
más intenso de la actividad del Sector Público (por ejemplo, 
mediante una ampliación del catálogo de servicios y prestaciones), 
incluyendo a la Administración Pública en sentido estricto, pero 
también a las empresas públicas. Aunque en buena medida estas 
empresas públicas se utilicen para financiar gastos corrientes (como 
ya se ha comentado), lo cierto es que precisarán recurrir en mayor 
medida al endeudamiento –y a otras fuentes de ingresos- para 
cubrir sus necesidades. 

En cuanto a las variables políticas, la evidencia es bastante débil 
y muy sensible a la especificación concreta del modelo. No es 
un resultado desalentador, habida cuenta de los importantes 
cambios institucionales que han vivido las CCAA en el periodo de 
estudio. Por último, se confirma que las CCAA que disfrutaban de 
amplias competencias de gasto antes de 2002 tienen, en términos 
comparativos, una mayor deuda en sus empresas públicas que las 
CCAA de “vía lenta”. Del mismo modo, una mejor posición relativa 
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en términos del PIB por habitante se traduce también en una 
mayor deuda en las empresas públicas.

El modelo también intenta comprobar si en el año 2002 se produjo 
un cambio estructural, dado que coinciden varios hechos de 
crucial relevancia para las CCAA: nuevo sistema de financiación 
autonómica (tanto el de régimen común como los forales de País 
Vasco y Navarra), entrada en vigor de la NEP y gestión directa de 
las competencias sanitarias por aquellas CCAA que todavía no las 
tenían (hasta un total de 10). El contraste estadístico indica que 
claramente el año 2002 ha sido un año de ruptura, condicionando 
los resultados del resto de variables.

4. Conclusiones y recomendaciones generales

El crecimiento del sector público empresarial en las CCAA no es 
un fenómeno novedoso, aunque en las CCAA españolas se ha 
visto impulsado tras la aprobación de la NEP, precisamente como 
instrumento para eludir sus restricciones. Lo verdaderamente 
preocupante no es tanto el aumento en el número de empresas 
públicas per se, sino la acumulación excesiva de deuda fuera del 
perímetro de consolidación de las Administraciones Públicas. 
Parece claro que también hay otros factores que impulsan este 
crecimiento, algunos claves para la sostenibilidad de las finanzas 
públicas, como es el caso de la superación de los objetivos de 
estabilidad presupuestaria. Por si fuese poco, no parece que la 
deuda no consolidable “sustituya” a la deuda consolidable, sino que 
se detecta un cierto crecimiento paralelo de ambas magnitudes. 
No obstante, a favor de las empresas públicas se podría decir que, 
en cierto modo, son la consecuencia de una mayor productividad 
en las Administraciones Públicas.

Las recomendaciones generales que se pueden establecer para 
frenar el excesivo crecimiento de la deuda de las empresas públicas 
son bastante evidentes. En primer lugar, se debe apostar por una 
adecuada regulación y mayores dosis de transparencia, tanto 
sobre las empresas públicas como sobre las variadas fórmulas 
de colaboración público-privada. El objetivo último es evitar las 
nefastas consecuencias derivadas del abuso de este mecanismo 
de elusión de la NEP y, con ello, la deslegitimación del Sector 
Público en su conjunto. Por ello, es preciso reforzar los mecanismos 
de control interno y externo del presupuesto por parte de los 
órganos competentes.

Una segunda gran recomendación se refiere a la modificación 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria para que incluyan 
también la deuda de las empresas públicas. Si esta alternativa no 
fuese aceptable, en un segundo óptimo lo deseable sería que, al 
menos, los datos sobre endeudamiento extrapresupuestario fuesen 
perfectamente accesibles y que, en el caso de las CCAA, fuesen 
debidamente debatidos y coordinados en el seno del Consejo de 

Política Fiscal y Financiera, todo ello sin menoscabo de la autonomía 
financiera de las CCAA.

Por último, cabe advertir de que la coyuntura actual de crisis 
económica no ha de servir como justificación para una relajación 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria a lo largo del ciclo 
económico. Mucho menos, la crisis económica no debería ser la 
disculpa para que el endeudamiento de las empresas públicas se 
desbocase, habida cuenta de las posibilidades que ya ofrece la NEP 
en su actual definición, facilitando la flexibilización de los objetivos 
y, en consecuencia, el recurso al crédito “ordinario”. De igual 
modo, cuando la situación económica sea más favorable, se deberá 
exigir el cumplimiento de objetivos más estrictos de equilibrio 
presupuestario o superávit, al tiempo que también se restringe el 
endeudamiento de las empresas públicas. 
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1. Introducción 

La grave crisis económica que afecta a la economía española ha 
tenido como consecuencia inmediata un importante deterioro de la 
situación fi nanciera de las administraciones públicas y especialmente 
de los municipios. Ello es debido a que en los últimos años los 
ayuntamientos han obtenido una parte muy importante de sus 
ingresos a través de tributos vinculados al sector de la construcción 
y, obviamente, el cambio en la situación del mercado inmobiliario 
ha comportado una drástica caída de dichos ingresos1. Por otro 
lado, la persistente crisis hace prever unas crecientes demandas de 
gasto municipal, en especial las vinculadas a políticas sociales. Para 
poder dar respuesta a estas nuevas e intensas necesidades de gasto 
sin presionar en exceso sobre el défi cit público y la presión fi scal, 
es necesario mejorar la gestión pública fomentando el criterio de 
la efi ciencia en la producción y provisión de servicios públicos. Es 
decir, se trata de conseguir alcanzar unos determinados niveles de 
prestación de servicios públicos con el mínimo coste posible. Para ello 
es importante conocer la efi ciencia con la que operan los municipios, 
el margen de maniobra que les queda para alcanzar el máximo nivel 
de efi ciencia y los posibles factores (económicos, sociales, políticos, 
etc.) que pueden infl uir en dicha efi ciencia.

Actualmente existe una amplia literatura que analiza la efi ciencia en la 
prestación de servicios por parte del sector público. No obstante, en 
el caso español todavía no hay abundancia de estudios que analicen 
la efi ciencia en la prestación de servicios públicos locales. Algunos de 
estos estudios se han centrado en el análisis de un servicio municipal 
concreto y otros en el análisis global de la efi ciencia de la actuación de 

1 En concreto, según los últimos datos liquidados, para el conjunto de mu-
nicipios españoles, en el año 2007 el impuesto sobre construcciones, ins-
talaciones y obras (ICIO) se había convertido en el segundo impuesto en 
términos de recaudación, después del IBI.

los gobiernos municipales. En este caso, cabe señalar la difi cultad que 
comporta encontrar variables representativas del o municipal global. 
El análisis de un servicio concreto puede ser mucho más exacto 
porque tanto el output como los inputs son más fáciles de identifi car 
y cuantifi car, pero no proporciona una información completa 
de todas las actividades que realizan los municipios. En cambio, la 
estimación de la efi ciencia global permite analizar la efi ciencia con 
que operan los municipios a la hora de prestar todos los servicios 
públicos, aspecto que tienen en cuenta los ciudadanos a la hora de 
valorar la acción de gobierno.  

2. Metodología aplicada:  análisis frontera2

2.1 Concepto

Para el análisis de la efi ciencia en que operan los servicios públicos, 
la técnica que se utiliza con mayor frecuencia es el análisis frontera. 
Este trata de ver la efi ciencia de las diferentes unidades objeto 
de análisis en relación a una frontera, que se supone refl eja el 
comportamiento óptimo. Así, el análisis de efi ciencia se plantea 
como la comparación entre una situación real y una hipotética que 
se supone es óptima. 

La frontera puede ser una función de producción, una función de 
costes o una función de benefi cios. Por ejemplo, una función de 
producción es la relación técnica entre inputs y outputs que, dada 
una tecnología, defi ne las transformaciones efi cientes de los inputs 
que proporcionan el output máximo. Las unidades de producción 
pueden situarse por debajo de la función o a su mismo nivel, pero 
no por encima, ya que la función representa el output máximo. 
Por tanto, la función de producción es una frontera de producción. 
Asimismo, la frontera de producción no es tan sólo una relación 
entre inputs y outputs, sino que pasa a ser la frontera de un 
conjunto, llamado conjunto de producción. Los elementos de este 
conjunto son todas las combinaciones entre inputs y outputs que 
son accesibles, es decir, físicamente posibles por el productor. 

El hecho de pertenecer a la frontera es una característica cualitativa 
de las unidades productivas, pero también se puede obtener una 
medida cuantitativa de la efi ciencia utilizando el concepto de 
distancia. Una unidad productiva efi ciente está situada a una distancia 
cero de la frontera, mientras que una unidad inefi ciente está situada 
a una distancia positiva de esta. Cuanto mayor sea la distancia más 
inefi ciente (o menos efi ciente) es la unidad productiva.

2  Véase Albi et al. (1997) págs. 292-302 y Bosch et al. (1998).
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Hay varias maneras de definir la distancia a la frontera. Las más 
comunes son las siguientes: a) la eficiencia en términos de input, 
que nos dice la cantidad de input utilizada respecto a la que seria 
suficiente, dado un nivel de output, si la actividad fuese eficiente; 
b) la eficiencia en términos de output, que nos dice la cantidad 
máxima de output que se conseguiría si la unidad fuese eficiente, 
dado el nivel de inputs consumidos. 

2.2 Métodos

Las técnicas para medir la eficiencia se pueden dividir en dos 
grandes grupos: las técnicas paramétricas y las no-paramétricas. Los 
métodos paramétricos son procedimientos econométricos que 
suponen que la función de producción (frontera) se ajusta a una 
forma funcional concreta (por ejemplo, una función Cobb-Douglas 
o una función CES), emanada de las características tecnológicas del 
proceso de producción.  Se supone, pues, que en la función de 
producción  un output depende de unos inputs y de una serie de 
parámetros a estimar. La estimación econométrica más frecuente 
es por mínimos cuadrados ordinarios corregidos o por máxima 
verosimilitud. La ineficiencia técnica de una unidad es el valor del 
residuo.  Cuando no se distingue en el residuo entre el componente 
de ineficiencia y la existencia de posibles shocks aleatorios o 
perturbaciones estadísticas, calificamos a la estimación paramétrica 
de determinística. En cambio, la estimación paramétrica estocástica 
distingue entre el componente aleatorio, que son factores fuera 
de control de la organización, del residuo que refleja la ineficiencia 
técnica.  

Las técnicas paramétricas presentan tres inconvenientes principales: 
a) se requiere información fiable respecto de la tecnología de 
producción y a los precios de mercado relevantes; b) no permiten 
analizar de forma sencilla procesos de producción que generan más 
de un output; c) pueden llevar a confundir los efectos de una mala 
especificación de la forma funcional con la ineficiencia. 

Las técnicas no-paramétricas no especifican la frontera bajo 
ninguna forma funcional. Son métodos no estadísticos, es decir, 
no hacen ningún supuesto sobre las propiedades estadísticas de 
la información. Son métodos de programación lineal donde la 
frontera se construye a partir de las mejores prácticas o de los 
productores más eficientes, teniendo su origen en las medidas de 
eficiencia de Farrell (1957). 

La aproximación no-paramétrica más habitual es el DEA (Data 
Envelopment Analysis o en su traducción española, Análisis 
Envolvente de Datos). Bajo esta técnica, la medición de la eficiencia 
técnica de una unidad implica una estimación de la localización 
de la isocuanta unitaria eficiente. Se asume que dicha isocuanta 
cumple tres condiciones: a) libre diponibilidad de inputs y outputs 
cada unidad pude producir menos output con la misma cantidad de 
input, o el mismo output con una cantidad de input mayor; b) nunca 

tiene pendiente positiva;  y c) siempre es convexa hacia el origen. 
Estos supuestos permiten que las unidades eficientes se separen 
de las ineficientes. La isocuanta estimada, donde se localizan las 
unidades eficientes, envuelve a las ineficientes, de ahí el nombre 
de “análisis envolvente de datos”. De esta forma, sin necesidad 
de especificar los parámetros referentes a una forma funcional, 
podemos determinar si cada punto observado pertenece o no a la 
frontera. Esta flexibilidad es la que se ha resaltado como la ventaja 
principal de esta técnica. 

Además, el DEA es una técnica que, por sus propias características, 
permite analizar procesos de producción con outputs múltiples y 
se adapta a situaciones en que los precios son desconocidos, o 
poco fiables, por lo que es especialmente indicada para aplicarse  a 
las actividades realizadas por buena parte de las administraciones 
públicas. 

Entre los inconvenientes del DEA, hay que señalar que tiene un 
carácter completamente determinístico que lleva a identificar 
como ineficiencia a cualquier tipo de alejamiento de la frontera, 
con lo que factores derivados de la falta de homogeneidad de 
las unidades productivas o factores meramente aleatorios serán 
confundidos con comportamientos ineficientes.  

Una técnica no-paramétrica más simple que el DEA es el FDH (Free 
Disposal Hull). En este caso, si tenemos un conjunto de unidades 
productivas, exigimos a la frontera sólo las siguientes propiedades: a) 
carácter no determinístico: se identifica como ineficiencia cualquier 
tipo de alejamiento de la frontera; b) libre diponibilidad de inputs 
y outputs cada unidad pude producir menos output con la misma 
cantidad de input, o el mismo output con una cantidad de input 
mayor. La principal diferencia de este método con el DEA es que a 
la frontera no se le exige el requisito de convexidad.    

3. Revisión de la literatura:  el estado de la 
cuestión

Entre los diferentes trabajos existentes sobre la medición de la 
eficiencia de los servicios públicos locales cabe diferenciar dos 
grupos: los que analizan la eficiencia de servicios específicos y los 
que estudian la eficiencia global de las entidades locales. De la 
revisión de la literatura se desprende que en la actualidad se está 
prestando mayor atención al análisis de la eficiencia global que 
al relativo a servicios locales concretos. Ello puede responder 
a la tendencia de ampliar el objeto de estudio al analizar, en 
una segunda fase, los factores explicativos de dicha eficiencia. 
En este sentido, la mayoría de estudios contrastan el efecto de 
variables no discrecionales (también llamadas no controlables 
o ambientales) como puedan ser las de carácter económico, 
fiscal, político y geográfico sobre los niveles de eficiencia. Esta 
contribución adicional requiere, para la mayoría de autores 
(Borge et al., 2008, Afonso y Fernandez, 2008 y Balaguer et al., 
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2007) del uso de una medida de la eficiencia global porque 
resulta mucho más apropiada cuando las variables explicativas 
responden a características institucionales y presupuestarias de 
los gobiernos locales. 

3.1 Estudios que analizan la eficiencia de un 
servicio local específico

En España existen, hasta el momento, muy pocos trabajos que 
estimen la eficiencia de servicios locales concretos3. La literatura 
existente es muy reciente y se ha centrado fundamentalmente en 
los servicios relativos al bienestar comunitario, ya que son éstos los 
que aglutinan la mayor proporción de gasto municipal en España. 
En concreto, se ha analizado la eficiencia en la prestación de los 
servicios de recogida de basuras (Bosch et al, 2000), infraestructuras 
y equipamientos (Prieto y Zofío, 2001), abastecimiento de agua 
(García-Sánchez, 2006), alumbrado público (Prado y García-
Sánchez, 2007) y policía local (García-Sánchez, 2009). 

A nivel internacional, destacan los estudios aplicados a los países 
nórdicos, lo que resulta totalmente razonable si se tiene en cuenta 
la importancia que tiene el sector local en estos países, tanto en 
términos de peso económico como de importancia específica 
dentro del sector público o por las competencias asumidas y su 
sistema de financiación4. De hecho, en estos países las principales 
políticas vinculadas al Estado del Bienestar (educación, sanidad 
y servicios sociales) están totalmente descentralizadas a favor 
de los gobiernos locales. Es por ello que la mayoría de estudios 
que analizan la eficiencia de un servicio municipal en particular 
se centran en este tipo de servicios. Así, destacan los recientes 
trabajos que analizan la eficiencia de las escuelas de secundaria 
en Noruega (Borge y Naper, 2006), de la educación obligatoria 
en Suecia (Waldo, 2007), de los servicios de atención a la tercera 
edad en Noruega (Borge y Haraldsvik, 2009) y de la prestación 
de la atención dental en Dinamarca (Andersen y Blegvad, 2006), 
entre otros. Por su parte, Worthington y Dollery (2001) analizan el 
servicio de la gestión de los residuos domésticos en los municipios 
de New South Wales en Australia.

La dificultad de definir y medir los outputs e inputs de una función 
de producción de servicios públicos locales ha provocado que la 
mayoría de estos trabajos, utilice la técnica no paramétrica DEA 
para medir la eficiencia productiva en que éstos son prestados. El 
cuadro 1 ofrece de manera sintética los trabajos publicados en esta 

3  Sin embargo, sí se han desarrollado un número considerable de estudios 
sobre la eficiencia de servicios que conciernen a otras administraciones. 
Así, entre los más recientes caben destacar los que analizan la eficiencia de 
los servicios policiales (Díez-Ticio y Mancebon, 2002),  de las unidades re-
gionales de inspección de hacienda (González y Miles, 2000), de educación 
secundaria (Cordero et al. 2005), de hospitales (Puig-Junoy, 2000), de las 
unidades de gestión catastral (Cordero et al., 2009) y de los tribunales de 
justicia (Pedraja y Salinas, 1996), entre otros.

4 Bosch y Espasa (2006).

década que miden la eficiencia de un servicio local en particular 
a partir de distintas técnicas (paramétricas y no paramétricas) y 
también, si es el caso, los resultados de la segunda etapa en la que 
se contrastan los factores explicativos de dicha eficiencia.

Tal y como puede comprobarse, los estudios más recientes se 
centran en la metodología de estimación en dos etapas. En general, 
en la primera etapa se emplea la técnica DEA para estimar los 
índices de eficiencia con que operan los municipios a la hora de 
prestar los servicios y, en una segunda etapa, se utiliza un modelo 
de regresión tobit o de regresión truncada para determinar los 
factores explicativos de dicha eficiencia. 

En la primera etapa, la mayoría de estos trabajos especifican varios 
modelos DEA para estimar los índices de eficiencia de manera más 
robusta. Estos trabajos tienden a orientarse hacia un enfoque input 
ya que los gobiernos locales tienen mayor capacidad de decisión 
sobre estas variables que no sobre las variables representativas del 
output, dado que éste viene determinado, en la mayoría de casos, 
por el contexto legal que uniformiza los bienes y servicios públicos 
a proveer. Es decir, el objetivo se centra en minimizar los inputs para 
obtener un mismo nivel de output. Como variables representativas 
de los inputs la práctica totalidad de estudios utilizan el personal 
adscrito al servicio o el coste del servicio (a través del gasto 
corriente o del gasto total), así como otras variables vinculadas 
directamente con la prestación del servicio. Por lo que se refiere 
al output, todos los estudios analizados utilizan variables físicas 
representativas de la producción (cantidad) del servicio local, 
dada la dificultad que entraña disponer de información relativa a 
la cuantificación de la calidad con que son prestados los servicios 
públicos, en general, y los municipales, en particular. Una excepción 
es el trabajo de Prieto y Zofío (2001) en el que evalúan la eficiencia 
en la provisión pública de infraestructuras y equipamientos a partir 
de la Encuesta de Infraestructuras y Equipamiento Local. En este 
caso, como output se incluye, entre otras variables, el estado de la 
infraestructura, como variable indicativa de la calidad de la misma.

El análisis de segunda etapa se lleva a cabo mediante regresiones 
tobit o truncadas, ya que la variable dependiente (índices de 
eficiencia) presenta un recorrido acotado entre cero y la unidad. 
Entre las variables explicativas de los índices de eficiencia se 
encuentran, en la mayoría de trabajos, variables de control de tipo 
demográfico como la población, densidad de población, dispersión 
de la población, superficie, etc. Los resultados de su significación 
varían de unos servicios a otros. En general, la eficiencia en la 
prestación de los servicios de carácter personal está relacionada 
positivamente con la población, de manera que resulta significativo 
que los municipios grandes tienden a ser más eficientes a la hora de 
prestar dichos servicios (Borge y Naper, 2006 y Borge y Haraldsvik, 
2009), mientras que en servicios relativos al bienestar comunitario, 
como por ejemplo, el abastecimiento de agua, aparece como 
variable significativa la densidad de población (García Sánchez, 
2006).
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Dado que algunos de los servicios municipales analizados son 
susceptibles de ser producidos por el sector privado, una de las 
variables que más se contrasta es si las distintas formas de gestión 
del servicio pueden repercutir de manera directa sobre la eficiencia 
de dicho servicio. Así, algunos estudios contrastan la hipótesis 
de que la producción/gestión privada del servicio (recogida de 
basuras, alumbrado público, educación, etc.) es más eficiente que la 
producción/gestión pública. Los resultados muestran que no existe 
evidencia empírica lo suficientemente significativa para aceptar 
dicha hipótesis, a diferencia de lo que a priori se pensaría. En todos 
los estudios en que se ha contrastado dicha hipótesis la variable no 
resulta significativa (Bosch et al., 2000; García Sánchez, 2006; Prado 
y García Sánchez, 2007 y Waldo, 2007). 

En el caso de los países nórdicos, se contrastan también variables 
políticas y presupuestarias como factores explicativos de la eficiencia. 
Borge y Naper (2006) y Borge y Haraldsvik (2009) demuestran que 
una capacidad fiscal elevada o, lo que es lo mismo, unos ingresos 
municipales elevados inciden de manera negativa sobre los niveles 
de eficiencia. También se estudia la incidencia de la ideología de 
los gobiernos municipales, en concreto, se demuestra que los 
gobiernos socialistas son menos eficientes (Borge y Naper, 2006 
y Waldo, 2007). Una posible explicación de este comportamiento 
puede radicar en el hecho de que éstos gobiernos priorizan los 
criterios de equidad en detrimento de los de eficiencia (Waldo, 
2007). Finalmente se contrasta en varios estudios la estructura de la 
oposición, si esta está muy fragmentada, es decir, es débil, el nivel de 
eficiencia en la prestación de los servicios es bajo (Borge y Naper, 
2006 y Borge y Haraldsvik, 2009).

3.2 Estudios que analizan la eficiencia global 
de la administración local

Tal y como se ha avanzado, en los últimos años ha habido una importante 
proliferación de estudios, tanto a nivel nacional como internacional, que 
analizan la eficiencia global de los municipios. Ello se debe al hecho de 
que este tipo de análisis permite determinar la capacidad de gestión 
global que tienen los gobiernos locales, tratándolos como unidades 
de producción multiproducto. Ello es importante desde el punto de 
vista político porque a la hora de rendir cuentas a los ciudadanos, 
éstos valoraran la actuación del gobierno de manera conjunta, no sólo 
centrándose en un servicio concreto. 

Una buena revisión literaria de los estudios sobre eficiencia global 
de los gobiernos locales se encuentra en Worthington y Dollery 
(2000a) y Cabasés (2008). Asimismo, Afonso y Fernandes (2008) 
reseñan los que miden la eficiencia global municipal a partir de 
técnicas no-paramétricas, sea el DEA o el FDH.

El cuadro 2 recoge los estudios más recientes y significativos que 
han analizado la eficiencia global de los municipios tanto a nivel 
nacional como internacional. 

Este tipo de estudios presenta un importante problema como es 
la dificultad que entraña la definición y cuantificación del output 
(por las características de indivisibilidad, intangibilidad y multiplicidad 
de los servicios públicos) y la carencia de un precio de mercado 
para dicho output (De Borger y Kerstens, 1996a; Levitt y Joyce, 
1987). La solución que la literatura ha venido dando ha sido la de 
utilizar como outputs variables aproximativas relacionadas de algún 
modo con los servicios prestados por los gobiernos municipales 
(De Borger y Kerstens, 1996a) y, en concreto, indicadores físicos 
representativos de la producción pública (Rueda, 2006). En este 
punto hay que intentar evitar el problema de confundir indicadores 
de demanda con indicadores de resultados, pero a veces es difícil 
o prácticamente imposible no utilizar el mismo indicador, ya que 
la disponibilidad estadística de indicadores de resultados a nivel 
municipal es muy escasa o inexistente (Bosch et al., 2009). 

En el cuadro 2 se muestran los índicadores de output utilizados en 
los recientes estudios. Tal y como puede apreciarse, la mayoría de 
estudios contemplan entre cinco y diez indicadores relativos a los 
servicios públicos locales que tienen un mayor peso presupuestario. 
Una de las variables más utilizadas es el número de habitantes del 
municipio como indicador de output aproximativo de los servicios 
básicos municipales (De Borger y Kerstens, 1996a; Worthington y 
Dollery, 2000b, Balaguer et al., 2007; Giménez y Prior, 2007, entre 
otros).

Un segundo aspecto relativo al output global es cómo se 
introduce en la función o frontera de producción. Es decir, si se 
incluyen todos y cada uno de los indicadores de output de manera 
separada o si, por el contrario, se introducen de manera agregada 
a través de un indicador sintético. Esta opción metodológica 
presenta la ventaja de que permite dar distinto peso específico a 
cada uno de los sub-indices que representan los distintos outputs, 
adaptándose mejor el índice a la realidad, puesto que no todos 
los municipios ofrecen los servicios con la misma intensidad. 
Esta opción metodológica puede aplicarse de distintas formas. 
En concreto, según lo sugerido por varios autores (De Borges y 
Kerstens, 1996b y Afonso et al., 2005), para cuantificar un único 
indicador de output municipal, todos los valores de cada sub-
indicador se deben normalizar para calcular el output agregado 
como la suma de los distintos sub-indicadores. En este punto hay 
que señalar que existen diferencias en cómo se ponderan los 
distintos sub-indices. Así, hay estudios que dan el mismo peso 
relativo a cada sub-indicador normalizado (Afonso y Fernández, 
2006, 2008), mientras que otros ponderan cada sub-indicador en 
base al peso relativo que tiene el gasto asociado al servicio dentro 
del presupuesto local en términos agregados, es decir, se da a 
cada sub-indicador un peso específico igual a todos los municipios 
(Borge et al., 2008), o incluso hay estudios que se pondera cada 
sub-indicador de manera diferenciada para cada municipio y para 
cada servicio en base al peso relativo que tiene el gasto asociado 
al servicio dentro del presupuesto de cada municipio (Bosch et 
al., 2009).
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Autor/es Servicio Muestra Técnicas

Bosch, N., Pedraja, F. y Sua-
rez, J. (2000)

Recogida de 
basuras

75 municipios de Cataluña (España)

1ª Etapa:
- Paramétricas (Frontera determinística y frontera estocástica)
- No paramétricas (DEA y FDH)
2ª Etapa:
-  Regresión Tobit

Worthington A. y Dollery 
B (2001)

Recogida de 
basuras

103 gobiernos locales de New South Wales 
(Australia)

DEA

Prieto A. y Zofio J. (2001)
Infraestructu-
ras y equipa-
mientos

209 municipios de < 20.000 habitantes de la 
provincia de León (España)

DEA

García-Sánchez, I (2006)
Abasteci-
miento de 
agua

24 ciudades españolas con más de 50.000 
inhabitantes

1ª Etapa:
- DEA (7 modelos)
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Borge, L. y Naper,L.N.(2006)

Escuelas 
secundarias 
de primer 
nivel

426 municipios noruegos

1ª Etapa:
- DEA (3 modelos)
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Cuadro 1. Revisión de la literatura sobre estimación de la eficiencia de servicios locales concretos
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Indicadores de Input y Output Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

Inputs:
- Número de contenedores
- Número de vehículos
- Trabajadores no administrativos en el servicio
Outputs: 
- Toneladas de basura orgánica recogidas

-Producción pública versus privada
No existe una relación directa entre 
producción pública o privada y 
eficiencia

Inputs no discrecionales:
- Propiedad del servicio  
- Nivel de ocupación 
- Densidad de Población 
- Distribución de la Población 
- Índice coste eliminación de residuos
Inputs discrecionales: 
- Gasto en la recogida basuras
Outputs no discrecionales:
- Total basura recogida
- Total materiales reciclables recogidos 
- Porcentage de reciclado

Abastecimiento de agua:
- Caudal Mínimo 
- Capacidad del depósito de agua 
- Déficit de la red de distribución de agua
- Estado del depósito de agua 
- Estado de las tuberías  
- Estado de la red de distribución de agua condición 
Alcantarillado y depuración de aguas residuales: 
- Flujo tratado
- Déficit de la red de alcantarillado 
- Estado de la red de alcantarillado
Pavimentación y alumbrado: 
- Sistema de iluminación 
- Déficit de pavimentación
- Déficit del sistema de iluminación
- Estado del pavimento 
Equipamientos deportivos y culturales:
- Superficie cubierta de las instalaciones culturales 
- Superficie cubierta de instalaciones deportivas 
- Superficie exterior de las instalaciones deportivas 
- Superficie de parques y jardines
- Estado de las instalaciones culturales 
- Estado de las instalaciones deportivas

Inputs:
- Personal
- Plantas de tratamiento
- Red de tuberías
- Coste total 
Outputs: 
- M3 de aigua proveida
- Número de conexiones 
- Número de análisis realizados

- Población
- Media de personas por casa
- Superficie municipal
- Índice de turismo
- Temperatura media
- Nivel de renta
- M2 áreas verdes
- Actividad económica
- Número de viviendas
- Densidad de Población
- Propiedad pública vs privada (Mann-Whitney’s test)

La variable que resulta más signifi-
cativa és la densidad de población. 
En cambio la titularidad del servicio 
(público/privado) no influye en 
la explicación de los índices de 
eficiencia.

Inputs: 
- Horas profesor por alumno
- Porcentage de profesores con certificado
Outputs: 
- Calificaciones en lengua noruega
- Calificaciones en lengua inglesa
- Calificaciones en matemáticas
- Calificaciones en otras asignaturas
- Calificaciones en el examen nacional

- Nivel de educativo del municipio
- % alumnos con necesidades especiales
- % de alumnos pertenencientes a minorias
- Tamaño de la escuela
- Población
- % población residente en zonas rurales
- Ingresos municipales 
- Fragmentación de la oposición
- % socialistas
- Presupuesto centralizado
- Elección de escuela

Unos ingresos municipales elevados, 
una fragmentada oposición y un 
elevado porcentaje de socialistas 
generan menores niveles de 
eficiencia.
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Autor/es Servicio Muestra Técnicas

Prado, JM. García-Sánchez, 
I (2007)

Alumbrado 
público

muestra de 24 ciudades españolas 

1ª Etapa:
- DEA (7 modelos)
2ª Etapa:
- Regresión Truncada

Waldo, S. (2007)
Educación 
pública

287 municipios suecos

1ª Etapa:
- DEA (2 modelos)
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

García-Sánchez, I (2009) Policia local
muestra de ciudades españolas: 40 para 
seguridad pública, 32 seguridad vial y 29 para el 
análisis global de seguridad

DEA (7 modelos)

Borge, L. y Haraldsvik, M. 
(2009)

Atención a la 
vejez

420 municipios noruegos

1ª Etapa:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit
- Single bootstrap
- Double bootstrap

Cuadro 1. Revisión de la literatura sobre estimación de la eficiencia de servicios locales concretos (continuación)

Fuente: Elaboración propia.
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Indicadores de Input y Output Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

Inputs:
- Total personal  
- Número de puntos de luz
- Consumo energía eléctrica
- Coste total
Outputs:
- Superfície iluminada
- Número de horas de alumbrado público encendido
- Número de horas en las que el alumbrado público se 
mantuvo sin reparar 

- Superficie municipal
- Densidad de población
- Número de horas anuales con luz de día 
- Delitos contra el orden público

Las variables no discrecionales junto 
con la del tipo de gestión (público-
privada) no tienen un impacto 
significativo sobre los niveles de 
eficiencia.

Inputs: 
- Profesores
- Material escolar
- Nivel educativo de los padres
- % estudiantes inmigrantes
- % chicas estudiantes 
Outputs: 
- % de estudiantes que aprueban todas las asignaturas
- % de estudiantes que pasan a educación secundaria 
superior
- Media de las calificaciones

- % alumnos en escuelas privadas
- % Población mayor de 65 años
- Mayoría socialista en el municipio
- Mayoría conservadora en el municipio
- % de votos socialistas
- Mayoría absoluta
- Educación pedagógica de los profesores
- Población
- % socialistas
- Dispersión de la población

No existe evidencia empírica de que 
el incremento de escuelas privadas y, 
por tanto, mayor competencia, tenga 
efectos sobre el nivel de eficiencia 
de las esculas públicas.
Si se demuestra que los municipios 
con mayoría socialista son menos 
eficientes.

Inputs: 
- Total personal  
- Número de vehículos
Outputs de seguridad pública:
- Número de kilómetros recorridos por los vehículos de 
la polícia
- Número de los detenidos ante los tribunales
- Número de objetos recuperados
- Número de intervenciones realizadas
Outputs de seguridad vial:
- Número de acusaciones formuladas 
- Número de vehículos retirados de la vía pública  
- Número de pruebas de alcoholemia realizadas
- Número de atestados de accidente elaborados 

Inputs: 
- Gastos corrientes
Outputs: 
- Residentes permanentes en residencias
- Residentes de corta duración  en residencias
- Número de habitaciones con una única cama
- Asistencia en el hogar : ayuda práctica 
- Asistencia en el hogar : enfermería
- Asistencia en el hogar : ayuda práctica y enfermería
- Número de discapacitados mentales

- Ingresos municipales
- Tasas del servicio 
- Fragmentación de la oposición
- % de socialistas
- % población residente en zonas rurales
- Población
- % ancianos de +90 años en residencias
-  % ancianos de +90 años que necesitan  

atención en el hogar
- % población de 0-5 años
- % población de 6-15 años
- % población de +80 años

Una elevada capacidad fiscal, un 
bajo uso de los precios públicos 
como instrumento de financiación 
del servicio y una fragmentada 
oposición generan menores niveles 
de eficiencia.



144

INVESTIGACIÓN

Cuadro 2. Revisión de la literatura reciente sobre la estimación de la eficiencia global de los municipios

Autor/es Muestra Técnicas Indicadores de Input y Output

De Borger, Kerstens, Moesen 
y Vanneste (1994)

589 municipios 
belgas, 1985

1ª Etapa:
- FDH
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
- Nº de empleados fijos y eventuales,
-  Stock de capital (aproximado por la superficie de edificios
de propiedad municipal).

Output: 
- Superficie de calles, 
- Nº beneficiarios de subsidios de subsistencia, 
- Estudios de primaria, 
- Superficie de espacios recreativos, 
- Ratio de no residentes sobre residentes del municipio.

De Borger y Kerstens 
(1996a) 

589 municipios 
belgas, 1985

1ª Etapa:
Paramétricas:
  -  Frontera determinística
  -  Frontera estocástica
No paramétricas:
  - DEA 
  - FDH
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
- Gastos corrientes totales

Output: 
- Beneficiarios de subsidios de subsistencia 
- Estudiantes de primaria 
- Superficie de espacios recreativos 
- Población total 
- % de población mayor de 65 años

De Borger y Kerstens 
(1996b)

589 municipios 
belgas, 1985

1ª Etapa:
- FDH
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
- Gastos totales municipales

Output: 
- Beneficiarios de subsidios de subsistencia 
- Estudiantes de primaria 
- Superficie de espacios recreativos 
- Población total 
- % de población mayor de 65 años

Athanassopoulos y Triantis 
(1998)

172 Municipios 
griegos con más de 
2000 habitantes

1ª Etapa:
Paramétricas :
-  Frontera estocástica  

(Cobb-Douglas)
No paramétricas:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
-  Costes operativos (gastos en servicios, salarios,  

material de mantenimiento)
Output: 
- Hogares actuales 
- Área edificada
- Tamaño medio de la vivienda
- Área de uso industrial
- Tamaño medio de emplazamiento industrial
- Dummy para área turística

Worthington y Dollery 
(2000b)

177 gobiernos 
locales de New 
South Wales, 1993

1ª Etapa:
Paramétricas :
-  Frontera estocástica  

(Translog)
No paramétricas:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input:
- Nº de empleados a tiempo completo
- Gasto en material inventariable
- Gasto financiero 
Precios: 
- Salario medio municipal, 
- Unidades físicas por ingreso corriente,
- Interés medio pagado por los préstamos
Output:
- Población 
- Nº de propiedades con agua potable 
- Alcantarillado 
- Saneamiento
- Recogida de basuras
- Kilómetros de vías urbanas y caminos
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Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

-  Variable dummy para coalición de partido socialista o liberal
-  Renta personal media
- Transferencias
-  % población con nivel alto de estudios

La capacidad fiscal es un determinante importantes de la eficiencia.

-  Renta personal per cápita 
-  Tipo impositivo sobre propiedad municipal 
-  Transferencias incondicionadas per cápita  
-  Número de gobiernos de coalición
-  Dummy gobierno de partido socialista o liberal 
-  % de adultos con educación primaria con máxima cualificación 
-  Densidad de población

Tipos impositivos locales y densidad influyen positivamente en la efi-
ciencia. Transferencias per cápita y renta, negativamente

-  Renta personal per cápita 
-  Tipo impositivo sobre propiedad municipal
-  Transferencias incondicionadas per cápita 
-  Número de gobiernos de coalición
-  Dummy gobierno de partido socialista o liberal 
-  % de adultos con educación primaria con máxima cualificación 
-  Densidad de población

Capacidad fiscal y transferencias importantes determinantes de la 
eficiencia. 

 -  % de costes en servicios 
 -  % ingresos por tasas y precios 
-  % de ingresos por transferencias extraordinarias 
-  Inversiones en infraestructuras 
-  Partido político gobernante del municipio
-  Densidad de población
-  Índice de tasas y precios

Influyen positivamente en la eficiencia: % de ingresos por tasas y precios 
y las inversiones en infraestructuras. Influyen negativamente en la efi-
ciencia: la densidad de población, las transferencias, si el partido político 
gobernante en el municipio es del mismo color que el del gobierno 
central. 

-  Ratio de dependencia de transferencias (% total ingresos) 
-  Ratio de coste financiero (coste financiero neto dividido por ingresos 

operativos), 
-  Nivel de ingresos corrientes 
-  Personal por 1000 habitantes 
-  Tipo medio de impuestos residenciales

No existe una especificación de eficiencia teóricamente  superior. 
DEA y Fronteras estocásticas deben ser vistos como instrumentos 
complementarios en el análisis de eficiencia del sector público. Ventajas 
de DEA en la comparación entre entidades locales.
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Autor/es Muestra Técnicas Indicadores de Input y Output

Moore, Nolan y Segal 
(2005)

11 servicios de 46 de 
las mayores ciudades de 
USA (1993-1998)

1ª Etapa:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
-  Obras: Staff a tiempo completo (equivalente), presupuesto de edifica-

ción
- Servicios médicos de urgencia: Empleados, presupuesto de la ciudad
 - Incendios: Presupuesto, staff, parque móvil, personal (TC)
-  Bibliotecas: Nº sucursales, nº libreros, gasto operativo per cápita, otro 

personal,fondos bibliográficos, 
- Parques y jardines: Personal, presupuesto
- Policía: Nº agentes, nº staff de mantenimiento
- Residuos sólidos: Personal (TC), presupuesto
- Mantenimiento de calles: Personal (TC), presupuesto
- Tráfico: Personal, nº de vehículos en servicio, fuel
- Abastecimiento de agua: Personal, presupuesto
Output: 
- Obras: Superficie edificable
-  Servicios médicos de urgencia: Tiempo de respuesta para servicios 

médicos
-  Incendios: Nº muertos en incendios, pérdidas por fuego, parque móvil, 

nº de vehículos en servicio
- Bibliotecas: Nº usuarios, nº visitas, rtio de devoluciones
- Parques y jardines: Espacio en uso
- Policía: Índice de crímenes por ciudad
- Mantenimiento de calles: Superficie atendida
- Tráfico: Millas por vehículo año, ingreso anual por vehículo y milla
- Abastecimiento de agua: Ciudadanos atendidos, agua suministrada

 

Balaguer, MT., Prior, D. y 
Tortosa, E (2007)

414 municipios de
 la C. Valenciana, 1995

1ª Etapa:
- DEA
- FDH
2ª Etapa:
-  Regresión kernel  

no paramétrica
-  Funciones de  

densidad bivariantes

Input:
- Gasto en sueldos y salarios
- Gasto en bienes y servicios
- Transferencias corrientes 
- Transferencias de capital
- Gasto de capital
Output: 
- Población 
- Tn de residuos recogidos
- Superficie de la red viaria 
- Superficie de parques públicos
- Nº puntos de luz
- Calidad 

Giménez, VM. y Prior, D.  
(2007)

258 municipios 
catalanes con más de 
2000 habitantes, 1996

1ª Etapa:
- Frontera de costes no  
 paramétrica descompuesta 
en términos de eficiencia a 
corto y largo plazo
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input para el corto plazo:
- Coste total laboral 
- Compra de bienes y servicios
-  Transferencias corrientes a organismos descentralizados
Input para el largo plazo:
- Coste total
Output: 
- Área urbana
- Población 
- Número de vehículos
- Número de Edificios 
- Tn de residuos ordinarios

Afonso y Fernandes (2008)

278 Gobiernos 
municipales 
portugueses del 
continente, 2001

1ª Etapa:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit

Input: 
- Gasto municipal per cápita
Output:
- Indicador global de Output: de gobierno local, formado a partir de:
- % habitante > 65 años 
- % edificios escolares por población en edad escolar
- % de estudiantes por población en edad escolar
- % usuarios de bibliotecas/población total
- Abastecimiento de agua (1000m3) 
- Recogida de residuos (toneladas) 
- Licencias de edificación
- Longitud de vías mantenidas por el municipio por población residente

Cuadro 2. Revisión de la literatura reciente sobre la estimación de la eficiencia global de los municipios (continuación)
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Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

-  Promedio de precipitaciones de lluvia y nieve
-  Promedio de temperatura
-  Crecimiento de la población (1990-96) 
-  % Empleados públicos en gobiernos locales sobre el total estatal 
-  Modelo de gestión municipal 
-  Índice de litigiosidad
-  Temperatura máxima y mínima 
- Población
- Superficie de la ciudad
-  Impuesto sobre ventas por renta personal
-  Impuesto sobre la renta estatal y municipal per cápita

La contratación de gerentes profesionales en lugar de la gestión por 
cargos electos incrementa la eficiencia de los servicios municipales. 
Desarrollo urbano más concentrado no parece generar ganancias de 
eficiencia. 

-  Ingresos tributarios per cápita
-  Subvenciones corrientes per cápita
-  Ingresos patrimoniales per cápita
-  Pasivos financieros per cápita
-  Deficit (total gastos/Total ingresos)
-  Votos obtenidos por el partido del gobierno/población

El estudio demuestra que los ingresos tributarios, los ingresos patrimo-
niales, las subvenciones, el déficit y los votos del partido gobernante 
tienen un impacto negativo sobre la eficiencia.

-  Nivel de renta per cápita
-  Índice de actividad industrial
-  Índice de actividad comercial
- Índice de turismo
- Población
- Densidad
-  Número de niños menores de 14 años
-  Número de habitantes mayores de 65 años
-  Número de policías locales
-  Existencia de biblioteca pública

Los resultados sugieren la necesidad de separar las ineficiencias en 
costes a corto de las de largo plazo. La mayoría de excesos de costes 
(ineficiencia) sólo se pueden abordar a largo plazo y se basan en accio-
nes para influir en el tamaño de los municipios. Los municipios grandes, 
con renta per cápita baja o media, con actividad comercial y turismo  y 
no especialmente orientadas hacia la promoción de actividades cultu-
rales más allá de sus respectivos servicios obligatorios, son eficientes en 
costes. 

- Poder adquisitivo 
-  Población con educación secundaria 
-  Población con educación superior 
-  Inversa de la distancia a la capital del distrito
-  Densidad de población
-  Crecimiento de la población

Los factores no discrecionales más relevantes que influyen positivamen-
te en la eficiencia son: Nivel de educación superior, índice de poder de 
compra, distancia geográfica entre municipios, densidad y crecimiento 
de la población.
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Autor/es Muestra Técnicas Indicadores de Input y Output

Borge, L., Falch, T. y Tovmo, 
P. (2008) 

Entre 362 y 384 
gobiernos locales 
(depende del año), 
2001-05

1ª Etapa:
-  Output/ingresos locales
2ª Etapa:
-  Datos de panel OLS y 

efectos variables

Input: 
-  Ingresos por impuestos más transferencias incondicionadas
Output: 
- Atención a los ancianos
% habitantes > de 80 años que reciben atención en el hogar
% habitantes > de 80 años en hogares de ancianos
% habitaciones individuales en residencias de ancianos
% usuarios de atención domiciliaria que reciben tanto la ayuda práctica 
y de enfermería
- Educación primaria y secundaria
Horas de enseñanza por alumno
% niños 6-9 años en centros de día para niños de la escuela
% usuarios de servicios de guardería con la asistencia más de 15 horas 
a la semana
- Guarderías
Asistencia guardería por cada niño de 0-5 años
Zonas de juego y aire libre por niño
Apoyo financiero a las instituciones privadas de guardería por cada niño 
de 0-5 años
- Otras prestaciones sociales
% habitantes de 20-66 años que reciben asistencia económica
Ayuda media por mes
- Custodia de los hijos
Nº de investigaciones como % de habitantes de 0-17 años
Nº de niños que reciben ayuda como % de los habitantes de 0-17 años
- Atención primaria de salud
Horas-hombre por parte de médicos por cada 10.000 habitantes
Horas-hombre fisioterapeutas por 10.000 habitantes
Horas-hombre por enfermeras por cada 10.000 habitantes 0-6 años

Cabases, F. (2008)
263 municipios de 
Navarra, 1995-2002

1ª Etapa:
- DEA 
- FDH
- Translog

Input:
- Gastos corrientes opertivos (caps. 1, 2 y 4)
Output: 
- Población
- Población mayor de 65 años 
- Suelo urbano neto
- Número total de viviendas
- Déficit de infraestructuras global
- Situación económica territorial (3 clusters)
- Tendencia temporal

Balaguer, MT. y Prior, D.  
(2009)

258 municipios 
de la C. Valenciana, 
1992-1995

1ª Etapa:
- DEA (3 modelos)
2ª Etapa:
-  Contrastan si la estructura  

presupuestaria influye en la  
ineficiencia (índice similar al  
de Finger y Kreinin (1979))

- Regresión Tobit

Input:
- Gasto en sueldos y salarios
- Gasto en bienes y servicios
- Transferencias corrientes y de capital
- Gasto de capital
Output: 
- Población 
- Tn de residuos recogidos
- Superficie de la red viaria 
- Superficie de parques públicos
- Nº puntos de luz
-  Evaluación de la calidad por parte de los ciudadanos: número de votos
- Calidad técnica de las infraestructuras públicas

Bosch, N., Espasa, M. y Mora, 
T. (2009)

102 municipios 
catalanes entre 5.000 
y 20.000 habitantes , 
2005

1ª Etapa:
- DEA
2ª Etapa:
- Regresión Tobit y métodos 
bootstrap 

Input: 
- Gastos corrientes operativos per cápita
- Gasto de capital per cápita
Output: 
- Población 
- Policias locales 
- Alumnos guarderías
-  Unidades escolares de infantil 2º ciclo y primaria en escuelas públicas
-  Alumnos de infantil 2º ciclo y primaria en escuelas públicas
- Consumo de agua 
- Tn de basuras
- Km de vías pavimentadas
- Superficie instalaciones culturales
- Superficie instalaciones deportivas

Cuadro 2. Revisión de la literatura reciente sobre la estimación de la eficiencia global de los municipios (continuación)
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Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

-  Ingresos del gobierno local
-  Participación democrática
- Mayoría socialista
-  Participación de los socialistas en el consejo local
-  Indice de Herfindahl-Hirschman (inversa fragmentación política)
-  Alcalde y teniente alcalde diferentes partidos, mayoría
-  Alcalde y teniente alcalde mismo partido, minoría
-  Alcalde y teniente alcalde diferentes partidos, minoría
-  Procedimiento presupuestario centralizado

Una elevada capacidad fiscal y un elevado grado de fragmentación de la 
oposición contribuyen a un menor nivel de eficiencia. En contraposición, 
encuentran evidencia que una elevada participación democrática 
incrementa la eficiencia mientras que unprocedimiento presupuestarios 
centralizado está asociado con menores niveles de eficiencia.

-  Grado de mancomunación
-  Presión fiscal (Cap.1,2 ,3/ Ing. Corrientes)
-  Inversión municipal (Cap.6,7/Gtos. Corrientes)
- Tamaño municipal 
-  Densidad de población

Las variables que inciden postivamente sobre la eficiencia son la manco-
munación, la presión fiscal, el esfuerzo inversor y el tamaño municipal.

-  Ingresos tributarios per cápita
-  Subvenciones corrientes per cápita
-  Ingresos patrimoniales per cápita
-  Pasivos financieros per cápita
-  % parados/población legal 
- Índice de turismo
-  Nivel de actividad comercial
- Nivel económico 

Los resultados muestran que, en general, todavía queda un amplio 
margen para alcanzar mayores niveles de eficiencia y mayores niveles de 
calidad, aunque se revela que una gran cantidad de ineficiencia se debe 
a factores exógenos. En particular, se ha comprobado que los ingresos 
tributarios per cápita y las subvenciones per cápita tienen un efecto 
negativo sobre la eficiencia, mientras que la actividad comercial tiene 
un impacto positivo. También se demuestra que los municipios con una 
población de entre 5000 y 20 000 habitantes son los más eficientes y 
que la estructura presupuestaria no influye en la eficiencia.

-  Renta familiar bruta disponible per cápita
-  % población con estudios post-obligatorios 
-  Impuestos por habitante
-  Transferencias por habitante
-  Fragmentación de la oposición
-  Densidad de población 

Los municipios más grandes y más densamente poblados tienden a ser 
menos eficiente. Las características socioeconómicas de la población 
(como la renta, las desigualdades en renta, el desempleo, la educación 
y la propiedad de viviendas) tienen poca relación con la eficiencia, 
mientras que las subvenciones tienen un fuerte efecto positivo sobre la 
eficiencia. La eficiencia en la prestación de los servicios básicos no está 
relacionado con el tipo de municipio.
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Autor/es Muestra Técnicas Indicadores de Input y Output

Muñiz, MA. y Zafra, JL. 
(2009)

1592 municipios 
españoles entre 1.000 y 
20.000 habitantes, 1999

1ª Etapa:
-   DEA para evaluar la 

situación financiera
-  DEA para evaluar la 

eficiencia en costes  
2ª Etapa:
-   Estudio de las funciones de 

densidad y aplicación del 
test de Li (1996),  
modificado por Simar y 
Zelenyuk (2006)

DEA situación financiera
Input: 
-  Variable con un valor constante para todas las unidades
Output:
- Índice de solvencia a corto plazo
- Índice peso de la carga financiera
- Índice de independencia financiera
- Índice del resultado presupuestario no financiero
- Índice de ejecución de ingresos
- Índice de la recaudación de ingresos corrientes

DEA eficiencia en costes 
Input:
- Gastos de personal
- Gastos en bienes y servicios
- Transferencias corrientes
- Inversiones reales
Output: 
- Población 
- Tn de residuos recogidos
- Longitud de la red viaria 
- Superficie de parques públicos
- Nº puntos de luz
- Índice de calidad agregado

Geys, B.y Moesen, 
W.(2009a)

300 gobiernos 
municipales 
flamencos, 2000

Metodología basada en 
Battesse y Coelli (1995) 
de estimación de frontera 
paramétrica que permite 
estimar los niveles de 
eficiencia y los factores 
explicativos de la ineficiencia 
de manera simultánea.

Input: 
-  Gastos corrientes en áreas de gasto tomadas  

como Outputs

Output: 
- Nº de beneficiarios de subsidios de subsistencia 
- Nº de estudiantes de primaria 
- Superficie de espacios recreativos (en Ha.)
- Longitud total de carreteras municipales (en Km)
- % de bausa recogida puerta a puerta

Geys, B.y Moesen, 
W.(2009b)

304 gobiernos 
municipales flamencos, 
2000

Compara tres métodos  
para medir la eficiencia
No paramétricas:
- DEA
- FDH
Paramétricas :
- Frontera estocástica

Input: 
- Gastos corrientes totales

Output: 
- Nº de beneficiarios de subsidios de subsistencia 
- Nº de estudiantes de primaria 
- Superficie de espacios recreativos (en Ha.)
- Longitud total de carreteras municipales (en Km)
- % de bausa recogida puerta a puerta

Cuadro 2. Revisión de la literatura reciente sobre la estimación de la eficiencia global de los municipios (continuación)

Fuente: Elaboración propia.
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Variables explicativas de la eficiencia Principales resultados

Los resultados muestran que los municipios que son más eficientes en 
términos de costes no están relacionados con aquellos que presentan 
una estructura financiera más eficiente, sino que se caracterizan por 
presentar un grado de relajación en la búsqueda de mejores los már-
genes financieros. Además, con respecto a la relación entre la eficiencia 
en costes y calidad,se obtiene que los pequeños municipios, cuando se 
enfrentan a mayores costes en la prestación de los servicios públicos, 
prefieren reducir la calidad de estos servicios en lugar que aumentar 
los impuestos, lo que revela la existencia de un trade-off entre cantidad 
y calidad del servicio en dicho estrato. Este caso no se da entre los 
grandes municipios, donde el más eficiente en costes lo continua siendo 
tambien cuando se tiene en cuenta la calidad en la prestación del 
servicio.

- Renta per cápita
-  Nivel educativo de la población
-  Desigualdad de renta
- % de parados
- Población
-  Población al cuadrado
-  Densidad de población
-  Propietarios de viviendas
- Mancomunidades
-  Deuda pública a largo plazo
- Superávit fiscal
-  Subvenciones recibidas
-  Ideología del gobierno
- Tipo de municipio

Los municipios más grandes y más densamente poblados tienden a ser 
menos eficiente. Las características socioeconómicas de la población 
(como la renta, las desigualdades en renta, el desempleo, la educación 
y la propiedad de viviendas) tienen poca relación con la eficiencia, 
mientras que las subvenciones tienen un fuerte efecto positivo sobre la 
eficiencia. La eficiencia en la prestación de los servicios básicos no está 
relacionado con el tipo de municipio.

Los municipios más grandes y más densamente poblados tienden a ser 
menos eficiente. Las características socioeconómicas de la población 
(como la renta, las desigualdades en renta, el desempleo, la educación 
y la propiedad de viviendas) tienen poca relación con la eficiencia, 
mientras que las subvenciones tienen un fuerte efecto positivo sobre la 
eficiencia. La eficiencia en la prestación de los servicios básicos no está 
relacionado con el tipo de municipio.
La aplicación de los distintos métodos de estimación de la eficiencia 
proporcionan resultados distintos..
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La  variable input viene representada en la mayoría de estudios 
por la variable gasto, como indicador del coste de la provisión del 
servicio. 

Un primer dilema que aparece es qué tipo de gasto es el que 
mejor representa el coste de dicha provisión: el gasto total, el gasto 
corriente, el gasto operativo, etc. El gasto total tiene el problema de 
incluir el gasto de capital que puede ser muy volátil cuando se lleva 
a cabo un análisis cross-section. Utilizar el gasto corriente permite 
evitar este problema, pero supone no considerar el gasto en 
inversiones que de manera regular ejecutan las entidades locales, 
como por ejemplo el gasto de mantenimiento de las instalaciones 
y equipamientos municipales, y que tiene una repercusión directa 
en la calidad del servicio prestado. Finalmente, en relación al gasto 
operativo los estudios que lo consideran entienden que es un 
indicador más ajustado al coste de la prestación del servicio por 
no incluir un gasto financiero derivado de actuaciones que se han 
ejecutado en ejercicios anteriores. 

Los estudios que no utilizan la variable gasto incluyen como inputs 
variables representativas del coste como pueden ser el número de 
empleados, el stock de capital, el gasto en material inventariable, etc. 
(De Borger et al., 1994; Worthington y Dollery, 2000b y  Moore 
et al, 2005). 

Una vez definidas las variables de output y input globales, las 
técnicas utilizadas para estimar la eficiencia con que operan los 
gobiernos locales pueden ser parámetricas y no paramétricas, 
siendo estas últimas y, en particular, los análisis DEA, las más 
frecuentes. No obstante, en muchos de los estudios analizados se 
aplican varias técnicas de estimación de la eficiencia para obtener 
unos resultados más robustos.

Al igual que sucedía con los estudios de eficiencia de servicios 
concretos, en el caso de la eficiencia global se aprecia una tendencia 
a utilizar la metodología en dos etapas, es decir, se estiman primero 
los índices de eficiencia globales y, en segundo lugar, se determinan 
qué variables no discrecionales y en qué medida explican los índices 
de eficiencia estimados.

En general, se observa que se contrastan cuatro tipo de variables no 
discrecionales. En primer lugar, variables de tipo geográfico como son, 
entre otras, la población, el crecimiento de la población, la superficie, la 
densidad, la distancia a la capital, las temperaturas máximas y mínimas, 
el nivel de precipitaciones, etc. En segundo lugar, variables que reflejan 
la realidad socioeconómica de los municipios como son la renta per 
cápita, el nivel de estudios, la tasa de paro o la actividad económica 
principal. Un tercer grupo de variables explicativas que se contrastan 
son de tipo presupuestario-fiscal como, por ejemplo, los ingresos 
municipales, la capacidad fiscal, el tipo impositivo del impuesto de 
la propiedad inmueble, las transferencias incondicionadas per cápita, 
la recaudación de algunos impuestos per cápita, la deuda pública a 
largo plazo y el superávit/déficit fiscal. Finalmente, el cuarto grupo de 

variables se centra en aspectos políticos. Así, se contrastan variables 
como la ideología del partido político gobernante, si el gobierno local 
es de coalición o no, la participación democrática, la fragmentación 
de la oposición, etc.

Los resultados obtenidos son altamente dispares. Así, por lo que 
se refiere a variables de índole geográfico la variable que más se 
contrasta en la mayoría de estudios es la densidad de población. Se 
trata de ver la influencia de las economías de aglomeración en la 
prestación de los servicios públicos. La evidencia empírica demuestra 
que esta variable resulta significativa en la mayoría de estudios, pero 
el signo es dispar. En concreto, algunos autores encuentran evidencia 
de que a mayor densidad de población mayor eficiencia (De Borger 
y Kerstens, 1996a y Afonso y Fernandez, 2008), mientras que otros 
contrastan que su influencia es negativa (Athanassopoulos y Triantis, 
1998; Geys y Mohecen, 2009; Bosch et al, 2009). Por su parte, Moore 
et al. (2005) concluyen para las ciudades más grandes de los Estados 
Unidos que un desarrollo urbano más concentrado no parece 
generar ganancias de eficiencia.

Otra variable que a menudo se contrasta es el tamaño del 
municipio con el propósito de analizar si existen economías de 
escala en la provisión de los servicios públicos de ámbito municipal. 
Los resultados muestran ambigüedad en esta relación, puesto 
que Geys y Moesen (2009a) demuestran que en el caso de 
los municipios flamencos los más grandes tienden a ser menos 
eficientes; en cambio, Cabases (2008) y Giménez y Prior (2007) 
obtienen una relación inversa para los municipios navarros y 
catalanes, respectivamente.

En cuanto a variables socioeconómicas, la literatura ha evidenciado 
que el nivel de renta de los ciudadanos afecta negativamente a la 
eficiencia en la prestación de los servicios públicos, puesto que se 
supone que los ciudadanos de renta alta están menos motivados 
a controlar los gastos municipales por una cuestión de costes de 
oportunidad (De Borger y Kerstens 1996a, 1996b; Giménez y Prior, 
2007 y Bosch et al., 2009). No obstante, Geys y Moesen (2009a) 
demuestran que en los municipios flamencos las características 
socioeconómicas de la población (como la renta, las desigualdades 
en renta, el desempleo, la educación y la propiedad de viviendas) 
tienen poca relación con la eficiencia.

Resultados no concluyentes se encuentran también cuando se 
analiza la variable nivel de educación de los ciudadanos sobre la 
eficiencia municipal. Así, De Borger y Kerstens (1996a) y Afonso y 
Fernandes (2008) obtienen que un nivel educación alto tiene un 
efecto positivo sobre la eficiencia, mientras que Bosch et al. (2009) 
muestran una débil influencia negativa de la educación sobre la 
eficiencia. A su vez, Geys y Moesen (2009a) concluyen que esta 
variable no es relevante como indicador de eficiencia. 

Otro grupo importante de variables que pueden influir directamente 
sobre la prestación de los servicios públicos municipales son las 
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variables de índole presupuestario-fiscal. Por un lado, la mayoría 
de estudios demuestran que la capacidad fiscal, medida como 
ingresos tributarios, ingresos impositivos, total de ingresos, etc., 
tiene una influencia negativa sobre el nivel de eficiencia (Balaguer 
et al., 2007; Borge et al., 2008; Bosch et al., 2009 y Balaguer y Prior, 
2009). La explicación radica en el hecho de que si un municipio 
puede generar ingresos fácilmente, sus políticos y gestores están 
menos motivados a gestionarlos de forma eficiente. Asimismo, si 
un nivel alto de impuestos incrementa el control sobre el gasto 
público, ello en último lugar puede generar ineficiencia, ya que 
puede distorsionar la elección de los burócratas sobre los inputs, 
eligiendo los más visibles y no los que serían más eficientes para 
el proceso de producción (Lindsay, 1976). Además, existe otra 
posibilidad alternativa que consiste en suponer que los municipios 
menos eficientes necesitan mayores niveles de financiación y dado 
que los recursos vía transferencias son limitados, una vía alternativa 
para obtener más ingresos es haciendo un mayor esfuerzo fiscal. 

En cambio, cuando se contrasta la influencia del esfuerzo fiscal 
medido a través de los tipos impositivos aplicados, la evidencia 
empírica demuestra una relación positiva con la eficiencia (De 
Borger y Kerstens, 1996a).

En cuanto al nivel de transferencias, en general, la literatura existente 
demuestra que tienen una influencia negativa sobre la eficiencia, 
en base al conocido efecto “fly-paper”. Así, De Borger y Kerstens 
(1996a) Athanassopoulos y Triantis (1998), Balaguer et al. (2007), 
Balaguer y Prior (2009) y Bosch et al. (2009) encuentran evidencia 
empírica sobre esta influencia negativa. No obstante, Geys y Moese 
(2009a) demuestran que las subvenciones tienen un fuerte efecto 
positivo sobre la eficiencia. 

Por otro lado, Muñiz y Zafra (2009) demuestran que los municipios 
que son más eficientes en términos de costes no están relacionados 
con aquellos que presentan una estructura financiera más eficiente, 
sino que se caracterizan por presentar un grado de relajación en la 
búsqueda de mejores márgenes financieros. Sin embargo, Balaguer 
et al. (2007) obtienen que el nivel de déficit público de los municipios 
valencianos tiene un impacto negativo sobre la eficiencia.

Finalmente, señalar que el los últimos años ha irrumpido con 
fuerza el análisis del impacto de los factores políticos sobre la 
eficiencia con que se prestan los servicios públicos municipales. 
Así, Athanassopoulos y Triantis (1998) demuestran que influyen 
negativamente en la eficiencia el hecho de que el partido político 
gobernante en el municipio sea del mismo color que el del 
gobierno central. Borge et al. (2008) demuestran que un elevado 
grado de fragmentación de la oposición contribuye a un menor 
nivel de eficiencia. En contraposición, encuentran evidencia que una 
elevada participación democrática incrementa la eficiencia. Bosch et 
al. (2009) no encuentran evidencia empírica significativa sobre si la 
debilidad o fortaleza de la oposición al gobierno municipal influye 
sobre la eficiencia. Aunque parecen dos resultados antagónicos, 

son totalmente plausibles desde el punto de vista teórico. Así, la 
influencia de esta variable sobre la eficiencia, puede tener dos 
lecturas. Por un lado, cabría esperar que una oposición muy fuerte 
(es decir poco fragmentada) ejerciera un fuerte control sobre el 
gasto público, y por tanto, los municipios en esta situación resultaran 
más eficientes.  Pero, por otro lado, también puede argumentarse 
que una oposición fuerte requerirá más concesiones del gobierno 
municipal, lo que puede aumentar el gasto público y generar 
ineficiencia. Por ello, el signo de esta variable es ambiguo. 

Otra variable de tipo político que a menudo se contrasta es el 
poder político del partido que gobierna el municipio. Balaguer et 
al. (2007) corroboran la hipótesis de que a mayor poder político 
(medido a través del número de votos del partido del gobierno en 
relación a la población) menor eficiencia.

4. Conclusiones

La actual realidad económica impone buscar la máxima eficiencia 
en la prestación de los servicios públicos municipales, para poder 
seguir ofreciéndolos en la misma cuantía y calidad, sin tener que 
incrementar, en demasía, los niveles de presión fiscal y de déficit 
público. 

Los recientes estudios que estiman la eficiencia con la que operan los 
gobiernos municipales españoles demuestran que existe margen de 
maniobra para mejorar dicha eficiencia. No obstante, hay que señalar 
que si bien una parte de dicha ineficiencia puede ser corregida por 
las autoridades locales a corto plazo optimizando la utilización de 
los inputs, existe toda una serie de variables no discrecionales que 
influyen, también, sobre la eficiencia con que operan los municipios. 
Alterar o modificar dichas  variables supone cambios estructurales 
con efectos a mucho más largo plazo. 

De todos modos, la literatura nos muestra que la influencia que 
tienen estas variables no discrecionales sobre la eficiencia es muy 
dispar. Una posible explicación a esta variabilidad de resultados 
puede responder a la propia muestra analizada. Así, las diferencias 
institucionales, políticas, competenciales, de financiación, etc. 
que existen entre las administraciones locales de los diferentes 
países pueden provocar reacciones distintas de estas variables 
sobre la eficiencia. Además, otros factores que pueden explicar la 
variabilidad de los resultados son el periodo temporal utilizado, las 
técnicas aplicadas, la información utilizada, etc. 

Los estudios aplicados a la realidad española muestran resultados 
altamente similares a pesar de utilizar muestras, periodos, técnicas y 
fuentes estadísticas distintas, lo que proporciona mayor robustez a 
los resultados alcanzados. 

En este sentido, los estudios que analizan los factores determinantes 
de los niveles de eficiencia de los municipios españoles revelan que 
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una elevada capacidad fiscal, expresada en términos de ingresos 
tributarios per cápita y transferencias per cápita, comporta una 
relajación en la búsqueda de la eficiencia en la prestación de los 
servicios públicos. Éste comportamiento está plenamente en la 
línea de lo que sucede en la experiencia internacional. Otra variable 
que influye de manera negativa sobre la eficiencia, tanto en el caso 
español como en los países en que se ha contrastado, es el nivel de 
renta de los ciudadanos del municipio, ya que estos están menos 
motivados a ejercer un control sobre los gastos municipales por 
una cuestión de costes de oportunidad. Se demuestra, también, 
que la estructura económica del municipio puede afectar a la 
eficiencia. En concreto, se contrasta que la actividad comercial 
incide de manera positiva sobre los índices de eficiencia municipal. 
Una particularidad del sector local español es el elevado número de 
pequeños municipios, lo que hace difícil la prestación eficiente de los 
servicios públicos. Ante esta realidad, algunos estudios contrastan 
empíricamente la influencia del tamaño municipal. En este sentido, 
los resultados evidencian que los municipios grandes son más 
eficientes en costes y que la mancomunación en la prestación de 
servicios incide de manera positiva sobre la eficiencia. 

Finalmente, señalar que en el caso español todavía son muy escasos 
los estudios que analizan la incidencia de variables de índole político 
sobre la eficiencia. 

En definitiva, la situación actual de crisis económica hace todavía 
más acuciante que las administraciones públicas, en general, y las 
locales, en particular, operen con la máxima eficiencia posible. Para 
ello es importante conocer la eficiencia con que funcionan y las 
posibilidades de incrementarla, teniendo en cuenta los factores que 
influyen sobre ella. 
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Datos sobre la deuda de los municipios españoles

En un contexto de crisis económica como el actual, no sólo existe 
preocupación sobre los niveles de deuda que acumulados por el 
sector privado sino que también genera alarma el endeudamiento 
del Sector Público. En el caso particular de los gobiernos locales 
españoles, la escasez de recursos propios para financiar gasto 
público ha acentuado la necesidad de recurrir a la deuda, la cual ha 
mantenido una tendencia creciente durante los últimos dos años. 

Desafortunadamente, la gran mayoría de los ciudadanos desconoce 
el endeudamiento en el cual incurre su ayuntamiento dado que 
este dato raramente aparece publicado a un nivel tan detallado. 
No obstante, tal y como establece el artículo 41.2 del reglamento 
de desarrollo de la Ley 18/2001 de Estabilidad Presupuestaria, el 
Ministerio de Economía y Hacienda publicó -por primera vez- en 
el primer trimestre de 2009 un informe sobre la deuda viva de las 
entidades locales a 31 de diciembre de 20081. Los datos de este 
documento se han elaborado a partir de la información existente 
en la Central de Información de Riesgos del Banco de España 
(CIRBE) relativa al Subsector Local y al Inventario de Entes del 
Sector público local2. A partir de esta publicación hemos elaborado 
un ranking de los ayuntamientos españoles más endeudados en 
términos de deuda sobre ingresos corrientes3, diferenciándolos por 
tramos de población (véase Tabla 1). De este modo, considerando 
cada subgrupo, los ayuntamientos más endeudados son Ochánduri 
(La Rioja), Almensilla (Sevilla), Manlleu (Barcelona), Aranjuez 
(Madrid), Reus (Tarragona) y Madrid. Tal y como muestra la tabla 
1, hay algunos ayuntamientos (un 2.6% del total) que se han 
endeudado muy por encima de los ingresos corrientes que habían 
presupuestado. 

Los datos de los que disponemos a partir del informe del Ministerio 
de Economía y Hacienda también nos permiten realizar un análisis 
comparativo entre comunidades autónomas. A continuación, la tabla 
1 presenta el nivel de deuda per cápita de los ayuntamientos según 
CCAA. En él se observa que la deuda de la CCAA de Madrid está 
muy por encima de la mediana (1.247 Eur./hab. frente a 497 Eur./hab.) 

1  Éste puede consultarse en la siguiente página web:  http://www.meh.es/
es-ES/Administracion%20Electronica/OVEELL/Paginas/DeudaViva.aspx.

2  Según el informe del Ministerio de Economía y Hacienda, los ayuntamien-
tos españoles acumulaban a finales de 2008 una deuda viva de 26.128 
millones, en la cual se incluyen créditos financieros, valores de renta fija y 
préstamos o créditos transferidos a terceros. Esta cifra representa aproxi-
madamente el 57% de los ingresos corrientes presupuestados para los 
ayuntamientos españoles durante el ejercicio 2008. 

3  Dado que en este momento aún no disponemos de la liquidación del 
presupuesto de 2008 utilizamos los ingresos corrientes presupuestados 
para dicho año. Por lo tanto, somos conscientes que generamos un pe-
queño  margen de error dado que hay cierta tendencia por parte de los 
ayuntamientos a sobreestimar esta cifra.

y, al mismo tiempo, se sitúa a gran distancia del resto de comunidades. 
En valores absolutos, son las comunidades autónomas de Madrid, 
Cataluña y Andalucía las que más deben. Esto se explica por el elevado 
nivel de endeudamiento  que acumulan  los ayuntamientos de Madrid, 
Barcelona y Málaga y Sevilla, respectivamente. De todos ellas destaca el 
ayuntamiento de Madrid, cuya deuda representa el 26% del total. 

Si bien las cifras de deuda desagregada por municipios sólo se han 
presentado a fecha de diciembre de 2008, el  Banco de España 
publica regularmente su Boletín Estadístico4 el cual contiene datos 
del endeudamiento de las capitales de provincia de más de 500.000 
habitantes y del total agregado de ayuntamientos. Según el boletín 
estadístico de diciembre de 2009 –el último publicado a fecha de hoy-, 
la deuda viva de los ayuntamientos de estas capitales a junio de 2009 
es la siguiente: Madrid (2.261,7 Eur./hab.), Málaga (1.127,9 Eur./hab.), 
Zaragoza (1.064,8 Eur./hab.), Valencia (970,3 Eur./hab.), Sevilla (701,1 
Eur./hab.) y Barcelona (447,1 Eur./hab.). Además, a junio de 2009 el 
conjunto de ayuntamientos de España acumulaban una deuda de 
28.297 millones de euros, una cifra que supone un incremento del 
13% respecto al año anterior.

En conclusión, consideramos que esta primera divulgación de 
la deuda de los ayuntamientos realizada por el gobierno español, 
representa una mejora considerable de la transparencia de nuestro 
sector público. La publicación de estos datos es relevante para buena 
parte de la sociedad. Por una parte, el conocimiento por parte de los 

4 http://www.bde.es/webbde/es/estadis/infoest/bolest.html

Institut d’Economia de Barcelona (IEB)
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ciudadanos del endeudamiento de su ayuntamiento favorece y facilita 
la  rendición de cuentas de los gobiernos locales. Si bien un nivel de 
endeudamiento elevado no es, per se, indicador de una mala gestión 
por parte del gobierno local, si este nivel es excesivo y no se han 
realizado inversiones (en infraestructuras, equipamiento, etc.) que 
lo justifiquen este hecho sí puede ser indicativo para el ciudadano. 
Por otra parte, esta información también puede ser relevante para 
otros sectores de la economía como pueden ser los proveedores 

que abastecen a los ayuntamientos. Finalmente, creemos que dar a 
conocer las cifras de endeudamiento de todos los ayuntamientos 
también ayuda a estos gobiernos a tener un marco de referencia 
en cuanto a la gestión de sus recursos. Así pues, a un gobierno local 
le puede resultar de interés comparar su nivel de deuda con el 
de ayuntamientos de características similares para establecer si los 
importes que debe están dentro de un rango razonable.

Tabla 1.  Deuda per cápita de los ayuntamientos de España (por tramos de población)

Habitantes Ayuntamiento Deuda sobre ingresos corrientes

Hasta 5.000 Ochánduri (La Rioja) 573,05%

Olóriz (Navarra) 542,64%

Enériz (Navarra) 505,52%

Ausejo (La Rioja) 448,50%

Alfondeguilla (Castellón) 356,81%

De 5.001 a 20.000 Almensilla (Sevilla) 638,28%

Aznalcóllar (Sevilla) 183,82%

Los Villares (Jaén) 173,20%

La Selva del Camp (Tarragona) 156,67%

Algodonales (Cádiz) 154,45%

De 20.001 a 50.000 Manlleu (Barcelona) 128,47%

Tortosa (Tarragona) 121,70%

Navalcarnero (Madrid) 119,34%

Teruel 115,34%

Totana (Murcia) 113,33%

De 50.001 a 100.000 Aranjuez (Madrid) 112,71%

Benalmádena (Málaga) 110,40%

Puertollano (Ciudad Real) 105,69%

Alcoi (Alicante) 103,69%

Gandia (Valencia) 98,03%

De 100.001 a 500.000 Reus (Tarragona) 115,72%

Tarragona 92,41%

Córdoba 91,16%

Salamanca 90,38%

Lleida 85,22%

Más de 500.000 Madrid 147,39%

Málaga 117,94%

Valencia 111,24%

Zaragoza 108,89%

Sevilla 60,65%

(1) Sobre ingresos corrientes presupuestados para el ejercicio 2008.
Fuente: “Deuda viva de las entidades locales a 31/12/2008” (Ministerio de Economía y Hacienda) y “Presupuesto del ejercicio 2008. Entidades locales.”
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Datos sobre magnitudes presupuestarias de las grandes ciudades 
españolas

Desde el año 1997 un grupo de expertos, dirigido por la 
investigadora del IEB Núria Bosch, viene elaborando un informe 
sobre la evolución de las grandes magnitudes presupuestarias y 
contables de las seis grandes ciudades españolas (Barcelona, 
Madrid, Málaga, Sevilla, Valencia y Zaragoza)1. Dichos informes se 
pueden encontrar en la página web del IEB (www.ieb.ub.edu) y a 
partir de ellos hemos elaborado series históricas de algunos de los 
indicadores que consideramos más relevantes. 

Para empezar resulta necesario un breve apunte sobre la 
metodología utilizada en los estudios previamente citados. 
Por una parte, para poder presentar las cifras en términos per 
cápita, se ha utilizado la población proporcionada por el INE en 
el padrón de habitantes de 1996 y las revisiones padronales de 
2001, 2004, 2007 y 2008. Por otra parte, los informes constan 
de dos secciones, la primera de las cuales se centra en las 
partidas presupuestarias y los balances. En esta parte las cifras 
presupuestarias corresponden a los Derechos Reconocidos 
Netos y Obligaciones Reconocidas Netas que aparecen en las 
Cuentas Generales de cada municipio. Además, se analizan los 
datos no consolidados de los ayuntamientos a excepción de 
la deuda consolidada que se puede encontrar en los Boletines 
Estadísticos del Banco de España. En cuanto a la segunda parte 
de los estudios, ésta se ocupa exclusivamente de la  Capacidad 
de Financiación, presentando cifras obtenidas a partir de datos 
presupuestarios liquidados. 

En este contexto, los indicadores para los cuales presentamos su 
evolución en este Informe son los siguientes: ingresos tributarios, 
gastos de capital, participación de los municipios en los tributos del 
Estado (P.M.T.E.) y deuda viva. Además, todas las cifras se ofrecen 
en términos per cápita.

En primer lugar, la evolución de los ingresos tributarios durante 
el período 1997-2008 está representada en el Gráfico 1. En él se 
puede observar como, si bien hasta el año 2003 la tendencia se 
mantenía en general al alza (con pequeñas oscilaciones), a partir 
de este año los ingresos tributarios experimentan un notable 
ascenso; en el caso de Barcelona este aumento se da un año más 
tarde, en 2004. Durante todo el período analizado los ingresos 
impositivos por habitante de Barcelona son los más elevados 

1  Este estudio también se realiza para la ciudad de Bilbao pero tan sólo 
hasta el año 2003. Asimismo, no se dispone de ciertos datos referidos a la 
ciudad de Málaga en los años 2004 y 2005. 

dentro del grupo de grandes ciudades españolas, no obstante, 
en el 2008 es alcanzada por la ciudad de Madrid, que es la que 
ha experimentado un mayor incremento por este concepto en 
el período indicado.

En segundo lugar, el gasto de capital de la última década se 
ve reflejado en el Gráfico 2 que presentamos a continuación. 
Este gráfico nos muestra un fuer te incremento de los gastos 
de capital de Barcelona entre 2001 y 2002. Los de Madrid, 
en cambio, crecen sobretodo entre 2003 y 2006  y los de 
Zaragoza lo hacen principalmente a par tir de 2004. En cambio, 
el ayuntamiento de Sevilla parece ser el que mantiene una 
tendencia más estable. 

En tercer lugar, de las cifras sobre la par ticipación de los 
municipios en los tributos del Estado (véase Gráfico 3) 
destaca la magnitud de Barcelona, la cual está en todo el 
período analizado muy por encima de la del resto de grandes 
ciudades. 

Por último analizamos la evolución de la deuda viva a partir del 
Gráfico 4. Como se puede observar, el hecho más relevante es el 
más que notable crecimiento del endeudamiento del ayuntamiento 
de Madrid, especialmente a partir de 2003. Contrariamente, 
Barcelona experimentó un descenso paulatino durante el mismo 
período.

En resumen, en dos de los cuatro indicadores que hemos 
presentado podemos establecer a grandes rasgos una tendencia 
en el largo plazo.  Estos dos son los ingresos tributarios y la 
par ticipación de los municipios en los tributos del Estado, los 
cuales muestran una tendencia creciente durante el período 
estudiado. En cambio, durante el mismo período los gastos de 
capital por habitante de las grandes ciudades son mucho más 
fluctuantes. Si bien el gasto por este concepto está liderado 
por la ciudad de Barcelona, su ayuntamiento ha conseguido 
mantener durante la mayoría del período analizado una deuda 
per cápita decreciente. Contrariamente, en el consistorio de 
la ciudad de Madrid, el que más se le asemeja en términos 
de población, el considerable incremento de gasto de 
capital  iniciado en 2003 ha ido acompañado de un fuer te 
endeudamiento.

Institut d’Economia de Barcelona (IEB)
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Gráfico 1. Evolución de los ingresos tributarios per cápita
(Caps. 1, 2 y 3) 1997-08
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Gráfico 3. Evolución de la P.M.T.E. per cápita, 1997-08

600

500

400

300

200

100

0

Barcelona
Madrid

Málaga
Sevilla

Valencia
Zaragoza

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Gráfico 4. Evolución de la deuda viva per cápita, 1994-08
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Gráfico 2.  Evolución del gasto de capital per cápita, 1997-08
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Anexo

Tabla1. Evolución de los ingresos tributarios per cápita de las grandes ciudades españolas, 1997-08

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Barcelona  521,45 553,47 538,60 529,97 560,27 591,59 577,63 560,43 668,85 707,22 750,32 739,80

Bilbao 396,93 415,23 437,82 440,20 428,77 439,13 421,76

Madrid 324,90 339,79 346,80 349,10 353,83 398,72 379,00 467,82 557,12 633,24 684,99 739,43

Málaga 237,13 242,83 269,85 266,94 315,94 328,57 317,41 411,80 437,93 444,71

Sevilla 238,09 249,47 254,17 263,24 303,54 327,44 314,46 331,42 393,95 430,56 453,32 513,03

Valencia 300,66 329,19 339,71 339,12 354,43 381,06 364,70 391,60 454,09 473,50 497,69 556,64

Zaragoza 338,39 351,57 363,26 362,13 377,60 402,21 420,18 438,28 494,96 548,49 572,51 576,55

Promedio 
Grandes 
Ciudades

336,79 354,51 364,32 364,39 384,91 409,82 399,30 437,91 513,79 534,14 566,13 595,03

 
Fuente: ”Evolución de las grandes magnitudes presupuestarias y contables de las seis grandes ciudades españolas”, (varios años).

Tabla 2. Evolución de los gastos de capital per cápita de las grandes ciudades españolas, 1997-08

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Barcelona  160,88 242,06 237,01 178,54 241,44 451,43 421,87 295,48 283,19 331,67 358,41 375,66

Bilbao 106,88 168,36 204,27 125,42 188,16 165,24 219,59

Madrid 75,58 98,54 118,75 104,25 117,40 172,54 141,12 272,79 289,61 416,32 283,30 276,20

Málaga 49,76 77,78 109,29 59,98 69,06 95,95 191,05 145,42 173,84 144,85

Sevilla 49,68 59,41 56,56 55,26 59,88 67,51 51,02 77,24 62,53 109,74 92,09 126,46

Valencia 129,17 82,02 149,01 113,34 143,68 222,00 207,93 108,02 119,38 130,64 139,62 148,90

Zaragoza 101,45 104,74 102,24 108,08 124,78 141,89 141,60 137,90 168,81 233,73 281,89 344,27

Promedio 
Grandes 
Ciudades

96,20 118,99 139.59 106.41 134.91 188.08 196.31 178.29 184.70 227.92 221.53 236.06

Fuente: ”Evolución de las grandes magnitudes presupuestarias y contables de las seis grandes ciudades españolas”, (varios años).
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Tabla 3.  Evolución de la P.M.T.E. per cápita de las grandes ciudades españolas, 1997-08

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Barcelona  271,52 285,10 305,21 329,81 348,28 368,00 396,15 414,16 433,62 462,51 534,94 511,75

Bilbao (1) 261,45 307,79 473,89 399,32 568,41 487,01 485,08

Madrid 227,08 231,07 245,66 258,31 277,84 296,95 315,35 265,26 299,80 359,38 386,10 400,59

Málaga 188,57 195,84 230,91 222,23 221,55 249,41 262,03 326,38 350,50 355,41

Sevilla 208,42 225,59 229,43 241,73 242,11 255,42 289,06 312,26 275,64 294,20 355,20 349,50

Valencia 199,44 198,18 214,36 222,25 239,00 254,43 303,97 270,71 243,43 322,18 331,91 378,96

Zaragoza 184,80 197,61 208,43 223,48 235,04 246,33 264,55 241,18 244,35 259,40 305,89 348,56

Promedio 
Grandes 
Ciudades

220.18 234.45 272.56 271.02 304.60 308.22 330.89 300.71 299.37 337.34 377.42 390.80

(1) Se considera como P.M.T.E la transferencia que da la Udalkutxa.
Fuente: ”Evolución de las grandes magnitudes presupuestarias y contables de las seis grandes ciudades españolas”, (varios años).

Tabla 4.  Evolución de la deuda viva per cápita de las grandes ciudades españolas, 1994-08

1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Barcelona  1.131,33 1.069,88 1.037,09 957,68 919,18 906,26 823,26 765,69 836,68 788,43 764,39 727,52 665,36 581,78 476,58

Madrid 340,32 361,30 402,59 407,19 394,71 327,75 334,67 349,43 384,41 469,53 685,28 1.076,40 1.608,99 1.927,99 2.079,48

Málaga 301,75 296,89 318,72 284,51 296,81 305,00 371,52 443,46 456,29 633,79 752,76 808,23 870,58 942,34 1.091,18

Sevilla 412,26 453,19 479,62 468,10 457,89 486,90 484,26 452,60 380,37 415,53 428,57 484,45 523,53 549,70 602,53

Valencia 387,30 420,95 428,57 470,20 491,95 568,01 602,56 643,44 782,23 814,82 807,14 908,26 897,76 924,52 993,44

Zaragoza 640,52 694,86 735,25 972,06 957,33 917,43 888,35 941,37 836,67 827,70 786,68 731,92 736,64 876,95 1.036,19

Promedio 
Grandes 
Ciudades

535,58 549,51 566,97 593,29 586,31 585,23 584,10 599,33 612,78 658,30 704,14 789,46 883,81 967,21 1.046,57

Fuente: ”Boletín Estadístico”, Banco de España (varios años).
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RESEÑAS

Una nueva visión de la gobernanza ha aparecido en el mundo debido 
a la globalización, la revolución de la información y la existencia 
de conflictos regionales y étnicos. Esta nueva visión también ha 
comportado un resurgimiento del interés por los principios y las 
prácticas del federalismo fiscal, ya que se considera que los sistemas 
federales proporcionan salvaguarda frente 
a la amenaza de la explotación centralizada 
y frente a comportamientos oportunistas 
descentralizados, al mismo tiempo que 
acercan la toma de decisiones a los individuos. 
En este sentido, el libro cubre los temas 
tradicionales del federalismo fiscal (asignación 
de responsabilidades, acuerdos fiscales 
intergubernamentales, competencia fiscal y 
subvenciones) en un marco unificado por lo 
que se refiere a las prácticas actuales que las 
federaciones siguen en el mundo.

El libro está dividido en cuatro partes La 
primera parte estudia la división de poderes 
fiscales en los sistemas federales. Esta sección 
contiene siete capítulos dedicados a diversos aspectos de la 
asignación de gastos, impuestos y poderes reguladores entre 
diversos niveles de gobierno. El capítulo 1 introduce conceptos 
básicos del federalismo. El segundo capítulo se centra en examinar 
los costes y beneficios de una gobernanza descentralizada. El 
capítulo 3 subraya los principios de la asignación de los poderes de 
gasto entre diferentes niveles de gobierno para diversos servicios 
específicos. El capítulo 4 trata sobre los principios y prácticas de la 
asignación de poderes tributarios a varios niveles de gobierno. El 
capítulo 5 analiza los problemas concretos que se generan cuando 
los recursos naturales están repartidos de forma desigual dentro 
de la federación, lo cual puede generar ineficiencias e inequidades. 
El capítulo 6 se centra en el rol de los gobiernos locales en la 
gobernanza local. El capítulo 7 presenta modelos estilizados e 
instituciones de gobernanza local que se han dado en diferentes 
partes del mundo durante los últimos siglos.

La segunda parte se centra en el desajuste entre las fuentes de 
ingresos y las necesidades de gasto, es decir, el desequilibrio fiscal 
vertical. Estos desequilibrios pueden mitigarse con transferencias 
de un porcentaje determinado de ingresos federales basados 
en los impuestos con base imponible compartida, o mediante 
subvenciones específicas o generales a gobiernos subnacionales. 
La segunda parte consta de tres capítulos. El capítulo 8 discute 
los pros y contras de la participación en ingresos y evalúa la 
utilidad de alternar mecanismos de participación en ingresos. El 
capítulo 9 detalla los instrumentos de que disponen las haciendas 

intergubernamentales para ejecutar el poder de gasto federal. 
Después, el capítulo presenta las justificaciones económicas de las 
transferencias fiscales (federal-estatal-local) y discute aspectos del 
diseño de subvenciones para el logro de objetivos de eficiencia 
en tales transferencias. El capítulo 10 proporciona una guía para el 

diseño de las subvenciones y describe los objetivos 
y el diseño de las transferencias fiscales en diversos 
países del mundo. 

La tercera parte trata sobre cómo satisfacer las 
preferencias locales mediante la provisión, a nivel local, 
de bienes de interés social como educación, sanidad, 
infraestructuras y reducción de la pobreza. Esta parte 
comprende del capítulo 11 hasta el 13. El capítulo 11 
está destinado a discutir consideraciones conceptuales 
y prácticas en la asignación descentralizada de los 
servicios de sanidad y educación y los mecanismos 
de financiación. El capítulo 12 discute las razones 
de la financiación de infraestructuras a través de 
subvenciones, los tipos de subvenciones de capital 
y los mecanismos institucionales que aseguran 

un endeudamiento responsable. El capítulo 13 analiza como se 
pueden alcanzar objetivos nacionales, tales como altos índices de 
crecimiento y reducción de la incidencia de la pobreza. 

Finalmente, la cuarta parte, la cual contiene 4 capítulos, plantea 
varios inconvenientes derivados del federalismo fiscal: inestabilidad 
macroeconómica (capítulo 14), competencia entre jurisdicciones 
(capítulo 15), aumento de las disparidades regionales (capítulo 15) 
e incidencia de sobornos y corrupción (capítulo 16). Estos aspectos 
son tratados mediante una guía conceptual así como evidencia 
empírica. Además, la cuarta parte también analiza los nuevos retos 
que el federalismo fiscal debe afrontar debido a la globalización y a 
la revolución de la información.

En conclusión, este libro presenta un marco teórico muy claro 
así como abundancia de buenos casos de estudio. El resultado es 
un tratamiento comprensivo, bien escrito y no técnico del cual 
una gran variedad de público (académicos, estudiantes, asesores 
políticos y profesionales) se beneficiará. 

Robin Boadway y Anwar Shah

Fiscal Federalism. Principles and Practice of Multiorder Governance
Cambridge University Press, Cambridge, 2009
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El libro, editado por los profesores Santiago Lago (Universidad de 
Vigo) y Jorge Martínez-Vázquez (Georgia State University) incluye 
diversas contribuciones, realiza-das por expertos españoles en 
financiación autonómica y en tributación, que discuten las ventajas 
e inconvenientes de profundizar en la autonomía tributaria de las 
Comunidades Autónomas (CCAA) españolas a la 
vez que proponen diversas formas de avanzar en 
esta dirección. 

La motivación inicial del libro es el hecho 
conocido de que en España la descentraliza-ción 
por el lado del gasto ha avanzado mucho más 
que la descentralización en el ingreso. Además, 
aunque durante los últimos años se ha otorgado 
una mayor autonomía tributaria a las CCAA, éstas 
han hecho un uso escaso de ella. Aun cuando 
esta asimetría es un hecho común en otros países 
descentralizados, cabe preguntarse si constituye o 
no un problema y si existen formas de resolverlo 
en la práctica. Las contribuciones incluidas en 
la primera parte del libro discuten las ventajas e inconvenientes 
de una mayor autonomía tributaria, los efectos que la falta de 
la misma ha ocasionado en el caso español y los motivos de la 
insuficiente utilización de la capacidad normativa existente. Los 
distintos autores señalan que la falta de autonomía tributaria: (i) 
dificulta la determinación del nivel óptimo de gasto público por 
parte de cada CA, (ii) diluye la responsabilidad fiscal y política de los 
gobiernos autonómicos frente a los ciudadanos, y (iii) contribuye 
a relajar la restricción presupuestaria de las CCAA, en especial 
en una situación en la que existe libertad de endeudamiento y 
expectativas de que las transferencias de la administración central 
son un concepto flexible al alza. 

En el primer capítulo, Ignacio Zubiri, después de repasar las 
recomendaciones tradicionales de la Teoría del Federalismo Fiscal, 
considera que es necesario garantizar la capacidad tributaria en el 
margen a la vez que se endurece la restricción presupuestaria de 
las CCAA. La existencia de una restricción presupuestaria ‘blanda’ 
es documentada por Carlos Monasterio y Roberto Fernández-
Llera en el segundo capítulo. En el tercer capítulo, Guillem López 
discute las razones de la no utilización hasta el momento de la 
capacidad tributaria, considerando que el problema es que no hay 
espacios fiscales realmente propios de las CCAA (es decir, con 
separación total de impuestos y poderes fiscales exclusivos para 
las CCAA). Los posibles riesgos de una mayor autonomía tributaria 
en términos de competencia fiscal son analizados en el capítulo 
cuarto por Albert Solé, en el que revisa los posibles indicios de 
competencia fiscal y valora la posible gravedad del fenómeno. A 

juicio de este autor, efectivamente, existen estos indicios, aunque 
no deberían constituir un problema excesivo y/o en cualquier 
caso, sus efectos deberían ser fácilmente corregibles. Algunos 
de los problemas existentes se pueden atenuar con una mayor 
coordinación des de la administración central y un mediante un 

buen diseño de las transferencias de nivelación: 
que ninguna comunidad (foral o común) disponga 
de un nivel muy superior de ingresos con el que 
financiar ‘guerras fiscales’ y que un mecanismo de 
nivelación “automático” neutralice las ganancias 
de recaudación que se puedan realizar bajando 
impuestos a costa de comunidades vecinas.

En el capítulo siguiente, Laura de Pablos analiza 
la situación de los impuestos de base patrimonial, 
realizando algunas propuestas para mejorar la 
situación de los mismos, como por ejemplo: la 
utilización de criterios de valoración homogéneos, 
la reducción del número de exenciones, y la 
utilización de tarifas progresivas pero más bajas 

que las actuales. De todas formas, la evolución tomada por estos 
impuestos durante el periodo de tiempo que ha transcurrido desde 
la elaboración del trabajo (esto es, la eliminación del impuesto 
del patrimonio por parte del gobierno central y la reforma a la 
baja del impuesto sobre sucesiones) hace que algunas de estas 
recomendaciones sean ya irrelevantes. En el capítulo ocho, Julio 
López Laborda analiza la situación de la imposición general sobre 
el consumo. El autor considera que es actualmente es viable 
técnicamente la descentralización del IVA a las CCAA, utilizando 
por ejemplo un ‘IVA integrado viable’ (conocido como VIVAT en la 
literatura), que consiste en el mantenimiento del IVA regulado por 
el nivel central, de aplicación uniforme a todo el país, y en la cesión 
a las CCAA de competencias para modificar el tipo autonómico 
del impuesto en las operaciones realizadas con consumidores 
finales en su territorio. El autor admite, sin embargo, que la 
problemática de las compras transfronterizas y oposición de la 
Comisión Europea a la dispersión de tipos de IVA en el interior de 
los estados dificultarían una medida de esta tipo. El autor también 
discute la alternativa de utilizar una IVA colegiado pero admite que 
esta solución no proporciona realmente autonomía individual a las 
CCAA. El conocimiento del contenido de la última reforma del 
sistema de financiación autonómica, que no toma ninguna medida 
sustancial a este respecto, es una demostración de las dificultades 
existentes en avanzar en esta dirección. 

En el siguiente capítulo, Jorge Onrubia aborda la posibilidad de una 
mayor descentra-lización en el caso de la imposición indirecta sobre 
consumos específicos, proponiendo bien la introducción de tipos 

Santiago Lago Peñas y Jorge Martínez Vázquez (Coord.)

La asignación de impuestos a las Comunidades Autónomas:  Desafíos y oportunidades
Estudios de Hacienda Pública, Instituto de Estudios Fiscales
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autonómicos complementarios de los estatales en los impuestos 
estatales armonizados, o la creación de nuevos impuestos sobre 
la fase minorista de objetos de imposición ya gravados por los 
impuestos especiales armonizados. Los dos últimos capítulos están 
dedicados a la imposición ambiental y energética y destacan las 
posibilidades de futuro existentes en este campo.

A la vista de las propuestas de los distintos capítulos, los coordinadores 
del volumen se permiten realizar una serie de recomendaciones que, 
si bien no pueden considerarse de consenso, si son coincidentes con 
algunas de las opiniones expresadas en algunos de los trabajos. Así, en 
el campo de la imposición sobre la renta, se recomienda mantener 
la centralización de la imposición sobre sociedades, mientras se opta 
por una descentrali-zación mucho más intensa del impuesto sobre 
la renta personal, proponiendo la  coexistencia de un impuesto 
central exclusivo y separado y de un impuesto autonómico con 
plena soberanía y que tendría que ser aprobado explícitamente por 
el parlamento regional. En el caso de los impuestos sobre consumos 
específicos se propone la utilización de tramos propios o recargos 
en destino, aunque se admite la dificultad de realizarlo en el caso 
del impuesto sobre el alcohol. Se considera que el IVA regional 
es viable técnicamente, pero se admite que hay poca experiencia 
internacional y que existe un cierto riesgo de dificultar el control del 
fraude. El IVA colegiado puede ser un instrumento complementario 
a las participaciones pero no soluciona el problema de otorgar una 
mayor autonomía tributaria individual a cada una de las CCAA. 
Finalmente, en el caso de los impuestos patrimoniales se admite 
que la tendencia internacional juega realmente en contra de los 
mismos, pero advierte de la posibilidad de la revalorización de su 
papel en el futuro como complemento a la tributación progresiva 
del IRPF, en cuyo caso se recomienda una re-centralización de los 
mismos. Lamentablemente, la desaparición del impuesto sobre el 
patrimonio indica que probablemente ya es demasiado tarde para 
la aplicación de este tipo de medidas. 

Todas estas recomendaciones se sustentan en los trabajos de 
expertos de reconocido prestigio en el campo de la financiación 
autonómica y la tributación, y fueron generadas en paralelo al 
debate sobre la reforma de la financiación autonómica. Nótese, sin 
embargo, que los avances en el ámbito de la autonomía tributaria 
han sido en esta ocasión muy limitados y, en cualquier caso, alejados 
de las propuestas de los expertos (con la excepción del incremento 
en la participaciones impositivas). En cualquier caso, las reflexiones 
y las propuestas de los expertos, incluidas en el magnífico libro 
editado por Santiago Lago y Jorge Martínez-Vázquez están escritas 
y disponibles para ser utilizadas en futuros debates. certainly help 
those that are concerned by this issue. 
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El presente libro versa sobre el cálculo de las balanzas fiscales del 
Sector Público, un instrumento que permite medir la diferencia 
entre el gasto público que la Administración Central realiza en una 
comunidad y los ingresos que recibe de esta región para financiar 
dicho gasto. Aunque el cálculo de las balanzas fiscales no es una 
tarea fácil y, a la vez, su interpretación genera 
gran controversia, hasta el momento no existía 
ningún manual que abordase conjuntamente la 
metodología a seguir para su cuantificación, así 
como también los determinantes de los flujos 
fiscales y las implicaciones políticas de éstos. En 
este sentido, este libro cubre tal déficit ya que 
trata al mismo tiempo estos tres puntos clave. 

En la primera parte del libro intervienen, por 
una parte, Giusseppe C. Ruggeri, François 
Vaillancourt, Núria Bosch, Antoni Zabalza, 
Maria Flavia Ambrosanio, Massimo Bordignon 
y Floriana Cerniglia. En primer lugar, los 
autores debaten sobre  los tres enfoques 
posibles que se pueden adoptar para calcular las balanzas fiscales: 
el del flujo-monetario, el del flujo del beneficio y el de la ganancia 
económica. Mientras para la primera metodología lo que importa 
es el territorio dónde se realizan los pagos y de dónde se obtienen 
los ingresos para financiarlos, la segunda opción pone el énfasis 
en el territorio de residencia de los individuos que soportan la 
carga fiscal y que se benefician de los gastos del gobierno. El tercer 
enfoque es una combinación de los dos anteriores. Así, se sugiere 
que la primera metodología sea la escogida si se desea analizar el 
impacto económico de las acciones del gobierno central, mientras 
que la segunda metodología se utilizaría en caso de querer estudiar 
el impacto sobre el bienestar de los residentes de un territorio. Por 
lo tanto, los expertos citados están de acuerdo en que no existe 
una metodología mejor que otra sino que solamente depende del 
uso que se quiera hacer de las balanzas fiscales. Por otra parte, una 
vez cuantificadas las balanzas fiscales, los autores discuten sobre 
la interpretación de los resultados a la vez que se analizan cuatro 
casos particulares (Canadá, Italia, Bélgica y España). Esta última 
sección contiene los análisis y comentarios de Paul Van Rompuy, 
Giuseppe C. Ruggeri, François Vaillancourt, Marta Espasa, Núria 
Bosch, Guillem López-Casasnovas y Ramón Barberán.

En la segunda parte del libro encontramos las contribuciones de 
Jonathan Rodden, Carles Boix y Stuti Khemani. En concreto, en esta 
sección se discute sobre los factores políticos que determinan los 

flujos fiscales. Para ello se realiza una revisión de la literatura sobre 
la economía política de las transferencias intergubernamentales y 
la inversión pública realizada por los gobiernos centrales. Además, 
en esta sección se presentan tres casos de estudio concretos. El 
primero es el análisis hecho por Sandra de León -y comentado por 

Santiago Lago- sobre la asignación de la financiación 
regional en España. A este estudio le sigue el llevado a 
cabo por Achim Kemmerling y Andreas Stephan sobre 
la asignación de inversiones de transporte regional en 
Europa. En tercer lugar, Albert Solé-Ollé se centra en 
la distribución de la inversión en infraestructuras en 
España. Los comentarios de los dos últimos casos de 
estudio mencionados corren a cargo de Germà Bel.

Para concluir, el libro incluye una tercera parte que 
plantea una cuestión de debate recurrente en países 
como España, Canadá o Inglaterra: la existencia 
histórica de un déficit fiscal  excesivo en las regiones 
ricas de un país puede ser utilizada por sectores 

secesionistas como justificación para romper la unidad 
del país. En el inicio de esta tercera y última parte encontramos 
una discusión a nivel general sobre la estabilidad/inestabilidad de las 
fronteras nacionales y como la redistribución inter-regional puede 
afectar a este aspecto. Posteriormente, varios expertos presentan 
los casos particulares de Cataluña (España), Québec (Canadá) y 
Escocia (Reino Unido). En esta parte los artículos han sido escritos 
por David Bell, Massimo Bordignon, Elisenda Paluzie, Enrico Spolaore 
y François Vaillancourt. 

En definitiva, éste es un libro imprescindible para aquellos que 
deseen obtener un amplio conocimiento sobre cómo calcular e 
interpretar las balanzas fiscales del sector público y comprender 
sus determinantes e implicaciones políticas sobre la estabilidad de 
un país. 

Núria Bosch, Marta Espasa y Albert Solé-Ollé (Eds.).

The Political Economy of Inter-Regional Fiscal Flows. Measurement, Determinants 
and Effects on Country Stability
Edward Elgar Publishing Limited, 2010
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